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INFORME TÉCNICO DE AVALUÓ RURAL 

1. INFORMACIÓN GENERAL 

1.1 NOMBRE O RAZÓN SOCIAL DEL SOLICITANTE CONCESIONARIA SAN RAFAEL S.A. 

       DOCUMENTO DE IDENTIFICACIÓN 900.164.310-7  

FECHA DE SOLICITUD DE ACTUALIZACIÓN DE 
AVALUÓ 

07 de febrero de 2023   

1.2 TIPO DE INMUEBLE RURAL 

1.3 TIPO DE AVALUÓ Comercial    

       DESTINACIÓN DE LA VALUACIÓN ANI (Agencia Nacional de Infraestructura). 

1.4 MARCO NORMATIVO 
Para la determinación del valor comercial del inmueble en estudio se consultó con lo establecido dentro de 
los siguientes Marcos Normativos: 
 

- Ley 9 de 1989  
- Ley 388 de 1997  
- Ley 1682 de 2013  
- Ley 1673 de 2013 
- Ley 1742 de 2014 
- Ley 1882 de 2018 
- Decreto 1420 de 1998, Decreto 2181 de 2006, Decreto 556 de 2014 
- Resolución IGAC 620 del 2008, Resolución IGAC 898 de 2014  
- Resolución IGAC 1044 de 2014, Resolución IGAC 316 de 2015 y demás normas concordantes.  

1.5 DEPARTAMENTO TOLIMA 

1.6 MUNICIPIO DE UBICACIÓN IBAGUE 

1.7 NOMBRE DEL BARRIO O VEREDA EL SALADO 

1.8 DIRECCIÓN O NOMBRE DEL BIEN INMUEBLE  C 19A 38 19 S 
 

1.9 ABSCISADO DE AREA REQUERIDA 
 

ABSC. INICIAL K4+841.10 MARGEN IZQUIERDA - DERECHA 

ABSC. FINAL K5+301.00 LONG. EFECTIVA 459.90 

 
TABLA 1. ABSCISADO 

FUENTE: FICHA PREDIAL SUMINISTRADA POR LA CONCESIONARIA 
 

1.10  USO ACTUAL DEL INMUEBLE RURAL - AGROPECUARIA 

1.11  USO POR NORMA ÁREA DE APTITUD AGROPECUARIA 
MECANIZADA O INTENSA 

1.12 INFORMACIÓN CATASTRAL GLOBAL DEL PREDIO 
 

NUMERO CATASTRAL 00-01-0002-0285-000 M.E 
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NOTA: LA PRESENTE INFORMACIÓN PROVIENE DEL CERTIFICADO CATASTRAL DEL PREDIO. 
 

1.13  FECHA DE VISITA O VERIFICACIÓN AL BIEN 
INMUEBLE 

FEBRERO 5 DE 2010 

1.14  FECHA APLICACIÓN DEL VALOR SEPTIEMBRE 12 DE 2023 

2. DOCUMENTOS ADJUNTADOS POR EL CLIENTE PARA LA VALUACIÓN 

 

a. Certificación de tradición (SI) 

b. Ultimo Titulo de Adquisición (SI) 

c. Certificado catastral (SI) 

d. Certificación de norma de usos (SI) 

e. Estudios de títulos (SI) 

f. Reglamentos de propiedad horizontal (N/A) 

g. Cartas catastrales de localización del predio y/o ficha predial. (SI) 

h. Planos topográficos, de afectaciones, o urbanísticos (N/A) 

i. Planos arquitectónicos (N/A) 

j. Solicitud de valoración de los conceptos por daño emergente, lucro cesante (N/A) 

k. Otros (Planes parciales, licencias de urbanismos, permisos especiales, etc.). (N/A) 
 

3. INFORMACIÓN JURÍDICA 

3.1 NOMBRE DE LOS PROPIETARIOS DE LAS 
MEJORAS 

 

HERNANDO FALLA SUQUE Y OTRO 

3.2 ULTIMO TITULO DE ADQUISICIÓN Escritura pública 5231 del 30 de diciembre  
de 1993, Aclarada por Escritura Publica 
2599 de julio 19 de 1994 otorgada en la 
Notaria cuarta de Ibagué. 

3.3 MATRICULA INMOBILIARIA 350-105203 

3.4 OBSERVACIONES JURÍDICAS NO PRESENTA 
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4. DESCRIPCIÓN DEL SECTOR 

4.1 DELIMITACIÓN DEL SECTOR: De conformidad con el P.O.T del municipio de IBAGUE, tomando como 
base el plano R1, se presenta las colindancias del sector, el cual se encuentra colindando así: 

COLINDANTES  DEL SECTOR 

NORTE Quebrada Agua Sucia  

ORIENTE Vereda el Salado 

SUR Quebrada El Salado 

OCCIDENTE Aeropuerto  - Sector Urbano de Ibagué 

 

 
FIGURA 1. PLANO DE LOCALIZACIÓN - FUENTE   P.O.T 

4.2 ACTIVIDAD PREDOMINANTE DEL SECTOR 
RURAL AGROPECUARIO  

4.3 TOPOGRAFÍA 

 
FIGURA 2. PLANO DE CURVAS DE NIVEL / 0 - 7 % Plana 
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4.4 CARACTERÍSTICAS CLIMÁTICAS 
TEMPERATURA: 19°  - 30.8 °C 
PRECIPITACIÓN: 20 mm – 55 mm/año 
ALTURA:  500 a 2000 msnm  
 

4.5 CONDICIONES AGROLOGICAS  
Consultado el Estudio General de Suelos y Zonificación de Tierras del Tolima, efectuado por el “IGAC”; 
constatamos que el Sector corresponde a la Clase Agrologica III, la cual presenta las siguientes 
características: 

C
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CARACTERÍSTICAS RELIEVE PENDIENTE EROSIÓN PROFUNDIDAD 
EFECTIVA 

PEDREGOSIDAD  

C
L

A
S

E
   

III
 

Tierras 
planas a 
ligeramente 
inclinadas  

Inferior al 7% Ligera a 
moderada 

Moderadamente 
profundos 

Sin piedras hasta el 
12%, pedregoso 12 al 
25%  
 

SALINIDAD DRENAJE 
NATURAL 

INUNDABILIDAD  ENCHARCAMIENTO  RETENCIÓN DE 
HUMEDAD  

No excede el 
30% del área 
para suelos 
salinos o 
salinos 
sódicos  

Bien  a 
imperfectamente 

drenados 

Son susceptibles Se presenta con un 
máximo de 30 días 
acumulables año  
 

Baja a mediana. 

PERMEABILIDAD  NIVEL  DE FERTILIDAD  APTITUD MANEJO 

Moderadamente rápida 
 

Moderada Las tierras son aptas para 
cultivos de algodón, sorgo, 
ajonjolí, arroz, maíz, maní y 
frutales; entre otros, como 
también para la ganadería, 
con pastos mejorados.     

Implementación 
sistemas 
mecanización y riego. 
Prácticas manejo y 
control erosión. 
Rotación de cultivos, 
incorporación de 
residuos vegetales y  
aplicación de 
fertilizante.    

 

 
 
4.6 SERVICIOS PÚBLICOS 

 
El sector cuenta con la disponibilidad de los 
servicios Agua y Luz. 
 

4.7 SERVICIOS COMUNALES SECTOR RURAL 

4.8 VÍAS DE ACCESO U TRANSPORTE 

Vías Terciarias del Sector del Salado: Comunican las veredas del Corregimiento 13 y las principales 
son: anillo vial el Salado - la Esperanza - Carrizales - El País (11 Kms), Carrizales - El Colegio - El 
Reflejo (5 Kms), El Salado - la María – El Jaguo (5 Kms), El Jaguo - La Palmilla (5 Kms), La Palmilla - 
Chembe (3 Kms), La Elena - Chucuni (5 Kms) y Media Luna - Chucuni (2 Kms). 
 

5. REGLAMENTACIÓN URBANÍSTICA 

5.1 USO DEL SUELO 

Según el Acuerdo 0116 del 2000 “Por Medio del Cual se Adopta el Plan de Ordenamiento De 

Ibagué y se dictan otras disposiciones”, en su Artículo 290 “Usos de Suelos en las zonas de 
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explotación económicas en Zona Rural”, para el predio identificado con el Código catastral 00-01-

0002-0285-000, informamos que el sector donde se ubica, le corresponde un ÁREA DE APTITUD 

AGROPECUARIA MECANIZADA O INTENSA, según el Mapa de Usos de Suelo R4 que hace 

parte integral del Acuerdo 0116 del 2000, según como se observa a continuación:  

 
5.2  DESRIPCIÓN DEL BIEN INMUEBLE O PREDIO 

 
FIGURA 3: PLANO DE USO DEL SUELO URBANO DE IBAGUE –FUENTE: P.O.T. 

 

 

 

 

 

CGIC-7-264 
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FUENTE: http://www.curadosibague.com/images/stories/normatividad/acuerdo_116.pdf 

 

Nota 1: A pesar de la existencia de un certificado de Uso del Suelo, será deber del avalúador revisar los 
correspondientes acuerdos de EOT, PBOT, POT, vigentes a la fecha de elaboración del avalúo, de conformidad con 
lo estipulado en el art. 5 de la resolución 620 IGAC de 2008.  
 
Nota 2: Esta Reglamentación es de suma importancia, y a partir de allí se puede hacer la correcta comparación con 

las ofertas obtenidas, las encuestas (según el caso), los análisis de valor y los ejercicios residuales en sectores de 

vivienda campestre o condominios residenciales o industriales y comerciales. 

 

6. DESCRIPCIÓN DEL BIEN INMUEBLE O PREDIO 

6.1 UBICACIÓN El inmueble objeto de este avalúo se ubica 
en la Vereda EL SALADO en el Municipio de 
IBAGUE – TOLIMA. 
 
 
 
 
 
 
 

http://www.curadosibague.com/images/stories/normatividad/acuerdo_116.pdf
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LOCALIZACIÓN : IDENTIFICACIÓN ÁREAS REQUERIDAS 

 
FIGURA 4: plano predial del predio 

FUENTE: PLANO SUMINISTRADO POR LA EMPRESA CONTRATANTE. 

6.2 AREA DEL TERRENO 

 
NO APLICA 

FUENTE: FICHA PREDIAL SUMINISTRADA POR LA CONCESIONARIA 

6.3 LINDEROS  

 

 
FUENTE: TOMADOS DE LA FICHA PREDIAL 
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6.4 VIAS DE ACCESO AL PREDIO 

Vias terciarias en mal estado  - sin pavimentar.  

6.5 UNIDADES FISIOGRAFICAS 
UNIDAD 

FISIOGRAFIC
A 

CLASIFICACIO
N 

USO POR 
NORMA 

ACTIVIDAD 
SERVICIO

S 
VIAS 

PENDIENT
E 

1 RURAL 

ÁREA DE 
APTITUD 

AGROPECUARI
A MECANIZADA 

O INTENSA 

RURAL 
AGROPECUARI

A 

AGUA Y 
LUZ 

SIN 
PAVIMENTA

R 

0-7 % 
PLANAS 

 

6.6 AREAS CONSTRUIDAS  
EL AREA REQUERIDA NO CUENTA CON CONSTRUCCIONES  

6.7 CARACTERISTICAS CONSTRUCTIVAS  

N/A 

6.8 CONSTRUCCIONES ANEXAS  

 
 

6.9 CULTIVOS Y/O ESPECIES  

 
7. MÉTODOS VALUATORIOS 

 
De acuerdo al Decreto 1420 de 1998 y la Resolución 620 del IGAC, septiembre 23 de 2008, se utilizaron los 
siguientes métodos para determinar el valor, así: 
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ACTUALIZACIÓN DEL AVALUÓ 

 
Método de Comparación o de Mercadeo. Método que busca establecer el valor comercial del bien, a partir 
del estudio de oferta o transacciones recientes, de bienes semejantes y comparables al objeto de Avalúo. 
Propiamente se tuvieron en cuenta ofertas de predios comerciales del entorno inmediato. Se realizó 
comparación teniendo en cuenta elementos como: Localización, área de los predios, destinación económica, 
distancia a vías de importancia, forma, topografía, frente sobre vías internas, disponibilidad de servicios, 
normatividad, relación frente fondo, entre otros.   
 
En cuanto a las mejoras determinadas sobre el inmueble, como quiera que la formulación de la oferta por 
parte de Concesionaria San Rafael al predio intervenido por la afectación pública, se realizó al momento de 
la misma; y dado que en la actualidad existe una vía de primer orden, dichas mejoras no existen en la 
actualidad. Por tanto, y en concordancia con la instrucción dada por el solicitante del avalúo, se requiere 
estimar el valor de la oferta a la fecha, es decir; para el año 2023.  En consecuencia, para la estimación de 
las mismas, se tendrá en cuenta el Índice de Precios al Consumidor (IPC) calculado por el DANE,  el cual 
mide  la Inflación.  
 
La inflación es el crecimiento continuo y generalizado de los precios de los bienes y servicios y factores 
productivos de una economía expresado en porcentaje (%) con relación a un periodo de tiempo. Es decir la 
mayoría de los precios de los bienes y servicios disponibles en la economía empiezan a crecer en forma  
simultánea. También se puede definir como la Perdida de Poder adquisitivo del dinero. 
 

8. INVESTIGACIÓN ECONÓMICA INDIRECTA (OFERTAS) 

8.1 RELACIÓN DE OFERTAS OBTENIDAS  
 

PARA LA ZONA DE PRODUCCIÓN AGROPECUARIA  
INVESTIGACION INDIRECTA (OFERTAS) 

OFERTA 1  

 
https://www.properati.com.co/11498_venta_otro_ibague_inmobiliaria-rentar-sas_fk6 

Nota: Dado que la oferta en el sector es muy baja y solamente se pudo ubicar una oferta en la meseta 
de Ibagué, reforzaremos nuestro estudio con encuestas a peritos expertos según lo contemplado en 
al artículo 9 de la resolución 620 del IGAC.  

https://www.properati.com.co/11498_venta_otro_ibague_inmobiliaria-rentar-sas_fk6
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El predio se encuentra en la meseta de Ibagué, un sector reconocido por la productividad de sus tierras. Si 
bien es cierto en un principio las tierras estaban dedicadas a la ganadería, con la llegada de visionarios 
inversionistas las adecuaron para el cultivo de arroz. Tanto es así, que en la actualidad la Unión Europea 
reconoce la DENOMINACIÓN DE ORIGEN para esta zona.  
(referencias: https://caracol.com.co/programa/2021/02/27/al_campo/1614381717_405454.html / 
https://www.elnuevodia.com.co/nuevodia/especiales/sucesos/418368-la-meseta-de-ibague-toda-una-
historialigada-al-cultivo-del-arroz. 
 
Si bien en la zona investigada se desarrollan estas dos actividades agropecuarias, la franja de terreno 
investigada, presentaba cultivos. En consecuencia, se analizaron sectores con vocación arrocera en procura 
de comparar con el predio de referencia, dado que en la zona los propietarios de inmuebles con similares 
características no comercializan estas tierras. Lo cual refleja una oferta exigua. Por otra parte, se analizaron 
sectores aledaños al sector donde se ubica el inmueble analizado. Como resultado, se encontraron algunos 
inmuebles cercanos a la vía al aeropuerto, con características rurales: 
 
Sin embargo, este mercado no es tenido en cuenta dado que se encuentra en la zona de expansión urbana 
del municipio de Ibagué, en consecuencia, no permite su adecuada comparación. El sector no presenta un 
mercado comparable, ni se presentan ofertas con las características del inmueble materia de investigación. 
 
Algunos avaluadores consultados han realizado aproximaciones determinando valores para hectárea entre 
$120.000.000 y $140.000.000  por hectárea para estas tierras productivas. Ampliando el espectro, las zonas 
donde se desarrolla esa actividad se ubican principalmente en otros municipios, como el Espinal, con valores 
que oscilan entre los $90.000.000 y $120.000.000 por hectárea de acuerdo a estudios de la Lonja del Tolima. 
Sin embargo, ninguno de ellos goza de la ubicación estratégica de los inmuebles ubicados en el área de 
influencia directa de la meseta de Ibagué, con los beneficios propios de la ciudad capital. Dadas las anteriores 
consideraciones, relacionadas con la ausencia de ofertas comparables, bien sea por su ubicación o por la 
poca comercialización, se hace necesario contar con el apoyo de expertos inmobiliarios para poder 
determinar el valor final de la franja de terreno investigada. 
 
En los valores de mercado investigados para la tierra rural con riego, el predio lote el Escobal se respalda 
con copia escritura No 3615 del 28/12/2022 Notaria 2ª de Ibagué entre Inversiones agropecuarias Doima y 
Celsia S.A. Venta 10.000 m2 o una Ha por valor de DOSCIENTOS DIEZ MILLONES DE PESOS ($ 
210’000.000). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

https://www.elnuevodia.com.co/nuevodia/especiales/sucesos/418368-la-meseta-de-ibague-toda-una-historialigada-al-cultivo-del-arroz
https://www.elnuevodia.com.co/nuevodia/especiales/sucesos/418368-la-meseta-de-ibague-toda-una-historialigada-al-cultivo-del-arroz
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9. INVESTIGACIÓN ECONÓMICA DIRECTA (ENCUESTAS) Y PROCESAMIENTO ESTADÍSTICO 

9.1 PROCESAMIENTO ESTADÍSTICO  
 

 
 

Valor hectárea 
$120.000.000 

 
NOTA:  Se deja constancia bajo la gravedad de juramento que la utilización de esta modalidad se debe a que en el momento de la 
realización del avalúo no existían ofertas suficientes ni actualizadas de  bienes comparables al del objeto de la estimación, de 
conformidad con el Parágrafo del  artículo 9 de Resolución 620 /2008 del IGAC. 

 

10. CALCULO VALOR DEL TERRENO 

CALCULO DEL TERRENO 
 

 
 
 

11. CALCULO VALOR DE CONSTRUCCIONES Y ANEXOS 

CALCULO DE LOS ANEXOS 
 

 
FUENTE: AVALUÓ REALIZADO EL 12 DE FEBRERO DE 2.010 

 
 

Como se expuso en la metodología, se tomarán los valores unitarios estimados en el año 2010 para los 

elementos descritos y se actualizarán a valor presente alplicando indice IPC publicado por el DANE, el cual 

analiza la evolución de los costos e insumos utilizados en la construcción, así: 

NOMBRE DEL EXPERTO PROFESIÓN
TELEFONO DE 

CONTACTO 
OBSERVACIÓN FUENTE

FECHA DE 

ENCUESTA
VALOR HA

1
JOSÉ GILDARDO PALMA 

RONDON 

CONSULTOR  - 

AVALUADOR 
310-2215444

25 AÑOS DE EXPERIENCIA 

MIEMBRO DE LA LONJA DE 

PROPIEDAD RAIZ DEL TOLIMA 

sep-23 $ 115.000.000

2 YHOVANNI LUGO MUÑOZ AVALUADOR 136-2938118

10 AÑOS DE EXPERIENCIA- 

MIEMBRO DE LA LONJA DEL 

TOLIMA

sep-23 $ 115.000.000

3 CESAR FERNANDEZ ZAFRA
CORREDOR INMOBILIARIO - 

CONSULTOR - AVALUADOR
310-2820252

20 AÑOS DE EXPERIENCIA- 

MIEMBRO DE LA SOCIEDAD 

COLOMBIANA DE AVALUADORES

sep-23 $ 130.000.000

$ 120.000.000

8660254,038

7,2%

$ 128.660.254

$ 111.339.746LIMITE INFERIOR

INVESTIGACION DIRECTA - AGROPECUARIA

PROMEDIO

DESVIACIÓN ESTÁNDAR

COEFICIENTE DE VARIACIÓN

LIMITE SUPERIOR

UNIDAD FISIOGRAFICA AREA m2 AREA ha valor ha VALOR TOTAL

ZONA AGRICOLA 22362,42 2,236242 120.000.000,00$       268.349.040,00$   

TOTAL AREA REQUERIDA 22.362,42        2,236242

ZONA FISIOGRAFICA
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Valor cerca actualizado 

$9.765,03 
 

CALCULO VALOR DE LOS ANEXOS 

 

12. CALCULO DE CULTIVOS Y/O ESPECIES VEGETALES  

VALORES UNITARIOS 

 

 
VALORES TOTALES 

 
FUENTE: AVALUÓ REALIZADO EL 12 DE FEBRERO DE 2.010 

VALOR 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016

UNITARIO 1,60 3,73 2,44 1,94 3,66 6,77 5,75

$ 5.214,00 $ 5.297,42 $ 5.495,02 $ 5.629,10 $ 5.738,30 $ 5.948,32 $ 6.351,02 $ 6.716,21

VALOR 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

UNITARIO 4,09 3,18 3,80 1,61 5,62 13,12 7,43

$ 6.716,21 $ 6.990,90 $ 7.213,21 $ 7.487,31 $ 7.607,86 $ 8.035,42 $ 9.089,67 $ 9.765,03

1

TOTAL $ 512.664,11

VALOR 

VALOR TOTAL CANTIDAD UNITARIO

CERCA MEDIANERA EN POSTES DE MADERA 

Y 4 HILOS DE ALAMBRE DE PUAS ML 52,50 $ 9.765,03 $ 512.664,11

ÍTEM DESCRIPCIÓN UN
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Como se expuso en la metodología, se tomarán los valores unitarios estimados en el año 2010 para los 

elementos descritos y se actualizarán a valor presente alplicando indice IPC publicado por el DANE, el cual 

analiza la evolución de los costos e insumos utilizados en la construcción, así: 

 

CALCULO 
 

 
 
 

13. CONSIDERACIONES GENERALES 

El presente estudio se ha actualizado con análisis de mercado al año 2023 para el terreno, 
considerando las características del terreno. De igual manera, para los anexos y especies vegetales 
se ha tenido en cuenta el IPC desde el año 2010 a la fecha. 
 

ESPECIE VALOR 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016

UNITARIO 1,60 3,73 2,44 1,94 3,66 6,77 5,75

ARROZ $ 11.165.000,00 $ 11.343.640,00 $ 11.766.757,77 $ 12.053.866,66 $ 12.287.711,67 $ 12.737.441,92 $ 13.599.766,74 $ 14.381.753,33

CAMBULOS $ 22.000,00 $ 22.352,00 $ 23.185,73 $ 23.751,46 $ 24.212,24 $ 25.098,41 $ 26.797,57 $ 28.338,43

GUAMO $ 27.500,00 $ 27.940,00 $ 28.982,16 $ 29.689,33 $ 30.265,30 $ 31.373,01 $ 33.496,96 $ 35.423,04

GUASIMO $ 22.000,00 $ 22.352,00 $ 23.185,73 $ 23.751,46 $ 24.212,24 $ 25.098,41 $ 26.797,57 $ 28.338,43

SANGRA GADOS $ 27.500,00 $ 27.940,00 $ 28.982,16 $ 29.689,33 $ 30.265,30 $ 31.373,01 $ 33.496,96 $ 35.423,04

ESPECIE VALOR 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

UNITARIO 4,09 3,18 3,80 1,61 5,62 13,12 7,43

ARROZ $ 14.381.753,33 $ 14.969.967,04 $ 15.446.011,99 $ 16.032.960,45 $ 16.291.091,11 $ 17.206.650,43 $ 19.464.162,97 $ 20.910.350,27

CAMBULOS $ 28.338,43 $ 29.497,47 $ 30.435,49 $ 31.592,04 $ 32.100,67 $ 33.904,73 $ 38.353,03 $ 41.202,66

GUAMO $ 35.423,04 $ 36.871,84 $ 38.044,36 $ 39.490,05 $ 40.125,84 $ 42.380,91 $ 47.941,29 $ 51.503,33

GUASIMO $ 28.338,43 $ 29.497,47 $ 30.435,49 $ 31.592,04 $ 32.100,67 $ 33.904,73 $ 38.353,03 $ 41.202,66

SANGRA GADOS $ 35.423,04 $ 36.871,84 $ 38.044,36 $ 39.490,05 $ 40.125,84 $ 42.380,91 $ 47.941,29 $ 51.503,33

ITEM

1

ITEM

1

ITEM

1

2

3

SUB TOTAL  ESPECIES VEGETALES $ 47.697.964,05

SANGRAGAO/SANGRAGADO UN 5 $ 51.503,33 $ 257.516,63

SUB TOTAL  ESPECIES PARA SOMBRIO $ 484.131,26

GUAMO UN 2 $ 51.503,33 $ 103.006,65

GUASIMO/GUACIMO UN 3 $ 41.202,66 $ 123.607,98

ESPECIES PARA SOMBRIO 

DESCRIPCIÓN UN CANTIDAD VALOR UNIT. VALOR TOTAL 

CAMBULO UN 11 $ 41.202,66 $ 453.229,27

SUB TOTAL ESPECIES MADERABLES $ 453.229,27

ESPECIES MADERABLES

DESCRIPCIÓN UN CANTIDAD VALOR UNIT. VALOR TOTAL 

ARROZ ha 2,236242 $ 20.910.350,27 $ 46.760.603,52

SUB TOTAL CULTIVOS SEMIPERMANENTES $ 46.760.603,52

CULTIVOS SEMIPERMANENTES

DESCRIPCIÓN UN CANTIDAD VALOR UNIT. VALOR TOTAL 
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14. RESULTADO DEL AVALUÓ 

 

 
 

VALOR DEL AVALUÓ ACTUALIZADO  
SON: TRESCIENTOS DIECISEIS MILLONES QUINIENTOS CINCUENTA Y NUEVE MIL SESICIENTOS 

SESENTA Y OCHO PESOS CON DIECISEIS CENTAVOS MCTE 

 
 SON: $316.559.668,16 

 

15. CLAUSULA DE PROHIBICION DE PUBLICACIÓN DEL INFORME 

Se prohíbe la publicación de parte o la totalidad del informe de valuación, cualquier referencia  al mismo, a 
las cifras de valuación, al nombre y afiliaciones profesionales del valuador sin el consentimiento escrito del 
mismo. 

16. DECLARACIÓN DEL CUMPLIMIENTO 

El informe de valuación de bienes inmuebles se ha desarrollado la valuación, cumpliendo con los requisitos 
y Normas NTS, confirmando que: 

• Las descripciones de hechos presentados en el informe son correctas hasta donde el valuador 
alcanza a conocer. 

• Los análisis y resultados solamente se ven restringidos por las hipótesis y condiciones restrictivas 
que se describen en el informe valuatório; 

• El valuador no tiene intereses (y de haberlos, estarán especificados) en el bien inmueble objeto del 
presente estudio; 

• Los honorarios del valuador no dependen de los aspectos del informe; 

• La valuación se llevó a cabo conforme a un código de ética y normas de conducta; 

• El valuador ha cumplido los requisitos de formación de su profesión; 

• El valuador tiene experiencia en el mercado local y la tipología de bienes que se están valorando; 
El valuador  realizó visita personal al bien inmueble objeto de valuación. 
 

17. IDENTIFICACIÓN DEL USO QUE SE PRETENDE DAR A LA VALUACIÓN 

Elaboración de avalúos comerciales de cada uno de los predios, construcciones, viviendas, mejoras y/o 
especies (cultivos) requeridos dentro del proyecto de concesión SAN RAFAEL S.A, con el objeto de 
establecer su valor comercial real. 
 

18. RESPONSABILIDAD DEL AVALUADOR 

➢ El valuador no será responsable por aspectos de naturaleza legal que afecten el bien inmueble, a 
la propiedad valuada o el titulo legal de la misma (certificado de tradición). 

VALOR DE TERRENO 268.349.040,00$                                        

VALOR DE CONSTRUCCIONES ANEXAS 512.664,11$                                               

VALOR ESPECIES VEGETALES 47.697.964,05$                                          

TOTAL AVALUO 316.559.668,16$                                        

RESUMEN DEL AVALUO
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➢ El valuador no revelara información sobre la valuación a nadie distinto de la persona natural o 
jurídica que solicito el encargo Valuatório y solo lo hará con autorización escrita de esta, salvo en 
el caso en que el informe sea solicitado por una autoridad competente. 

19. NOMBRE, CUALIFICACIÓN PROFESIONAL Y FIRMA DEL AVALUADOR 

18.1 NOMBRE DEL AVALUADOR Oscar Fernando Galindo Macias 

18.2  REGISTRO DE ACREDITACIÓN PÚBLICA O PRIVADA 
DEL VALUADOR 

R.A.A-AVAL- 93.399.564 
 
 

18.3 DECLARACIÓN DE NO VINCULACIÓN CON EL SOLICITANTE DE LA VALUACIÓN (CARÁCTER 
DE INDEPENDENCIA) 
Se deja constancia que el valuador manifiesta no tener ningún tipo de relación directa o indirecta con el 
solicitante o interesado del inmueble objeto de valuación, con el fin de evitar cualquier conflicto de intereses. 
Además se confirma que  el informe de valuación es confidencial para las partes, hacia quien está dirigido o 
sus asesores profesionales, para el propósito específico del encargo; no se acepta ninguna responsabilidad 
ante ninguna tercera parte, y el valuador no acepta responsabilidad por la utilización inadecuada del informe. 
 

19.4 FIRMA DEL RESPONSABLE 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

  Cesar Augusto Quintero Varón                                                           Oscar Fernando Galindo Macias                                                         
            Director Ejecutivo                                                                         R.A.A-AVAL- 93.399.564 
                                                                      
 
  

Flavio José Lugo Buendía 
Director Avalúos 

                                                           RAA-AVAL-17.625.895 
 
 

20. ANEXOS 

Para complementar el presente informe Valuatorio se anexan (6) fotografías. 
Acta de aprobación de Comité Técnico. 
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REGISTRO FOTOGRÁFICO AÑO 2010 

 
 

 

PANORÁMICA DEL PREDIO PANORÁMICA DEL PREDIO 

  

PANORÁMICA DEL PREDIO PANORÁMICA DEL PREDIO 

  

PANORÁMICA DEL PREDIO PANORÁMICA DEL PREDIO 
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REGISTRO FOTOGRÁFICO ACTUAL 
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Ley 9 de 1989
Los datos publicados tienen propósitos exclusivamente informativos. El Departamento Administrativo de la Función Pública no se
hace responsable de la vigencia de la presente norma. Nos encontramos en un proceso permanente de actualización de los
contenidos.

i=1175;
LEY 9 DE 1989

(enero 11)

por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

Ver Decreto Nacional 2879 de 2001 , Ver la Sentencia de la Corte Constitucional C-295 de 1993

CAPÍTULO I

De la planificación del desarrollo municipal

"Artículo  1º.- Derogado expresamente por el Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: El artículo 33 del Decreto Ley 1333 de 1986 (Código
de Régimen Municipal), quedará así:

"Con el objeto de lograr condiciones óptimas para el desarrollo de las ciudades y de sus áreas de influencia en los aspectos físico,
económico, social y administrativo, los municipios con una población mayor de cien mil (100.000) habitantes, incluyendo al Distrito Especial
de Bogotá, la intendencia especial de San Andrés y Providencia y las áreas metropolitanas, deberán formular su respectivo plan de
desarrollo de conformidad con la política nacional y departamental, las técnicas modernas de planeación urbana y con base en la
coordinación del desarrollo urbano-regional.

"Las entidades territoriales a las cuales se refiere el inciso anterior que cuenten con una población de menos de cien mil (100.000)
habitantes deberán expedir un plan de desarrollo simplificado que contenga los aspectos contemplados en los numerales 1 y 2 del artículo
34. Modificado Ley 2 de 1991 Áreas Metropolitanas y posteriormente derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

"En las áreas metropolitanas el plan de desarrollo o plan de desarrollo simplificado expedido por la junta metropolitana prevalecerá sobre
los planes que adoptaren los municipios que integran el área en las materias que son de competencia de las respectivas áreas". Modificado
Ley 2 de 1991 Áreas Metropolitanas y posteriormente derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

Inciso Transitorio.- Continuarán vigentes los Planes Integrales de Desarrollo, Planes de Desarrollo y Planes Reguladores que se hayan
expedido con anterioridad a la vigencia de la presente Ley, pero deberán ser adecuados a las normas del presente capítulo dentro del año
siguiente a la fecha de vigencia de la presente Ley. Donde no existiere Plan de Desarrollo o Plan de Desarrollo Simplificado o donde hubiere
necesidad de adecuarlo, los alcaldes y el Intendente de San Andrés y Providencia deberán presentar el proyecto de plan o de sus
adecuaciones a consideración del respectivo concejo, Junta Metropolitana o Consejo Intendencial dentro del mismo término anterior".
Modificado Ley 2 de 1991 Áreas Metropolitanas y posteriormente derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

Artículo  2º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: El artículo 34 del Decreto Ley 1333 de 1986 (Código de Régimen Municipal),
quedará así:

"Los planes de desarrollo incluirán los siguientes aspectos:

1. Un plan y un reglamento de usos del suelo y cesiones obligatorias gratuitas, así como normas urbanísticas específicas;

2. Un plan vial de servicios públicos y de obras públicas;

3. Un programa de inversiones que incluirá primordialmente los servicios de suministro de agua, alcantarillado, energía, gas, teléfono,
recolección y disposición técnica de basuras, vías y transporte, empleo, vivienda, educación, salud, seguridad pública, recreación,
suministro de alimentos y otros, según las condiciones especiales de cada entidad territorial; Modificado Ley 2 de 1991 y posteriormente
derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

4. La reserva de tierras urbanizables necesarias para atender oportuna y adecuadamente la demanda por vivienda de interés social y para
reubicar aquellos asentamientos humanos que presentan graves riesgos para la salud e integridad personal de sus habitantes; Modificado
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Ley 388 de 1997
Los datos publicados tienen propósitos exclusivamente informativos. El Departamento Administrativo de la Función Pública no se
hace responsable de la vigencia de la presente norma. Nos encontramos en un proceso permanente de actualización de los
contenidos.

LEY 388 DE 1997

 

(Julio 18)

 

 Adicionado por la Ley 614 de 2000.

Reglamentada por los Decretos Nacionales 150 y 507 de 1999; 932 y 1337 de 2002; 975 y 1788 de 2004; 973 de 2005; 3600 de
2007; 4065 de 2008; 2190de 2009;Reglamentada parcialmente por el Decreto Nacional 1160 de 2010

 

Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 2 de 1991 y se dictan otras disposiciones.

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA,

 

Ver la Circular de la Procuraduría General de la Nación 023 de 2010, Ver la Ley 1454 de 2011

 

DECRETA:

 

CAPÍTULO I

 

Ver la Exposición de Motivos de la Ley 388 de 1997, Ver el Decreto Nacional 1052 de 1998, 89 y 176 de 2001, Ver la Ley 881 de 2004, Ver
el art. 11, Ley1228 de 2008, Ver Ley 1537 de 2012

 

Objetivos y principios generales

 

ARTÍCULO  1º.- Objetivos. La presente Ley tiene por objetivos:

 

1. Armonizar y actualizar las disposiciones contenidas en la Ley 9 de 1989 con las nuevas normas establecidas en la Constitución Política, la
Ley Orgánica del Plan de Desarrollo, la Ley Orgánica de Áreas Metropolitanas y la Ley por la que se crea el Sistema Nacional Ambiental.

 

2. El establecimiento de los mecanismos que permitan al municipio, en ejercicio de su autonomía, promover el ordenamiento de su
territorio, el uso equitativo y racional del suelo, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural localizado en su ámbito
territorial y la prevención de desastres en asentamientos de alto riesgo, así como la ejecución de acciones urbanísticas eficientes.

 

3. Garantizar que la utilización del suelo por parte de sus propietarios se ajuste a la función social de la propiedad y permita hacer efectivos
los derechos constitucionales a la vivienda y a los servicios públicos domiciliarios, y velar por la creación y la defensa del espacio público,
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LEY 1682 DE 2013 
(noviembre 22) 

D.O. 48.982, noviembre 22 de 2013 
  

por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de 

infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias. 
  
  
Nota 1: Modificada por la Ley 1742 de 2014. 
  
Nota 2: Reglamentada parcialmente por el Decreto 119 de 2015. por el Decreto 1955 
de 2014, por el Decreto 791 de 2014, por el Decreto 738 de 2014, por el Decreto 737 
de 2014 y por el Decreto 736 de 2014. 
  
Nota 3: Ver Decreto 1008 de 2015. Ver Decreto 1026 de 2014. 
  
Nota 4: Corregida por el Decreto 476 de 2014 y por el Decreto 3049 de 2013. 

  
  

 El Congreso de Colombia 
  

DECRETA: 
  

TÍTULO I 
  

DISPOSICIONES GENERALES, PRINCIPIOS Y POLÍTICAS DE LA 
INFRAESTRUCTURA DEL TRANSPORTE 

  
  
Artículo 1°. Las disposiciones de la presente ley se aplicarán a la 

infraestructura del transporte. 
  
  
Artículo 2°. La infraestructura del transporte es un sistema de movilidad 
integrado por un conjunto de bienes tangibles, intangibles y aquellos que se 

encuentren relacionados con este, el cual está bajo la vigilancia y control del 
Estado, y se organiza de manera estable para permitir el traslado de las 

personas, los bienes y los servicios, el acceso y la integración de las diferentes 
zonas del país y que propende por el crecimiento, competitividad y mejora de 
la calidad de la vida de los ciudadanos. 
  
  
Artículo 3°. Características de la infraestructura del transporte. La 
infraestructura de transporte como sistema se caracteriza por ser inteligente, 
eficiente, multimodal, segura, de acceso a todas las personas y carga, 

ambientalmente sostenible, adaptada al cambio climático y vulnerabilidad, con 
acciones de mitigación y está destinada a facilitar y hacer posible el transporte 

en todos sus modos. 
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lB'+lo:1742 2 6 ole 2014 
"POR LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS Y DISPOSICIONES PARA LOS 


PROYECTOS DE INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE, AGUA POTABLE Y 

SANEAMIENTO BÁSICO, Y LOS DEMÁS SECTORES QUE REQUIERAN 


EXPROPIACiÓN EN PROYECTOS DE INVERSiÓN QUE ADELANTE EL ESTADO ' 1 

Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES" 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA 

ARTíCULO 10
• El artículo 8 o de la Ley 1682 de 2013, tendrá un inciso nuevo el cual quedará así: 

"Los proyectos de infraestructura deberán diseñarse y desarrollarse con los más altos 
criterios de sostenibilidad ambiental, acorde con los estudios previos de impacto ambienlai 
debidamente socializados y cumpliendo con todas las exigencias establecidas en la 
legislación para la protección de los recursos naturales y en las licencias expedidas por la 
autoridad ambiental competente, quien deberá hacer un estricto control y seguimiento en 
todas las actividades de los proyectos". 

ARTíCULO 20
• Modifíquese el literal "a" del artículo 14 de la ley 1682 de 2013, el cual quedará 

así : 

"a. Las decisiones proferidas en ejercicio de los mecanismos alternativos de solución de 
controversias relativas al contrato, deberán proferirse en derecho, salvo en el evento de la 
amigable composición en el que la decisión podrá adoptarse en equidad, de conformidad con 
el artículo 60 de la Ley 1563 de 2012". 

ARTíCULO 30. El Artículo 20 o de la ley 1682 de 2013 quedará así: 

"Artículo 20. La adquisición predial es responsabilidad del Estado y para ello la entidad 
pública responsable del proyecto podrá adelantar la expropiación administrativa con 
fundamento en el motivo definido en el artículo anterior, siguiendo para el efecto los 
procedimientos previstos en las Leyes 9a de 1989 y 388 de 1997, o la expropiación judicial 
con fundamento en el mismo motivo, de conformidad con lo previsto en las Leyes 9a de 1989, 
388 de 1997 y 1564 de 2012. 

En lodos los casos de expropiación, incluyendo los procesos de adquisición predial en curso, 
deben aplicarse las reglas especiales previstas en la presente ley. 

Parágrafo 1°. La adquisición de predios de propiedad privada o pública necesarios para 
establecer puertos, se adelantará conforme a lo señalado en las reglas especiales de la Ley 
10 de 1991 o aquellas que la complementen, modifiquen osustituyan de manera expresa. 
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LEYNo.1882 15 ENE 2018 
POR LA CUAL SE ADICIONAN, MODIFICAN Y DICTAN DISPOSICIONES 


ORIENTADAS A FORTALECER LA CONTRATACiÓN PÚBLICA EN 

COLOMBIA, LA LEY DE INFRAESTRUCTURA Y SE DICTAN OTRAS 


DISPOSICIONES. 


EL CONGRESO DE COLOMBIA. 


DECRETA: 

Artículo 1. Adiciónense los parágrafos 2° y 3° del artículo 30 de la Ley 80 de 
1993: 

(, .. ) 

Parágrafo 20 En los procesos de licitación pública para seleccionar contratistas • 

de obra, la oferta estará conformada por dos sobres, un primer sobre en el cual 
se deberán incluir los documentos relacionados con el cumplimiento de los 
requisitos habilitantes, así como los requisitos y documentos a los que se les 
asigne puntaje diferentes a la oferta económica: 

El segundo sobre deberá incluir únicamente la propuesta económica de 
conformidad con todos los requisitos exigidos en el pliego de condiciones. 

Parágrafo 30 En los procesos de licitación pública para seleccionar contratistas • 

de obra pl.Jblica, las entidades estatales deberán publicar el informe de 
evaluación relacionado con los documentos de los requisitos habilitantes y los 
requisitos que sean objeto de puntuación diferente a la oferta económica 
incluida en el primer sobre, dentro del plazo establecido en el pliego de 
condiciones. 

En estos procesos el informe permanecerá publicado en el Secop durante cinco 
(5) días hábiles, término hasta el cual los proponentes podrán hacer las 
observaciones que consideren y entregar los documentos y la información 
solicitada por la entidad estatal. Al finalizar este plazo, la entidad estatal se 
pronunciará sobre las observaciones y publicará el informe final de evaluación 
de los requisitos habilitantes y los requisitos objeto de puntuación distintos a la 
oferta económica. 

Para estos procesos, el segundo sobre, que contiene la oferta económica, se 
mantendrá cerrado hasta la audiencia efectiva de adjudicación, momento en el 
cual se podrán hacer observaciones al informe de evaluación, las cuales se 
decidirán en la misma. Durante esta audiencia se dará apertura al sobre, se 
evaluará la oferta económica a través del mecanismo escogido mediante el 
método aleatorio que se establezca en los pliegos de condiciones, corriendo 
traslado a los proponentes habilitado~ en la misma diligencia solo para la 
revisión del aspecto económico y se establecerá el orden de elegibilidad. 

Artículo 2. Modifíquese el artículo 53 de la Ley 80 de 1993, modificado por el 
artículo 82 de la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así: 

1 



Los consultores y asesores externos responderán civil, fiscal, penal y 
disciplinariam~nte tanto por el cumplimiento de las obligaciones derivadas del 
contrato de consultoría o asesoría, celebrado por ellos, como por los hechos u 
omisiones qJe les fueren imputables constitutivos de incumplimiento de las 
obligaciones 90rrespondientes a tales contratos y que causen daño o perjuicio a 
las entidades! derivados de la celebración y ejecución de contratos respecto de 
los cuales hayan ejercido o ejerzan las actividades de consultoría o asesoría 
incluyendo la rtapa de liquidación de los mismos. 

Por su pahe, los interventores, responderán civil, fiscal, penal y 
disciplinariam~nte, tanto por el cumplimiento de las obligaciones derivadas del 
contrato de ¡nterventoría, como por los hechos u omisiones que le sean 
imputables y¡ causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la 
celebración y lejecución de los contratos respecto de los cuales hayan ejercido o 
ejerzan las funciones de interventoría, incluyendo la etapa de liquidación de los 
mismos sie~pre y cuando tales perjuicios provengan del incumplimiento o 
responsabilid$d directa, por parte del interventor, de las obligaciones que a este 
le correspond~11 conforme con el contrato de interventoría. 

Artículo 3°. Adiciónese el siguiente inciso al numeral 2 del artículo 11 de la Ley 
397 de 1997. rOdificadO por el articulo 7' de la Ley 1185 de 2008 así: 

(...) l. 
Cuando se trate de proyectos de infraestructura la intervención a ·Ia que hace 
referencia ell presente artículo deberá ser asumida por el concesionario o 
contratista entargado del proyecto quien para el efecto será el titular del permiso 

I 

de intervención que otorgue el Instituto Colombiano de Antropología e Historia. 
No obstante, iserá obligación del concesionario o contratista contar con un 
profesional idóneo quien deberá hacer el acompañamiento al Plan de Manejo 
Arqueológico,l bajo los parámetros que hayan sido definidos previamente por el 
Instituto Colombiano de Antropología e Historia. Los proyectos que se 

I 

encuentran eh ejecución al momento de expedición de la presente norma y 
definida la gestión en cabeza del profesional registrado, el contratista o 
concesionari9 podrá optar por mantener la responsabilidad en cabeza de dicho 
profesional o adoptar la solución a que hace referencia el presente artículo. 

(...) jI 
Artículo 4°. diciónese el siguiente parágrafo al artículo 20 de la Ley 1150 de 
2007: 

Parágrafo 7°1 El Gobierno nacional adoptará documentos tipo para los pliegos 
de condicionés de los procesos de selección de obras públicas, interventoría 
para las obr~s públicas, interventoría para consultoría de estudios y diseños 
para obras p6blicas, consultoría en ingeniería para obras, los cuales deberán 
ser utilizadosl por todas las entidades sometidas al Estatuto General de la 
Contratación Ide la Administración Pública en los procesos de selección que 
adelanten. D~ntro de los documentos tipo el Gobierno adoptará de manera 
general y conlalcance obligatorio para todas las entidades sometidas al Estatuto 
General de Contratación de la Administración Pública, las condiciones 
habilitantes, Jsí como los factores técnicos y económicos de escogencia, según 
corresponda écada modalidad de selección y la ponderación precisa y detallada 

1 
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de los mismos, que deberán incluirse en los pliegos de condiciones, teniendo en 
cuenta la naturaleza y cuantía de los contratos. Para la adopción de esta 
reglamentación el Gobierno tendrá en cuenta las características propias de las 
regiones con el ánimo de promover el empleo local. 

La facultad de adoptar documentos tipo la tendrá el Gobierno Nacional, cuando 
lo considere necesario, en relación con otros contratos o procesos de selección. 

Los pliegos tipo se adoptarán por categorías de acuerdo con la cuantía de la 
contratación, según la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. 

Artículo 5°. Modifíquese el Parágrafo 1 e inclúyanse los parágrafos 3, 4 Y 5 de 
artículo 5° de la Ley 1150 de 2007, los cuales quedarán así: 

Artículo 5°. De la selección objetiva. 

(... ) 

Parágrafo 1 0. La ausencia de requisitos o la falta de documentos referentes a la 
futura contratación o al proponente, no necesarios para la comparación de las 
propuestas no servirán de título suficiente para el rechazo de los ofrecimientos 
hechos. En consecuencia, todos aquellos requisitos de la propuesta que nc 
afecten la asignación de puntaje, deberán ser solicitados por las entidades 
estatales y deberán ser entregados por los proponentes hasta el término de 
traslado del informe de evaluación que corresponda a cada modalidad de 
selección, salvo lo dispuesto para el proceso de Mínima cuantía y para e 
proceso de selección a través del sistema de subasta. Serán rechazadas las 
ofertas de aquellos proponentes que no suministren la información y la 
documentación solicitada por la entidad estatal hasta el plazo anteriormente 
señalado. 

Durante el término otorgado para subsanar las ofertas, los proponentes nc 
podrán acreditar circunstancias ocurridas con posterioridad al cierre del proceso. 

(... ) 

Parágrafo 3°. La no entrega de la garantía de seriedad junto con la propuesta nc 
será subsanable y será causal de rechazo de la misma. 

Parágrafo 4°. En aquellos procesos de selección en los que se utilice e 
mecanismo de subasta, los documentos referentes a la futura contratación o a 
proponente, no necesarios para la comparación de las propuestas, deberán se 
solicitados hasta el momento previo a su realización. 

Parágrafo 5°. En los procesos de contratación, las entidades estatales deberár 
aceptar la experiencia adquirida por los· proponentes a través de la ejecución de 
contratos con particulares. 

(...) 

Artículo 6°. Adiciónese un parágrafo al artículo 8° de la Ley 1150 de 2007, e 
cual quedará así: 

(... ) 
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Parágrafo. Nb es obligatorio contar con disponibilidad presupuestal para realizar 
la publicaciórt del proyectq de Pliego de Condiciones ' 

I 

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 33 de la Ley 1508 de',2012, el cual quedará 
así: ! 

I 
Artículo 33. Ua elaboración de estudios, la evaluación de proyectos de iniciativa 
privada y lad interventorías de los contratos, se podrán contratar mediante el 
procedimientb de selección abreviada de menor cuantía o mínima cuantía según 
su valor. II ' 

En los contrJtos para la ejecución de proyectos de asociación público-privada la 
interventoría Ideberá contratarse con una persona independiente de la entidad 
contratante yl del contratista. Dichos interventores responden civil, fiscal, penal y 
disciplinaria~ente, tanto por el cumplimiento de las obligaciones derivadas del 
contrato de linterventoría, como por los hechos u omisiones que les sean 
imputables y f.ausen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la celebración 
y ejecución ~e contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las 
funciones d~ interventoría, siempre y cuando tales perjuicios provengan del 
incumplimiento o responsabilidad directa, por parte del interventor, de las 
obligaciones ~ue a este le corresponden con el contrato de interventoría. 

Artículo 8°. Modificar el artículo 22 de la Ley 1682 de 2013, el cual quedará así: 
I 

Artículo 22.1 Limitaciones, afectaciones, gravámenes al dominio, medidas 
cautelares, irpuestos, servicios públicos y contribución de valorización. En el 
proceso de adquisición de predios requeridos para proyectos de infraestructura 
de transporte', en caso de existir acuerdo de negociación entre la entidad Estatal 
y el titular insfrito en el folio de matrícula o al respectivo poseedor regular inscrito 
y previo al registro de la escritura pública correspondiente, la entidad estatal, con 
cargo al valot del proyecto, podrá descontar la suma total o proporcional que se 
adeuda por I concepto de gravámenes, limitaciones, afectaciones, medidas 
cautelares, irhpuestos, servicios públicos y contribución de valorización y pagar 
directamentel dicho valor al' acreedor o mediante depósito judicial a órdenes del 
despacho re~pectivo, en caso de cursar procesos ejecutivos u ordinarios en los 
que se hayal ordenado el respectivo gravamen, considerando para el efecto el 
área objeto qe adquisición, o verificar que lo realizará directamente el titular. De 
no ser posible, se continuará con el proceso de expropiación administrativa o 
judicial, segúh corresponda. 
La entidad e~tatal adquirente expedirá un oficio con destino al Registrador de 
Instrumentosl Públicos respectivo o a la autoridad competente" en e,1 cual se 
solicite leva~tar la limitación, la afectación, gravamen o medida cautelar, 
evidenciand~ el pago y paz y salvo correspondiente, cuando a ello haya lugar. El 
Registrador deberá dar trámite a la solicitud en un término perentorio de 15 días 
hábiles. ¡ 

I 
Una vez real)zada la respectiva anotación en el registro, el Registrador deberá 
dar aviso me~iante oficio al notario correspondiente para que obre en la escritura 
pública resp~ctiva del inmueble. 
Las medidas! cautelares al dominio cuya inscripción se encuentre caducada de 
acuerdo conilO dispuesto en la Ley 1579 de 2012, se podrán cancelar con la 
solicitud que ealice la entidad estatal al Registrador de Instrumentos Públicos. 

Cuando se t ate de servidumbres de utilidad pública y las redes y activos allí 



asentados puedan mantenerse, se conservará el registro del gravamen en el foli( 

del inmueble. 

Parágrafo. La entidad estatal con cargo al valor del negocio, podrá descontar lé 

suma total o proporcional que debe pagarse por concepto de gastos de notariad( 

y registro y pagar directamente dicho valor. 


Artículo 9. Modificar el parágrafo 20 del artículo 24 de la Ley 1682 de 2013, € 


cual quedará así: 


(... ) 


Parágrafo 2°. El avalúo comercial tendrá una vigencia de un (1) año, contad, 

desde la fecha de su comunicación a la entidad solicitante o desde la fecha e 

que fue decidida y notificada la revisión y/o, impugnación de este. Una ve 

notificada la oferta, el avalúo quedará en firme para efectos de la enajenaciól 

voluntaria. 


(... ) 

Artículo 10. El artículo 25 de la Ley 1682 de 2013, modificado por la Ley 1742 dE 
2014, artículo 4°, quedará así: 

Artículo 25. Notificación de la oferta. La oferta deberá ser notificada únicamentE 
al titular de los derechos reales que figure registrado en el folio de matrícula del 
inmueble objeto de expropiación o al respectivo poseedor regular inscrito o a lo! 
herederos determinados e indeterminados, entendidos como aquellas persona! 
que tengan la expectativa cierta y probada de entrar a representar al propietaric 
fallecido en todas sus relaciones jurídicas por causa de su deceso dE 
conformidad con las leyes vigentes. 
La oferta será remitida por el representante legal de la entidad públicé 
competente para realizar la adquisición del inmueble o su delegado; para Sl 

notificación se cursará oficio al propietario, poseedor inscrito o a los heredero~ 
determinados e indeterminados, el cual contendrá como mínimo: 

1. Indicación de la necesidad de adquirir el inmueble por motivo de utilidac 
pública. 
2. Alcance de conformidad con los estudios de viabilidad técnica. 
3. Identificación precisa del inmueble. 
4. Valor como precio de adquisición acorde con lo previsto en el artículo 37 de lé 
presente ley. 
5. Información completa sobre los posibles procesos que se pueden presenta 
como son: enajenación voluntaria, expropiación administrativa o judicial. 

Se deberán explicar los plazos, y la metodología para cuantificar el valor que SE 

cancelará a cada propietario o poseedor según el caso. 

Una vez notificada la oferta se entenderá iniciada la etapa de negociaciór 
directa, en la cual el propietario o poseedor inscrito tendrá un término de quincE 
(15) días hábiles para manifestar su voluntad en relación con la misma, bien seé: 

aceptándola, o rechazándola. 

Si la oferta es aceptada, deberá suscribirse escritura pública de compraventa o la 

promesa de compraventa dentro de los diez (10) días hábiles siguientes e 

inscribirse la escritura en la oficina de registro de instrumentos públicos del luga 

correspondiente. 
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Se entenderá que el propietario o poseedor del predio renuncian a la negociación 

cuando: 

a) Guarden s'lencio sobre la oferta de negociación directa. 

b) Dentro del plazo para aceptar o rechazar la oferta no se logre acuerdo. 

c) No suscri Dan la escritura o la promesa de compraventa respectiva en los 

plazos fijado~ en la presente ley por causas imputables a ellos mismos. 


! 

Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación si transcurridos treinta (30) 
días hábiles qespués de la notificación de la oferta de compra, no se ha llegado a 
un acuerdo fprmal para la enajenación voluntaria, contenido en un contrato de 
promesa de 90mpraventa y/o escritura pública. 

Notificada la I oferta de compra de los inmuebles sobre los que recaiga la 
declaratoria qe utilidad pública o de interés social, e inscrita dicha oferta en el 
respectivo Certificado de Libertad Tradición, los mismos no podrán ser objeto de 
ninguna limitación al dominio. El registrador se abstendrá de efectuar la 
inscripción ~e actos, limitaciones, gravámenes, medidas cautelares o 
afectaciones pi dominio sobre aquellos. 

Parágrafo. La entidad adquirente procederá a expedir directamente la resolución 
de expropiación sin necesidad de expedir oferta de compra en los siguientes 
eventos: I . 
1. Cuando se verifique que el titular inscrito del derecho real de dominio falleció y 
no es posible determinar sus herederos. l
2. En el evento en el que alguno de los titulares del derecho real inscrito en el 
folio de matr!jc.ula inmobiliaria del inmueble objeto de adquisición o el respectivo 
poseedor regular inscrito se encuentren reportados en alguna de las listas de 
control de prevención de lavado de activos o financiación del terrorismo. 

Una vez exp~dida la resolución de expropiación, la entidad adquirente solicitará 
la inscripción' de la misma en el respectivo Certificado de libertad y tradición y 
libertad del inmueble. El registrador se abstendrá de efectuar la inscripción de 
actos, limitaciones, gravámenes, medidas cautelares o afectaciones al dominio 
sobre aquell~s. 
Surtida la eta'pa de agotamiento de vía gubernativa, la Entidad adquirente deberá 
acudir al procedimiento de expropiación judicial contemplado en el artículo 399 
del Código GJeneral del Proceso o la norma que lo modifique o sustituya, para lo 
cual aplicar~lel saneamiento automático y el valor que arroje la expropiación se 
dejará a cargp del juzgado de conocimiento. 

Parágrafo 21°. Se dispone un plazo de noventa (90) días siguientes a la 
suscripción de. contratos de compraventa de los bienes objeto de la oferta de 
compra, para realizar el pago correspondiente, vencido el plazo yno habiéndose 
realizado el tnismo, los titulares de derechos reales podrán acudir al proceso 
ejecutivo y se causarán intereses de mora. 

Artículo 11. Modificase el artículo 27 de la Ley 1682, el cual quedará así: 

Artículo 27. Permiso de intervención voluntario. Mediante documento escrito 
suscrito por,la entidad y el titular inscrito en el folio de matrícula el poseedor 
regular o lo herederos determinados del bien, podrá pactarse un permiso de 
intervención voluntario del inmueble objeto de adquisición o expropiación, El 
permiso será! irrevocable una vez se pacte. 

Con base er el acuerdo de intervención suscrito, la entidad deberá iniciar el 



proyecto de infraestructura de transporte. 

Lo anterior, sin perjuicio de los derechos de terceros sobre el inmueble los cuale~ 
no surtirán afectación o detrimento alguno con el permiso de intervenciór 
voluntaria, así como el deber del responsable del proyecto de infraestructura dE 
transporte de continuar con el proceso de enajenación voluntaria, expropiaciór 
administrativa o judicial, según corresponda. 

Parágrafo. En el proceso administrativo, en caso de no haberse pactado e 
permiso de intervención voluntario del inmueble objeto de adquisición e 
expropiación, dentro de los quince (15) días siguientes a la ejecutoria del acte 
administrativo que la dispuso, la entidad interesada solicitará a la respectiva 
autoridad de policía, la práctica de la diligencia de desalojo, que deberá 
realizarse con el concurso de esta última y con el acompañamiento de la 
Defensoría del Pueblo ylo el personero municipal quien deberá garantizar la 
protección de los Derechos Humanos, dentro de un término perentorio de cince 
(5) días, de la diligencia, se levantará un acta y en ella no procederá oposiciór 
alguna. 

Artículo 12. En los trámites de gestión predial en los cuales el ejecutor de ur 
proyecto de infraestructura identifique que los predios baldíos requeridos para e 
proyecto se encuentran ocupados, será procedente el pago y reconocimiento de 
las mejoras realizadas por los ocupantes. 

El precio de adquisición de estas mejoras no podrá exceder el monto establecide 
para una vivienda de interés prioritario. 

En caso de que el ocupante irregular no esté de acuerdo con el avalúo, la entidac 
encargada del proyecto de infraestructura procederá a solicitar a la autoridac 
policiva del lugar el desalojo del bien y el valor de las mejoras será puesto a 
disposición del desalojado, mediante pago por consignación a favor de 
mejoratario.. 

Artículo 13. Modifíquense los parágrafos 4°, 5° y 6° del artículo 5° de la Le~ 
1508 de 2012, modificado por el artículo 37 de la Ley 1753 de 2015 

(... ) 

Parágrafo 4°. En proyectos de asociación público-privada de iniciativa pública ~ 
de iniciativa privada, la entidad estatal competente podrá reconocer derechos 
reales sobre inmuebles que no se requieran para la prestación del servicio para 
el cual se desarrolló el proyecto, como componente de la retribución a 
inversionista privado. 

El Gobierno Nacional reglamentará las condiciones bajo las cuales se realizará e 
reconocimiento de los derechos reales y de explotación sobre inmuebles 
garantizando que su tasación sea acorde con su valor en el mercado y a las 
posibilidades de explotación económica del activo. Adicionalmente, se incluirán 
en dicha reglamentación las condiciones que permitan que el inversionista 
privado reciba los ingresos de la explotación económica o enajenación 
condicionados a la disponibilidad de la infraestructura y al cumplimiento de los 
estándares de calidad y niveles de servicio pactados. 

En el caso de que trata el presente parágrafo, la selección del adjudicatario de 
contrato baio el esauema de asociación público privada de iniciativa privada se 
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realizará mediante licitación pública.
I 

Si el OriginaJor no resulta seleccionado para la ejecución del contrato bajo el 
esquema de asociación pqblíco privada, el adjudicatario deberá pagar al 
Originador el¡ valor que la entidad pública competente haya determinado como 
costos de 10Sf estudios realizados para la estructuración del proyecto durante el 
trámite de la respectiva iniciativa privada., 

Los aspectoJ no regulados en el presente parágrafo r~lativos al trámite de las 
iniciativas p~ivadas de asociaciones público privadas cuya retribución al 
inversionista consista total o parcialmente en derechos reales sobre inmuebles se 
someterán a 110 previsto en la Ley 1508 de 2012 para las iniciativas privadas con 
desembolso de recursos públicos.,, . 

Tratándose de proyectos de asociación público privada de iniciativa privada, el 
valor de los predios en los que se ubican los inmuebles sobre los que se podrán 
reconocer derechos reales .no podrá ser superior al 30% del presupuesto 
estimado de Iinversión del proyecto. En todo caso, la restricción aquí prevista 
computará d~ntro del límite del artículo 17 de la Ley 1508 de 2012 Y sus 
correspondiehtes modificaciones. 

i 
Parágrafo 5°1 En caso de que en el proyecto de asociación público-privada la 
entidad estatal entregue al inversionista privado una infraestructura existente en 
condiciones ~.e operación, ta entidad estatal podrá pactar el derecho a la 
retribución por las actividades de operación y mantenimiento de esta 
infraestructur~ existente condicionado a su disponibilidad, al cumplimiento de los 
niveles de servicio y estándares de calidad 

Parágrafo 60 j En proyectos de asociación público-privada, podrán establecerse, 
unidades fu~cionales de aeropuertos, de plantas de tratamiento de aguas 
residuales, d~ tramos de túneles o, de vías férreas, en virtud de las cuales se 
predicará únicamente disponibilidad parcial y estándar de calidad para efectos de 
la retribucióni El Gobierno Nacional reglamentará la materia. 

Articulo 14.lodiflqUeSe el parágrafo del artículo 8 0 de la Ley 1508 de 2012. 

(...) J . 
Parágrafo. o podrán ser contratantes de esquemas de asociación público­
privada bajo ~I régimen previsto en la presente ley, las Sociedades de Economía 
Mixta, sus filiales, las empresas de servicios públicos domiciliarios y las 
Empresas In/justriales y Comerciales del Estado o sus asimiladas. Lo anterior, 
sin perjuicio de que las entidades excluidas como contratantes puedan presentar 
oferta para p,articipar en los procesos de selección de esquemas de asociación 
público priva~a regidos por ~sta Ley, siempre que cumplan con los requisitos 
establecidos para el efecto en el respectivo proceso de selección. . 

Artículo 15. Modifíquese el artículo 10 de la Ley 1508 de 2012, el cual quedará 
así: 

Artículo 10. Jistema abierto o de precalificación. Para la selección de contratistas 
de proyectos! de asociación público privada de iniciativa pública, podrá utilizarse 
el sistema de precalificación, en las condiciones que establezca el reglamento. 
Para el sístJma de precalíficación, se conformará una lista de precalificados 
mediante cohvocatoria pública, estableciendo un grupo limitado de oferentes 

I 



para participar en el proceso de selección. 

El reglamento podrá establecer mecanismos para que en caso de requerirse 
estudios adicionales, .estos puedan realizarse o contratarse por los precalificados 
El reglamento también podrá establecer mecanismos por medio de los cuales se 
pueden excluir a precalificados cuando estos no participen en la realización de· 
estudios adicionales. 

Artículo 16. Modifíquese los numerales 6 y 7 del artículo 27 de la Ley 1508 de 
2012, los cuales quedarán así. . 

6. No se podrá celebrar este tipo de contratos durante el último año de gobierno 
salvo que sean celebrados por el Distrito Capital, los distritos y municipios de 
categoría especial que sean capitales de departamento y los departamentos de 
categoría especial y/o sus entidades descentralizadas. 
7. Las vigencias futuras que se expidan deberán cumplir las normas vigentes qUE 

regulan la materia y los parámetros previstos en el presente artículo. En cualquie 
caso, cuando las vigencias futuras correspondan a proyectos de Asociaciór 
Público Privada a cargo del Distrito Capital, de los distritos y municipios de 
categoría especial que sean capitales de departamento y de los departamentm 
de categoría especial, y/o sus entidades descentralizadas, estas podrán se 
aprobadas en el último año de gobierno y hasta por el plazo de duración de 
proyecto respectivo, sin perjuicio del cumplimiento de los trámites y requisitm 
dispuestos en este artículo, incluyendo lo relacionado con la aprobación previé 
de riesgos y pasivos contingentes ante el Ministerio de Hacienda y Créditc 
Público. 

Artículo 17. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 1228 de 2008, el cual quedari 
así: 

Artículo 4°. No procederá indemnización, compensación o reconocimiento algunc 
por obras nuevas o mejoras, derechos, prerrogativas o autorizaciones que hayar 
sido levantadas, hechas o concedidas en las fajas o zonas reservadas a que se 
refiere la Ley 1228 de 2008 con posterioridad a su promulgación. 
Tampoco procederá indemnización alguna por la devolución de las fajas que 
fueron establecidas en el Decreto-ley 2770 de 1953 y que hoy se encuentrar 
invadidas por particulares. En estos casos las autoridades competentes deberár 
iniciar los procesos de restitución.de bienes de uso público, dentro de los dos (2 
meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley. 

Los gobernadores y los alcaldes, de conformidad con lo dispuesto en e 
parágrafo 2° del artículo 13 de la Ley 105 de 1993, deberán proteger y conserva 
la propiedad pública representada en las fajas de terreno adquiridas por e 
Gobierno nacional, las gobernaciones o por las alcaldías en virtud del Decreto-le) 
2770 de 1953, al igual que las que se adquieran conforme a la presente ley 
Estarán igualmente obligados a iniciar inmediatamente las acciones de 
recuperación en caso de invasión de estos corredores. 

Parágrafo 10. Los gobernadores y los alcaldes, enviarán mensualmente a 
Ministerio de Transporte, al Ministerio de Defensa, Policía Nacional de 
Carreteras, y al Ministerio del Interior y de Justicia una relación de los procesos 
de restitución que hayan iniciado en cumplimento de este artículo con el fin de 
hacerles seguimiento. 
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Parágrafo 20 '1 En los procesos de articulación o actualización de los planes de 
ordenamient9 territorial, las autoridades competentes deberán consultar los 
proyectos de infraestructura de transporte que sean de utilidad pública o interés 
social, que h$yan sido aprobados por las entidades responsables, con el fin de 
que sea co~certada su incorporación en el respectivo plan como zonas 
reservadas. 81 Gobierno nacional reglamentará la materia. 

I 
Artículo 18. tdiciónese un parágrafo al artículo 23 de la Ley 1682 de 2013, así: 

(... ) I 
Parágrafo 2° i En las normas, métodos, parámetros, criterios y procedimientos 
que adopte el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), en cumplimiento de lo 
dispuesto en lel presente artículo, no procederá indemnización, compensación o 
reconocimiento alguno por obras nuevas o mejoras, derechos, prerrogativas, 
autorizacione~ que hayan sido levantadas, hechas o concedidas en las fajas o 
zonas reservéltdas en los términos del artículo 4 o de la Ley 1228 de 2008. 

Artículo 19. Costos de evaluación de los proyectos de aSOClaClon público 
privada. Los originadores en la estructuración de proyectos de infraestructura 
pública de in iciativa privada o para la prestación de sus servicios asociados, 
asumirán po~ su propia cuenta y riesgo, la totalidad de los costos de la 
estructuració~, incluyendo el costo para su revisión y/o evaluación en las etapas 
de prefactibilitJad y factibilidad, según corresponda. . 

Para que las entidades Estatales puedan determinar los costos de la evaluación 
del proyecto en etapa de prefactibilidad o factibilidad seguirán los siguientes 
parámetros: 

1.1. El valor ( e los honorarios de los profesionales requeridos para la· realización 
de la tarea d1evaluación. 
1.2. El costo e las visitas al proyecto que sean necesarias. 
1.3. Otros co tos directos e indirectos de la evaluación. . 

El método d~cálculo de los costos será asi: para el numeral 1.1, se estimará el 
número de profesionales/mes o contratistas/mes con sus correspondientes 
honorarios/mfs, incluyendo los factores prestacionales; para el numeral 1.2, se 
estimará el n' mero de visitas según se requiera y su costo de acuerdo con las 
tarifas del tr nsporte público, y para el numeral 1.3 otros costos directos e 
indirectos r~lacionados con temas operativos y de administración de la 
evaluación. Ua sumatoria de los costos de evaluación del proyecto, no podrá 
superar al d.2% del valor del Capex del respectivo proyecto en etapa de 
prefactibilidad o factibilidad, según corresponda. 

La administrlción y manejo de los recursos destinados a la revisión y/o 
evaluación dé los proyectos en etapa de prefactibilidad y factibilidad será a través 
de un patrimbnio autónomo que constituirá el originador. Los costos que genere 
su administración deberán ser cubiertos por los originadores de asociaciones 
público priva~as de iniciativa privada y podrán financiarse con cargo a los 
rendimientos de los recursos aportados. 

El administra or del patrimonio autónomo expedirá la respectiva certificación del 
giro de los rJcursos por parte del originador, para que la entidad estatal pueda 
contratar la revisión y/o evaluación del respectivo proyecto con cargo a los 
recursos disponibles en el patrimonio autónomo constituido para el efecto. La 



entidad estatal encargada de la revisión y/o evaluación de los proyectos será I~ 
beneficiaria del patrimonio autónomo y la encargada de autorizar los pagos qUE 
se requieran para llevar a cabo la revisión y/o evaluación de la iniciativa privada. 

Parágrafo. El valor de la evaluación del proyecto que sea determinado por lé 
entidad estatal en etapa de prefactibilidad deberá girarse al patrimonio autónome 
en el plazo que establezca la entidad para iniciar la revisión del proyecto en dichE 
etapa. 

El valor de la evaluación del proyecto en etapa de factibilidad que see 
determinado por la entidad estatal deberá girarse al patrimonio autónomo dentrc 
de los sesenta días anteriores a la fecha establecida por la entidad estatal parE 
entregar el proyecto en etapa de factibilidad. En caso de que el originador nc 
consigne el valor de la evaluación del proyecto la entidad estatal no adelantarÉ 
su respectiva evaluación en la etapa en que se encuentre. 

Parágrafo 2°. Para la presentación de proyectos de las iniciativas privadas de la~ 
que trata el artículo 19 de la Ley 1508 de 2012, por parte de entidade~ 
territoriales al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, se deberá contar con le 
validación financiera de alguna de las entidades financieras públicas de segunde 
piso o estructuradoras públicas y la aprobación del gobernador o alcalde de le 
entidad territorial. 

Artículo 20. Modifíquese el Artículo 32 de la Ley 1508 de 2012, el cual quédar¿ 
así: 

Artículo 32. Terminación anticipada. En los contratos que desarrollen Proyectos 
de Asociación Público Privada, se incluirá una cláusula en la cual se establezce 
la fórmula matemática para determinar las eventuales prestaciones recíprocas 
entre las partes a las que haya lugar para efectos de terminarlos anticipadamente 
por mutuo acuerdo o en forma unilateral. 

Parágrafo 1. En los contratos de Asociación Público Privada suscritos o que SE 

suscriban, cuando una autoridad judicial declare la nulidad absoluta del contrate 
estatal, o cuando una autoridad administrativa o judicial o la respectiva entidac 
estatal contratante ordene su terminación originada en una causal de nulidae 
absoluta, en la liquidación se deberá reconocer el valor actualizado de los costos! 
las inversiones y los gastos, ejecutados por el contratista, incluyendo los 
intereses, menos la remuneración y pagos recibidos por el contratista en virtud 
del cumplimiento del objeto contractual. Estos factores serán actualizados con e 
índice de precios al consumidor (IPC) histórico desde el momento de su 
ocurrencia, hasta el mes inmediatamente anterior a la fecha de la liquidación. 

Los reconocimientos a que haya lugar deberán cumplir con los siguientes 
criterios, los cuales serán validados por la interventoría o por un tercero experto: 

1. Hayan sido ejecutados, total o parcialmente, para contribuir a satisfacer e 
interés público. 
2. Estén asociados al desarrollo del objeto del contrato. 
3. Correspondan máximo a precios o condiciones del mercado al momentc 
de su causación de acuerdo con la modalidad contractual. 
4. No correspondan a costos o penalidades, pactadas o no, que terceros 
hayan aplicado al contratista en razón a la terminación anticipada de las 
relaciones contractuales no laborales, salvo que se trate de aquellos asociados a 
los contratos de crédito, leasing financiero o a la terminación de los contratos de 
derivados de cobertura financiera del provecto. 
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El concesion~rio no podrá recibir como remanente, luego del pago de las 
acreencias, ura suma superior a los aportes de capital de sus socios menos los 
dividendos decretados, dividendos pagados y descapitalizaciones, lo anterior 
actualizado pbr IPC. . 
El reconocimibnto de los valores que deba hacer la entidad estatal al contratista 
en el marco dF la liquidación se atenderá así: 

(i) Con lot' saldos disponibles a favor de la entidad contratante en las cuentas 
y subcuentas del patrimonio autónomo del respectivo contrato. 
(ii) Si los ~ecursos a los que se refiere el numeral (i) no fueren suficientes, la 
suma restant deberá ser consignada por la entidad estatal hasta en cinco (5) 
pagos anual s iguales, cuyo primer pago se efectuará a más tardar 540 días 
después de I fecha de liquidación. Los pagos diferidos de que trata el presente 
numeral tendrán reconocimiento de los intereses conforme al reglamento que 
para tal efectb emita el Gobierno Nacional. Lo anterior, sin perjuicio de que las 
partes acuerden un plazo de pago menor. 

Lo dispuesto en el presente parágrafo también será aplicable a la liquidación de 
los contratos de concesión de infraestructura de transporte celebrados con 
anterioridad i la vigencia de la Ley 1508 de 2012. 

Parágrafo 2.! El concesionario responsable de la conducta que dio lugar a la 
causal de nulidad o los integrantes del mismo que hayan dado lugar a la causal 
de nulidad o lb declaratoria de la misma por la existencia de una conducta dolosa 
en la comisiqm de un delito o una infracción administrativa relacionada con la 
celebración el> ejecución del contrato objeto de terminación o declaratoria de 

I

nulidad, seglÍln corresponda, deberán pagar a la entidad el equivalente a la 
cláusula pen~1 pecuniaria pactada, o en caso de que no se haya convenido, 
dicha suma srrá el cinco por ciento (5%) del valor del contrato. 

Esta suma se descontará de los remanentes de la liquidación a favor del 
concesionariÓ responsable de la conducta que dio lugar a la causal de nulidad o 
de los integr~ntes del concesionario responsables de la conducta que dio lugar a 
la causal de ~ulidad, según corresponda, una vez se haya pagado a los terceros 
cuya prestación se haya reconocido de conformidad con el parágrafo 10 De no • 

ser suficiente~ los remanentes para el pago, la entidad hará efectivo el saldo de 
la penalidad dontra las personas naturales o jurídicas responsables. 

Para el caso~señaladO en el inciso anterior, los remanentes de la liquidación a 
favor del con esionario responsable de la conducta que dio lugar a la causal de 
nulidad o de, integrante o integrantes del concesionario que dieron lugar a la 
causal de nulidad, después del pago de acreencias a la totalidad de los terceros, 
quedarán cOTo garantía de pago para atender las pO$"ible's reclamaciones por el 
término de cinco (5) años. La forma como quedarán a disposición estos recursos 
será definida por el Gobierno Nacional. 

La autoridad judicial o administrativa competente podrá decretar como medida 
preventiva lar.'aplicación de los incisos anteriores a investigaciones en curso. En 
este supuest, , la penalidad mencionada en el presente parágrafo, descontada de 
los remanenes de la liquidaCión en los términos del mismo. se mantendrá a 
disposición die dicha autoridad administrativa o judicial en tanto se resuelva de 
manera defin1itiva la investigación. Al momento de decretar la medida preventiva, 
la autoridad ~dministrativa o judicial deberá individualizar las personas afectas a 
la ilicitud o irltracción administrativa, a quienes se les aplicarán las sanciones y 
efectos seña~ados en los incisos anteriores. 

! 
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Lo previsto en este artículo se entiende sin perjuicio de las responsabilidade 
fiscales, disciplinarias o penales a que haya lugar. 

Artículo 21. Vigencia. Esta ley rige a partir de su promulgación, los procesos 
procedimientos que se encuentren en curso se surtirán de acuerdo con la 
normas con las cuales se iniciaron. 

Parágrafo Transitorio. El artículo 4° de la presente Ley reglra una vez e 
Gobierno Nacional expida la correspondiente reglamentación, en un plazo d 
seis (6) meses. 

EL PRESIDENTE DEL H. SENAD DE LA REPUBLlCA 

/ 

EDASJABIA 

EL SECRETARIO GENERAL DEL H. SENADO DE LA REPUBLlCA 

GREGORIO~~ 

EL PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE REPRESENTANTES 

EL SECRETARIO GENERAL DE LA H. CÁMARA DE REPRESENTANTES 
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Parágrafo 2°. Debe garantizarse el debido proceso en la adquisición de predios necesarios 
para el desarrollo o ejecución de los proyectos de infraestructura de transporte, en 
consecuencia, las entidades públicas o los particulares que actúen como sus representantes, 
deberán ceñirse a los procedimientos establecidos en la ley, respetando en todos los casos 
el derecho de contradicción". 1 

I 

ARTíCULO 4°, El artículo 25 o de la Ley 1682 de 2013 quedará así: I 
"Artículo 25 0._ Notificación de la oferta. La oferta deberá ser notificada únicamente al 
titular de derechos reales que figure registrado en el folio de matrícula del inmueble objeto 
de expropiación o al respectivo poseedor regular inscrito de conformidad con las leyes 
vigentes. 

La oferta será remitida por el representante legal de la entidad pública competente para 
realizar la adquisición del inmueble o su delegado; para su notificación se cursará oficio al 
propietario oposeedor inscrito, el cual contendrá como mínimo: 
1. 	 Indicación de la necesidad de adquirir el inmueble por motivo de utilidad pública, 
2. 	Alcance de conformidad con los estudios de viabilidad técnica 
3. 	 Identificación precisa del inmueble, 
4. 	Valor como precio de adquisición acorde con lo previsto en el artículo 37 de la presente 

ley, 
5. Información completa sobre los posibles procesos que se pueden presentar como son: 

enajenación voluntaria, expropiación administrativa o judicial. 

Se deberán explicar los plazos, y la metodología para cuantificar el valor que se cancelará 
a cada propietario oposeedor según el caso. 

La oferta deberá ser notificada únicamente al titular de derechos reales que figure 
registrado en el folio de matrícula del inmueble objeto de adquisición o al respectivo 
poseedor regular inscrito, de conformidad con lo dispuesto en el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Una vez notificada la oferta se entenderá iniciada la etapa de negociación directa, en la 
cual el propietario o poseedor inscrito tendrán un término de quince (15) días hábiles para 
manifestar su voluntad en relación con la misma, bien sea aceptándola, o rechazándola. 

Si la oferta es aceptada, deberá suscribirse escritura pública de compraventa o la 
promesa de compraventa dentro de los diez (10) días hábiles siguientes e inscribirse la 
escritura en la oficina de registro de instrumentos públicos del lugar correspondiente. 

Se entenderá que el propietario o poseedor del predio renuncian a la negociación 
cuando: 
a. 	Guarden silencio sobre la oferta de negociación directa, 
b. Dentro del plazo para aceptar o rechazar la oferta no se logre acuerdo, 
c. No suscriban la escritura o la promesa de compraventa respectiva en los plazos fijados 
en la presente Ley por causas imputables a ellos mismos. 

Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación si transcurridos treinta (30) días 
hábiles después de la comunicación de la oferta de compra, no se ha llegado a un 
acuerdo formal para la enajenación voluntaria, contenido en un contrato de promesa de 
compraventa y/o escritura pública. 

Notificada la oferta de compra de los inmuebles sobre los que recaiga la declaratoria de 
utilidad pública o de interés social, e inscrita dicha oferta en el respectivo Certificado de 

====.=='be ==== f¡ ad=i=ci==== m'smos=no ' = r ==== ~:=::== ===== a=ón===: do= in== ==~=_ li===rtad=y:::=;_ =~~ ón, los==I=== ==p::::;0s=:d;;::;:ra;::n;::se::::;objeto=e n=in=~una limit=ci= al==m= io . ::;:EI ~~ 
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I I 
11 registrador se abstendrá de efectuar la inscripción de actos, limitaciones, gravámenes, 

medidas cautelares o afectaciones al dominio sobre aquellos". 

JI ARTíCULO 5°. El artículo 28° de la Ley 1682 de 2013 quedará así: 
[ 
1 

"Artículo 28 0. Entrega anticipada por orden judicial. Los jueces deberán ordenar la 
1 entrega de los bienes inmuebles declarados de utilidad pública para proyectos de 
1 infraestructura de transporte, en un término perentorio e improrrogable de diez (10) días 

hábiles, contados a partir de la solicitud de la entidad demandante, en los términos delI 
! artículo 399 de la Ley 1564 de 2012 Código General del Proceso o la norma que lo 

modifique o sustituya.

I
I 	 Si los bienes hubieren sido objeto de embargo, gravamen hipotecario o demandas 

registradas, para efectos de ordenar la entrega anticipada, no serán oponibles estas 
limitaciones. En todo caso, se respetarán los derechos de terceros dentro del proceso 
judicial. 

Los numerales 4 y 11 de artículo 399 de la Ley 1564 de 2012 Código General del 
Proceso, en relación con la entrega anticipada del bien a solicitud de la entidad¡ 

I demandante, entrarán a regir a partir de la promulgación de esta ley y aplicarán para los 
I 

procesos en curso, de conformidad con las precisiones que se disponen en la presente
1I	 ley". 
[, '1 
[ 

ARTíCULO 6°, El artículo 37 ° de la Ley 1682 de 2013 quedará así:
I 
I 	 Artículo 37 0. El precio de adquisición en la etapa de enajenación voluntaria será igual¡ al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), los 

catastros descentralizados o por peritos privados inscritos en lonjas o asociaciones, de 
conformidad con las normas, métodos, parámetros, criterios y procedimientos que sean 
fijados por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC). 

El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística 
municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en relación con el 
inmueble a adquirir y su destinación económica y, de ser procedente, la indemnización 

I 
[ 

que comprenderá el daño emergente y el lucro cesante.
L 
II 
i ! 

I! El daño emergente incluirá el valor del inmueble. El lucro cesante se calculará según los 
I1 rendimientos reales del inmueble al momento de la adquisición y hasta por un término 

de seis (6) meses.!I 
I 
I 	 En la cuantificación del daño emergente solo se tendrá en cuenta el daño cierto y 

consolidado. 

En caso de no llegarse a acuerdo en la etapa de enajenación voluntaria, el pago del 
predio será cancelado de forma previa teniendo en cuenta el avalúo catastral y laI 

1 	
indemnización calculada al momento de la oferta de compra, en la etapa de 
expropiación judicial o administrativa. 

'1 
El valor catastral que se tenga en cuenta para el pago será proporcional al área 
requerida a expropiar para el proyecto que corresponda.

1 
1 
¡ 

I Con el fin de evitar la especulación de valores en los proyectos de infraestructura a 
través de la figura del auto avalúo catastral, la entidad responsable del proyecto o quien 
haga sus veces, informará al IGAC o a los catastros descentralizados el área de 

j _. ­
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I 
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influencia para que proceda a suspender los trámites de auto avalúo catastral en curso o 
se abstenga de recibir nuevas solicitudes. 

Para el cumplimiento de este artículo se deberá tener en cuenta lo preceptuado por la 
ley 1673 de 2013. 

ARTíCULO 7°, Adiciónese cuatro incisos al artículo 58 de la ley 1682 de 2013 así: 

"Artículo 58°, Autorización temporal. Sin perjuicio de las competencias de las 
entidades territoriales el Gobierno Nacional, establecerá la reglamentación de las 
Autorizaciones Temporales para la utilización de materiales de construcción que se 
necesiten exclusivamente para proyectos de infraestructura de transporte. 

La solicitud de autorización temporal para la utilización de materiales de construcción se 
tramitará de acuerdo con las condiciones y requisitos contenidos en el título tercero, 
capítulo XIII del Código de Minas o por las normas que las modifiquen, sustituyan o 
adicionen. 

Los materiales extraídos podrán ser compartidos para los proyectos de infraestructura 
de transporte que lo requieran pero no podrán ser comercializados. 

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo también operará para otorgar 
autorizaciones temporales a proyectos de infraestructura distintos a los de transporte 
cuando los mismos proyectos hayan sido declarados de interés nacional por parte del 
Gobierno Nacional, sin peryuicio de las competencias constitucionales legales. 

ARTíCULO 8°, El Artículo 59 o de la Ley 1682 de 2013 quedará así: 

"Artículo 59°. Sobre la infraestructura de transporte la autoridad minera restringirá las 
actividades de exploración y explotación en dichos tramos y no podrá otorgar nuevos 
derechos mineros que afecten el desarrollo de proyectos de infraestructura de 
transporte. 

Lo anterior, sin peryuicio de las restricciones y exclusiones a la actividad minera 
previstas en los artículos 35 y 36 del Código de Minas y en la presente ley. 

En el evento de que un proyecto de infraestructura de transporte interfiera total o 
parcialmente con el ejercicio de los derechos otorgados previamente a un titular minero, 
con la propuesta o solicitud de contrato de concesión y/ o solicitudes de legalización de 
minería, dicho título, propuesta o solicitud no serán oponibles para el desarrollo del 
proyecto. El proyecto de infraestructura de transporte podrá ser suspendido por un 
término de treinta (30) días calendario, por parte de la autoridad encargada de adelantar 
el proyecto de infraestructura de transporte, con el fin de que se llegue a un acuerdo en 
el valor a reconocer para compensar el monto a que haya lugar al titular minero, por los 
eventuales derechos económicos de los cuales sea beneficiario y se prueben afectados, 
teniendo en cuenta la etapa en la que se encuentre el proyecto minero y la información 
que del título minero posea la autoridad minera. 

En caso de que no se logre acuerdo entre el titular del proyecto de infraestructura de 
transporte y el titular minero, dentro del término establecido en el párrafo anterior, se 
reanudará la ejecución del proyecto de infraestructura de transporte. 
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I En consecuencia, la autoridad encargada de adelantar el proyecto de infraestructura de 
transporte y la autoridad minera designarán peritos con el fin de determinar el valor a 


I 

compensar al titular minero. 


Cuando el propietario del predio en el que se desarrolle un proyecto de infraestructura 
.	de transporte sea diferente al titular minero y se demuestren perjuicios económicos 
como consecuencia del desarrollo del proyecto, las partes podrán llegar a un acuerdo 
dentro de un término de treinta (30) días sobre el valor de la compensación económica a 
que haya lugar, la cual será asumida por el titular de la obra de infraestructura. En el 
evento en el que no se llegue a un acuerdo, el valor de la compensación será 
determinado por un perito designado de conformidad con el procedimiento establecido 
en el inciso anterior. 

No obstante, las partes podrán acudir a un método alternativo de solución de conflictos 
que determinará el valor a compensar a favor del titular minero. Las compensaciones a 
que haya lugar serán asumidas por el proyecto de infraestructura de transporte, para lo 
cual se realizarán las apropiaciones presupuestales correspondientes. 

El Gobierno Nacional establecerá la forma en la que se desarrollarán dichos 
procedimientos. 

I 
Parágrafo. En el evento que el titular minero haya contraído obligaciones ante las 
autoridades ambientales, la autoridad encargada del proyecto de infraestructura de 
transporte y el titular minero deberán someter a aprobación de la correspondienteli autoridad ambiental un acuerdo en el que las partes se obliguen a cumplir con lasI! 
obligaciones de corto, mediano y largo plazo que continúen vigentes derivadas de las 
autorizaciones ambientales que ostentan el proyecto minero". 

I 
I ARTíCULO 9°. Motivo de utilidad pública. Para efectos de decretar su expropiación así como 

los trámites de imposición de servidumbres, además de los motivos determinados en otras leyes
I vigentes se declara de utilidad pública o interés social: 

1, 
1. La ejecución y desarrollo de proyectos de tecnologías de la información y las 

I1 telecomunicaciones. 
2. La ejecución de proyectos financiados con recursos de las tasas retributivas. 
3. El desarrollo de proyectos de vivienda rural.I! 

I !¡ 
1 

l I· 	 El procedimiento aplicable es el previsto en el título IV Capítulo I de la ley 1682 de 2013, "Por la 
cual se dictan medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte y se 

I 	 conceden facultades extraordinarias". 
I 

. 

1 

1I 

I 


I 


I 

I

I 

1 

1 

i 

I 

I 


I

I 	 ARTICULO 10°. Expropiación de predios para proyectos de agua potable y saneamiento I 

básico rural y urbano. La expropiación de predios requeridos para la ejecución de proyectos de ¡ 
Agua Potable y Saneamiento Básico en el sector rural y urbano, recaerá únicamente sobre la I 
porción del predio necesario para la ejecución del proyecto. De acuerdo a las competencias 
constitucionales. 

ARTíCULO 11°. Efectos de la decisión de expropiación por vía administrativa. Los procesos 
de expropiación por vía administrativa declarados de utilidad pública en el artículo 8° de la 
presente ley, se regirán por lo dispuesto en el artículo 70 de la Ley 388 de 1997. 

ARTíCULO 12°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación. 	 I/! 
1 

5 
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Artículo 4°. Integración de la infraestructura de transporte. La infraestructura 
de transporte está integrada, entre otros por: 
  
1. La red vial de transporte terrestre automotor con sus zonas de exclusión o 
fajas de retiro obligatorio, instalaciones operativas como estaciones de pesaje, 

centros de control de operaciones, estaciones de peaje, áreas de servicio y 
atención, facilidades y su señalización, entre otras. 
  
2. Los puentes construidos sobre los accesos viales en Zonas de Frontera. 
  
3. Los viaductos, túneles, puentes y accesos de las vías terrestres y a 
terminales portuarios y aeroportuarios. 
  
4. Los ríos, mares, canales de aguas navegables y los demás bienes de uso 
público asociados a estos, así como los elementos de señalización como faros, 

boyas y otros elementos para la facilitación y seguridad del transporte 
marítimo y fluvial y sistemas de apoyo y control de tráfico, sin perjuicio de su 

connotación como elementos de la soberanía y seguridad del Estado. 
  
5. Los puertos marítimos y fluviales y sus vías y canales de acceso. La 

infraestructura portuaria, marítima y fluvial comprende las radas, fondeaderos, 
canales de acceso, zonas de maniobra, zonas de protección ambiental y/o 

explotación comercial, los muelles, espigones diques direccionales, diques de 
contracción y otras obras que permitan el mantenimiento de un canal de 

navegación, estructuras de protección de orillas y las tierras en las que se 
encuentran construidas dichas obras. 
  
6. Las líneas férreas y la infraestructura para el control del tránsito, las 
estaciones férreas, la señalización y sus zonas de exclusión o fajas de retiro 

obligatorio. 
  
7. La infraestructura logística especializada que contempla los nodos de 

abastecimiento mayorista, centros de transporte terrestre, áreas logísticas de 
distribución, centros de carga aérea, zonas de actividades logísticas portuarias, 

puertos secos y zonas logísticas multimodales. 
  
8. La infraestructura aeronáutica y aeroportuaria destinada a facilitar y hacer 

posible la navegación aérea. 
  
9. Los Sistemas de Transporte por Cable: teleférico, cable aéreo, cable 
remolcador y funicular, construidos en el espacio público y/o con destinación al 
transporte de carga o pasajeros. 
  
10. La infraestructura urbana que soporta sistemas de transporte público, 

sistemas integrados de transporte masivo, sistemas estratégicos de transporte 
público y sistemas integrados de transporte público; el espacio público que lo 
conforman andenes, separadores, zonas verdes, áreas de control ambiental, 



áreas de parqueo ocasional, así como ciclorrutas, paraderos, terminales, 

estaciones y plataformas tecnológicas. 
  
11. Redes de sistemas inteligentes de transporte. 
  
Parágrafo 1°. La integración a la que se refiere el presente artículo no modifica 

las competencias, usos, propiedad o destinación adicionales que el legislador 
haya previsto respecto de los bienes antes descritos. 
  
Parágrafo 2°. Las zonas de exclusión o fajas de retiro obligatorio deberán ser 
previamente adquiridas por el responsable del proyecto de infraestructura de 

transporte, cuando se requiera su utilización. 
  
Nota, artículo 4º: Ver Resolución 4413 de 2014, M. de Transporte. 
  

  
Artículo 5°. Las acciones de planificación, ejecución, mantenimiento, 
mejoramiento y rehabilitación de los proyectos y obras de infraestructura del 
transporte materializan el interés general previsto en la Constitución Política al 

fomentar el desarrollo y crecimiento económico del país; su competitividad 
internacional; la integración del Territorio Nacional, y el disfrute de los 

derechos de las personas y constituye un elemento de la soberanía y seguridad 
del Estado. En razón de ello, el desarrollo de las acciones antes indicadas 
constituye una función pública que se ejerce a través de las entidades y 

organismos competentes del orden nacional, departamental, municipal 
o distrital, directamente o con la participación de los particulares. 
  
  
Artículo 6°. La infraestructura del transporte en Colombia deberá tener en 

cuenta las normas de accesibilidad a los modos de transporte de la población 
en general y en especial de las personas con discapacidad, así como el 

desarrollo urbano integral y sostenible. 
  
Lo anterior, sin perjuicio de las exigencias técnicas pertinentes para cada caso. 
  
  
Artículo 7°. Las entidades públicas y las personas responsables de la 
planeación de los proyectos de infraestructura de transporte deberán 
identificar y analizar integralmente durante la etapa de estructuración, la 

existencia en el área de influencia directa e indirecta del proyecto, los 
siguientes aspectos, entre otros: 
  
a) Las redes y activos de servicios públicos, los activos e infraestructura de la 
industria del petróleo y la infraestructura de tecnologías de la información y las 

comunicaciones; 
  
b) El patrimonio urbano, arquitectónico, cultural y arqueológico; 
  

http://www.lexbase.biz/lexbase/normas/Resoluciones/Min-Transporte/2014/R4413de2014.htm


c) Los recursos, bienes o áreas objeto de autorización, permiso o licencia 

ambiental o en proceso de declaratoria de reserva, exclusión o áreas 
protegidas; 
  
d) Los inmuebles sobre los cuales recaigan medidas de protección al 
patrimonio de la población desplazada y/o restitución de tierras, conforme a lo 

previsto en las Leyes 387 de 1997 y1448 de 2011 y demás disposiciones que 
las modifiquen, adicionen o complementen; 
  
e) Las comunidades étnicas establecidas; 
  
f) Títulos mineros en procesos de adjudicación, otorgados, existentes y en 
explotación; 
  
g) Diagnóstico predial o análisis de predios objeto de adquisición. 
  
Para tales efectos deberán solicitar a las autoridades, entidades o empresas 
que tengan a su cargo estas actividades o servicios dicha información, que 

deberá ser suministrada en un plazo máximo de treinta (30) días calendario 
después de radicada su solicitud. 
  
Consultados los sistemas de información vigentes al momento de la 
estructuración, tales como el Sistema Integral de Información de Carreteras 

(SINC), y el Sistema de la Infraestructura Colombiana de Datos Especiales, 
entre otros, y sin limitarse a ellos, y reunida la información de que tratan los 

literales anteriores, el responsable de la estructuración de proyectos de 
infraestructura de transporte deberá analizar integralmente la misma, con el 
objetivo de establecer el mejor costo-beneficio para el proyecto en función de 

los aspectos, programas, planes y proyectos que lo impacten. 
El estructurador mantendrá un diálogo permanente con los actores e 

interesados para garantizar el interés general. 
  
La Comisión Intersectorial de Infraestructura decidirá, en caso de existir 

superposición y/o conflicto entre proyectos de los distintos sectores o con los 
aspectos señalados anteriormente, cómo debe procederse. 
  
  
Artículo 8°. Para efectos de la presente ley, se definen los siguientes principios, 

bajo los cuales se planeará y desarrollará la infraestructura del transporte: 
  
Accesibilidad. En el desarrollo de los proyectos de infraestructura y los 
servicios de transporte deberán considerarse tarifas, cobertura y disposiciones 
que permitan el acceso de todas las personas e igualmente el acceso de la 

carga. 
  
Adaptación y mitigación al cambio climático. Los proyectos de 
infraestructura de transporte deben considerar la implementación de medidas 
técnicas para reducir la vulnerabilidad de los sistemas de transporte por razón 
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de los efectos reales o esperados del cambio climático. Asimismo, deben 

implementar los cambios y reemplazos tecnológicos que reducen el insumo de 
recursos y las emisiones de gases contaminantes y material particulado por 

unidad de producción. 
  
Calidad del servicio. La infraestructura de transporte debe considerar las 

necesidades de los clientes, usuarios o ciudadanos, así como las características 
mínimas requeridas para cumplir con los niveles de servicio y los estándares 

nacionales o internacionales aplicables. 
  
Capacidad. Se buscará el mejoramiento de la capacidad de la infraestructura, 

de conformidad con las condiciones técnicas de oferta y demanda de cada 
modo de transporte. 
  
Competitividad. La planeación y desarrollo de los proyectos de 
infraestructura de transporte del país deberán estar orientados a mejorar la 

producción, el sostenimiento y la expansión de la industria nacional y el 
comercio exterior y su participación en los mercados internacionales, así como 

a propender por la generación de empleo. Se impulsará la consolidación de 
corredores que soporten carga de comercio exterior y que conecten los 

principales centros de producción y consumo con los puertos marítimos, 
aeropuertos y puntos fronterizos con la red vial terrestre, fluvial o aérea. 
  
Conectividad. Los proyectos de infraestructura de transporte deberán 
propender por la conectividad con las diferentes redes de transporte existentes 

a cargo de la nación, los departamentos y los municipios, razón por la cual el 
tipo de infraestructura a construir variará dependiendo de la probabilidad de 
afectaciones por causas naturales, los beneficios esperados y los costos de 

construcción. 
  
Eficiencia. En los proyectos de infraestructura de transporte se buscará la 
optimización del sistema de movilidad integrado, la adecuada organización de 
los diversos modos de transporte y la creación de las cadenas logísticas 

integradas. 
  
Seguridad. La infraestructura de transporte que se construya en el país 
deberá atender a criterios y estándares de calidad, oportunidad, seguridad y la 
visión de cero muertes en accidentes, para cualquier modo de transporte. 
  
Esta seguridad involucra las acciones de prevención o minimización de 

accidentes de tránsito y las encaminadas a proveer la información de las 
medidas que deben adoptarse para minimizar las consecuencias de un 
accidente al momento de su ocurrencia. 
  
Sostenibilidad ambiental. Los proyectos de infraestructura deberán cumplir 

con cada una de las exigencias establecidas en la legislación ambiental y 
contar con la licencia ambiental expedida por la Anla o la autoridad 
competente. 



  
Inciso adicionado por la Ley 1742 de 2014, artículo 1º. Los proyectos de 
infraestructura deberán diseñarse y desarrollarse con los más altos criterios 

de sostenibilidad ambiental, acorde con los estudios previos de impacto 
ambiental debidamente socializados y cumpliendo con todas las exigencias 
establecidas en la legislación para la protección de los recursos naturales y en 

las licencias expedidas por la autoridad ambiental competente, quien deberá 
hacer un estricto control y seguimiento en todas las actividades de los 

proyectos. 
  

  
Artículo 9°. Intermodalidad, multimodalidad, articulación e integración. Los 
proyectos de infraestructura se planificarán con la finalidad de asegurar 

la intermodalidad de la infraestructura de transporte, la multimodalidad de los 
servicios que se prestan y la articulación e integración entre los diversos 
modos de transporte, en aras de lograr la conectividad de las diferentes 

regiones del país y de estas con el exterior. 
  
El Gobierno Nacional reglamentará la materia dentro de los ciento veinte días 
calendario siguientes. 
  
Nota, artículo 9º: Ver Decreto 736 de 2014. 
  

  
Artículo 10. Proyectos de infraestructura de transporte con intervención urbana 
y rural de la red secundaria o terciaria. En los proyectos de infraestructura de 

transporte de utilidad pública e interés social a cargo de la Nación que 
requieran intervenciones urbanas o rurales en vías de la red secundaria o 
terciaria para su desarrollo, se suscribirá un convenio de colaboración y 

coordinación con la Autoridad Territorial correspondiente en el que se 
establezcan las responsabilidades que cada una de las partes asume en la 

ejecución de las actividades relacionadas con el proyecto. 
  
En caso de no llegar a un acuerdo en un término de noventa (90) días, la 

entidad responsable del proyecto a cargo de la Nación continuará con el 
proyecto de infraestructura de transporte, entregando a la entidad territorial 

un documento que dé cuenta de la revisión de la viabilidad del proyecto de la 
nación, se ajuste al plan de Desarrollo Territorial y las acciones de mitigación 
de impactos sobre el territorio a intervenir. 
  
  
Artículo 11. Con el fin de mejorar la movilidad urbana, reducir la pobreza y 
propiciar la inclusión social, el Gobierno Nacional impulsará el diseño, 
construcción y operación de cables urbanos. 
  

TÍTULO II 
  

DEFINICIONES 
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Artículo 12. En lo que se refiere a la infraestructura de transporte terrestre, 

aeronáutica, aeroportuaria y acuática, se tendrán en cuenta las siguientes 
definiciones: 
  
Actividades y obras de protección. Labores mecánicas de protección y 
mitigación, permanentes o provisionales, sobre los activos, redes e 

infraestructura de servicios públicos y actividades complementarias, 
tecnologías de la información y las comunicaciones y de la industria del 
petróleo. 
  
Construcción. Son aquellas obras nuevas que incluyen el levantamiento o 

armado de algún tipo de infraestructura de transporte. 
  
Costos asociados al traslado o reubicación de redes y 

activos. Corresponde al valor del desmantelamiento e instalación de una 
nueva red o activo. Dicho valor incluirá la adquisición de nuevos activos, 

servidumbres, licenciamientos, gestión contractual y en general los costos que 
impliquen la instalación de la nueva red, así como las obras necesarias para 
garantizar la continuidad y calidad en la prestación de los servicios públicos 

durante el traslado o reubicación de las redes y activos. La determinación del 
valor del activo estará sujeta al principio de no traslado de renta entre 

sectores. 
  
Estudios de Ingeniería. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 1508 de 2012 y 
sus decretos reglamentarios, las siguientes definiciones deben tenerse en 
cuenta en la preparación de los diversos estudios de ingeniería que se 

adelanten para la ejecución de los proyectos de infraestructura: 
  
Fase 1. Prefactibilidad. Es la fase en la cual se debe realizar el prediseño 
aproximado del proyecto, presentando alternativas y realizar la evaluación 
económica preliminar recurriendo a costos obtenidos en proyectos con 

condiciones similares, utilizando modelos de simulación debidamente 
aprobados por las entidades solicitantes. En esta fase se debe consultar la 

herramienta o base de datos que determine el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible para tal fin, dentro de la Ventanilla Integral de Trámites 
Ambientales en Línea (Vital). El objetivo de la fase 1 es surtir el proceso para 

establecer la alternativa de trazado que a este nivel satisface en mayor medida 
los requisitos técnicos y financieros. 
  
Fase 2. Factibilidad. Es la fase en la cual se debe diseñar el proyecto y efectuar 
la evaluación económica final, mediante la simulación con el modelo aprobado 

por las entidades contratantes. Tiene por finalidad establecer si el proyecto es 
factible para su ejecución, considerando todos los aspectos relacionados con el 

mismo. 
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En esta fase se identifican las redes, infraestructuras y activos existentes, las 

comunidades étnicas y el patrimonio urbano, arquitectónico, cultural y 
arqueológico que puedan impactar el proyecto, así como títulos mineros en 

procesos de adjudicación, otorgados, existentes y en explotación. 
  
Desarrollados los estudios de factibilidad del proyecto, podrá la entidad pública 

o el responsable del diseño si ya fue adjudicado el proyecto, continuar con la 
elaboración de los diseños definitivos. 
  
Finalizada esta fase de factibilidad, la entidad pública o el contratista, si ya fue 
adjudicado el proyecto de infraestructura de transporte, adelantará el estudio 

de impacto ambiental, el cual será sometido a aprobación de la autoridad 
ambiental quien otorgará la licencia respectiva. 
  
Fase 3. Estudios y diseños definitivos. Es la fase en la cual se deben elaborar 
los diseños detallados tanto geométricos como de todas las estructuras y obras 

que se requieran, de tal forma que un constructor pueda materializar el 
proyecto. El objetivo de esta fase es materializar en campo el proyecto 

definitivo y diseñar todos sus componentes de tal manera que se pueda dar 
inicio a su construcción. 
  
Industria del petróleo. Actividad de utilidad pública en las áreas de 
exploración, explotación, refinación, transporte y distribución de hidrocarburos 

y sus derivados según el Decreto ley número 1056 de 1953 y las normas que 
lo modifiquen, sustituyan o complementen. 
  
Infraestructuras Logísticas Especializadas (ILE). Son áreas delimitadas 
donde se realizan, por parte de uno o varios operadores, actividades relativas 

a la logística, el transporte, manipulación y distribución de mercancías, 
funciones básicas técnicas y actividades de valor agregado para el comercio de 

mercancías nacional e internacional. 
  
Contemplan los nodos de abastecimiento mayorista, centros de transporte 

terrestre, áreas logísticas de distribución, centros de carga aérea, zonas de 
actividades logísticas portuarias, puertos secos y zonas 

logísticas multimodales. 
  
Mantenimiento de emergencia. Se refiere a las intervenciones en la 

infraestructura derivada de eventos que tengan como origen emergencias 
climáticas, telúricas, terrorismo, entre otros, que a la luz de la legislación 

vigente puedan considerarse eventos de fuerza mayor o caso fortuito. Estas 
actividades están sujetas a reglamentación, dentro de los ciento veinte (120) 
días calendario siguientes. 
  
Mantenimiento periódico. Comprende la realización de actividades de 

conservación a intervalos variables, destinados primordialmente a recuperar 
los deterioros ocasionados por el uso o por fenómenos naturales o agentes 
externos. 
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Mantenimiento rutinario. Se refiere a la conservación continua (a intervalos 
menores de un año) con el fin de mantener las condiciones óptimas para el 

tránsito y uso adecuado de la infraestructura de transporte. 
  
Mejoramiento. Cambios en una infraestructura de transporte con el propósito 

de mejorar sus especificaciones técnicas iniciales. Estas actividades están 
sujetas a reglamentación dentro de los ciento veinte (120) días calendario 

siguientes. 
  
Modo de transporte. Espacio aéreo, terrestre o acuático soportado por una 

infraestructura especializada, en el cual transita el respectivo medio de 
transporte. 
  
Modo aéreo. Comprende la infraestructura aeronáutica y aeroportuaria para 
los medios de transporte aéreo. 
  
Modo terrestre. Comprende la infraestructura carretera, férrea y por cable 

para los medios de transporte terrestre. 
  
Modo acuático. Comprende la infraestructura marítima, fluvial y lacustre para 
los medios de transporte acuático. 
  
Nodo de transporte. Infraestructura en la cual se desarrollan actividades que 
permiten el intercambio de uno o más medios o modos de transporte. 
  
Redes y activos. Corresponde al conjunto de elementos físicos destinados a 
la prestación del respectivo servicio público, tecnología de la información y las 

comunicaciones o de la industria del petróleo, de conformidad con la normativa 
vigente incluida la expedida por la correspondiente Comisión de Regulación o el 

Ministerio de Minas y Energía. 
  
Rehabilitación. Reconstrucción de una infraestructura de transporte para 

devolverla al estado inicial para la cual fue construida. 
  
Reubicación o traslado de redes y activos. Comprende la desinstalación, 
movilización de la infraestructura de redes y activos existentes, para ser 
ubicados en un sitio diferente, de tal manera que el respectivo servicio se 

continúe prestando con la misma red o activo o algunos de sus componentes 
y/o comprende el desmantelamiento, inutilización o abandono de la 

infraestructura de redes y activos y la construcción de una nueva red o activo 
o algunos de sus componentes en un sitio diferente, de tal manera que el 
respectivo servicio se continúe prestando en las mismas condiciones. 
  
Saneamiento automático. Es un efecto legal que opera por ministerio de la 

ley exclusivamente a favor del Estado, cuando este adelanta procesos de 
adquisición de bienes inmuebles, por los motivos de utilidad pública 
consagrados en la ley para proyectos de infraestructura de transporte. En 



virtud de tal efecto legal, el Estado adquiere el pleno dominio de la propiedad 

del inmueble quedando resueltas a su favor todas las disputas o litigios 
relativos a la propiedad. 
  
Lo anterior, sin perjuicio de los conflictos que puedan existir entre terceros 
sobre el inmueble, los cuales se resolverán a través de las diferentes formas de 

resolución de conflictos, sin que puedan ser oponibles al Estado. 
  
Servicios conexos al transporte. Son todos los servicios y/o actividades que 
se desarrollan o prestan en la infraestructura de transporte y complementan el 
transporte, de acuerdo con las competencias de las autoridades previstas para 

cada modo. 
  
Dichos servicios permiten una operación modal o multimodal, atendiendo 
también las actividades propias del transporte en condiciones de regularidad y 
de eventualidades. 
  
Entre estos servicios se encuentran los peritajes y evaluación de vehículos, las 

terminales de pasajeros y carga, las escuelas de enseñanza y los centros de 
desintegración y reciclaje de vehículos, entre otros. 
  
Términos de Referencia Integrales. Son los lineamientos generales 
estándares que el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, en 

coordinación con la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, fija para la 
elaboración y ejecución de todos los estudios ambientales para proyectos de 

infraestructura de transporte, sin perjuicio de los lineamientos específicos que 
para cada proyecto exija la autoridad ambiental competente. 
  
El solicitante deberá presentar los estudios exclusivamente de conformidad con 
estos términos de referencia integrales, los cuales serán de obligatorio 

cumplimiento. 
  
Vecinos o aledaños. Para efectos del artículo que regula la Autorización 

Temporal, se considerará que los predios rurales son vecinos o aledaños a la 
obra, si se encuentran a no más de 50 km de distancia de la misma. 
  
Parágrafo. En todo caso, las definiciones contenidas en reglamentos técnicos 
internacionales que deban ser observados por las autoridades colombianas 

prevalecerán frente a las que están reguladas en el presente artículo. 
  

TÍTULO III 
  

DISPOSICIONES ESPECIALES EN MATERIA DE CONTRATACIÓN DE 

INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE 
  
  
Artículo 13. Los contratos que en adelante desarrollen proyectos de 
infraestructura de transporte, incluirán una cláusula en la cual se establezca la 



fórmula matemática que determine las eventuales prestaciones recíprocas en 

caso de terminarse anticipadamente por un acuerdo entre las partes o por 
decisión unilateral. 
  
Parágrafo 1°. La entidad pública contratante garantizará el equilibrio 
económico del contrato en cualquiera de las etapas de su ejecución y podrá 

proponer, si así lo considera, de acuerdo con la ley vigente, el pago anticipado 
de la recuperación de la inversión en la etapa de operación, de conformidad 

con la fórmula descrita en el contrato. 
  
Parágrafo 2°. Para los contratos celebrados con anterioridad a la sanción de la 

presente ley, que estén en etapa de operación, la entidad pública contratante 
podrá proponer fórmulas que aceleren la recuperación de la inversión, 

garantizando al contratista el pago de las prestaciones a que tiene derecho, 
posibilitando de común acuerdo la terminación anticipada del contrato, la cual 
deberá ser fundamentada en los motivos previstos en el Estatuto General de 

Contratación Estatal, siempre y cuando se requiera para ejecutar una obra de 
interés público o por motivos de utilidad e interés general. 
  
Las indemnizaciones o pagos a que haya lugar podrán ser determinadas de 

común acuerdo entre las partes o haciendo uso de la amigable composición, o 
de un tribunal arbitral, o de cualquier otro mecanismo alternativo de solución 
de conflictos. 
  
Parágrafo 3°. Por ministerio de la ley, la terminación anticipada implicará la 

subrogación de la entidad pública responsable en los derechos y obligaciones 
del titular de la licencia, los permisos o las autorizaciones ambientales, títulos 
mineros y en general otra clase de permisos o autorizaciones obtenidos para la 

ejecución del proyecto de infraestructura de transporte. 
  
Lo anterior, sin perjuicio de las obligaciones pendientes al momento de la 
terminación, sobre las cuales las partes podrán acordar quién asume la 
respectiva responsabilidad, o deferir dicha decisión a un tercero, haciendo uso 

de cualquier mecanismo alternativo de solución de conflictos. 
  
  
Artículo 14. Solución de controversias. Para la solución de las controversias 
surgidas por causa o con ocasión de la celebración, desarrollo, ejecución, 

interpretación, terminación y liquidación de contratos estatales, las partes 
podrán incluir cláusulas compromisorias, debiendo siempre observar lo previsto 

en la Ley 1563 de 2012 y demás normas que la adicionen, modifiquen, 
sustituyan o reglamenten, en especial, las normas que regulen el uso de 
mecanismos alternativos de solución de controversias para las entidades 

públicas. 
  
Así mismo, de manera especial aplicarán las siguientes reglas: 
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a) Literal modificado por la Ley 1742 de 2014, artículo 2º. Las decisiones 

proferidas en ejercicio de los mecanismos alternativos de solución de 
controversias relativas al contrato, deberán proferirse en derecha, salvo en el 

evento de la amigable composición en el que la decisión podrá adaptarse en 
equidad, de conformidad con el artículo 60 de la Ley 1563 de 2012. 
  
Texto inicial del literal a): “Las decisiones proferidas en ejercicio de los mecanismos alternativos 
de solución de controversias, relativas al contrato, deberán proferirse en derecho;”. 
  
b) Las partes podrán acordar los asuntos jurídicos, técnicos o financieros que 
someterán a decisión, total o parcialmente; 
  
c) Tanto los árbitros como los amigables componedores no tendrán 
competencia para pronunciarse sobre la legalidad de los actos administrativos 

expedidos en ejercicio de facultades excepcionales; 
  
d) En caso de pactarse el uso del amigable componedor, la entidades objeto de 

la presente ley deberán incluir en la cláusula respectiva las reglas que 
garanticen los derechos de igualdad, publicidad, contradicción y defensa; 
  
e) El ejercicio de dichos mecanismos no suspenderá de manera automática el 
ejercicio de las facultades ajenas al derecho común de que gocen las entidades 

contratantes, salvo que medie medida cautelar decretada en los términos del 
Capítulo XI del Título V de la Parte Segunda de la Ley 1437 de 2011 o demás 

normas que le adicionen, modifiquen o sustituyan; 
  
f) Queda prohibido a las entidades públicas objeto de la presente ley, nombrar 

los integrantes del panel arbitral o de amigable componedor en la cláusula 
compromisoria relativa o inequívocamente referida al contrato, o a documentos 

que hagan parte del mismo en los pliegos de condiciones. Se seguirán las 
reglas de nombramiento de la Ley 1563 de 2012; 
  
g) Las entidades contratantes deberán definir desde los pliegos de condiciones 
el perfil de los árbitros y amigables componedores, de tal manera que sus 

condiciones personales y profesionales, sean idóneas respecto del objeto del 
contrato y las actividades a desarrollar por las partes; 
  
h) Ningún árbitro, amigable componedor o secretario podrá desempeñarse 
simultáneamente como tal, en más de tres (3) tribunales o amigable 

componedor en que intervenga como parte una entidad pública objeto de la 
presente ley, o en los conflictos relativos a estas; 
  
i) Las entidades objeto de la presente ley deberán en las cláusulas 
compromisorias limitar los honorarios de los árbitros o de los amigables 

componedores. En caso de que la cláusula respectiva no disponga de fórmula 
de reajuste, el límite no podrá ser modificado ni actualizado por los árbitros o 

los amigables componedores; 
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j) Las entidades públicas incluirán los costos y gastos que demanden el uso de 

tales mecanismos en sus presupuestos. 
  
Parágrafo. En los contratos celebrados con anterioridad a la expedición de esta 
ley por autonomía de la voluntad de las partes se podrá dar aplicación a las 
reglas que prevé el presente artículo. 
  
Artículo 15. Permisos para el desarrollo de proyectos de infraestructura de 

transporte. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 1508 de 2012, cualquier 
interesado podrá solicitar a la autoridad competente, permiso para el 
desarrollo por su cuenta y riesgo de proyectos de infraestructura de transporte 

de su interés. 
  
La entidad competente analizará la conveniencia técnica, legal y financiera del 
proyecto y podrá otorgar el permiso si considera que está acorde con los 
planes, programas y proyectos del sector y si el mismo cuenta con los 

conceptos técnicos y las autorizaciones legales pertinentes. 
  
El proyecto deberá desarrollarse bajo los estándares y normas técnicas del 
modo correspondiente y deberá garantizar su conectividad con la 

infraestructura existente. Todos los bienes y servicios que se deriven del 
desarrollo del proyecto serán de propiedad, uso, explotación y administración 
de la Nación o entidad territorial según corresponda. 
  
En ningún caso, la autorización o permiso otorgado constituirá un contrato con 

el particular, ni la entidad estará obligada a reconocer o pagar el valor de la 
inversión o cualquier otro gasto o costo asociado al proyecto de infraestructura 
de transporte. 
  
Tampoco podrá entenderse que el particular obtiene derecho exclusivo o 

preferente sobre la propiedad, uso, usufructo, explotación o libre disposición y 
enajenación del bien o servicio del proyecto de infraestructura de transporte. 
Estos derechos los tendrá en igualdad de condiciones con los demás 

ciudadanos. 
  
El Gobierno Nacional establecerá las condiciones que deben cumplir tanto las 
entidades nacionales, como las territoriales para el otorgamiento de estos 
permisos, en un plazo no mayor de ciento veinte (120) días calendario. 

Adicionalmente, reglamentará lo concerniente a la conectividad entre el 
proyecto de infraestructura de transporte de interés privado y la Red Vial a fin 

de evitar que aquellos proyectos generen perjuicios al interés general. 
  
Nota, artículo 15: Ver Resolución 2922 de 2014, M. de Transporte. Ver Decreto 942 de 

2014. 
  

  
Artículo 16. Para el desarrollo de proyectos de infraestructura de transporte, 

las entidades deberán abrir los procesos de selección si cuentan con estudios 
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de ingeniería en Etapa de Factibilidad como mínimo, sin perjuicio de los 

estudios jurídicos, ambientales y financieros con que debe contar la entidad. 
  
Parágrafo. La anterior disposición no se aplicará: 
  
a) Cuando excepcionalmente la entidad pública requiera contratar la 

elaboración de estudios y diseños, construcción, rehabilitación, mejoramiento 
y/o mantenimiento que se contemplen de manera integral, o 
  
b) Para la revisión y verificación previas de proyectos de asociación pública-
privada de iniciativa privada previstas en la Ley 1508 de 2012 o la norma que 

la modifique, sustituya o reemplace podrá iniciarse el trámite con estudios y 
diseños en etapa de prefactibilidad. 
  
  
Artículo 17. Frentes de trabajo 7x24. Los contratistas de proyectos de 

infraestructura de transporte podrán solicitar al ente contratante autorización 
para incrementar los frentes de trabajo y/o realizar trabajos en 3 turnos 

diarios (24 horas), siete días a la semana para cumplir con sus cronogramas 
de obra en caso de presentar atrasos o para incrementar los rendimientos y 
adelantar la ejecución del proyecto. En este último caso, deberán presentar su 

propuesta respetando las apropiaciones presupuestales de la vigencia que 
amparen el respectivo contrato. También podrán solicitar ajustes contractuales 

que impliquen el adelantamiento de obra. La entidad tendrá treinta (30) días 
calendario para aceptar o rechazar motivadamente la solicitud. 
  
Para las nuevas estructuraciones de proyectos de infraestructura de 
transporte, que se inicien a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 

las entidades estatales y privadas deberán planear el desarrollo de las obras, 
con jornadas de trabajo de 3 turnos diarios (24 horas), siete días a la semana. 
  
Asimismo, las entidades estatales podrán hacer efectivas las multas y/o 
cláusula penal exigiéndole al contratista instalar frentes de trabajo en 3 turnos 

diarios (24 horas), siete días a la semana hasta por el valor de la sanción, 
como mecanismo conminatorio y forma de pago. Esta facultad se entiende 

atribuida respecto de las cláusulas de multas y cláusula penal pecuniaria 
pactadas en los contratos celebrados con anterioridad a la expedición de esta 
ley y en los que por autonomía de la voluntad de las partes se hubiese previsto 

la competencia de las entidades estatales para imponerlas y hacerlas efectivas. 
  
Artículo 18. Responsabilidad. Las personas jurídicas que ejecuten proyectos de 
infraestructura bajo la modalidad de Asociación Público Privado su régimen de 
responsabilidad será el que se establezca en las leyes civiles y comerciales de 

acuerdo con el tipo de empresa que conforme. 
  

TÍTULO IV 
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GESTIÓN Y ADQUISICIÓN PREDIALES, GESTIÓN AMBIENTAL, ACTIVOS Y 

REDES DE SERVICIOS PÚBLICOS, DE TIC Y DE LA INDUSTRIA DEL PETRÓLEO, 
ENTRE OTROS Y PERMISOS MINEROS Y SERVIDUMBRES 

  
CAPÍTULO I 

  
Gestión y Adquisición Predial 

  
  
Artículo 19. Definir como un motivo de utilidad pública e interés social la 
ejecución y/o desarrollo de proyectos de infraestructura del transporte a los 

que se refiere esta ley, así como el desarrollo de las actividades relacionadas 
con su construcción, mantenimiento, rehabilitación o mejora, quedando 

autorizada la expropiación administrativa o judicial de los bienes e inmuebles 
urbanos y rurales que se requieran para tal fin, de conformidad con el 
artículo 58 de la Constitución Política. 
  
  

Artículo 20. Modificado por la Ley 1742 de 2014, artículo 3º. La 
adquisición predial es responsabilidad del Estado y para ello la entidad pública 
responsable del proyecto podrá adelantar la expropiación administrativa con 

fundamento en el motivo definido en el artículo anterior, siguiendo para el 
efecto los procedimientos previstos en las Leyes 9a de 1989 y388 de 1997, o 
la expropiación judicial con fundamento en el mismo motivo, de conformidad 

con lo previsto en las Leyes 9ª de 1989, 388 de 1997 y 1564 de 2012. 

  

En todos los casos de expropiación, incluyendo los procesos de adquisición 
predial en curso, deben aplicarse las reglas especiales previstas en la presente 

ley. 

  

Parágrafo 1°. La adquisición de predios de propiedad privada o pública 
necesarios para establecer puertos, se adelantará conforme a lo señalado en 

las reglas especiales de la Ley 1ª de 1991 o aquellas que la complementen, 
modifiquen o sustituyan de manera expresa. 

  

Parágrafo 2°. Debe garantizarse el debido proceso en la adquisición de predios 

necesarios para el desarrollo o ejecución de los proyectos de infraestructura de 
transporte, en consecuencia, las entidades públicas o los particulares que 
actúen como sus representantes, deberán ceñirse a los procedimientos 
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establecidos en la ley, respetando en todos los casos el derecho de 

contradicción. 

  
Texto inicial del artículo 20: “La adquisición predial es responsabilidad del Estado y para ello la 
entidad pública responsable del proyecto podrá adelantar la expropiación administrativa con 

fundamento en el motivo definido en el artículo anterior, siguiendo para el efecto los 
procedimientos previstos en las Leyes 9ª de 1989 y 388 de 1997, o la expropiación judicial con 
fundamento en el mismo motivo, de conformidad con lo previsto en las Leyes 9ª de 1989, 388 
de 1997 y 1564 de 2012. 
  
En todos los casos de expropiación, incluyendo los procesos de adquisición predial en curso, 
deben aplicarse las reglas especiales previstas en la presente ley. 
  
La entidad responsable del proyecto de infraestructura deberá inscribir las afectaciones en el 
respectivo folio de matrícula inmobiliaria de los predios requeridos para la expansión de la 

infraestructura de transporte para el mediano y largo plazo y en cuanto sea 
viable presupuestalmente podrá adquirirlos. Para este caso, las afectaciones podrán tener una 
duración máxima de doce (12) años. 
  
Parágrafo 1°. La adquisición de predios de propiedad privada o pública necesarios para 
establecer puertos, se adelantará conforme a lo señalado en las reglas especiales de 
la Ley 1o de 1991 o aquellas que la complementen, modifiquen o sustituyan de manera expresa. 
  
Parágrafo 2°. Debe garantizarse el debido proceso en la adquisición de predios necesarios para 
el desarrollo o ejecución de los proyectos de infraestructura de transporte, en consecuencia, las 

entidades públicas o los particulares que actúen como sus representantes, deberán ceñirse a los 
procedimientos establecidos en la ley, respetando en todos los casos el derecho de 
contradicción.”. 
  
  
Artículo 21. Reglamentado por el Decreto 737 de 2014. Saneamientos por 
motivos de utilidad pública. La adquisición de inmuebles por los motivos de 

utilidad pública e interés social consagrados en las leyes gozará en favor de la 
entidad pública del saneamiento automático de cualquier vicio relativo a su 
titulación y tradición, incluso los que surjan con posterioridad al proceso de 

adquisición, sin perjuicio de las acciones indemnizatorias que por cualquier 
causa puedan dirigirse contra los titulares inscritos en el respectivo folio de 

matrícula inmobiliaria, diferentes a la entidad pública adquirente. (Nota: La 

expresión tachada en sepia fue declarada inexequible por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-410 de 2015.). 
  
El saneamiento automático de que trata el presente artículo será aplicable a los 
inmuebles adquiridos para proyectos de infraestructura de transporte, incluso 

antes de la vigencia de laLey 9ª de 1989, de acuerdo con la reglamentación 
que expida el Gobierno Nacional en un plazo no mayor de ciento veinte (120) 
días calendario. 
  
Parágrafo 1°. El saneamiento automático será invocado por la entidad 

adquirente en el título de tradición del dominio y será objeto de registro en el 
folio de matrícula correspondiente. 
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Parágrafo 2°. La entidad pública que decida emplear el mecanismo de 

saneamiento automático deberá verificar si el inmueble a adquirir se encuentra 
inscrito en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente 

creado por la Ley 1448 de 2011, a cargo de la Unidad Administrativa Especial 
de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, si existe en curso proceso 
judicial de restitución, así como si existen medidas de protección inscritas por 

la vía individual o colectiva a favor del propietario que no hayan sido 
levantadas, en virtud de lo previsto al efecto por la Ley 387 de 1997 y 

el Decreto número 2007 de 2001. En estos casos se entenderá que los 
propietarios carecen de la capacidad para enajenarlos voluntariamente. 
  
En los casos en que solo se encuentren solicitudes de restitución o inscripción 
en el Registro de Tierras Despojadas o Abandonadas procederá adelantar la 

expropiación y se pondrá a disposición del juez de conocimiento de estos 
procesos el valor de los predios en depósito judicial, para que una vez se inicie 
el proceso de restitución este ponga el correspondiente depósito a órdenes del 

juez de restitución. 
  
La inclusión del predio en los proyectos viales aprobados por el Gobierno 
Nacional se entenderá en los términos del artículo 72 de la Ley 1448 de 

2011 como una imposibilidad jurídica para la restitución que impondrá al 
Fondo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 
Tierras Despojadas compensar a las víctimas con un predio de similares 

condiciones, en el orden y lineamientos establecidos en el artículo 98 de la Ley 
1448 de 2011 y sus decretos reglamentarios. Sin embargo, en estos casos, el 

pago de la compensación se realizará con cargo a los recursos que se 
consignen en el depósito judicial efectuado por la entidad propietaria con cargo 
al proyecto, en virtud del proceso de expropiación. 
  
En caso de que esté en trámite el proceso de restitución, se iniciará el proceso 

de expropiación, pero se esperarán las resultas del proceso de restitución para 
determinar a quién se consigna el valor del predio. En caso de que proceda la 
restitución, el valor consignado se transferirá al Fondo de la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas para 
que compense las víctimas cuyo bien es jurídicamente imposible de restituir, 

en los términos previstos en el artículo 98 de la Ley 1448 de 2011 y sus 
normas reglamentarias. 
  
El saneamiento automático no desvirtuará las medidas de protección inscritas 
en el Registro Único de Tierras Despojadas con fines publicitarios a favor de los 

poseedores, sin embargo, la prueba se considerará constituida para los 
respectivos efectos en eventuales procesos de restitución que se adelanten en 
el futuro sobre el bien. 
  
Si el objeto de la expropiación fuere la adquisición parcial de un inmueble 

determinado, sujeto a los casos previstos en el presente parágrafo, en el Folio 
de Matrícula Inmobiliaria de la parte restante que no sea objeto de adquisición, 
deberán mantenerse las medidas de protección inscritas. Además, teniendo en 
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cuenta que no quedan afectos a los proyectos, procederá la restitución, 

siempre que se den los elementos y requisitos exigidos en la Ley 1448 de 
2011. 
  
Cumplido el procedimiento especial para la adquisición de predios vinculados a 
la restitución de tierras o con medidas de protección, procederá el saneamiento 

por motivos de utilidad pública. 
  
No obstante lo anterior, la entrega anticipada de los predios la podrá solicitar 
la entidad responsable del proyecto de infraestructura ante el juez de 
conocimiento del proceso de expropiación. En cualquier caso, el juez de 

expropiación o el juez comisionado, durante la diligencia de entrega, deberá 
informar que se ha hecho la consignación del valor del predio a órdenes del 

juzgado de restitución. 
  
Parágrafo 3°. En todo caso ningún saneamiento automático implicará el 

levantamiento de servidumbres de utilidad pública frente a redes y activos, ni 
el desconocimiento de los derechos inmobiliarios que hayan sido previamente 

adquiridos para el establecimiento de la infraestructura de servicios públicos 
domiciliarios y actividades complementarias, Tecnologías de la Información y 

las comunicaciones y la industria del Petróleo. 
  

  
Artículo 22. Limitaciones, afectaciones, gravámenes al dominio y medidas 
cautelares. En el proceso de adquisición de predios requeridos para proyectos 
de infraestructura de transporte, en caso de existir acuerdo de negociación 

entre la entidad Estatal y el titular inscrito en el folio de matrícula y previo al 
registro de la escritura pública correspondiente, la entidad estatal, con cargo al 

valor del negocio, podrá descontar la suma total o proporcional que se adeuda 
por concepto de gravámenes, limitaciones, afectaciones y medidas cautelares y 
pagar directamente dicho valor al acreedor o mediante depósito judicial a 

órdenes del despacho respectivo, en caso de cursar procesos ejecutivos u 
ordinarios en los que se haya ordenado el respectivo gravamen, considerando 

para el efecto el área objeto de adquisición, o verificar que lo realizará 
directamente el titular. De no ser posible, se continuará con el proceso de 

expropiación administrativa o judicial, según corresponda. 
  
La entidad estatal adquirente expedirá un oficio con destino al Registrador de 

Instrumentos Públicos respectivo o a la autoridad competente, en el cual se 
solicite levantar la limitación, la afectación, gravamen o medida cautelar, 

evidenciando el pago y paz y salvo correspondiente, cuando a ello haya lugar. 
El Registrador deberá dar trámite a la solicitud en un término perentorio de 15 
días hábiles. 
  
Una vez realizada la respectiva anotación en el registro, el Registrador deberá 

dar aviso mediante oficio al notario correspondiente para que obre en la 
escritura pública respectiva del inmueble. 
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Las medidas cautelares al dominio cuya inscripción se encuentre caducada de 

acuerdo con lo dispuesto en la Ley 1579 de 2012, se podrán cancelar con la 
solicitud que realice la entidad estatal al Registrador de Instrumentos Públicos. 
  
Cuando se trate de servidumbres de utilidad pública y las redes y activos allí 
asentados puedan mantenerse, se conservará el registro del gravamen en el 

folio del inmueble. 
  
  
Artículo 23. Avaluadores y metodología de avalúo. El avalúo comercial para la 
adquisición o expropiación de los inmuebles requeridos para proyectos de 

infraestructura de transporte será realizado por el Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi (IGAC) o la autoridad catastral correspondiente o las personas 

naturales o jurídicas de carácter privado registradas y autorizadas por las 
Lonjas de Propiedad Raíz. 
  
El avalúo comercial, de ser procedente, incluirá el valor de las indemnizaciones 
o compensaciones que fuera del caso realizar por afectar el patrimonio de los 

particulares. 
  
Para la adquisición o expropiación de inmuebles requeridos en proyectos de 

infraestructura de transporte, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) 
tendrá como función adoptar las normas, métodos, parámetros, criterios y 

procedimientos que deben aplicarse en la elaboración de los avalúos 
comerciales y su actualización. Cuando las circunstancias lo indiquen, el 

Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) introducirá las modificaciones que 
resulten necesarias. 
  
Las normas, métodos, parámetros, criterios y procedimientos establecidos y/o 
modificados por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) son de 

obligatorio y estricto cumplimiento para los avaluadores, propietarios y 
responsables de la gestión predial en proyectos de infraestructura de 
transporte. 
  
Parágrafo. El retardo injustificado en los avalúos realizados es causal de mala 

conducta sancionable disciplinariamente, sin perjuicio de las demás 
responsabilidades en que pueda incurrir el avaluador. 
  
Nota, artículo 23: Ver Resolución 2684 de 2015, M. de Transporte. Ver Resolución 898 
de 2014, IGAAC, D.O. 49.249, pag. 39. Ver Resolución 741 de 2014, IGAC, D.O. 

49.229, pag. 61. 
  

  
Artículo 24. Revisión e impugnación de avalúos comerciales. Para la adquisición 
o expropiación de bienes requeridos en los proyectos de infraestructura de 

transporte, la entidad solicitante, o quien haga sus veces, del avalúo comercial, 
podrá pedir la revisión e impugnación dentro de los (5) días siguientes a la 
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fecha de su entrega. La impugnación puede proponerse directamente o en 

subsidio de la revisión. 
  
Se entiende por revisión la solicitud por la cual la entidad solicitante o quien 
haga sus veces, fundada en consideraciones técnicas, requiere a quien realizó 
el avalúo comercial, para que reconsidere la valoración y/o precio presentados, 

a fin de corregirlos, reformarlos o confirmarlos. 
  
Corresponde a quien realizó el avalúo comercial pronunciarse sobre la revisión 
solicitada dentro de los diez (10) días siguientes a su presentación. Una vez 
decidida la revisión y si hay lugar a tramitar la impugnación, quien haya 

decidido la revisión enviará el expediente al Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi (IGAC) dentro de los tres (3) días siguientes a la de la fecha del acto 

por el cual se resolvió la revisión. 
  
La impugnación es el procedimiento que se adelanta por la entidad solicitante, 

o quien haga sus veces, ante el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), 
para que este examine el avalúo comercial, a fin de corregirlo, reformarlo o 

confirmarlo. 
  
Al Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) le compete resolver las 
impugnaciones en todos los casos, para lo cual señalará funcionalmente dentro 
de su estructura las instancias a que haya lugar. La decisión tendrá carácter 

vinculante. El plazo para resolver las impugnaciones será de diez (10) días y se 
contarán desde el día siguiente a la fecha de presentación de la impugnación. 
  
Parágrafo 1°. En cuanto no sea incompatible con lo previsto en esta ley, se 
aplicarán para la revisión e impugnación lo previsto en el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo o demás 
normas que lo modifiquen, deroguen o sustituyan. 
  
Parágrafo 2°. El avalúo comercial tendrá una vigencia de un (1) año, contado 
desde la fecha de su comunicación o desde aquella en que fue decidida y 

notificada la revisión y/o impugnación. 
  
Parágrafo 3°. La entidad solicitante, o quien haga sus veces, asumirá los 
costos que demande la atención de las impugnaciones a que se refiere el 
presente artículo, de conformidad con las tarifas fijadas por el Instituto 

Geográfico Agustín Codazzi (IGAC). 
  
Parágrafo 4°. El retardo injustificado en la resolución de la revisión o 
impugnación de los avalúos, es causal de mala conducta sancionable 
disciplinariamente, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda 

incurrir el avaluador o el servidor público del Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi (IGAC), según el caso. 
  
  



Artículo 25. Modificado por la Ley 1742 de 2014, artículo 4º. Notificación 
de la oferta. La oferta deberá ser notificada únicamente al titular de derechos 
reales que figure registrado en el folio de matrícula del inmueble objeto de 

expropiación o al respectivo poseedor regular inscrito de conformidad con las 
leyes vigentes. 

  

La oferta será remitida por el representante legal de la entidad pública 

competente para realizar la adquisición del inmueble o su delegado; para su 
notificación se cursará oficio al propietario o poseedor inscrito, el cual 
contendrá como mínimo: 

  

1. Indicación de la necesidad de adquirir el inmueble por motivo de utilidad 
pública. 

  

2. Alcance de conformidad con los estudios de viabilidad técnica. 

  

3. Identificación precisa del inmueble. 

  

4. Valor como precio de adquisición acorde con lo previsto en el artículo 37 de 

la presente ley. 

  

5. Información completa sobre los posibles procesos que se pueden presentar 
como son: enajenación voluntaria, expropiación administrativa o judicial. 

  

Se deberán explicar los plazos, y la metodología para cuantificar el valor que 

se cancelará a cada propietario o poseedor según el caso. 

  

La oferta deberá ser notificada únicamente al titular de derechos reales que 
figure registrado en el folio de matrícula del inmueble objeto de adquisición o 

al respectivo poseedor regular inscrito, de conformidad con lo dispuesto en el 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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Una vez notificada la oferta se entenderá iniciada la etapa de negociación 

directa, en la cual el propietario o poseedor inscrito tendrán un término de 
quince (15) días hábiles para manifestar su voluntad en relación con la misma, 

bien sea aceptándola, o rechazándola. 

  

Si la oferta es aceptada, deberá suscribirse escritura pública de compraventa o 
la promesa de compraventa dentro de los diez (10) días hábiles siguientes e 

inscribirse la escritura en la oficina de registro de instrumentos públicos del 
lugar correspondiente. 

  

Se entenderá que el propietario o poseedor del predio renuncian a la 

negociación cuando: 

  

a) Guarden silencio sobre la oferta de negociación directa. 

  

b) Dentro del plazo para aceptar o rechazar la oferta no se logre acuerdo. 

  

c) No suscriban la escritura o la promesa de compraventa respectiva en los 
plazos fijados en la presente ley por causas imputables a ellos mismos. 

  

Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación si transcurridos treinta (30) 
días hábiles después de la comunicación de la oferta de compra, no se ha 
llegado a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria, contenido en un 

contrato de promesa de compraventa y/o escritura pública. 

  

Notificada la oferta de compra de los inmuebles sobre los que recaiga la 
declaratoria de utilidad pública o de interés social, e inscrita dicha oferta en el 

respectivo Certificado de Libertad y Tradición, los mismos no podrán ser objeto 
de ninguna limitación al dominio. El Registrador se abstendrá de efectuar la 

inscripción de actos, limitaciones, gravámenes, medidas cautelares o 
afectaciones al dominio sobre aquellos. 



  
Texto inicial del artículo 25: “Notificación de la oferta. La oferta deberá ser notificada únicamente 
al titular de derechos reales que figure registrado en el folio de matrícula del inmueble objeto de 
expropiación y/o al respectivo poseedor regular inscrito de conformidad con las leyes vigentes. 
  
Parágrafo. Notificada la oferta de compra de los inmuebles sobre los que recaiga la declaratoria 

de utilidad pública e interés social, los mismos no podrán ser objeto de ninguna limitación al 
dominio. El registrador se abstendrá de efectuar la inscripción de actos, limitaciones, 
gravámenes, medidas cautelares o afectaciones al dominio sobre aquellos.”. 
  
  
Artículo 26. Actualización de cabida y linderos. En caso que en el proceso de 
adquisición o expropiación de inmuebles necesarios para la realización de 

proyectos de infraestructura de transporte, se requiera la actualización de 
cabida y/o linderos, la entidad pública, o quien haga sus veces, procederá a 
solicitar dicho trámite ante el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) o la 

autoridad catastral correspondiente. 
  
El Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) o la autoridad catastral 
correspondiente comparará la información contenida en los títulos registrados 
con la que tiene incorporada en sus bases de datos, disponiendo y practicando 

una inspección técnica para determinar su coincidencia. Si la información de 
los títulos registrados coincide en un todo con la de sus bases de datos, 

procederá a expedir la certificación de cabida y/o linderos. 
  
Si la información de catastro no coincide con la de los títulos registrados, el 

Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) o la autoridad catastral 
correspondiente convocará a los titulares de derechos de dominio y demás 

interesados, directamente o a través de un medio de comunicación idóneo, 
para buscar un acuerdo a partir de una propuesta que sobre cabida y/o 
linderos el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) o quien haga sus veces 

realice. Si se llega a un acuerdo, se expedirá la certificación de cabida y/o 
lindero; en caso contrario, se agotarán las instancias judiciales a que haya 

lugar por parte de los titulares de derecho de dominio. 
  
El término para tramitar y expedir la certificación de cabida y/o linderos es de 
dos (2) meses improrrogables contados a partir de la recepción de la solicitud, 
cuando la información de los títulos registrados coincida plenamente con la de 

catastro. Si no coincide y es necesaria convocar a los titulares de dominio y 
demás interesados, el término para agotar el trámite será de cuatro (4) meses, 

que se contabilizarán desde la recepción de la solicitud. 
  
Una vez se expida la certificación de cabida y/o linderos, el Instituto Geográfico 

Agustín Codazzi (IGAC) o la autoridad catastral correspondiente dará traslado 
a la entidad u organismo encargado del registro de instrumentos públicos de la 

respectiva jurisdicción, dentro de los 5 días siguientes, con el fin de que 
proceda a hacer las anotaciones del caso. La anotación en el registro deberá 
realizarse dentro de los 10 días calendario a partir del recibo de la certificación. 
  



El Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) establecerá el procedimiento 

para desarrollar el trámite de cabida y/o linderos aquí señalado, en un término 
no mayor a tres (3) meses, contados a partir de la vigencia de la presente ley. 
  
Parágrafo 1°. La Entidad solicitante, o quien haga sus veces, asumirá los 
costos que demande la atención del trámite a que se refiere el presente 

artículo, de conformidad con las tarifas fijadas por el Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi (IGAC) o autoridad catastral correspondiente. 
  
Parágrafo 2°. El retardo injustificado en el presente trámite de actualización de 
cabida y linderos o su inscripción en el registro es causal de sanción 

disciplinaria, que se puede imponer de oficio o por queja del interesado, sin 
perjuicio de la responsabilidad que pueda corresponder al funcionario. 
  
Nota, artículo 26: Ver Resolución 193 de 2014,  IGAC. D.O. 49.071, pag. 118. 
  

  
Artículo 27. Permiso de intervención voluntario. Mediante documento escrito 
suscrito por la entidad y el titular inscrito en el folio de matrícula, podrá 

pactarse un permiso de intervención voluntario del inmueble objeto de 
adquisición o expropiación. El permiso será irrevocable una vez se pacte. (Nota: 

Inciso 1º declarado exequible por los cargos analizados por la Corte Constitucional en 
la Sentencia C-669 de 2015.). 
  
Con base en el acuerdo de intervención suscrito, la entidad deberá iniciar el 

proyecto de infraestructura de transporte. (Nota: Inciso 2º declarado exequible 

por los cargos analizados por la Corte Constitucional en la Sentencia C-669 de 2015.). 
  
Lo anterior, sin perjuicio de los derechos de terceros sobre el inmueble los 
cuales no surtirán afectación o detrimento alguno con el permiso de 
intervención voluntaria, así como el deber del responsable del proyecto de 

infraestructura de transporte de continuar con el proceso de enajenación 
voluntaria, expropiación administrativa o judicial, según corresponda.(Nota: 

Inciso 3º declarado exequible por los cargos analizados por la Corte Constitucional en 
la Sentencia C-669 de 2015.). 
  
Parágrafo. En el proceso administrativo, en caso de no haberse pactado el 

permiso de intervención voluntario del inmueble objeto de adquisición o 
expropiación, dentro de los quince (15) días siguientes a la ejecutoria del acto 

administrativo que la dispuso, la entidad interesada solicitará a la respectiva 
autoridad de policía, la práctica de la diligencia de desalojo, que deberá 
realizarse con el concurso de esta última y con el acompañamiento de la 

Defensoría del Pueblo y/o el personero municipal quien deberá garantizar la 
protección de los derechos humanos, dentro de un término perentorio de cinco 

(5) días, de la diligencia, se levantará un acta y en ella no procederá oposición 
alguna. (Nota: Parágrafo declarado exequiblepor los cargos analizados por la Corte 

Constitucional en la Sentencia C-669 de 2015 en el entendido que las expresiones 

subrayadas se refieren respectivamente, al proceso de expropiación administrativa y a 
la ejecutoria del acto administrativo que la determina). 
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Nota, artículo 27: Ver Resolución 2684 de 2015, M. de Transporte. 
  

  

Artículo 28. Modificado por la Ley 1742 de 2014, artículo 5º. Entrega 
anticipada por orden judicial. Los jueces deberán ordenar la entrega de los 
bienes inmuebles declarados de utilidad pública para proyectos de 

infraestructura de transporte, en un término perentorio e improrrogable de 
diez (10) días hábiles, contados a partir de la solicitud de la entidad 
demandante, en los términos del artículo 399 de la Ley 1564 de 2012 Código 

General del Proceso o la norma que lo modifique o sustituya. 

  

Si los bienes hubieren sido objeto de embargo, gravamen hipotecario o 
demandas registradas, para efectos de ordenar la entrega anticipada, no serán 

oponibles estas limitaciones. En todo caso, se respetarán los derechos de 
terceros dentro del proceso judicial. 

  

Los numerales 4 y 11 de artículo 399 de la Ley 1564 de 2012 Código General 

del Proceso, en relación con la entrega anticipada del bien a solicitud de la 
entidad demandante, entrarán a regir a partir de la promulgación de esta ley y 

aplicarán para los procesos en curso, de conformidad con las precisiones que 
se disponen en la presente ley. 

  
Texto inicial del artículo 28: “Entrega anticipada por orden judicial. Los jueces deberán ordenar 

la entrega de los bienes inmuebles declarados de utilidad pública para proyectos de 
infraestructura de transporte, en un término perentorio e improrrogable de treinta (30) días 
calendario, contados a partir de la solicitud de la entidad demandante, en los términos del 
artículo 399 de la Ley 1564 de 2012 Código General del Proceso o la norma que lo modifique o 
sustituya. 
  
Si los bienes hubieren sido objeto de embargo, gravamen hipotecario o demandas registradas, 

para efectos de ordenar la entrega anticipada, no serán oponibles estas limitaciones. En todo 
caso, se respetarán los derechos de terceros dentro del proceso judicial. 
  
Los numerales 4 y 11 de artículo 399 de la Ley 1564 de 2012 Código General del Proceso, en 
relación con la entrega anticipada del bien a solicitud de la entidad demandante, entrarán a regir 

a partir de la promulgación de esta ley y aplicarán para los procesos en curso, de conformidad 

con las precisiones que se disponen en la presente ley.”. 
  
  
Artículo 29. Entrega anticipada de bienes en proceso de extinción de dominio, 

baldíos y bajo administración de CISA. Los bienes inmuebles necesarios para el 
desarrollo de proyectos de infraestructura de transporte, que se encuentren 

bajo la administración de CISA o quien haga sus veces, en proceso de 
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extinción de dominio, en proceso de clarificación o inmuebles baldíos, podrán 

ser expropiados o adjudicados, según sea procedente, por y a la entidad 
estatal responsable del proyecto y esta podrá solicitar a la entidad competente 

la entrega anticipada, una vez se haya efectuado el depósito del valor del 
inmueble, cuando a ello haya lugar. 
  
La solicitud de entrega anticipada solo podrá realizarse cuando el proyecto de 
infraestructura de transporte se encuentre en etapa de construcción. La 

entidad competente tendrá un plazo máximo de 30 días calendario para hacer 
entrega material del inmueble requerido. 
  
En el caso que el dominio sobre el bien inmueble no se extinga como resultado 
del proceso o en el proceso de clarificación se establezca un titular privado, el 

valor del depósito se le entregará al propietario del inmueble. 
  
  
Artículo 30. Pagado el valor del inmueble objeto de expropiación de 
conformidad con el avalúo, no procederá la prejudicialidad para los procesos de 

expropiación, servidumbre o adquisición de predios para obras de 
infraestructura de transporte. 
  
  
Artículo 31. Ejecutoriedad del acto expropiatorio. El acto administrativo por 

medio del cual la entidad declara la expropiación administrativa del inmueble u 
ordena el inicio de los trámites para la expropiación judicial, será de aplicación 
inmediata y gozará de fuerza ejecutoría y ejecutiva. 
  
Contra el acto administrativo que decida la expropiación solo procede el 

recurso de reposición el cual se concederá en el efecto devolutivo. 
  
  
Artículo 32. Título corregido por el Decreto 3049 de 2013, artículo 

1º. Cesión voluntaria a título gratuito de franjas de terreno. Texto inicial: “Sesión 

voluntaria a título gratuito de franjas de terreno.”. Los titulares de derechos reales sobre los 
predios requeridos para la ejecución de proyectos de infraestructura podrán 
ceder de manera voluntaria y a título gratuito en favor del ente adquirente los 

inmuebles de su propiedad sin que previamente tenga que mediar oferta 
formal de compra. La cesión a que se refiere este artículo no generará gastos 

de notariado y registro. 
  
  
Artículo 33. Demandado ante la Corte Constitucional. D-10748 de abril 
28 de 2015. Adquisición de áreas remanentes no desarrollables. En los 

procesos de adquisición predial para proyectos de infraestructura de 
transporte, las Entidades Estatales podrán adquirir de los titulares de derechos 
reales sobre los predios requeridos para la ejecución de proyectos de 

infraestructura, áreas superiores a las necesarias para dicha ejecución, en 
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aquellos casos en que se establezca que tales áreas no son desarrollables para 

ningún tipo de actividad por no cumplir con los parámetros legales, esquemas 
o planes básicos de ordenamiento territorial o por tratarse de zonas críticas o 

de riesgo ambiental o social. 
  
  
Artículo 34. Demandado ante la Corte Constitucional. D-10748 de abril 
28 de 2015. Avalúos comerciales. Cuando el avalúo comercial de los 

inmuebles requeridos para la ejecución de proyectos de infraestructura de 
transporte supere en un 50% el valor del avalúo catastral, el avalúo comercial 
podrá ser utilizado como criterio para actualizar el avalúo catastral de los 

inmuebles que fueren desenglobados como consecuencia del proceso de 
enajenación voluntaria o expropiación judicial o administrativa. 
  
Para este efecto, el ente estatal una vez perfeccionado el proceso de 
adquisición predial a favor del Estado, procederá a remitir al organismo 

catastral o quien haga sus veces y a la autoridad tributaria, el informe del valor 
pagado por metro cuadrado, hectárea o fanegada del inmueble adquirido. 
  
La entidad territorial podrá decidir si el avalúo catastral debe ser actualizado, y 
el incremento correspondiente. 
  
  
Artículo 35. Predios adquiridos para compensación ambiental. Los predios que 
las Entidades Estatales deban adquirir en cumplimiento de obligaciones 
ambientales establecidas en la Licencia Ambiental para compensación, deberán 

ser cedidos a título gratuito, para ser incorporados como bien de uso público 
en el respectivo plan, esquema o plan básico de ordenamiento territorial de la 

jurisdicción donde se encuentre, a la entidad que determine la autoridad 
ambiental competente, de conformidad con la medida de compensación 
propuesta por el solicitante. 
  
La propiedad y administración de dichos bienes deberá ser recibida por las 

autoridades municipales o las autoridades ambientales respectivas, de acuerdo 
con sus competencias y la destinación de los mismos. 
  
  
Artículo 36. Título corregido por el Decreto 3049 de 2013, artículo 

2º. Cesión de inmuebles entre entidades públicas. Texto inicial: “Sesión de inmuebles 

entre entidades públicas.”.  Los predios de propiedad de entidades públicas que se 

requieran para el desarrollo de proyectos de infraestructura deberán ser 
cedidos a la entidad responsable del proyecto, a título oneroso o como aporte 
de la respectiva entidad propietaria al proyecto de infraestructura de 

transporte. 
  
Para efectos de determinar el valor del inmueble, la entidad cesionaria deberá 
contratar un avalúo con el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), la 
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entidad que cumpla sus funciones o con peritos privados inscritos en las lonjas 

de propiedad raíz o asociaciones legalmente constituidas. 
  
El avalúo que dichas entidades o personas establezcan tendrá carácter 
obligatorio para las partes. 
  
La cesión implicará la afectación del bien como bien de uso público. 
  
En todo caso, la entrega anticipada del inmueble deberá realizarse una vez lo 
solicite la entidad responsable del proyecto de infraestructura de transporte. 
  
  

Artículo 37. Modificado por la Ley 1742 de 2014, artículo 6º. El precio de 
adquisición en la etapa de enajenación voluntaria será igual al valor comercial 

determinado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), los catastros 
descentralizados o por peritos privados inscritos en lonjas o asociaciones, de 

conformidad con las normas, métodos, parámetros, criterios y procedimientos 
que sean fijados por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC). 

  

El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación 
urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en 

relación con el inmueble a adquirir y su destinación económica y, de ser 
procedente, la indemnización que comprenderá el daño emergente y el lucro 

cesante. 

  

El daño emergente incluirá el valor del inmueble. El lucro cesante se calculará 
según los rendimientos reales del inmueble al momento de la adquisición y 

hasta por un término de seis (6) meses. 

  

En la cuantificación del daño emergente solo se tendrá en cuenta el daño cierto 
y consolidado. 

  

En caso de no llegarse a acuerdo en la etapa de enajenación voluntaria, el 

pago del predio será cancelado de forma previa teniendo en cuenta el avalúo 
catastral y la indemnización calculada al momento de la oferta de compra, en 

la etapa de expropiación judicial o administrativa. 
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El valor catastral que se tenga en cuenta para el pago será proporcional al área 

requerida a expropiar para el proyecto que corresponda. 

  

Con el fin de evitar la especulación de valores en los proyectos de 
infraestructura a través de la figura del autoavalúo catastral, la entidad 

responsable del proyecto o quien haga sus veces, informará al IGAC o a los 
catastros descentralizados el área de influencia para que proceda a suspender 

los trámites de autoavalúo catastral en curso o se abstenga de recibir nuevas 
solicitudes. 

  

Para el cumplimiento de este artículo se deberá tener en cuenta lo preceptuado 

por la Ley 1673 de 2013. 

  
Texto inicial del artículo 37: “El precio de adquisición será igual al valor comercial, determinado 
por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), la entidad que cumpla sus funciones, o por 
peritos privados inscritos en las lonjas o asociaciones correspondientes, según lo determinado 
por el Decreto ley número 2150 de 1995 y de conformidad con las normas, métodos, 

parámetros, criterios y procedimientos que sean fijados por el Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi (IGAC). 
  
El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística municipal 
o distrital vigente al momento de la oferta de compra en relación con el inmueble a adquirir, su 
destinación económica, el daño emergente y el lucro cesante. 
  
El daño emergente incluirá el valor del inmueble y el lucro cesante se calculará según los 
rendimientos reales del inmueble al momento de la adquisición y hasta por un término de seis 
(6) meses.”. 
  
Nota, artículo 37: Ver Resolución 898 de 2014, IGAAC, D.O. 49.249, pag. 39. Ver 
Resolución 741 de 2014, IGAC, D.O. 49.229, pag. 61. 
  

  
Artículo 38. Durante la etapa de construcción de los proyectos de 
infraestructura de transporte y con el fin de facilitar su ejecución la Nación a 
través de los jefes de las entidades de dicho orden y las entidades territoriales, 

a través de los Gobernadores y Alcaldes, según la infraestructura a su cargo, 
tienen facultades para imponer servidumbres, mediante acto administrativo. 
  
El Ministerio de Transporte impondrá tales servidumbres en los proyectos de 
infraestructura de transporte a cargo de los departamentos, cuando se afecten 

predios que se encuentren ubicados en más de uno de ellos. Asimismo, el 
Gobernador del departamento impondrá servidumbres en los proyectos de 

infraestructura de transporte a cargo de los municipios cuando se afecten 
predios que se encuentren ubicados en más de un municipio. 
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En los proyectos a cargo de la Nación, esta podrá imponer servidumbres en 

todo el Territorio Nacional. 
  
Para efectos de lo previsto en este artículo, se deberá agotar una etapa de 
negociación directa en un plazo máximo de treinta (30) días calendario. En 
caso de no lograrse acuerdo se procederá a la imposición de servidumbre por 

vía administrativa. El Gobierno Nacional expedirá la reglamentación 
correspondiente con el fin de definir los términos en que se deberán surtir 

estas etapas. 
  
Parágrafo 1°. El Ministro de Transporte podrá delegar esta facultad. 
  
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en este artículo será aplicable a la gestión predial 

necesaria para la ejecución de proyectos de infraestructura de servicios 
públicos, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 56 de 1981. 
  
Nota, artículo 38: Artículo reglamentado por el Decreto 738 de 2014. 
  

  
CAPÍTULO II 

  
Gestión Ambiental 

  
  
Artículo 39. Los proyectos de infraestructura de transporte deberán incluir la 
variable ambiental, en sus diferentes fases de estudios de 

ingeniería, prefactibilidad, factibilidad y estudios definitivos, para aplicarla en 
su ejecución. 
  
Para el efecto, en desarrollo y plena observancia de los principios y 
disposiciones constitucionales que protegen el medio ambiente, las fuentes 

hídricas y los recursos naturales, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible en coordinación con la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 
expedirá los términos de referencia integrales, manuales y guías para 

proyectos de infraestructura de transporte, en un término máximo de sesenta 
(60) días calendario, a partir de la promulgación de la presente ley. 
  
Durante la realización de los Estudios de Prefactibilidad, la entidad o el 
responsable del diseño, debe consultar la herramienta o base de datos que 

determine el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, para poder, 
finalizados estos, obtener la viabilidad de una de las alternativas del proyecto 

por parte de la autoridad ambiental competente. 
  
Culminados los Estudios de Factibilidad, la entidad o el contratista si ya fue 

adjudicado el proyecto de infraestructura de transporte, cuando a ello haya 
lugar, está obligado a adelantar con carácter de insumo y fundamento 

indispensable para gestionar y obtener la Licencia Ambiental, el Estudio de 
Impacto Ambiental. 
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En todo caso, el proceso de licenciamiento ambiental podrá iniciarse una vez se 
cuente con los Estudios de Factibilidad y el Estudio de Impacto Ambiental. A 

partir de tales estudios la autoridad ambiental deberá realizar la evaluación y 
adoptar la decisión respectiva. Lo anterior sin perjuicio de la información 
adicional que de manera excepcional podrá solicitar la autoridad ambiental 

para tomar la decisión correspondiente. 
  
A partir del tercer año siguiente a la promulgación de la ley, como requisito 
previo a la apertura de los procesos de selección para la construcción de 
proyectos de infraestructura de transporte, la entidad pública estará obligada a 

contar con la viabilidad de una alternativa del proyecto aprobada por parte de 
la autoridad ambiental competente con base en estudios de prefactibilidad, 

haber culminado los Estudios de Factibilidad y haber concluido el proceso de 
consulta previa con la respectiva comunidad hasta su protocolización, si 
procede la misma. 
  
Inciso Corregido por el Decreto 3049 de 2013, artículo 3°. Para el 

efecto, la autoridad ambiental deberá cumplir con los términos legales en 
materia de licenciamiento ambiental y los establecidos en esta ley, de modo 

que esta será responsable de los daños y perjuicios que se causen a los 
particulares, como consecuencia del incumplimiento de los términos 
establecidos en la ley. El retardo injustificado por parte de la autoridad 

ambiental podrá acarrear las investigaciones y sanciones disciplinarias 
establecidas en la Ley 734 de 2002. 
  
Texto inicial del inciso final: “Para el efecto, la autoridad ambiental deberá cumplir con los términos legales 
en materia de licenciamiento ambiental y los establecidos en esta ley, de modo que esta será responsable de 
los daños y perjuicios que se causen a los particulares, como consecuencia del incumplimiento de los 
términos establecidos en la ley el retardo injustificado por parte de la autoridad ambiental podrá acarrear las 

investigaciones y sanciones disciplinarias establecidas en la Ley 734 de 2002.”. 

  

  
Artículo 40. La gestión para la obtención de la Licencia Ambiental, con 

fundamento en los estudios a los que se refiere el artículo anterior, podrá 
adelantarse por la entidad pública, el concesionario y/o contratista. La 
responsabilidad de gestión y obtención de la Licencia Ambiental deberá 

pactarse en el respectivo contrato. 
  
Es deber del Ministerio del Interior liderar y acompañar de manera permanente 
el proceso de consulta previa con las comunidades étnicas cuando sea 
requerido para la obtención de la licencia ambiental del proyecto de 

infraestructura de transporte y la entidad contratante será responsable de los 
compromisos que se adquieran con las comunidades. 
  
  
Artículo 41. Cambios menores en licencias ambientales. Las modificaciones 

menores o ajustes normales dentro del giro ordinario de la actividad licenciada 
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y que no impliquen nuevos impactos ambientales, podrán ejecutarse, previo 

aviso a la autoridad ambiental, sin que esta deba pronunciarse y sin la 
necesidad de adelantar el trámite para el procedimiento de modificación de la 

Licencia Ambiental y/o autorización, teniendo en cuenta para ello el listado 
previsto en la reglamentación correspondiente. 
  
El Gobierno Nacional, que para estos efectos se entiende conformado por los 
Ministerios de Transporte y Ambiente, previo concepto de la Autoridad Nacional 

de Licencias Ambientales, reglamentará en un término máximo de noventa 
(90) días calendario a partir de la promulgación de esta ley el listado de 
cambios menores o ajustes normales en proyectos de infraestructura de 

transporte, para el debido cumplimiento de la presente disposición. (Nota: 

Inciso corregido por el Decreto 3049 de 2013, artículo 4°, en el sentido de quitarle el 
subrayado a la palabra “Autoridad”.). 
  
  
Artículo 42. Nuevas fuentes de materiales. Cuando durante la ejecución de un 

proyecto de infraestructura de transporte se identifiquen y se requieran nuevas 
fuentes de materiales, previa solicitud del responsable contractual, se 

adelantará ante la Autoridad Ambiental una solicitud de modificación de 
Licencia Ambiental exclusiva para la inclusión de nuevas fuentes de materiales 
en la Licencia Ambiental. Este trámite no podrá ser superior a treinta (30) días 

contados a partir del radicado de la solicitud, siempre que la información se 
encuentre completa. 
  
Para este efecto, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible expedirá los 
correspondientes Términos de Referencia dentro de los sesenta (60) días 

calendario, siguientes a la expedición de la ley. 
  
  
Artículo 43. Obras de emergencia. Declarada por el Gobierno Nacional la 
existencia de una emergencia que afecte gravemente un proyecto de 

infraestructura de transporte, la entidad competente procederá a solicitar a la 
autoridad ambiental competente el pronunciamiento sobre la necesidad o no 

de obtener licencia, permisos o autorizaciones ambientales. La autoridad sin 
perjuicio de las medidas de manejo ambiental que ordene adoptar, deberá 
responder, mediante oficio, de manera inmediata. 
  
  
Artículo 44. Los siguientes Proyectos de Infraestructura de Transporte no 
requerirán Licencia Ambiental: 
  
a) Proyectos de mantenimiento; 
  
b) Proyectos de rehabilitación; 
  
c) Proyectos de mejoramiento. 
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Para el debido cumplimiento de la presente disposición, el Gobierno Nacional, 

que para estos efectos se entiende conformado por los Ministerios de 
Transporte y Ambiente, en coordinación con la Autoridad Nacional de Licencias 

Ambientales, reglamentará en un término máximo de noventa (90) días 
calendario, a partir de la fecha de expedición de esta ley, el listado de 
actividades de mejoramiento en proyectos de infraestructura de 

transporte. (Nota: Inciso corregido por el Decreto 3049 de 2013, artículo 5°, en el 

sentido de quitarle el subrayado a la palabra “en coordinación”.). 
  
Parágrafo. En el evento que una o más actividades de mejoramiento requiera 
permisos o autorizaciones ambientales, la entidad pública responsable del 

proyecto de infraestructura de transporte o quien haga sus veces, deberá 
tramitarlos y obtenerlos, cuando a ello haya lugar. 
  
Nota, artículo 44: Ver Decreto 770 de 2014. Ver Decreto 769 de 2014. 
  

  
Artículo 45. Para la elaboración de los estudios ambientales requeridos para 
gestionar, obtener y modificar la Licencia Ambiental de proyectos de 

infraestructura de transporte, se entenderá que el permiso de recolección 
de especímenes silvestres de la diversidad biológica, como todos los demás 
permisos, está incluido dentro de la licencia ambiental. 
  

CAPÍTULO III 
  

Activos y Redes de Servicios Públicos, de TIC y de la Industria del 
Petróleo, entre otros 

  
  
Artículo 46. Ámbito de aplicación. El presente capítulo es aplicable a la 
protección, traslado o reubicación de redes y activos de servicios públicos, de 
tecnologías de la información y las comunicaciones y de la industria del 

petróleo, instaladas en predios requeridos para el desarrollo de proyectos de 
infraestructura de transporte y en las fajas de retiro obligatorio, inclusive con 

anterioridad a la vigencia de la Ley 1228 de 2008. 
  
Así mismo, es aplicable para el otorgamiento de permisos de instalación de 

nuevas redes de manera coordinada con los trazados y proyecciones de los 
proyectos de infraestructura de transporte, las cuales en ningún caso podrán 

ser oponibles para las expansiones futuras. 
  
Igualmente es aplicable para las redes que se encuentren instaladas 

previamente sobre nuevos trazados de proyectos de infraestructura de 
transporte. 
  
  
Artículo 47. Formulación y ejecución de proyectos de infraestructura de 

transporte que involucran la protección, el traslado o reubicación de redes y 
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activos. Las entidades públicas o personas de derecho privado responsables de 

formular y ejecutar proyectos de infraestructura de transporte deberán 
analizar, en cada caso lo siguiente: 
  
1. La pertinencia de proteger, trasladar o reubicar las redes y activos de 
servicios públicos, de la industria del Petróleo o de tecnologías de la 

información y de las comunicaciones como consecuencia del desarrollo de 
estos proyectos o de conservar o modificar la ubicación del proyecto de 

infraestructura. En todo caso deberá primar la opción que implique menores 
costos e impactos generales. 
  
2. Las condiciones técnicas, legales y financieras bajo las cuales se efectuará 
dicha protección, traslado o reubicación. 
  
3. La existencia de convenios o acuerdos para la protección, traslado o 
reubicación de redes y activos con prestadores de servicios públicos u 

operadores de redes, activos y servicios de tecnologías de la información y de 
las comunicaciones o de la Industria del Petróleo. 
  
Realizado el anterior análisis, las entidades públicas o personas de derecho 

privado responsables de formular y ejecutar proyectos de infraestructura de 
transporte podrán: 
  
a) Aplicar el convenio o acuerdo vigente para realizar la protección, el traslado 
o reubicación de redes y activos; 
  
b) Celebrar los convenios o acuerdos necesarios para establecer o definir las 
condiciones para realizar la protección, el traslado o reubicación de redes y 

activos; 
  
c) De no lograr ningún acuerdo, se deberá adelantar el procedimiento para la 
protección, reubicación o traslado de redes y activos de que trata el artículo 
siguiente, a partir de su numeral 4. 
  
  
Artículo 48. Procedimiento para la protección, reubicación o traslado de activos 
y redes. Cuando una entidad pública responsable de un proyecto de 
infraestructura de transporte identifique la necesidad de trasladar, reubicar o 

proteger, entre otros, redes o activos de servicios públicos, de la industria del 
petróleo, o de tecnologías de la información y las comunicaciones, deberá: 
  
1. Enviar comunicación escrita al prestador u operador pertinente, indicándole 
la ubicación georreferenciada del proyecto de infraestructura de transporte y 

demás información disponible que se requiera para identificar la(s) red(es) y 
activo(s) específicos a proteger, reubicar o trasladar. 
  
2. Informarle al prestador u operador del servicio sobre la existencia de 
convenios, contratos o cualquier acuerdo de voluntades en virtud de los cuales 



la entidad pública responsable del proyecto de infraestructura de transporte y 

el prestador y/u operador hayan definido sus derechos y obligaciones 
relacionadas con la protección, el traslado o reubicación de redes y activos. 
  
3. El prestador y/u operadores atenderá la comunicación indicada en el 
numeral primero del presente artículo dentro de los treinta (30) días calendario 

a su recibo, informando por escrito: 
  
I. Tipología y caracterización de la red o activo según el servicio al que 
corresponda. 
  
II. Inventario de elementos que conforman la red o activo objeto de 
protección, traslado o reubicación y dimensionamiento, según aplique. 
  
III. Los permisos, autorizaciones o licencias concedidas al prestador y/u 
operador para la instalación de la red o activo. 
  
IV. El momento en el cual fueron instaladas las redes o activos objeto de 

protección, traslado o reubicación. 
  
V. El análisis y cuantificación de los costos asociados estimados a la protección, 
traslado o reubicación de la red o activo. 
  
VI. Los acuerdos de confidencialidad que haya lugar a suscribir entre el 
solicitante, el prestador u operador del servicio, de conformidad con la 

información entregada en cada caso. 
  
4. Con dicha información, la entidad pública responsable del proyecto de 

infraestructura de transporte o quien haga sus veces podrá suscribir acuerdos 
con el prestador u operador en los que se defina diseño, costo, construcción y 

demás condiciones para realizar la protección, el traslado o reubicación de 
redes y activos a cargo del operador. Para el efecto, el prestador u operador 
será el responsable de suministrar el diseño de la red o activo a trasladar, 

proteger o reubicar en un término perentorio de dos (2) meses, cuando estos 
sean necesarios. 
  
De no llegarse a un acuerdo, sobre los costos y tiempo de ejecución, en un 
término de cuarenta y cinco (45) días calendario contados a partir de la 

entrega de los diseños, la entidad pública responsable del proyecto de 
infraestructura de transporte o quien haga sus veces, podrá realizar la 

protección, el traslado o reubicación de las redes y/o activos bajo su propia 
cuenta, de conformidad con la normatividad técnica vigente, y deberá 
garantizar que el activo a proteger, trasladar o reubicar cumpla con las mismas 

condiciones técnicas que el activo o red original, de conformidad con la 
información suministrada por el operador o prestador. De no ser posible, con 

las condiciones técnicas equivalentes que prevea la normatividad técnica 
sectorial vigente, el reglamento técnico del prestador y/o las reglamentaciones 



internacionales aplicables según corresponda para cada sector, que garanticen 

la prestación del servicio. 
  
Una vez realizado el traslado o reubicación, el prestador u operador deberá 
disponer de las redes o activos desmantelados y la entidad pública responsable 
del proyecto de infraestructura de transporte o quien haga sus veces hará 

entrega de la red o activo trasladados o reubicados a su respectivo propietario, 
para lo cual se suscribirán los documentos a que haya lugar. El prestador u 

operador estará en la obligación de recibir la red o activo trasladado o 
reubicado. 
  
Parágrafo 1°. El inicio de la ejecución de las obras de protección, traslado o 
reubicación de las redes y activos quedará sujeto al otorgamiento de los 

permisos, autorizaciones y/o licencias pertinentes así como la constitución de 
las servidumbres a que haya lugar, a fin de no afectar la continuidad del 
servicio público respectivo, los cuales deberán ser tramitados ante las 

autoridades competentes. 
  
Parágrafo 2°. Cuando una persona natural o jurídica en desarrollo de un 
proyecto de asociación público-privada requiera esta información en etapa de 

estudios de ingeniería de factibilidad, deberá elevar solicitud a la entidad 
pública responsable del proyecto de infraestructura de transporte, 
fundamentando la necesidad. 
  
Revisada la solicitud, la entidad pública solicitará la información de manera 

directa al prestador y operador del servicio, en un plazo máximo de 15 días 
calendario. La información suministrada será recibida como confidencial y bajo 
reserva. 
  
Parágrafo 3°. El presente procedimiento será aplicable para los proyectos de 

infraestructura en ejecución y los que se desarrollen con posterioridad a la 
entrada en vigencia de la presente ley. 
  
Parágrafo 4°. Una vez finalizado el traslado, la protección o reubicación de la 
red o activo el prestador y/u operador deberá reportar a la Comisión de 

Regulación correspondiente y a la Superintendencia o al Ministerio de Minas y 
Energía para el caso de activos de petróleo, la descripción del proyecto con el 
listado de activos involucrados para que sean tenidos en cuenta los 

efectos tarifarios presentes o futuros cuando a ello haya lugar. En estos casos, 
la inversión a reconocer al prestador u operador por las nuevas redes o activos 

trasladados, protegidos o reubicados no podrá ser superior a la inversión 
reconocida, que no haya sido pagada o amortizada vía tarifa, por las redes o 
activos originales. 
  
  
Artículo 49. Criterios para la determinación del valor de los costos asociados a 
la protección, traslado o reubicación de redes o activos. Para efectos de la 
determinación del valor de los costos asociados a la protección, traslado o 



reubicación de redes o activos, se aplicarán los valores de mercado de acuerdo 

con la región en donde se encuentren ubicados o la regulación sectorial 
vigente. 
  
En todo caso no se podrá solicitar u obtener remuneración alguna por costos 
que han sido recuperados o que se encuentren previstos dentro de la 

regulación sectorial vigente. 
  
  
Artículo 50. Asignación de los costos de protección, traslado o reubicación de 
activos y redes. Los costos asociados a la protección, traslado o reubicación de 

redes y activos con ocasión del desarrollo de proyectos de infraestructura de 
transporte, serán asumidos por el proyecto de infraestructura de transporte, 

salvo que: 
  
a) Exista un permiso otorgado o autorización para la instalación de la red o 

activo, que haya sido condicionado a la expansión de la infraestructura de 
transporte, caso en el cual, el prestador y/u operador deberá asumir los costos 

asociados a la protección, traslado o reubicación; 
  
b) Exista un acuerdo vigente suscrito por las partes, caso en el cual las partes 

respetarán dicho acuerdo; 
  
c) Las redes o activos que hayan sido instaladas en las fajas o zonas 
reservadas a que se refiere la Ley 1228 de 2008 con posterioridad a su 

promulgación, caso en el cual, el prestador y/u operador deberá asumir los 
costos asociados a la protección, traslado o reubicación. 
  
  
Artículo 51. Contratos de aporte reembolsable para el traslado o reubicación de 
redes. El Instituto Nacional de Vías (Invías), la agencia nacional de 

Infraestructura, la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil 
(Aerocivil), Cormagdalena, la Dirección General Marítima (Dimar) y demás 

autoridades del orden nacional o territorial que tengan a su cargo la ejecución 
de proyectos de infraestructura de transporte, podrán celebrar contratos de 

aporte reembolsable con los prestadores y operadores de servicios públicos, de 
redes, activos y servicios de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones (TIC) o de la industria del petróleo, entre otros, responsables 

del traslado o la reubicación de redes para la planeación, estudios, permisos, y 
demás actividades requeridas para el desarrollo de obras de infraestructura de 

transporte, mediante los cuales la entidad pública aportará, en calidad de 
crédito reembolsable, los recursos requeridos para las obras de traslado o 
reubicación reconocidos tarifariamente. 
  
La tasa de interés aplicable al citado crédito no podrá ser inferior a la que ha 

establecido la autoridad competente para determinar la tarifa regulada como 
remuneración a las inversiones del prestador y operador de servicios públicos, 
de redes y servicios de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
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(TIC), o de la Industria del Petróleo y el término para la cancelación total del 

crédito no podrá ser superior al previsto para la recuperación de dichas 
inversiones por el traslado o la reubicación de las redes por vía de tarifas. 
  
  
Artículo 52. Suspensión en interés del servido. Cuando por efecto del traslado 

de las redes y activos de servicios públicos, servicios de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones (TIC) o de la Industria del Petróleo, entre 

otros, a las cuales hace referencia el presente capítulo, sea necesario 
suspender la prestación del servicio público o afecte las condiciones de 
continuidad y/o calidad del servicio, la responsabilidad derivada de la 

suspensión no será imputable al prestador de servicios públicos o al operador 
de redes, activos y servicios de tecnologías de la información y de las 

comunicaciones o de la Industria del Petróleo, entre otros, ni afectará los 
indicadores de calidad definidos en la regulación sectorial vigente, ni se 
considerará falla en la prestación del servicio. 
  
Lo anterior sin perjuicio de la aplicación de la normatividad de protección al 

usuario relativa a interrupciones programadas de los servicios que resulten 
afectados. 
  
  
Artículo 53. En los nuevos proyectos que inicien su estructuración a partir de la 

promulgación de la presente ley para la construcción, ampliación, rehabilitación 
y apertura de nuevos tramos de infraestructura de transporte, deberá preverse 
la incorporación de infraestructura para el despliegue de redes públicas de 

tecnologías de la información y las comunicaciones o de elementos que 
soporten el despliegue de dichas redes, previa solicitud del Ministerio de 

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones o quien haga sus veces. 
  
Para estos efectos, los proveedores de Redes y Servicios podrán solicitar a las 

entidades estructuradoras de proyectos de infraestructura de transporte 
información sobre los proyectos en etapa de estructuración o consultar en los 

sistemas de información disponibles del sector transporte dicha información, 
con el objeto de manifestar su interés al Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones, de acuerdo con las necesidades de 
tecnologías de la información y de las comunicaciones. 
  
La financiación del costo de construcción de la infraestructura para el 
despliegue de las redes públicas de TIC y su mantenimiento estarán a cargo en 

primera instancia de los proveedores de estos bienes y servicios de 
telecomunicaciones, o cuando sea declarado estratégico para la Nación y no 
exista interés privado lo podrá financiar el Fondo de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones “Fontic”, para lo cual se realizarán los 
convenios y apropiaciones presupuestales correspondientes. 
  
Parágrafo. La infraestructura de redes de tecnologías de la información y de las 
comunicaciones instaladas y por instalarse en los proyectos de infraestructura 



de transporte podrá ser utilizada por el Ministerio de Transporte y la Policía de 

Carreteras. Para el efecto, se suscribirá el respectivo convenio con el dueño de 
la infraestructura. 
  
  
Artículo 54. Integración de redes y activos. Cuando por motivo de la 

implementación de proyectos de infraestructura de transporte se requiera 
trasladar o reubicar redes y activos de servicios públicos y actividades 

complementarias o de tecnologías de la información y de las comunicaciones o 
de la industria del petróleo entre otros, se deben integrar a los corredores de 
redes y activos existentes y más cercanos, cumpliendo con la normatividad 

vigente para lograr la optimización de la ocupación física del terreno y del 
espacio aéreo, en la medida de lo técnicamente posible. 
  
  
Artículo 55. Modifíquese el parágrafo 2° del artículo 1° de la Ley 1228 de 

2008 y adiciónese un parágrafo 4° a dicha disposición. 
  
El parágrafo 2° del artículo 1° de la Ley 1228 de 2008, el cual quedará así: 
  
Parágrafo 2°. “El ancho de la franja o retiro que en el artículo 2° de la Ley 

1228 de 2008 se determina para cada una de las anteriores categorías de vías, 
constituye zonas de reserva o de exclusión para carreteras, y por lo tanto se 

prohíbe realizar cualquier tipo de construcción o mejora en las mencionadas 
zonas, salvo aquellas que se encuentren concebidas integralmente en el 
proyecto de infraestructura de transporte como despliegue de redes de 

servidos públicos, tecnologías de la información y de las comunicaciones o de 
la industria del petróleo, o que no exista expansión de infraestructura de 

transporte prevista en el correspondiente plan de desarrollo. 
  
La entidad estructuradora del proyecto de infraestructura de transporte o 

responsable del corredor vial, previa solicitud del competente, revisará la 
conveniencia técnica, tecnológica, legal y financiera de la instalación de estas 

redes y aprobará las condiciones de su instalación. 
  
La instalación de redes públicas en el ancho de la franja o retiro, en ningún 
caso podrá impedir u obstaculizar la ampliación o expansión de la 
infraestructura de transporte. 
  
Para los efectos de lo previsto en este artículo, se entienden como 

construcciones o mejoras todas las actividades de construcción de nuevas 
edificaciones o de edificaciones existentes, que requieran licencia de 
construcción y sus modalidades en los términos previstos en las normas 

vigentes sobre la materia. 
  
Sin perjuicio de lo previsto en la normatividad vigente para el otorgamiento de 
licencias ambientales, licencias de intervención y ocupación del espacio público 
y demás permisos y autorizaciones por parte de las autoridades 
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correspondientes, la entidad pública que tenga a cargo la vía dentro de la zona 

de exclusión de que trata el artículo 2° de la Ley 1228 de 2008 para otorgar 
permisos para la construcción de accesos, instalación de tuberías, redes de 

servicios públicos, canalizaciones, ductos, obras destinadas a seguridad vial, 
traslado de postes, transporte de hidrocarburos o cruces de redes eléctricas de 
alta, media o baja tensión, deberá establecer los requisitos que debe cumplir el 

interesado en el trámite correspondiente” 
  
Adiciónese un parágrafo 4° al artículo 1° de la Ley 1228 de 2008, el cual 
quedará así: 
  
Parágrafo 4° “La Policía Nacional de Carreteras será competente para hacer 
respetar el derecho de vía sobre la Red Vial Nacional. Para el efecto podrá 

crear zonas de aislamiento y efectuar operativos, sobre las fajas de retiro para 
ejercer sus diferentes funciones” 
  

CAPÍTULO IV 
  

Permisos Mineros 
  

  
Artículo 56. De conformidad con la reglamentación en materia de uso, tarifas y 
capacidad que para el efecto expidan las autoridades competentes, las obras 

de infraestructura de transporte realizadas por los titulares mineros que hayan 
sido incluidas en los programas de trabajos y obras o instrumentos similares 

presentados a la autoridad minera, deberán cumplir la función social de 
acceso, de carga y/o pasajeros, a los terceros que requieran utilizarla. Estas 
obras revertirán gratuitamente a favor del Estado en todos los casos de 

terminación del contrato de concesión minera, conforme con las disposiciones 
del Código de Minas. 
  
  
Artículo 57. Fuentes de material para proyectos de infraestructura de 

transporte. La autoridad competente deberá informar a la autoridad minera o 
quien haga sus veces, los trazados y ubicación de los proyectos de 

infraestructura de transporte, una vez aprobados, así como las fuentes de 
materiales que se identifiquen por el responsable del proyecto, necesarias para 
la ejecución del proyecto de infraestructura de transporte, con el fin de que las 

áreas ubicadas en dicho trazado y las fuentes de materiales identificadas sean 
incluidas en el Catastro Minero Colombiano y de este modo sean declaradas 

como zonas de minería restringida y en las mismas, no se puedan otorgar 
nuevos títulos de materiales de construcción, durante la vigencia del proyecto 
distintos a las autorizaciones temporales requeridas para la ejecución del 

mismo. 
  
  
Artículo 58. Autorización temporal. El Ministerio de Transporte de común 
acuerdo con el Ministerio de Minas y Energía, establecerán la reglamentación 
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de las Autorizaciones Temporales para la utilización de materiales de 

construcción que se necesiten exclusivamente para proyectos de 
infraestructura de transporte, en un término no superior a ciento veinte (120) 

días. 
  
Las entidades públicas, entidades territoriales, empresas y los contratistas que 

se propongan adelantar la construcción, reparación, mantenimiento o mejora 
de una vía pública nacional, departamental o municipal, o la realización de un 

proyecto de infraestructura de transporte declarado de interés público por 
parte del Gobierno Nacional, podrán con sujeción a las normas ambientales, 
solicitar a la autoridad minera autorización temporal e intransferible, para 

tomar de los predios rurales, vecinos o aledaños a la obra, los materiales de 
construcción que necesiten exclusivamente para su ejecución, quienes deberán 

obtener los respectivos permisos ambientales. 
  
Inciso 3° corregido por el Decreto 3049 de 2013, artículo 6°. Cuando las 

solicitudes de autorización temporal se superpongan con un título minero de 
materiales de construcción, sus titulares estarán obligados a suministrar los 

mismos a precios de mercado normalizado para la zona. En caso de que el 
titular minero no suministre los materiales, la autoridad minera otorgará la 

autorización temporal para que el contratista de la obra de infraestructura 
extraiga los materiales de construcción requeridos. 
  
Texto inicial del inciso 3º: “Cuando las solicitudes de autorización temporal se superpongan con un título 
minero o materiales de construcción, sus titulares estarán obligados a suministrar los mismos a precios de 
mercado normalizado para la zona. En caso de que el titular minero no suministre los materiales, la 
autoridad minera otorgará la autorización temporal para que el contratista de la obra de infraestructura 
extraiga los materiales de construcción requeridos.”. 
  
La autorización temporal tendrá como plazo la duración de la obra sin exceder 

un máximo de siete (7) años. 
  
La autoridad encargada de la obra de infraestructura informará a la Autoridad 

Minera sobre terminación de la misma o del eventual cambio del contratista a 
fin de dar por terminada la autorización temporal o cederla al nuevo contratista 

de la obra indicado previamente por la autoridad. 
  
Las actividades de extracción de materiales de construcción, realizadas por el 

responsable de la Autorización Temporal serán objeto de seguimiento y control 
por parte de la Autoridad Minera, y estos deben declarar y pagar las 

respectivas regalías. Los materiales extraídos no podrán ser comercializados. 
  
Inciso adicionado por la Ley 1742 de 2014, artículo 7º. Sin perjuicio de 

las competencias de las entidades territoriales el Gobierno nacional, 
establecerá la reglamentación de las Autorizaciones Temporales para la 

utilización de materiales de construcción que se necesiten exclusivamente para 
proyectos de infraestructura de transporte. 
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Inciso adicionado por la Ley 1742 de 2014, artículo 7º. La solicitud de 
autorización temporal para la utilización de materiales de construcción se 
tramitará de acuerdo con las condiciones y requisitos contenidos en el título 

tercero, capítulo XIII del Código de Minas o por las normas que las modifiquen, 
sustituyan o adicionen. 

  

Inciso adicionado por la Ley 1742 de 2014, artículo 7º. Los materiales 

extraídos podrán ser compartidos para los proyectos de infraestructura de 
transporte que lo requieran pero no podrán ser comercializados. 

  

Parágrafo. Adicionado por la Ley 1742 de 2014, artículo 7º. Lo dispuesto 

en el presente artículo también operará para otorgar autorizaciones temporales 
a proyectos de infraestructura distintos a los de transporte cuando los mismos 
proyectos hayan sido declarados de interés nacional por parte del Gobierno 

Nacional, sin perjuicio de las competencias constitucionales legales. 
  

  

Artículo 59. Modificado por la Ley 1742 de 2014, artículo 8º. Sobre la 
infraestructura de transporte la autoridad minera restringirá las actividades de 
exploración y explotación en dichos tramos y no podrá otorgar nuevos 

derechos mineros que afecten el desarrollo de proyectos de infraestructura de 
transporte. 

  

Lo anterior, sin perjuicio de las restricciones y exclusiones a la actividad 

minera previstas en los artículos 35 y 36 del Código de Minas y en la presente 
ley. 

  

En el evento de que un proyecto de infraestructura de transporte interfiera 

total o parcialmente con el ejercicio de los derechos otorgados previamente a 
un titular minero, con la propuesta o solicitud de contrato de concesión y/o 
solicitudes de legalización de minería, dicho título, propuesta o solicitud no 

serán oponibles para el desarrollo del proyecto. El proyecto de infraestructura 
de transporte podrá ser suspendido por un término de treinta (30) días 

calendario, por parte de la autoridad encargada de adelantar el proyecto de 
infraestructura de transporte, con el fin de que se llegue a un acuerdo en el 

valor a reconocer para compensar el monto a que haya lugar al titular minero, 
por los eventuales derechos económicos de los cuales sea beneficiario y se 
prueben afectados, teniendo en cuenta la etapa en la que se encuentre el 
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proyecto minero y la información que del título minero posea la autoridad 

minera. 

  

En caso de que no se logre acuerdo entre el titular del proyecto de 
infraestructura de transporte y el titular minero, dentro del término establecido 

en el párrafo anterior, se reanudará la ejecución del proyecto de 
infraestructura de transporte. 

  

En consecuencia, la autoridad encargada de adelantar el proyecto de 

infraestructura de transporte y la autoridad minera designarán peritos con el 
fin de determinar el valor a compensar al titular minero. 

  

Cuando el propietario del predio en el que se desarrolle un proyecto de 

infraestructura de transporte sea diferente al titular minero y se demuestren 
perjuicios económicos como consecuencia del desarrollo del proyecto, las 
partes podrán llegar a un acuerdo dentro de un término de treinta (30) días 

sobre el valor de la compensación económica a que haya lugar, la cual será 
asumida por el titular de la obra de infraestructura. En el evento en el que no 

se llegue a un acuerdo, el valor de la compensación será determinado por un 
perito designado de conformidad con el procedimiento establecido en el inciso 

anterior. 

  

No obstante, las partes podrán acudir a un método alternativo de solución de 
conflictos que determinará el valor a compensar a favor del titular minero. Las 
compensaciones a que haya lugar serán asumidas por el proyecto de 

infraestructura de transporte, para lo cual se realizarán las apropiaciones 
presupuestales correspondientes. 

  

El Gobierno nacional establecerá la forma en la que se desarrollarán dichos 

procedimientos. 

  

Parágrafo. En el evento que el titular minero haya contraído obligaciones ante 
las autoridades ambientales, la autoridad encargada del proyecto de 

infraestructura de transporte y el titular minero deberán someter a aprobación 
de la correspondiente autoridad ambiental un acuerdo en el que las partes se 

obliguen a cumplir con las obligaciones de corto, mediano y largo plazo que 



continúen vigentes derivadas de las autorizaciones ambientales que ostentan 

el proyecto minero. 

  
Texto inicial del artículo 59: “Sobre la infraestructura de transporte que conforma la Red Vial 
Nacional, la autoridad minera restringirá las actividades de exploración y explotación en dichos 

tramos y no podrá otorgar nuevos derechos mineros que afecten el desarrollo de proyectos de 
infraestructura de transporte. El Ministerio de Transporte delimitará los corredores existentes y/o 
necesarios. 
  
Lo anterior, sin perjuicio de las restricciones a la actividad minera previstas en el artículo 35 del 
Código de Minas y en la presente ley. 
  
En el evento de que un proyecto de infraestructura de transporte declarado de interés público, 
interfiera total o parcialmente con el ejercicio de los derechos otorgados previamente a un titular 
minero, este título no será oponible para el desarrollo del proyecto. El proyecto de 

infraestructura de transporte podrá ser suspendido por un término de treinta (30) días 
calendario, por parte de la autoridad encargada de adelantar el proyecto de infraestructura de 
transporte, con el fin de que se llegue a un acuerdo en el monto a reconocer para compensar el 

monto a que haya lugar al titular minero, por los eventuales derechos económicos de los cuales 
sea beneficiario y se prueben afectados, teniendo en cuenta la etapa en la que se encuentre el 
proyecto minero y la información que del título minero posea la autoridad minera. 
  
En caso de que no se logre acuerdo entre el titular del proyecto de infraestructura de transporte 
y el titular minero, dentro del término establecido en el párrafo anterior, se reanudará la 
ejecución del proyecto de infraestructura de transporte. 
  
En consecuencia, la autoridad encargada de adelantar el proyecto de infraestructura de 
transporte y la autoridad minera designarán peritos con el fin de determinar el valor a 
compensar al titular minero. 
  
Cuando el propietario del predio en el que se desarrolle un proyecto de infraestructura de 

transporte sea diferente al titular minero y se demuestren perjuicios económicos como 

consecuencia del desarrollo del proyecto, las partes podrán llegar a un acuerdo dentro de un 
término de treinta (30) días sobre el valor de la compensación económica a que haya lugar, la 
cual será asumida por el titular de la obra de infraestructura. En el evento en el que no se llegue 
a un acuerdo, el valor de la compensación será determinado por un perito designado de 
conformidad con el procedimiento establecido en el inciso anterior. 
  
No obstante, las partes podrán acudir a un método alternativo de solución de conflictos que 
determinará el valor a compensar a favor del titular minero. Las compensaciones a que haya 
lugar serán asumidas por el proyecto de infraestructura de transporte, para lo cual se realizarán 
las apropiaciones presupuestales correspondientes. 
  
El Gobierno Nacional establecerá la forma en la que se desarrollarán dichos procedimientos. 
  
Parágrafo. En el evento que el titular minero haya contraído obligaciones ante las autoridades 
ambientales, la autoridad encargada del proyecto de infraestructura de transporte y el titular 

minero deberán someter a aprobación de la correspondiente autoridad ambiental un acuerdo en 
el que las partes se obliguen a cumplir con las obligaciones de corto, mediano y largo plazo que 
continúen vigentes derivadas de las autorizaciones ambientales que ostentan el proyecto 
minero.”. 
  
  
Artículo 60. Derecho de preferencia de acceso a puertos marítimos y fluviales 

para los hidrocarburos de regalías y de propiedad de la Agencia Nacional de 
Hidrocarburos (ANH) Se establece un derecho de preferencia de acceso a todos 



los puertos marítimos y fluviales de uso público y privado existentes que 

cuenten con las facilidades y autorizaciones o permisos legales requeridos para 
la importación y exportación de hidrocarburos de regalías y de propiedad de la 

Agenda Nacional de Hidrocarburos (AMI). Este derecho de preferencia consiste 
en garantizar de manera prioritaria el acceso y uso del 20% de la capacidad 
portuaria instalada y otorgar un derecho de atención prioritaria para prestar 

servicios portuarios cuando la carga a transportar sean hidrocarburos de 
regalías y de propiedad de la Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH), previa 

solicitud por parte del Estado, con una antelación no menor a treinta (30) días 
calendario. 
  
De la misma manera, en los nuevos contratos de concesión portuaria se 
entiende pactado el derecho de preferencia de acceso para los hidrocarburos 

de regalías y de propiedad de la Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH), en 
los mismos términos del inciso anterior. 
  
Este derecho se consagra a favor de la entidad estatal encargada de la 
administración de los recursos hidrocarburíferos de la Nación, o a quien esta 

designe. 
  
Las condiciones técnicas y de seguridad necesarias que permitan hacer uso de 
la infraestructura de transporte instalada para la importación y exportación de 
hidrocarburos de regalías y de propiedad de la Agencia Nacional de 

Hidrocarburos (ANH) y las condiciones para el uso preferente de la capacidad 
portuaria para los hidrocarburos de regalías y de propiedad de la Agencia 

Nacional de Hidrocarburos (ANH) a que se refiere este artículo, se 
determinarán por la autoridad competente. 
  
Las tarifas se establecerán libremente de conformidad con la oferta y demanda 
del mercado. 
  
  
Artículo 61. Reglamentado parcialmente por el Decreto 119 de 

2015. Puertos para el manejo de hidrocarburos. A partir de la vigencia de la 
presente ley, los puertos existentes de servicio privado para el manejo de 

hidrocarburos podrán prestar servicios a los agentes del sector de 
hidrocarburos, tengan o no vinculación jurídica o económica con la sociedad 
dueña de la infraestructura concesionaria. 
  
Parágrafo. Para el debido cumplimiento de la obligación contenida en el 

presente artículo, el Gobierno Nacional establecerá las condiciones, 
obligaciones y responsabilidades para la realización de la respectiva 
modificación de los contratos de concesión portuaria de servicio privado 

existentes, cuando los titulares así lo soliciten. La reglamentación se realizará 
en un plazo de ciento veinte días (120) calendario siguientes a la expedición de 

la ley. 
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TÍTULO V 
  

DISPOSICIONES FINALES 
  

  
Artículo 62. El Gobierno Nacional establecerá la organización administrativa 

requerida para implementar una ventanilla única o un centro de servicios 
especializado para adelantar todos los trámites, autorizaciones y permisos 

relacionados con la estructuración, planeación, contratación y ejecución de 
proyectos de infraestructura de transporte. 
  
Para el funcionamiento de la ventanilla única o centro de servicios 
especializados, el Gobierno Nacional desarrollará un sistema único de 

información que permita la gestión y el seguimiento integrado de todas las 
actuaciones administrativas que se adelanten. 
  
Parágrafo. Las entidades y organismos deberán adecuar sus procedimientos y 
sistemas existentes para garantizar la integración en la ventanilla única que 

mediante esta ley se ordena. 
  
  
Artículo 63. En caso de emergencia, desastre o calamidad pública, alteración 
del orden público o por razones de seguridad vial, la infraestructura de 

propiedad privada destinada al transporte, tal como: vías carreteras o férreas, 
aeródromos y puertos marítimos o fluviales, así como los elementos, equipos y 
maquinaria privados asociados a esta, podrán ser utilizados por las autoridades 

públicas y por quienes presten un servicio de transporte público. 
  
Asimismo, en caso de alteraciones al orden público, calamidad pública, 
desastre, emergencia o por razones de seguridad vial, la infraestructura de 
transporte incluyendo equipos y maquinaria deberá ser puesta a disposición de 

la respectiva autoridad de Policía y la Unidad Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastre o quien haga sus veces, con el fin de conjurar la situación y 

restablecer el orden y la seguridad nacional. 
  
Los reconocimientos económicos que deban efectuarse en favor de los privados 
por la utilización de la infraestructura, equipos o maquinaria, será determinada 
a precios del mercado de común acuerdo, o por un tercero designado por las 

partes, con posterioridad a la superación del estado de emergencia, desastre o 
calamidad pública o alteración del orden público, etc. 
  
Bajo las mismas circunstancias, los contratistas de infraestructura de 
transporte estarán obligados a permitir que la ejecución de las obras 

destinadas a conjurar la circunstancia se realicen directamente por la 
contratante, o por terceros contratados para tal fin. 
  
Todo lo dispuesto en el presente artículo deberá ser dirigido y coordinado por 
el Ministerio de Transporte. 



  
  
Artículo 64. En caso de contradicción entre la presente norma y otra de igual 

jerarquía, prevalecerán las disposiciones que se adoptan mediante la presente 
ley, por ser una norma especial para la infraestructura de transporte. 
  
  
Artículo 65. El Gobierno Nacional adoptará las medidas necesarias para 

garantizar que en el Secop se lleve a cabo el registro de iniciativas de 
asociación público-privadas, sus procesos de selección y los contratos 
desarrollados bajo esquemas de asociaciones público- privadas que tengan por 

objeto el desarrollo de proyectos de infraestructura del transporte. 
  
Para el efecto, el Registro Único de Asociación Público Privada (RUAPP), 
previsto en el artículo 25 de la Ley 1508 de 2012 se integrará al Sistema 
Electrónico para la Contratación Pública (Secop), o el sistema que haga sus 

veces. 
  
  
Artículo 66. Se otorgan facultades extraordinarias al Presidente de la 
República, por el término de seis (6) meses para: 
  
1. Crear la Unidad de Planeación del Sector de infraestructura de Transporte 

como una Unidad Administrativa Especial, con independencia administrativa, 
técnica y patrimonial, con personería jurídica adscrita al Ministerio de 
Transporte, la cual tendrá un régimen privado en materia de contratación. 
  
El presupuesto de la Unidad de Planeación de la Infraestructura de Transporte 

(UPET), hará parte del presupuesto general de la Nación y será presentado al 
Ministerio de Transporte para su incorporación en el mismo y su distribución 
anual se hará mediante resolución expedida por el Ministerio de Transporte y 

refrendada por el Director General de Presupuesto Nacional del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, conforme a las disposiciones contenidas en la ley 

orgánica del presupuesto y en las demás normas que la reglamenten, 
modifiquen o sustituyan. 
  
La Unidad de Planeación del Sector Transporte tendrá por objetivo: i) 
Establecer los requerimientos de infraestructura de Transporte para garantizar 

la competitividad, conectividad, movilidad y desarrollo en el territorio 
nacional.; ii) Elaborar y actualizar el Plan de Infraestructura en concordancia 

con las políticas y directrices definidas en los planes de desarrollo nacional y 
las propias del Ministerio; iii) Realizar diagnósticos que permitan la formulación 
de planes y programas del sector de infraestructura; iv) Recomendar al 

Ministro de Transporte, políticas y estrategias para el desarrollo del sector de 
infraestructura de transporte; v) planear en forma integral, indicativa, 

permanente y coordinada con las entidades y organismos del sector 
transporte, todo lo relativo a los proyectos de infraestructura del transporte a 
cargo de la Nación, así como coordinar con las entidades territoriales los 
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proyectos de infraestructura del transporte a cargo de estas entidades; vi) 

Igualmente, tendrá a su cargo la consolidación y divulgación de la información 
de los proyectos de infraestructura del transporte del sector y el registro de los 

operadores del sector. 
  
2. Crear la Comisión de Regulación de Infraestructura y Transporte como una 

Unidad Administrativa Especial, con independencia administrativa, técnica y 
patrimonial, con personería jurídica adscrita al Ministerio de Transporte, la cual 

tendrá como misión reglamentar y regular e integrar la normatividad del 
sector, así como regular y promover la competencia del sector, evitar los 
monopolios y la posición dominante en los proyectos de infraestructura de 

transporte y definir la disponibilidad, los niveles de servicio, estándares de 
calidad, garantía de continuidad del servicio de transporte y los proyectos de 

infraestructura del sector, fijar las tarifas de las actividades reguladas y los 
topes máximos de actividades no reguladas del sector transporte, servir de 
instancia de resolución de conflictos entre los distintos actores del sector 

transporte. Quedarán exceptuadas de la competencia de la Comisión, la 
regulación del modo aéreo y, de conformidad con la Ley 1115 de 2006, la 

relativa a la fijación y el recaudo de tarifas por concepto de los servicios 
prestados por la Dirección General Marítima “Dimar”. 
  
Nota, artículo 66: Ver Decreto 947 de 2014. Ver Decreto 946 de 2014. 
  

  
Artículo 67. Para disminuir los costos de construcción, mantenimiento y 
rehabilitación que se generan en los casos identificados como de alta 

vulnerabilidad y de emergencia, el Ministerio de Transporte podrá determinar a 
través de la Unidad de Planeación de Tierras Rurales, Adecuación de Tierras y 
usos Agropecuarios (UPRA), teniendo en cuenta lo dispuesto en la Ley 1551 de 

2012, y/o del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, los cambios en el 
uso del suelo que sean requeridos en los instrumentos de ordenamiento 

territorial para asegurar la estabilidad del suelo y el equilibrio ecológico 
necesario para evitar impactos financieros negativos en el costo de la 
infraestructura de transporte. 
  
Para estos casos, el Gobierno Nacional desarrollará los mecanismos de 

compensación financiera por las restricciones al uso que se impongan y 
permitan su efectivo reconocimiento al titular afectado. 
  
  
Artículo 68. Los municipios y distritos podrán proveer de infraestructura 

adicional o complementaria de todo tipo o alumbrado público a aquellos 
corredores viales nacionales o departamentales que se encuentren dentro de 
su perímetro urbano y rural aunque no estén a su cargo, para garantizar la 

seguridad y mejorar el nivel de servicio a la población en el uso de la 
infraestructura de transporte, previa autorización de la entidad titular del 

respectivo corredor vial. 
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Artículo 69. Corredores logísticos estratégicos. El Ministerio de Transporte 
podrá establecer corredores logísticos de importancia estratégica para el país. 

Cuando se encuentren definidos dichos corredores, el Ministerio convocará a 
los municipios comprendidos en el corredor para expedir en caso de ser 
necesario, de manera conjunta y coordinada la reglamentación relativa al flujo 

de carga. 
  
Nota, artículo 69: Ver Decreto 1478 de 2014. 
  

  
Artículo 70. Reglamentado por el Decreto 1955 de 2014. Obligaciones de 

la Nación como socia en entidades públicas o mixtas que financien 
infraestructura. Con el fin de promover la participación de socios estratégicos 

en entidades financieras públicas o mixtas que promuevan el desarrollo y la 
financiación de infraestructura, tales como la Financiera de Desarrollo Nacional, 

la Nación podrá adquirir obligaciones condicionales en el marco de acuerdos de 
accionistas de dichas entidades, que impliquen la adquisición parcial o total de 
la participación accionaria de los socios estratégicos. En el evento que se active 

la condición, el respectivo pago se deberá presupuestar en la siguiente Ley de 
Presupuesto General de la Nación. 
  
Nota, artículo 70: Artículo declarado exequible por los cargos analizados por la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-147 de 2015. 
  

  
Artículo 71. El Gobierno Nacional reglamentará dentro de los ciento veinte 
(120) días siguientes a la expedición de la presente ley, la forma en que 

podrán establecerse en proyectos de Asociación Público Privada, unidades 
funcionales de tramos de túneles, en virtud de las cuales se predicará 

únicamente disponibilidad parcial y estándar de calidad para efectos de la 
retribución. 
  
Nota, artículo 71: Ver Decreto 1026 de 2014. 
  
  

Artículo 72. Corregido por el Decreto 476 de 2014, artículo 1º. Capacidad 
residual de contratación para contratos de obra pública. La capacidad residual 
de contratación cuando se realicen contratos de obra pública se obtendrá de 

sustraer de la capacidad de contratación, el saldo del valor de los contratos en 
ejecución. 

La capacidad de contratación se deberá calcular mediante la evaluación de los 

siguientes factores: Experiencia (E), Capacidad Financiera (CF), Capacidad 
Técnica (CT), y Capacidad de Organización (CO). 
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Para los efectos de la evaluación de los factores mencionados en el inciso 

anterior, por ningún motivo, ni bajo ninguna circunstancia se podrán tener en 
cuenta la rentabilidad y las utilidades. 

El Gobierno Nacional reglamentará la materia, dentro de los sesenta (60) días 

siguientes a la promulgación de la presente ley, acudiendo al concepto técnico 
de la Sociedad Colombiana de ingenieros, en virtud de la Ley 46 de 1904, para 

propender por una reglamentación equitativa en la implementación de mínimos 
y máximos que garanticen los derechos de los pequeños contratistas. 

  
Nota, artículo 72: Artículo reglamentado por el Decreto 791 de 2014. 
  
  
FE DE ERRATAS 
  
En el Diario Oficial 48.982 del viernes 22 de noviembre de 2013, se publicó la Ley 1682 de 22 de 
noviembre de 2013, por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de 
transporte y se conceden facultades extraordinarias; sin embargo, el artículo 72 del texto publicado presenta 
errores de transcripción con respecto a su original. 
A continuación se transcribe el texto completo y corregido del artículo 72: 
  
  
Texto anterior del artículo 72. Corregido según Fe de erratas publicada en el Diario 
Oficial 48.987, pag. 3º. “Capacidad residual de contratación para contratos de obra pública. La capacidad 
residual de contratación cuando se realicen contratos de obra pública se obtendrá de sustraer de la 
capacidad de contratación, el saldo del valor de los contratos en ejecución. 
  
La capacidad de contratación se deberá calcular mediante la evaluación de los siguientes factores: 
Experiencia (E), Capacidad Financiera (CF), Capacidad Técnica (CT), y Capacidad de Organización (CO). 
  
Para los efectos de la evaluación de los factores mencionados en el inciso anterior, por ningún motivo, ni 
bajo ninguna circunstancia se podrán tener en cuenta la rentabilidad y las utilidades. 
  
El Gobierno Nacional reglamentará la materia, dentro de los sesenta (60) días siguientes a la promulgación 
de la presente ley, acudiendo al concepto técnico de la Sociedad Colombiana de Ingenieros, en virtud de 
la Ley 49 de 1904, para propender por una reglamentación equitativa en la implementación de mínimos y 
máximos que garanticen los derechos de los pequeños contratistas.”. 
  
(La Ley 4a de 1913 en su artículo 45 reza: “Los yerros caligráficos o tipográficos en las citas o referencias de 
unas leyes a otras no perjudicarán, y deberán ser modificados por los respectivos funcionarios, cuando no 
quede duda en cuanto a la voluntad del legislador”. Esta ley autoriza a la Imprenta Nacional de Colombia a 
publicar los yerros tipográficos que aparezcan en las normas). 
  
Texto inicial del artículo 72: “Capacidad residual de contratación pública. La capacidad residual de 
contratación cuando obra pública se obtendrá de sustraer de la capacidad del valor de los contratos en 
ejecución. 
  
La capacidad de contratación se deberá calcular mediante la evaluación de los siguientes factores: 
Experiencia (E), Capacidad Financiera (CF), Capacidad Técnica (CT), y Capacidad de Organización (CO). 
  
Para los efectos de la evaluación de los factores mencionados en el inciso anterior, por ningún motivo, ni 
bajo ninguna circunstancia se podrán tener en cuenta la rentabilidad y las utilidades. 
  
El Gobierno Nacional reglamentará la materia, dentro de los sesenta (60) días siguientes a la promulgación 
de la presente ley, acudiendo al concepto técnico de la Sociedad Colombiana de Ingenieros, en virtual de 
la Ley 49 de 1904, para propender por una reglamentación equitativa en la implementación de mínimos y 
máximos que garanticen los derechos de los pequeños contratistas.”. 
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Artículo 73. La presente ley rige a partir de su sanción y publicación en 

el Diario Oficial y deroga el inciso 2° del artículo 37 de la Ley 9ª de 1989; 
artículo 32 de la Ley 105 de 1993; el artículo 83 de la Ley 1450 de 2011; 

parágrafos 1° y 2° del artículo 87 de la Ley 1474 de 2011; y las demás 
disposiciones que le sean contrarias. 
  
El Presidente del honorable Senado de la República, 
  

Juan Fernando Cristo Bustos. 
  

El Secretario General del honorable Senado de la República, 
  

Gregorio Eljach Pacheco. 
  

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
  

Hernán Penagos Giraldo. 
  

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
  

Jorge Humberto Mantilla Serrano. 
  

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL 
  

Publíquese y cúmplase. 
  
Dada en Bogotá, D. C., a 22 de noviembre de 2013. 
  

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 
  

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
  

Mauricio Cárdenas Santamaría. 
  

El Ministerio de Justicia y del Derecho, 
  

Alfonso Gómez Méndez. 
  

El Ministerio de Minas y Energía, 
  

Amílcar Acosta Medina.  
La Ministra de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
  

Luz Helena Sarmiento Villamizar. 
  

La Ministra de Transporte 
  

Cecilia Álvarez Correa Glen. 
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así como por la protección del medio ambiente y la prevención de desastres.

 

4. Promover la armoniosa concurrencia de la Nación, las entidades territoriales, las autoridades ambientales y las instancias y autoridades
administrativas y de planificación, en el cumplimiento de las obligaciones constitucionales y legales que prescriben al Estado el
ordenamiento del territorio, para lograr el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes.

 

5. Facilitar la ejecución de actuaciones urbanas integrales, en las cuales confluyan en forma coordinada la iniciativa, la organización y la
gestión municipales con la política urbana nacional, así como con los esfuerzos y recursos de las entidades encargadas del desarrollo de
dicha política.

 

ARTÍCULO  2º.- Principios. El ordenamiento del territorio se fundamenta en los siguientes principios:

 

1. La función social y ecológica de la propiedad.

 

2. La prevalencia del interés general sobre el particular.

 

3. La distribución equitativa de las cargas y los beneficios.

 

ARTÍCULO  3º.- Función pública del urbanismo. El ordenamiento del territorio constituye en su conjunto una función pública, para el
cumplimiento de los siguientes fines:

 

1. Posibilitar a los habitantes el acceso a las vías públicas, infraestructuras de transporte y demás espacios públicos, y su destinación al uso
común, y hacer efectivos los derechos constitucionales de la vivienda y los servicios públicos domiciliarios.

 

2. Atender los procesos de cambio en el uso del suelo y adecuarlo en aras del interés común, procurando su utilización racional en armonía
con la función social de la propiedad a la cual le es inherente una función ecológica, buscando el desarrollo sostenible.

 

3. Propender por el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del
desarrollo y la preservación del patrimonio cultural y natural.

 

4. Mejorar la seguridad de los asentamientos humanos ante los riesgos naturales.

 

ARTÍCULO  4º.- Participación democrática. En ejercicio de las diferentes actividades que conforman la acción urbanística, las
administraciones municipales, distritales y metropolitanas deberán fomentar la concertación entre los intereses sociales, económicos y
urbanísticos, mediante la participación de los pobladores y sus organizaciones. Decreto Nacional 150 de 1999

 

Esta concertación tendrá por objeto asegurar la eficacia de las políticas públicas respecto de las necesidades y aspiraciones de los diversos
sectores de la vida económica y social relacionados con el ordenamiento del territorio municipal, teniendo en cuenta los principios
señalados en el artículo 2 de la presente Ley.

 

La participación ciudadana podrá desarrollarse mediante el derecho de petición, la celebración de audiencias públicas, el ejercicio de la
acción de cumplimiento, la intervención en la formulación, discusión y ejecución de los planes de ordenamiento y en los procesos de
otorgamiento, modificación, suspensión o revocatoria de las licencias urbanísticas, en los términos establecidos en la ley y sus reglamentos.

 

CAPÍTULO II
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Ordenamiento del territorio municipal

 

ARTÍCULO 5º.- Concepto. El ordenamiento del territorio municipal y distrital comprende un conjunto de acciones político-administrativas y
de planificación física concertadas, emprendidas por los municipios o distritos y áreas metropolitanas, en ejercicio de la función pública que
les compete, dentro de los límites fijados por la Constitución y las leyes, en orden a disponer de instrumentos eficientes para orientar el
desarrollo del territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización, transformación y ocupación del espacio, de acuerdo con las estrategias
de desarrollo socioeconómico y en armonía con el medio ambiente y las tradiciones históricas y culturales. Reglamentado por el Decreto
Nacional 879 de 1998

 

ARTÍCULO  6º.- Objeto. El ordenamiento del territorio municipal y distrital tiene por objeto complementar la planificación económica y social
con la dimensión territorial, racionalizar las intervenciones sobre el territorio y orientar su desarrollo y aprovechamiento sostenible,
mediante:

 

1. La definición de las estrategias territoriales de uso, ocupación y manejo del suelo, en función de los objetivos económicos, sociales,
urbanísticos y ambientales.

 

2. El diseño y adopción de los instrumentos y procedimientos de gestión y actuación que permitan ejecutar actuaciones urbanas integrales
y articular las actuaciones sectoriales que afectan la estructura del territorio municipal o distrital.

 

3. La definición de los programas y proyectos que concretan estos propósitos.

 

El ordenamiento del territorio municipal y distrital se hará tomando en consideración las relaciones intermunicipales, metropolitanas y
regionales; deberá atender las condiciones de diversidad étnica y cultural, reconociendo el pluralismo y el respeto a la diferencia; e
incorporará instrumentos que permitan regular las dinámicas de transformación territorial de manera que se optimice la utilización de los
recursos naturales y humanos para el logro de condiciones de vida dignas para la población actual y las generaciones
futuras. Reglamentado por el Decreto Nacional 879 de 1998

 

ARTÍCULO  7º.- Declarado Inexequible por Sentencia Corte Constitucional 795 de 2000 Competencias en materia de ordenamiento
territorial. De acuerdo con los principios y normas constitucionales y legales, las competencias en materia de ordenamiento del territorio se
distribuyen así:

 

1. A la Nación le compete la política general de ordenamiento del territorio en los asuntos de interés nacional: áreas de parques nacionales
y áreas protegidas; localización de grandes proyectos de infraestructura; localización de formas generales de uso de la tierra de acuerdo
con su capacidad productiva en coordinación con lo que disponga el desarrollo de la Ley del Medio Ambiente; determinación de áreas
limitadas en uso por seguridad y defensa; los lineamientos del proceso de urbanización y el sistema de ciudades; los lineamientos y criterios
para garantizar la equitativa distribución de los servicios públicos e infraestructura social de forma equilibrada en las regiones y la
conservación y protección de áreas de importancia histórica y cultural, así como los demás temas de alcance nacional, de acuerdo con sus
competencias constitucionales y legales.

 

2. Al nivel departamental le corresponde la elaboración de las directrices y orientaciones para el ordenamiento de la totalidad o porciones
específicas de su territorio, especialmente en áreas de conurbación con el fin de establecer escenarios de uso y ocupación del espacio de
acuerdo con el potencial óptimo del ambiente y en función de los objetivos de desarrollo, potencialidades y limitantes biofísicos, económicos
y culturales; definir políticas de asentamientos poblaciones y centros urbanos en armonía con las políticas nacionales, de tal manera que
facilite el desarrollo de su territorio; orientar la localización de la infraestructura física-social de manera que se aprovechen las ventajas
competitivas regionales y se promueva la equidad en el desarrollo municipal, concertando con los municipios el ordenamiento territorial de
las áreas de influencia de las infraestructuras de alto impacto; integrar y orientar la proyección espacial de los planes sectoriales
departamentales, los de sus municipios y territorios indígenas, en concordancia con las directrices y estrategias de desarrollo regionales y
nacionales.

 

En desarrollo de sus competencias, los departamentos podrán articular sus políticas, directrices y estrategias de ordenamiento físico-
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territorial con los programas, proyectos y actuaciones sobre el territorio, mediante la adopción de planes de ordenamiento para la totalidad
o porciones específicas de su territorio.

 

3. Al nivel metropolitano le corresponde la elaboración de los planes integrales de desarrollo metropolitano y el señalamiento de las normas
obligatoriamente generales que definan los objetivos y criterios a los que deben acogerse los municipios al adoptar los planes de
ordenamiento territorial en relación con las materias referidas a los hechos metropolitanos, de acuerdo con lo previsto en la Ley 128 de
1994, en la presente Ley y en sus reglamentos. Ver la Ley 128 de 1994; Ver el Decreto Nacional 1507 de 1998.

 

Los planes integrales de desarrollo metropolitano, en su componente de ordenamiento físico-territorial, a partir de un proceso concentrado
con las autoridades e instancias de planificación de los municipios que integran la correspondiente área metropolitana y con base en
objetivos de desarrollo socioeconómico metropolitano de largo plazo, establecerán las estrategias de estructuración territorial metropolitana
e identificarán las infraestructuras, redes de comunicación, equipamientos y servicios de impacto metropolitano a ejecutar en el largo,
mediano y corto plazo. En particular deberán contener:

 

a. Las directrices físico-territoriales relacionadas con los hechos metropolitanos;

 

b. La determinación en planos de la estructura urbano-rural para horizontes de mediano y largo plazo;

 

c. La localización de la infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios, los equipamientos y partes de escala
metropolitana, así como las áreas de reserva para la protección del medio ambiente y los recursos naturales y defensa del paisaje y la
definición de las directrices para su ejecución u operación cuando se definan como hechos metropolitanos;

 

d. La definición de políticas, estrategias y directrices para la localización de programas de vivienda de interés social en los diferentes
municipios, estableciendo las compensaciones del caso en favor de los municipios donde se localicen;

 

e. Las normas obligatoriamente generales que definan los objetivos y criterios a los que deben sujetarse los municipios al adoptar sus
planes de ordenamiento territorial en relación con las materias referidas a los hechos metropolitanos, de acuerdo con lo previsto en la Ley
128 de 1994 y sus reglamentos;

 

f. Las demás directrices necesarias para el cumplimiento de los planes.

 

El componente de ordenamiento territorial de los planes integrales de desarrollo metropolitano incluirá sus correspondientes programas de
ejecución y deberá armonizar sus vigencias a las establecidas en la presente Ley para los planes de ordenamiento territorial de los
municipios y distritos.

 

4. Los municipios y los distritos deberán formular y adoptar los planes de ordenamiento del territorio contemplados en la Ley Orgánica del
Plan de Desarrollo y la presente Ley, reglamentar de manera específica los usos del suelo en las áreas urbanas, de expansión y rurales de
acuerdo con las leyes, optimizar los usos de las tierras disponibles y coordinar los planes sectoriales, en armonía con las políticas nacionales
y los planes departamentales y metropolitanos.

 

PARÁGRAFO.- Las competencias de las entidades públicas en desarrollo de la función del ordenamiento se desarrollarán dentro de los
límites de la Constitución y las leyes, y atendiendo los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad. La autonomía municipal
estará determinada por el carácter prevaleciente de las disposiciones dictadas por entidades de mayor ámbito en la comprensión territorial
de sus competencias o de mayor jerarquía en materia de interés supramunicipal.

 

ARTÍCULO 8º.- Acción urbanística. La función pública del ordenamiento del territorio local se ejerce mediante la acción urbanística de las
entidades distritales y municipales, referida a las decisiones administrativas y a las actuaciones urbanísticas que les son propias,
relacionadas con el ordenamiento del territorio y la intervención en los usos del suelo. Son acciones urbanísticas, entre otras:
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1. Clasificar el territorio en suelo urbano, rural y de expansión urbana.

 

2. Localizar y señalar las características de la infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios, la disposición y
tratamiento de los residuos sólidos, líquidos, tóxicos y peligrosos y los equipamientos de servicios de interés público y social, tales como
centros docentes y hospitalarios, aeropuertos y lugares análogos.

 

3. Establecer la zonificación y localización de los centros de producción, actividades terciarias y residenciales, y definir los usos específicos,
intensidades de uso, las cesiones obligatorias, los porcentajes de ocupación, las clases y usos de las edificaciones y demás normas
urbanísticas.

 

4. Determinar espacios libres para parques y áreas verdes públicas, en proporción adecuada a las necesidades colectivas.

 

5. Determinar las zonas no urbanizables que presenten riesgos para la localización de asentamientos humanos, por amenazas naturales, o
que de otra forma presenten condiciones insalubres para la vivienda.

 

6. Determinar las características y dimensiones de las unidades de actuación urbanística, de conformidad con lo establecido en la presente
Ley.

 

7. Calificar y localizar terrenos para la construcción de viviendas de interés social.

 

8. Calificar y determinar terrenos como objeto de desarrollo y construcción prioritaria.

 

9. Dirigir y realizar la ejecución de obras de infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos
públicos, directamente por la entidad pública o por entidades mixtas o privadas, de conformidad con las leyes.

 

10. Expropiar los terrenos y las mejoras cuya adquisición se declare como de utilidad pública o interés social, de conformidad con lo previsto
en la ley.

 

11. Localizar las áreas críticas de recuperación y control para la prevención de desastres, así como las áreas con fines de conservación y
recuperación paisajística.

 

12. Identificar y caracterizar los ecosistemas de importancia ambiental del municipio, de común acuerdo con la autoridad ambiental de la
respectiva jurisdicción, para su protección y manejo adecuados.

 

13. Determinar y reservar terrenos para la expansión de las infraestructuras urbanas.

 

14. Todas las demás que fueren congruentes con los objetivos del ordenamiento del territorio.

 

15. Adicionado por el art. 192, Ley 1450 de 2011

 

PARÁGRAFO.- Las acciones urbanísticas aquí previstas deberán estar contenidas o autorizadas en los planes de ordenamiento territorial o en
los instrumentos que los desarrollen o complementen, en los términos previstos en la presente Ley.

 

Ver el Decreto Nacional 879 de 1998 , Ver Sentencia Corte Constitucional 660 de 2002.
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CAPÍTULO III

Reglamentado por el Decreto Nacional 879 de 1998

 

Planes de ordenamiento territorial

 

ARTÍCULO  9º.- Plan de Ordenamiento Territorial. El plan de ordenamiento territorial que los municipios y distritos deberán adoptar en
aplicación de la presente Ley, al cual se refiere el artículo 41 de la Ley 152 de 1994, es el instrumento básico para desarrollar el proceso de
ordenamiento del territorio municipal. Se define como el conjunto de objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, programas,
actuaciones y normas adoptadas para orientar y administrar el desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo. Los planes de
ordenamiento del territorio se denominarán:

 

a) Planes de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los distritos y municipios con población superior a los
100.000 habitantes;

 

Ver el Decreto Nacional 798 de 2010.

 

b) Planes básicos de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los municipios con población entre 30.000 y
100.000 habitantes;

 

c) Esquemas de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los municipios con población inferior a los 30.000
habitantes.

 

PARÁGRAFO.- Cuando la presente Ley se refiera a planes de ordenamiento territorial se entenderá que comprende todos los tipos de planes
previstos en el presente artículo, salvo cuando se haga su señalamiento específico como el plan señalado en el literal a) del presente
artículo.

 

ARTÍCULO  10º.-Reglamentado por el Decreto Nacional 2201 de 2003. Determinantes de los planes de ordenamiento territorial. En la
elaboración y adopción de sus planes de ordenamiento territorial los municipios y distritos deberán tener en cuenta las siguientes
determinantes, que constituyen normas de superior jerarquía, en sus propios ámbitos de competencia, de acuerdo con la Constitución y las
leyes:

 

1. Las relacionadas con la conservación y protección del medio ambiente, los recursos naturales la prevención de amenazas y riesgos
naturales, así:

 

a) Las directrices, normas y reglamentos expedidos en ejercicio de sus respectivas facultades legales, por las entidades del Sistema
Nacional Ambiental, en los aspectos relacionados con el ordenamiento espacial del territorio, de acuerdo con la Ley 99 de 1993 y el Código
de Recursos Naturales, tales como las limitaciones derivadas de estatuto de zonificación de uso adecuado del territorio y las regulaciones
nacionales sobre uso del suelo en lo concerniente exclusivamente a sus aspectos ambientales;

 

b) Las regulaciones sobre conservación, preservación, uso y manejo del medio ambiente y de los recursos naturales renovables, en las
zonas marinas y costeras; las disposiciones producidas por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva
jurisdicción, en cuanto a la reserva, alindamiento, administración o sustracción de los distritos de manejo integrado, los distritos de
conservación de suelos, las reservas forestales y parques naturales de carácter regional; las normas y directrices para el manejo de las
cuencas hidrográficas expedidas por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción; y las
directrices y normas expedidas por las autoridades ambientales para la conservación de las áreas de especial importancia eco sistémica;

 

c) Las disposiciones que reglamentan el uso y funcionamiento de las áreas que integran el sistema de parques nacionales naturales y las
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reservas forestales nacionales:

 

d) Las políticas, directrices y regulaciones sobre prevención de amenazas y riesgos naturales, el señalamiento y localización de las áreas de
riesgo para asentamientos humanos, así como las estrategias de manejo de zonas expuestas a amenazas y riesgos naturales.

 

2. Las políticas, directrices y regulaciones sobre conservación, preservación y uso de las áreas e inmuebles consideradas como patrimonio
cultural de la Nación y de los departamentos, incluyendo el histórico, artístico y arquitectónico, de conformidad con la legislación
correspondiente.

 

3. El señalamiento y localización de las infraestructuras básicas relativas a la red vial nacional y regional, puertos y aeropuertos, sistemas
de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía, así como las directrices de ordenamientos para sus áreas de influencia.

 

4. Los componentes de ordenamiento territorial de los planes integrales de desarrollo metropolitano, en cuanto se refieran a hechos
metropolitanos, así como las normas generales que establezcan los objetivos y criterios definidos por las áreas metropolitanas en los
asuntos de ordenamiento del territorio municipal, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 128 de 1994 y la presente Ley. Ver el Decreto
Nacional 1507 de 1998

 

ARTÍCULO  11º.- Componentes de los planes de ordenamiento territorial. Los planes de ordenamiento territorial deberán contemplar tres
componentes:

 

1. El componente general del plan, el cual estará constituido por los objetivos, estrategias y contenidos estructurales de largo plazo.

 

2. El componente urbano, el cual estará constituido por las políticas, acciones, programas y normas para encauzar y administrar el
desarrollo físico urbano.

 

3. El componente rural, el cual estará constituido por las políticas, acciones, programas y normas para orientar y garantizar la adecuada
interacción entre los asentamientos rurales y la cabecera municipal, así como la conveniente utilización del suelo. Reglamentado por el
Decreto Nacional 879 de 1998

 

ARTÍCULO  12º.- Contenido del componente general del plan de ordenamiento. El componente general del plan de ordenamiento deberá
contener:

 

1. Los objetivos y estrategias territoriales de largo y mediano plazo que complementarán, desde el punto de vista del manejo territorial, el
desarrollo municipal y distrital, principalmente en los siguientes aspectos:

 

1.1. Identificación y localización de las acciones sobre el territorio que posibiliten organizarlo y adecuarlo para el aprovechamiento de sus
ventajas comparativas y su mayor competitividad.

 

1.2. Definición de las acciones territoriales estratégicas necesarias para garantizar la consecución de los objetivos de desarrollo económico
y social del municipio o distrito.

 

1.3. Adopción de las políticas de largo plazo para la ocupación, aprovechamiento y manejo del suelo y del conjunto de los recursos
naturales.

 

2. Contenido Estructural, el cual deberá establecer, en desarrollo y concreción de los aspectos señalados en el numeral 1 de este artículo, la
estructura urbano-rural e intraurbana que se busca alcanzar a largo plazo, con la correspondiente identificación de la naturaleza de las
infraestructuras, redes de comunicación y servicios, así como otros elementos o equipamientos estructurantes de gran escala. En particular
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se deberán especificar:

 

2.1. Los sistemas de comunicación entre el área urbana y el área rural y su articulación con los respectivos sistemas regionales.

 

2.2. El señalamiento de las áreas de reserva y medidas para la protección del medio ambiente, conservación de los recursos naturales y
defensa del paisaje, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 99 de 1993 y el Código de Recursos Naturales, así como de las áreas de
conservación y protección del patrimonio histórico, cultural y arquitectónico. Ver el Concepto del Consejo de Estado Radicación 1068 de
1998.

 

2.3. La determinación y ubicación en planos de las zonas que presenten alto riesgo para la localización de asentamientos humanos, por
amenazas o riesgos naturales o por condiciones de insalubridad.

 

2.4. La localización de actividades, infraestructuras y equipamientos básicos para garantizar adecuadas relaciones funcionales entre
asentamientos y zonas urbanas y rurales.

 

2.5. La clasificación del territorio en suelo urbano, rural y de expansión urbana, con la correspondiente fijación del perímetro del suelo
urbano, en los términos en que estas categorías quedan definidas en el Capítulo IV de la presente Ley, y siguiendo los lineamientos de las
regulaciones del Ministerio del Medio Ambiente en cuanto a usos del suelo, exclusivamente en los aspectos ambientales y de conformidad
con los objetivos y criterios definidos por las Áreas Metropolitanas en las normas obligatoriamente generales, para el caso de los municipios
que las integran.

 

PARÁGRAFO 1º.- Para los efectos de la aplicación de las normas que aquí se establecen, se entenderá por estructura urbano-rural e
intraurbana el modelo de ocupación del territorio que fija de manera general la estrategia de localización y distribución espacial de las
actividades, determina las grandes infraestructuras requeridas para soportar estas actividades y establece las características de los
sistemas de comunicación vial que garantizarán la fluida interacción entre aquellas actividades espacialmente separadas.

 

PARÁGRAFO 2º.- En cumplimiento del mandato constitucional contenido en el artículo 367 de la Constitución Política, y a fin de evitar que
pueda haber zonas urbanas sin posibilidad de cobertura de servicios públicos domiciliarios, en adelante el perímetro urbano no podrá ser
mayor que el denominado perímetro de servicios.

 

PARÁGRAFO  3º. Adicionado por el art. 190, Decreto Nacional 019 de 2012

 

ARTÍCULO  13º.- Componente urbano del plan de ordenamiento. El componente urbano del plan de ordenamiento territorial es un
instrumento para la administración del desarrollo y la ocupación del espacio físico clasificado como suelo urbano y suelo de expansión
urbana, que integra políticas de mediano y corto plazo, procedimientos e instrumentos de gestión y normas urbanísticas. Este componente
deberá contener por lo menos:

 

1. Las políticas de mediano y corto plazo sobre uso y ocupación del suelo urbano y de las áreas de expansión, en armonía con el modelo
estructural de largo plazo adoptado en el componente general y con las previsiones sobre transformación y crecimiento espacial de la
ciudad.

 

2. La localización y dimensionamiento de la infraestructura para el sistema vial, de transporte y la adecuada intercomunicación de todas las
áreas urbanas y la proyectada para las áreas de expansión; la disponibilidad de redes primarias y secundarias de servicios públicos a corto
y mediano plazo; la localización prevista para los equipamientos colectivos y espacios libres para parques y zonas verdes públicas de escala
urbana o zonal, y el señalamiento de las cesiones urbanísticas gratuitas correspondientes a dichas infraestructuras.

 

3. La delimitación, en suelo urbano y de expansión urbana, de las áreas de conservación y protección de los recursos naturales, paisajísticos
y de conjuntos urbanos, históricos y culturales, de conformidad con la legislación general aplicable a cada caso y las normas específicas que
los complementan en la presente Ley; así como de las áreas expuestas a amenazas y riesgos naturales.
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4. La determinación, en suelo urbano y de expansión urbana, de las Áreas objeto de los diferentes tratamientos y actuaciones urbanísticas.

 

5. La estrategia de mediano plazo para el desarrollo de programas de vivienda de interés social, incluyendo los de mejoramiento integral, la
cual incluirá directrices y parámetros para la localización en suelos urbanos y de expansión urbana, de terrenos necesarios para atender la
demanda de vivienda de interés social, y el señalamiento de los correspondientes instrumentos de gestión; así como los mecanismos para
la reubicación de los asentamientos humanos localizados en zonas de alto riesgo para la salud e integridad de sus habitantes, incluyendo la
estrategia para su transformación para evitar su nueva ocupación.

 

6. Las estrategias de crecimiento y reordenamiento de la ciudad, definiendo sus prioridades, y los criterios, directrices y parámetros para la
identificación y declaración de los inmuebles y terrenos de desarrollo o construcción prioritaria.

 

7. La determinación de las características de las unidades de actuación urbanística, tanto dentro del suelo urbano como dentro del suelo de
expansión cuando a ello hubiere lugar, o en su defecto el señalamiento de los criterios y procedimientos para su caracterización,
delimitación e incorporación posterior.

 

8. La especificación, si es del caso, de la naturaleza, alcance y área de operación de los macroproyectos urbanos cuya promoción y
ejecución se contemple a corto o mediano plazo, conjuntamente con la definición de sus directrices generales de gestión y financiamiento,
así como la expedición de las autorizaciones para emprender las actividades indispensables para su concreción.

 

9. La adopción de directrices y parámetros para la formulación de planes parciales, incluyendo la definición de acciones urbanísticas,
actuaciones, instrumentos de financiación y otros procedimientos aplicables en las áreas sujetas a urbanización u operaciones urbanas por
medio de dichos planes.

 

10. La definición de los procedimientos e instrumentos de gestión y actuación urbanística requeridos para la administración y ejecución de
las políticas y decisiones adoptadas, así como de los criterios generales para su conveniente aplicación, de acuerdo con lo que se establece
en la presente Ley, incluida la adopción de los instrumentos para financiar el desarrollo urbano, tales como la participación municipal o
distrital en la plusvalía, la emisión de títulos de derechos adicionales de construcción y desarrollo y los demás contemplados en la Ley 9 de
1989.

 

11. La expedición de normas urbanísticas en los términos y según los alcances que se establecen en el artículo 15 de la presente Ley.

 

ARTÍCULO  14º.- Componente rural del plan de ordenamiento. El componente rural del plan de ordenamiento territorial es un instrumento
para garantizar la adecuada interacción entre los asentamientos rurales y la cabecera municipal, la conveniente utilización del suelo rural y
las actuaciones públicas tendientes al suministro de infraestructuras y equipamientos básicos para el servicio de los pobladores rurales.
Este componente deberá contener por lo menos:

 

1. Las políticas de mediano y corto plazo sobre ocupación del suelo en relación con los asentamientos humanos localizados en estas áreas.

 

2. El señalamiento de las condiciones de protección, conservación y mejoramiento de las zonas de producción agropecuaria, forestal o
minera.

 

3. La delimitación de las áreas de conservación y protección de los recursos naturales paisajísticos, geográficos y ambientales, incluyendo
las áreas de amenazas y riesgos, o que formen parte de los sistemas de provisión de los servicios públicos domiciliarios o de disposición
final de desechos sólidos o líquidos.

 

4. La localización y dimensionamiento de las zonas determinadas como suburbanas, con precisión de las intensidades máximas de
ocupación y usos admitidos, las cuales deberán adoptarse teniendo en cuenta su carácter de ocupación en baja densidad, de acuerdo con
las posibilidades de suministro de servicios de agua potable y saneamiento, en armonía con las normas de conservación y protección de
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recursos naturales y medio ambiente.

 

5. La identificación de los centros poblados rurales y la adopción de las previsiones necesarias para orientar la ocupación de sus suelos y la
adecuada dotación de infraestructura de servicios básicos y de equipamiento social.

 

6. La determinación de los sistemas de aprovisionamiento de los servicios de agua potable y saneamiento básico de las zonas rurales a
corto y mediano plazo y la localización prevista para los equipamientos de salud y educación.

 

7. La expedición de normas para la parcelación de predios rurales destinados a vivienda campestre, las cuales deberán tener en cuenta la
legislación agraria y ambiental.

 

ARTÍCULO  15º.- Normas urbanísticas. Modificado por el art. 1, Ley 902 de 2004, Reglamentado por el Decreto Nacional 4002 de 2004. Las
normas urbanísticas regulan el uso, la ocupación y el aprovechamiento del suelo y definen la naturaleza y las consecuencias de las
actuaciones urbanísticas indispensables para la administración de estos procesos. Estas normas estarán jerarquizadas de acuerdo con los
criterios de prevalencia aquí especificados y en su contenido quedarán establecidos los procedimientos para su revisión, ajuste o
modificación, en congruencia con lo que a continuación se señala. En todo caso los municipios que integran áreas metropolitanas deberán
ajustarse en su determinación a los objetivos y criterios definidos por la junta Metropolitana, en los asuntos de su competencia.

 

1. Normas urbanísticas estructurales

 

Son las que aseguran la consecución de los objetivos y estrategias adoptadas en el componente general del plan y en las políticas y
estrategias de mediano plazo del componente urbano. Prevalecen sobre las demás normas, en el sentido de que las regulaciones de los
demás niveles no pueden adoptarse ni modificarse contraviniendo lo que en ellas se establece, y su propia modificación sólo puede
emprenderse con motivo de la revisión general del plan o excepcionalmente a iniciativa del alcalde municipal o distrital, con base en
motivos y estudios técnicos debidamente sustentados. Por consiguiente, las normas estructurales incluyen, entre otras:

 

1.1. Las que clasifican y delimitan los suelos, de acuerdo con lo establecido en el Capítulo IV de esta Ley

 

1.2. Las que establecen áreas y definen actuaciones y tratamientos urbanísticos relacionadas con la conservación y el manejo de centros
urbanos e históricos; las que reservan áreas para la construcción de redes primarias de infraestructura vial y de servicios públicos, las que
reservan espacios libres para parques y zonas verdes de escala urbana y zonal y, en general, todas las que se refieran al espacio público
vinculado al nivel de planificación de largo plazo.

 

1.3 Las que definan las características de las unidades de actuación o las que establecen criterios y procedimientos para su caracterización,
delimitación e incorporación posterior, incluidas las que adoptan procedimientos e instrumentos de gestión para orientar, promover y
regular las actuaciones urbanísticas vinculadas a su desarrollo.

 

1.4 Las que establecen directrices para la formulación y adopción de planes parciales.

 

1.5 Las que definan las áreas de protección y conservación de los recursos naturales y paisajísticos, las que delimitan zonas de riesgo y en
general, todas las que conciernen al medio ambiente, las cuales en ningún caso, salvo en el de la revisión del plan, serán objeto de
modificación

 

Ver el Concepto del Min. Ambiente 167662 de 2011

 

2. Normas urbanísticas generales

 

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14310#1
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Son aquellas que permiten establecer usos e intensidad de usos del suelo, así como actuaciones, tratamientos y procedimientos de
parcelación, urbanización, construcción e incorporación al desarrollo de las diferentes zonas comprendidas dentro del perímetro urbano y
suelo de expansión.

 

Por consiguiente, otorgan derechos e imponen obligaciones urbanísticas a los propietarios de terrenos y a sus constructores, conjuntamente
con la especificación de los instrumentos que se emplearán para que contribuyan eficazmente a los objetivos del desarrollo urbano y a
sufragar los costos que implica tal definición de derechos y obligaciones.

 

En razón de la vigencia de mediano plazo del componente urbano del plan, en ellas también debe establecerse la oportunidad de su
revisión y actualización e igualmente, los motivos generales que a iniciativa del alcalde permitirán su revisión parcial. En consecuencia,
además de las regulaciones que por su propia naturaleza quedan contenidas en esta definición, hacen parte de las normas urbanísticas:

 

NOTA: Numeral 2 Reglamentado por el Decreto Nacional 879 de 1998

 

2.1. Las especificaciones de aislamientos, volumetrías y alturas para los procesos de edificación.

 

2.2. La determinación de las zonas de renovación, conjuntamente con la definición de prioridades, procedimientos y programas de
intervención.

 

2.3. La adopción de programas, proyectos y macroproyectos urbanos no considerados en el componente general del plan.

 

2.4. Las características de la red vial secundaria, la localización y la correspondiente afectación de terrenos para equipamientos colectivos
de interés público o social a escala zonal o local, lo mismo que la delimitación de espacios libres y zonas verdes de dicha escala.

 

2.5. Las especificaciones de las redes secundarias de abastecimiento de los servicios públicos domiciliarios.

 

2.6. Las especificaciones de las cesiones urbanísticas gratuitas, así como los parámetros y directrices para que sus propietarios compensen
en dinero o en terrenos, si fuere del caso.

 

2.7. El señalamiento de las excepciones a estas normas para operaciones como macroproyectos o actuaciones urbanísticas en áreas con
tratamientos de conservación, renovación o mejoramiento integral para las cuales se contemplen normas específicas a adoptar y concertar,
en su oportunidad, con los propietarios y comunidades interesadas, estableciendo los parámetros, procedimientos y requisitos que deben
cumplirse en tales casos excepcionales.

 

2.8. Las demás previstas en la presente Ley o que se consideren convenientes por las autoridades distritales o municipales. Ver el Acuerdo
Distrital 20 de 1997

 

3. Normas complementarias

 

Se trata de aquellas relacionadas con las actuaciones, programas y proyectos adoptados en desarrollo de las previsiones contempladas en
los componentes general y urbano del plan de ordenamiento, y que deben incorporarse al Programa de ejecución que se establece en el
artículo 18 de la presente Ley. También forman parte de este nivel normativo, las decisiones sobre las acciones y actuaciones que por su
propia naturaleza requieren ser ejecutadas en el corto plazo y todas las regulaciones que se expidan para operaciones urbanas específicas y
casos excepcionales, de acuerdo con los parámetros, procedimientos y autorizaciones emanadas de las normas urbanísticas generales.
Entre otras, pertenecen a esta categoría:

 

3.1. La declaración e identificación de los terrenos e inmuebles de desarrollo o construcción prioritaria.

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1369#1
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3.2. La localización de terrenos cuyo uso es el de vivienda de interés social y la reubicación de asentamientos humanos localizados en zonas
de alto riesgo.

 

3.3. Las normas urbanísticas específicas que se expidan en desarrollo de planes parciales para unidades de actuación urbanística y para
otras operaciones como macroproyectos urbanos integrales y actuaciones en áreas con tratamientos de renovación urbana o mejoramiento
integral, que se aprobarán de conformidad con el artículo 27 de la presente Ley.

 

PARÁGRAFO.- Las normas para la urbanización y construcción de vivienda no podrán limitar el desarrollo de programas de vivienda de
interés social, de tal manera que las especificaciones entre otros de loteos, cesiones y áreas construidas deberán estar acordes con las
condiciones de precio de este tipo de vivienda. Reglamentado por el Decreto Nacional 879 de 1998

 

Ver el Decreto Nacional 798 de 2010

 

ARTÍCULO 16º.- Contenido de los planes básicos de ordenamiento. Los planes Básicos de Ordenamiento Territorial deberán contemplar los
tres componentes a que se refiere el artículo 11 de la presente Ley, con los siguientes ajustes, en orden a simplificar su adopción y
aplicación:

 

1. En cuanto al componente general, el Plan Básico de Ordenamiento señalará los objetivos y estrategias territoriales de largo y mediano
plazo que complementarán, desde el punto de vista del manejo territorial, el desarrollo municipal, así como los siguientes contenidos
estructurales:

 

1.1 Identificación y localización de las acciones sobre el territorio que posibiliten organizarlo y adecuarlo para el aprovechamiento de sus
ventajas comparativas y su mayor competitividad.

 

1.2 Los sistemas de comunicación entre el área urbana y el área rural y su articulación con los respectivos sistemas regionales.

 

1.3 El establecimiento de las áreas de reserva y las regulaciones para la protección del medio ambiente, conservación de los recursos
naturales y defensa del paisaje, así como para las áreas de conservación y protección del patrimonio histórico, cultural y arquitectónico.

 

1.4 La localización de actividades, infraestructuras y equipamientos básicos para garantizar adecuadas relaciones funcionales entre
asentamientos y zonas urbanas y rurales.

 

1.5 La clasificación del territorio en suelo urbano, rural y de expansión urbana, con la correspondiente fijación del perímetro del suelo
urbano, en los términos señalados en la presente Ley, de conformidad con los objetivos y criterios definidos por las Áreas Metropolitanas en
las normas obligatoriamente generales para el caso de los municipios que las integran.

 

1.6 El inventario de las zonas que presenten alto riesgo para la localización de asentamientos humanos, por amenazas naturales o por
condiciones de insalubridad.

 

2. En relación con el componente urbano, el Plan Básico deberá contener por lo menos:

 

2.1 La localización y dimensionamiento de la infraestructura para el sistema vial, de transporte y la adecuada intercomunicación de todas
las áreas urbanas así como su proyección para las áreas de expansión, si se determinaren; la disponibilidad de redes primarias y
secundarias de vías y servicios públicos a corto y mediano plazo; la localización prevista para equipamientos colectivos y espacios públicos
para parques y zonas verdes públicas y el señalamiento de las cesiones urbanísticas gratuitas correspondientes a dichas infraestructuras.

 

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1369#0
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2.2 La delimitación de las áreas de conservación y protección de los recursos naturales, paisajísticos y de conjuntos urbanos, históricos y
culturales, de conformidad con la legislación general aplicable a cada caso y las normas urbanísticas que los complementan, así como de las
áreas expuestas a amenazas y riesgos naturales.

 

2.3 La estrategia de mediano plazo para el desarrollo de programas de vivienda de interés social; incluyendo los de mejoramiento integral,
la cual incluirá las directrices y parámetros para la definición de usos para vivienda de interés social, tanto en suelos urbanos como de
expansión urbana, y el señalamiento de los correspondientes instrumentos de gestión; así como los mecanismos para la reubicación de los
asentamientos humanos localizados en zonas de alto riesgo para la salud e integridad de sus habitantes, incluyendo lo relacionado con la
transformación de las zonas reubicadas para evitar su nueva ocupación.

 

2.4 La definición de los procedimientos e instrumentos de gestión y actuación urbanística requeridos para la administración y ejecución de
las políticas y decisiones adoptadas, así como de los criterios generales para su conveniente aplicación, incluida la adopción de los
instrumentos para financiar el desarrollo urbano de acuerdo con lo que se establece en la presente Ley y en la Ley 9 de 1989.

 

2.5. La expedición de normas urbanísticas generales sobre usos e intensidad de usos del suelo, actuaciones, tratamientos y procedimientos
de parcelación, urbanización, construcción e incorporación al desarrollo de las diferentes zonas comprendidas dentro del perímetro urbano y
el suelo de expansión. Se incluirán especificaciones de cesiones urbanísticas, aislamientos, volumetrías y alturas; la determinación de las
zonas de mejoramiento integral, si las hay, y las demás que consideren convenientes las autoridades distritales o municipales.

 

 3. El componente rural establecerá por lo menos las mismas previsiones indicadas para el plan de ordenamiento territorial.

 

ARTÍCULO  17º.- Contenido de los esquemas de ordenamiento territorial. Los esquemas de ordenamiento territorial deberán contener como
mínimo los objetivos, estrategias y políticas de largo y mediano plazo para la ocupación y aprovechamiento del suelo, la división del
territorio en suelo urbano y rural, la estructura general del suelo urbano, en especial, el plan vial y de servicios públicos domiciliarios, la
determinación de las zonas de amenazas y riesgos naturales y las medidas de protección, las zonas de conservación y protección de
recursos naturales y ambientales y las normas urbanísticas requeridas para las actuaciones de parcelación, urbanización y construcción.

 

PARÁGRAFO.- Los municipios con población inferior a los 30.000 habitantes que presente dinámicas importantes de crecimiento urbano
podrá adoptar Planes Básicos de Ordenamiento Territorial, como instrumento para desarrollar el proceso de ordenamiento de su territorio.

 

ARTÍCULO 18º.- Programa de ejecución. El programa de ejecución define con carácter obligatorio, las actuaciones sobre el territorio
previstas en el plan de ordenamiento, que serán ejecutadas durante el período de la correspondiente administración municipal o distrital, de
acuerdo con lo definido en el correspondiente Plan de Desarrollo, señalando las prioridades, la programación de actividades, las entidades
responsables y los recursos respectivos.

 

El programa de ejecución se integrará al Plan de Inversiones, de tal manera que conjuntamente con éste será puesto a consideración del
concejo por el alcalde, y su vigencia se ajustará a los períodos de las administraciones municipales y distritales.

 

Dentro del programa de ejecución se definirán los programas y proyectos de infraestructura de transporte y servicios públicos domiciliarios
que se ejecutarán en el período correspondiente, se localizarán los terrenos necesarios para atender la demanda de vivienda de interés
social en el municipio o distrito y las zonas de mejoramiento integral, señalando los instrumentos para su ejecución pública o privada.
Igualmente se determinarán los inmuebles y terrenos cuyo desarrollo o construcción se consideren prioritarios. Todo lo anterior, atendiendo
las estrategias, parámetros y directrices señaladas en el plan de ordenamiento.

 

ARTÍCULO  19º.- Planes parciales. Reglamentado parcialmente por el Decreto Nacional 2181 de 2006, Reglamentado por el Decreto Nacional
4300 de 2007. Los planes parciales son los instrumentos mediante los cuales se desarrollan y complementan las disposiciones de los planes
de ordenamiento, para áreas determinadas del suelo urbano y para las áreas incluidas en el suelo de expansión urbana, además de las que
deban desarrollarse mediante unidades de actuación urbanística, macroproyectos u otras operaciones urbanas especiales, de acuerdo con
las autorizaciones emanadas de las normas urbanísticas generales, en los términos previstos en la presente Ley. El plan parcial o local
incluirá por lo menos los siguientes aspectos:

 

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=20809#0
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1. La delimitación y características del área de la operación urbana o de la unidad mínima de actuación urbanística contemplada en el plan
parcial o local.

 

2. La definición precisa de los objetivos y las directrices urbanísticas específicas que orientan la correspondiente actuación u operación
urbana, en aspectos tales como el aprovechamiento de los inmuebles; el suministro, ampliación o mejoramiento del espacio público, la
calidad del entorno, las alternativas de expansión, el mejoramiento integral o renovación consideradas; los estímulos a los propietarios e
inversionistas para facilitar procesos de concertación, integración inmobiliaria o reajuste de tierras u otros mecanismos para garantizar el
reparto equitativo de las cargas y los beneficios vinculadas al mejor aprovechamiento de los inmuebles; los programas y proyectos
urbanísticos que específicamente caracterizan los propósitos de la operación y las prioridades de su desarrollo, todo ello de acuerdo con la
escala y complejidad de la actuación o de la operación urbana contemplada.

 

3. Las normas urbanísticas específicas para la correspondiente unidad de actuación o para el área específica objeto de la operación urbana
objeto del plan: definición de usos específicos del suelo, intensidades de ocupación y construcción, retiros, aislamientos, empates y alturas.

 

4. La definición del trazado y características del espacio público y las vías y, especialmente en el caso de las unidades de actuación, de la
red vial secundaria; de las redes secundarias de abastecimiento de servicios públicos domiciliarios; la localización de equipamientos
colectivos de interés público o social como templos, centros docentes y de salud, espacios públicos y zonas verdes destinados a parques,
complementarios del contenido estructural del plan de ordenamiento.

 

5. Los demás necesarios para complementar el planeamiento de las zonas determinadas, de acuerdo con la naturaleza, objetivos y
directrices de la operación o actuación respectiva.

 

6. La adopción de los instrumentos de manejo de suelo, captación de plusvalías, reparto de cargas y beneficios, procedimientos de gestión,
evaluación financiera de las obras de urbanización y su programa de ejecución, junto con el programa de financiamiento.

 

En los casos previstos en las normas urbanísticas generales, los planes parciales podrán ser propuestos ante las autoridades de planeación
municipal o distrital para su aprobación, por personas o entidades privadas interesadas en su desarrollo. En ningún caso podrán contradecir
o modificar las determinaciones de los planes de ordenamiento ni las normas estructurales de los mismos.

 

PARÁGRAFO.- Los planes parciales también podrán ser aplicables para complementar la planificación de las localidades en el caso de los
distritos, cuando así lo señalare el Plan de Ordenamiento Territorial, evento en el cual se denominará planes locales.

 

ARTÍCULO 20º.- Obligatoriedad de los planes de ordenamiento. Reglamentado por el Decreto Nacional 1686 de 2000 Cumplido el período de
transición previsto en la presente Ley para la adopción del plan de ordenamiento territorial, las autoridades competentes sólo podrán
otorgar licencias urbanísticas una vez que dicho plan sea adoptado.

 

Ningún agente público o privado podrá realizar actuaciones urbanísticas que no se ajusten a las previsiones y contenidos de los planes de
ordenamiento territorial, a su desarrollo en planes parciales y a las normas estructurales del plan o complementarias del mismo.

 

ARTÍCULO 21º.- Armonía con el plan de desarrollo del municipio. El plan de ordenamiento territorial define a largo y mediano plazo un
modelo de ocupación del territorio municipal y distrital, señalando su estructura básica y las acciones territoriales necesarias para su
adecuada organización, el cual estará vigente mientras no sea modificado o sustituido. En tal sentido, en la definición de programas y
proyectos de los planes de desarrollo de los municipios se tendrán en cuenta las definiciones de largo y mediano plazo de ocupación del
territorio.

 

ARTÍCULO  22º.- De la participación comunal en el ordenamiento del territorio. Para efectos de organizar la participación comunal en la
definición del contenido urbano del plan de ordenamiento, las autoridades municipales o distritales podrán delimitar en el área comprendida
dentro del perímetro urbano, los barrios o agrupamientos de barrios residenciales usualmente reconocidos por sus habitantes como
referentes de su localización en la ciudad y que definen su pertenencia inmediata a un ámbito local o vecinal. Lo pertinente regirá para la
participación comunitaria en la definición del contenido rural, caso en el cual la división territorial se referirá a veredas o agrupaciones de
veredas.
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En el curso de la formulación y concertación de los planes de ordenamiento territorial, las organizaciones cívicas debidamente reconocidas
de dichos agrupamientos de barrios o veredas, a través de mecanismos democráticos que aseguren la representatividad de los elegidos,
podrán designar representantes para que transmitan y pongan a consideración sus propuestas sobre los componentes urbano y rural del
plan.

 

Una vez surtido el proceso de adopción o revisión del plan, estas mismas organizaciones cívicas mantendrán su participación en el
ordenamiento del territorio en los siguientes eventos:

 

1. Para proponer, en los casos excepcionales que consideren las normas urbanísticas generales, la asignación específica de usos y
aprovechamientos del suelo en micro zonas de escala vecinal, esto es, en los casos donde el efecto se limite exclusivamente a sus
respectivos territorios y no contraríen las normas estructurales. En las zonas exclusivamente residenciales estas propuestas podrán
referirse a normas de paisajismo, regulaciones al tránsito vehicular y demás previsiones tendientes al mantenimiento de la tranquilidad de
la zona, siempre y cuando no se afecte el uso del espacio público, de acuerdo con las normas generales.

 

2. Para formular y proponer planes parciales para actuaciones urbanísticas dentro de su área, de acuerdo con las previsiones y
autorizaciones del componente urbano del plan.

 

3. Para ejercer acciones de veeduría ciudadana que garanticen el cumplimiento o impidan la violación de las normas establecidas, a través
de procedimientos acordes con las políticas locales de descentralización.

 

ARTÍCULO  23º.- Formulación de los planes de ordenamiento territorial. Reglamentado por el Decreto Nacional 1686 de 2000 Prorrogado por
el Artículo 1 de la Ley 507 de 1999. En un plazo máximo de dieciocho (18) meses a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, las
administraciones municipales y distritales con la participación democrática aquí prevista, formularán y adoptarán los planes de
Ordenamiento Territorial, o adecuarán los contenidos de ordenamiento territorial de los planes de Desarrollo, de conformidad con lo
dispuesto en la presente Ley. En lo sucesivo dentro de los seis (6) meses anteriores al vencimiento de la vigencia del plan de Ordenamiento,
las administraciones municipales y distritales deberán iniciar el trámite para la formulación del nuevo plan o su revisión o ajuste. Ver el
Decreto Nacional 879 de 1998 y 1420 de 1998.

 

En la formulación, adecuación y ajuste de los planes de ordenamiento se tendrá en cuenta el diagnóstico de la situación urbana y rural y la
evaluación del plan vigente.

 

PARÁGRAFO.- En los municipios en los cuales no se formulen los planes de ordenamiento dentro de los plazos previstos, las oficinas de
planeación de los respectivos departamentos, podrán acometer su elaboración, quedando en todo caso los proyectos correspondientes
sujetos a los procedimientos de concertación y aprobación establecidos en esta Ley. Para la formulación correspondiente dichas oficinas
podrán solicitar el apoyo técnico del Ministerio del Interior, el Viceministerio de Vivienda, Desarrollo Urbano y Agua Potable, el Inurbe, el
IGAC y el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales, IDEAM, el Ingeominas y las áreas metropolitanas, para los casos de
municipios que formen parte de las mismas. Igualmente harán las consultas del caso ante las Corporaciones Autónomas Regionales o
autoridades ambientales que tengan jurisdicción sobre esos municipios, en los asuntos de su competencia.

 

Igualmente las oficinas de planeación de los respectivos departamentos con el apoyo de las entidades nacionales deberán prestar
asistencia técnica a los municipios con población inferior a treinta mil (30.000) habitantes en la elaboración del plan. Ver el Decreto
Nacional 879 de 1998 , 1420 de 1998 y 150 de 1999

 

ARTÍCULO  24º.- Instancias de concertación y consulta. El alcalde distrital o municipal, a través de las oficinas de planeación o de la
dependencia que haga sus veces, será responsable de coordinar la formulación oportuna del proyecto del plan de Ordenamiento Territorial,
y de someterlo a consideración del Consejo de Gobierno.

 

En todo caso, antes de la presentación del proyecto de plan de ordenamiento territorial a consideración del concejo distrital o municipal, se
surtirán los trámites de concertación interinstitucional y consulta ciudadana, de acuerdo con el siguiente procedimiento:
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 1. Modificado parcialmente por el Artículo 98 del Decreto 1122 de 1999. El proyecto de Plan se someterá a consideración de la Corporación
Autónoma Regional o autoridad ambiental correspondiente, para su aprobación en lo concerniente a los asuntos exclusivamente
ambientales, dentro del ámbito de su competencia de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 99 de 1993 y en especial por su artículo 66, para
lo cual dispondrá de treinta (30) días; sólo podrá ser objetado por razones técnicas y fundadas en los estudios previos. Esta decisión será,
en todo caso, será apelable ante el Ministerio del Medio Ambiente.

 

En los casos que la segunda instancia corresponde al Ministerio del Medio Ambiente, éste podrá asumir la competencia para considerar el
Plan de Ordenamiento Territorial cuando transcurra treinta (30) días hábiles sin que la Corporación Autónoma Regional o autoridad
ambiental competente haya adoptado una decisión.

 

2. Durante el mismo término previsto en el numeral anterior se surtirá la instancia de concertación con la Junta Metropolitana para el caso
de planes de ordenamiento de municipios que formen parte de áreas metropolitanas, instancia que vigilará su armonía con los planes y
directrices metropolitanas, en asuntos de su competencia.

 

3. Una vez revisado el proyecto por las respectivas autoridades ambientales y metropolitanas, en los asuntos de su competencia, se
someterá a consideración del Consejo Territorial de Planeación, instancia que deberá rendir concepto y formular recomendaciones dentro
de los treinta (30) días hábiles siguientes.

 

4. Durante el período de revisión del plan por la Corporación Autónoma Regional, o la autoridad ambiental correspondiente, la Junta
Metropolitana y el Consejo Territorial de Planeación, la administración municipal o distrital solicitará opiniones a los gremios económicos y
agremiaciones profesionales y realizará convocatorias públicas para la discusión del plan, incluyendo audiencias con las juntas
administradoras locales, expondrá los documentos básicos del mismo en sitios accesibles a todos los interesados y recogerá las
recomendaciones y observaciones formuladas por las distintas entidades gremiales, ecológicas, cívicas y comunitarias del municipio,
debiendo proceder a su evaluación, de acuerdo con la factibilidad, conveniencia y concordancia con los objetivos del plan. Igualmente
pondrán en marcha los mecanismos de participación comunal previstos en el artículo 22 de esta Ley.

 

Las administraciones municipales y distritales establecerán los mecanismos de publicidad y difusión del proyecto de plan de ordenamiento
territorial que garanticen su conocimiento masivo, de acuerdo con las condiciones y recursos de cada entidad territorial.

 

PARÁGRAFO.- La consulta democrática deberá garantizarse en todas las fases del plan de ordenamiento, incluyendo el diagnóstico, las
bases para su formulación, el seguimiento y la evaluación. Ver el Decreto Nacional 879 de 1998

 

ARTÍCULO  25º.- Aprobación de los planes de ordenamiento. El proyecto de plan de ordenamiento territorial, como documento consolidado
después de surtir la etapa de la participación democrática y de la concertación interinstitucional de que trata el artículo precedente, será
presentado por el alcalde a consideración del concejo municipal o distrital, dentro de los treinta (30) días siguientes al recibo del concepto
del Consejo Territorial de Planeación. En el evento de que el concejo estuviere en receso, el alcalde deberá convocarlo a sesiones
extraordinarias. Toda modificación propuesta por el concejo deberá contar con la aceptación de la administración. Ver el Decreto Nacional
879 de 1998

 

ARTÍCULO 26º.- Adopción de los planes. Transcurridos sesenta (60) días desde la presentación del proyecto de plan de ordenamiento
territorial sin que el concejo municipal o distrital adopte decisión alguna, el alcalde podrá adoptarlo mediante decreto. Ver el Decreto
Nacional 879 de 1998, Ver Decreto Distrital 619 de 2000. Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia
C-051 de 2001

 

ARTÍCULO  27º.- Procedimiento para planes parciales. Reglamentado parcialmente por el Decreto Nacional 2181 de 2006, Reglamentado por
el Decreto Nacional 4300 de 2007, Modificado por el art. 180, Decreto Nacional 019 de 2012. Para la aprobación de los planes parciales de
que trata la presente Ley, se tendrá en cuenta el siguiente procedimiento:

 

1. Los proyectos de planes parciales serán elaborados por las autoridades municipales o distritales de planeación, por las comunidades o
por los particulares interesados, de acuerdo con los parámetros que al respecto determine el plan de ordenamiento territorial.
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2. Una vez que la autoridad de planeación considere viable el proyecto de plan parcial, lo someterá a consideración de la autoridad
ambiental correspondiente, para su aprobación, si ésta se requiere de acuerdo con las normas sobre la materia, para lo cual dispondrá de
ocho (8) días.

 

3. Una vez aprobado el proyecto por las respectivas autoridades ambientales, se someterá a consideración del Consejo Consultivo de
Ordenamiento, instancia que deberá rendir concepto y formular recomendaciones dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes.

 

4. Durante el período de revisión del proyecto de plan parcial se surtirá una fase de información pública, convocando a los propietarios y
vecinos, para que éstos expresen sus recomendaciones y observaciones.

 

5. Una vez aprobado, el alcalde municipal o distrital adoptará el plan parcial por medio de decreto.

 

ARTÍCULO  28º.- Vigencia y revisión del plan de ordenamiento. Modificado por el art. 2, Ley 902 de 2004, Reglamentado por el Decreto
Nacional 4002 de 2004. Los planes de ordenamiento territorial deberán definir la vigencia de sus diferentes contenidos y las condiciones
que ameritan su revisión, en concordancia con los siguientes parámetros: 

 

1. El contenido estructural del plan tendrá una vigencia de largo plazo, que para este efecto se entenderá como el correspondiente a tres
períodos constitucionales de las administraciones municipales y distritales.

 

2. Los contenidos de los componentes urbanos y rurales de mediano plazo tendrán una vigencia correspondiente al término de dos períodos
constitucionales de las administraciones municipales. 

 

3. Los contenidos urbanos y rurales de corto plazo y los programas de ejecución regirán durante un período constitucional completo de la
administración municipal y distrital completo, habida cuenta de las excepciones que resulten lógicas en razón de la propia naturaleza de las
actuaciones contempladas o de sus propios efectos. 

 4. Las revisiones estarán sometidas al mismo procedimiento previsto para su aprobación y deberán sustentarse en parámetros e
indicadores de seguimiento relacionados con cambios significativos en las previsiones sobre población urbana; la dinámica de ajustes en
usos o intensidad de los usos del suelo; la necesidad o conveniencia de ejecutar proyectos de impacto en materia de transporte masivo,
infraestructuras, expansión de servicios públicos o proyectos de renovación urbana; la ejecución de macroproyectos de infraestructura
regional o metropolitana que generen impactos sobre el ordenamiento del territorio municipal o distrital, así como en la evaluación de sus
objetivos y metas del respectivo plan. 

 

No obstante, si al finalizar el plazo de vigencia establecido no se ha adoptado un nuevo plan de ordenamiento territorial, seguirá vigente el
ya adoptado. 

 5. Las autoridades municipales y distritales podrán revisar y ajustar los Planes de Ordenamiento Territorial o sus componentes una vez
vencido el período constitucional inmediatamente anterior.

 En las revisiones de los Planes de Ordenamiento se evaluará por los respectivos Alcaldes los avances o retrocesos, y se proyectarán nuevos
programas para el reordenamiento de los usos de servicios de alto impacto referidos a la prostitución y su incompatibilidad con usos
residenciales y dotacionales educativos.

 (Modificado por el Art. 120 del Decreto 2106 de 2019)

 

ARTÍCULO  29º.- Consejo Consultivo de Ordenamiento. El Consejo Consultivo de Ordenamiento será una instancia asesora de la
administración municipal o distrital en materia de ordenamiento territorial, que deberá conformar los alcaldes de municipios con población
superior a los treinta mil (30.000) habitantes. Estará integrado por funcionarios de la administración y por representantes de las
organizaciones gremiales, profesionales, ecológicas, cívicas y comunitarias vinculadas con el desarrollo urbano. Así mismo los curadores
urbanos forman parte de este consejo en las ciudades donde exista esta institución. Serán funciones de este Consejo, además de las
previstas en esta Ley y su reglamento, el seguimiento del plan de ordenamiento y proponer sus ajustes y revisiones cuando sea del caso.

 

PARÁGRAFO.- Los miembros de este consejo podrán ser escogidos entre los integrantes del Consejo Territorial de Planeación.
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CAPÍTULO IV

 

Clasificación del suelo

 

ARTÍCULO 30º.- Clases de suelo. Los planes de ordenamiento territorial clasificarán el territorio de los municipios y distritos en suelo urbano,
rural y de expansión urbana. Al interior de estas clases podrán establecerse las categorías de suburbano y de protección, de conformidad
con los criterios generales establecidos en los artículos siguientes.

 

ARTÍCULO 31º.- Suelo urbano. Constituyen el suelo urbano, las áreas del territorio distrital o municipal destinadas a usos urbanos por el plan
de ordenamiento, que cuenten con infraestructura vial y redes primarias de energía, acueducto y alcantarillado, posibilitándose su
urbanización y edificación, según sea el caso. Podrán pertenecer a esta categoría aquellas zonas con procesos de urbanización incompletos,
comprendidos en áreas consolidadas con edificación, que se definan como áreas de mejoramiento integral en los planes de ordenamiento
territorial. Las áreas que conforman el suelo urbano serán delimitadas por perímetros y podrán incluir los centros poblados de los
corregimientos. En ningún caso el perímetro urbano podrá ser mayor que el denominado perímetro de servicios públicos o sanitarios. Ver
Decreto Nacional 1337 de 2002

 

ARTÍCULO 32º.- Suelo de expansión urbana. Reglamentado parcialmente por el Decreto Nacional 2181 de 2006. Constituido por la porción
del territorio municipal destinada a la expansión urbana, que se habilitará para el uso urbano durante la vigencia del plan de ordenamiento,
según lo determinen los Programas de Ejecución. La determinación de este suelo se ajustará a las previsiones de crecimiento de la ciudad y
a la posibilidad de dotación con infraestructura para el sistema vial, de transporte, de servicios públicos domiciliarios, áreas libres, y
parques y equipamiento colectivo de interés público o social. Dentro de la categoría de suelo de expansión podrán incluirse áreas de
desarrollo concertado, a través de procesos que definan la conveniencia y las condiciones para su desarrollo mediante su adecuación y
habilitación urbanística a cargo de sus propietarios, pero cuyo desarrollo estará condicionado a la adecuación previa de las áreas
programadas. Ver Decreto Nacional 1337 de 2002

 

ARTÍCULO 33º.- Suelo rural. Constituyen esta categoría los terrenos no aptos para el uso urbano, por razones de oportunidad, o por su
destinación a usos agrícolas, ganaderos, forestales, de explotación de recursos naturales y actividades análogas. Ver Decreto Nacional 1337
de 2002, Ver el art. 21, Ley 1469 de 2011

 

ARTÍCULO  34º.- Suelo suburbano. Constituyen esta categoría las áreas ubicadas dentro del suelo rural, en las que se mezclan los usos del
suelo y las formas de vida del campo y la ciudad, diferentes a las clasificadas como áreas de expansión urbana, que pueden ser objeto de
desarrollo con restricciones de uso, de intensidad y de densidad, garantizando el autoabastecimiento en servicios públicos domiciliarios, de
conformidad con lo establecido en la Ley 99 de 1993 y en la Ley 142 de 1994. Podrán formar parte de esta categoría los suelos
correspondientes a los corredores urbanos interregionales. Los municipios y distritos deberán establecer las regulaciones complementarias
tendientes a impedir el desarrollo de actividades y usos urbanos en estas áreas, sin que previamente se surta el proceso de incorporación al
suelo urbano, para lo cual deberán contar con la infraestructura de espacio público, de infraestructura vial y redes de energía, acueducto y
alcantarillado requerida para este tipo de suelo. Ver Decreto Nacional 1337 de 2002

 

ARTÍCULO  35º.- Suelo de protección. Constituido por las zonas y áreas de terreno localizados dentro de cualquiera de las anteriores clases,
que por sus características geográficas, paisajísticas o ambientales, o por formar parte de las zonas de utilidad pública para la ubicación de
infraestructuras para la provisión de servicios públicos domiciliarios o de las áreas de amenazas y riesgo no mitigable para la localización de
asentamientos humanos, tiene restringida la posibilidad de urbanizarse.

 

CAPÍTULO V

 

 Reglamentado por el Decreto Nacional 879 de 1998

 

Actuación urbanística
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ARTÍCULO  36º.- Actuación urbanística pública. Son actuaciones urbanísticas la parcelación, urbanización y edificación de inmuebles. Cada
una de estas actuaciones comprenden procedimientos de gestión y formas de ejecución que son orientadas por el componente urbano del
plan de ordenamiento y deben quedar explícitamente reguladas por normas urbanísticas expedidas de acuerdo con los contenidos y
criterios de prevalencia establecidos en los artículos 13, 15, 16 y l7 de la presente Ley.

 

Estas actuaciones podrán ser desarrolladas por propietarios individuales en forma aislada por grupos de propietarios asociados
voluntariamente o de manera obligatoria a través de unidades de actuación urbanística, directamente por entidades públicas o mediante
formas mixtas de asociación entre el sector público y el sector privado.

 

Cuando por efectos de la regulación de las diferentes actuaciones urbanísticas los municipios, distritos y las áreas metropolitanas deban
realizar acciones urbanísticas que generen mayor valor para los inmuebles, quedan autorizados a establecer la participación en plusvalía en
los términos que se establecen en la presente Ley. Igualmente, normas urbanísticas establecerán específicamente los casos en que las
actuaciones urbanísticas deberán ejecutarse mediante la utilización del reparto de cargas y beneficios tal como se determina en el artículo
38 de esta Ley.

 

En el evento de programas, proyectos y obras que deban ejecutar las entidades públicas, como consecuencia de actuaciones urbanísticas
que le sean previstas en planes de ordenamiento o en los instrumentos que los desarrollen, las entidades municipales y distritales
competentes sin perjuicio de su realización material por particulares, podrán crear entidades especiales de carácter público o mixto para la
ejecución de tales actuaciones, de conformidad con las normas legales generales y con las especiales contenidas en la presente Ley y en la
Ley 142 de 1994. Ver el Decreto Nacional 1507 de 1998

 

Igualmente las entidades municipales y distritales y las áreas metropolitanas podrán participar en la ejecución de proyectos de urbanización
y programas de vivienda de interés social, mediante la celebración, entre otros, de contratos de fiducia con sujeción a las reglas generales y
del derecho comercial, sin las limitaciones y restricciones previstas en el numeral 5 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993. Ver el Decreto
Nacional 1507 de 1998

 

Ver el Concepto del Consejo de Estado 1502 de 2003

 

ARTÍCULO 37º.- Espacio público en actuaciones urbanísticas. Las reglamentaciones distritales o municipales determinarán, para las
diferentes actuaciones urbanísticas, las cesiones gratuitas que los propietarios de inmuebles deben hacer con destino a vías locales,
equipamientos colectivos y espacio público en general, y señalarán el régimen de permisos y licencias a que se deben someter así como las
sanciones aplicables a los infractores a fin de garantizar el cumplimiento de estas obligaciones, todo ello de conformidad con lo dispuesto
en el Capítulo XI de esta Ley. Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-495 de 1998

También deberán especificar, si es el caso, las afectaciones a que estén sometidos por efectos de reservas de terreno para construcción de
infraestructura vial, de transporte redes matrices y otros servicios de carácter urbano o metropolitano. Para las actuaciones que lo
requieran como la urbanización en terrenos de expansión y la urbanización o construcción en terrenos con tratamientos de renovación
urbana, deberá señalarse el procedimiento previo para establecer la factibilidad de extender o ampliar las redes de servicios públicos, la
infraestructura vial y la dotación adicional de espacio público, así como los procesos o instrumentos mediante los cuales se garantizará su
realización efectiva y la equitativa distribución de cargas y beneficios derivados de la correspondiente actuación.

 

ARTÍCULO  38º.- Reparto equitativo de cargas y beneficios. En desarrollo del principio de igualdad de los ciudadanos ante las normas, los
planes de ordenamiento territorial y las normas urbanísticas que los desarrollen deberán establecer mecanismos que garanticen el reparto
equitativo de las cargas y los beneficios derivados del ordenamiento urbano entre los respectivos afectados.

 

Las unidades de actuación, la compensación y la transferencia de derechos de construcción y desarrollo, entre otros, son mecanismos que
garantizan este propósito.

 

ARTÍCULO 39º.- Unidades de Actuación Urbanística. Los planes de ordenamiento territorial podrán determinar que las actuaciones de
urbanización y de construcción, en suelos urbanos y de expansión urbana y de construcción en tratamientos de renovación urbana y
redesarrollo en el suelo urbano, se realicen a través de unidades de actuación urbanística.

 

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1258#1
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1258#1
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1258#1
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=10510#49
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4172#0


Departamento Administrativo de la Función Pública

Ley 388 de 1997 20 EVA - Gestor Normativo

Como Unidad de Actuación Urbanística se entiende el área conformada por uno varios inmuebles, explícitamente delimitada en las normas
que desarrolla el plan de ordenamiento que debe ser urbanizada o construida como una unidad de planeamiento con el objeto de promover
el uso racional del suelo, garantizar el cumplimiento de las normas urbanísticas y facilitar la dotación con cargo a sus propietarios, de la
infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos colectivos mediante reparto equitativo de las
cargas y beneficios.

 

PARÁGRAFO.- Las cargas correspondientes al desarrollo urbanístico que serán objeto del reparto entre los propietarios de inmuebles de una
Unidad de Actuación incluirán entre otros componentes las cesiones y la realización de obras públicas correspondientes a redes secundarias
y domiciliarias de servicios públicos de acueducto, alcantarillado, energía y teléfonos, así como las cesiones para parques y zonas verdes,
vías vehiculares y peatonales y para la dotación de los equipamientos comunitarios.

 

Las cargas correspondientes al costo de infraestructura vial principal y redes matrices de servicios públicos se distribuirán entre los
propietarios de toda el área beneficiaria de las mismas y deberán ser recuperados mediante tarifas, contribución de valorización,
participación en plusvalía, impuesto predial o cualquier otro sistema que garantice el reparto equitativo de las cargas y beneficios de las
actuaciones.

 

ARTÍCULO 40º.- Desarrollo prioritario de unidades de actuación urbanística. Los planes de ordenamiento y los instrumentos que los
desarrollen podrán determinar el desarrollo o la construcción prioritaria de inmuebles que conformen unidades de actuación urbanística, de
acuerdo con las prioridades previstas en los planes de Ordenamiento Territorial.

 

ARTÍCULO 41º.- Procedimiento. Los planes de Ordenamiento Territorial definirán las áreas que deban desarrollarse a través de unidades de
actuación tanto en suelo urbano como en suelo de expansión cuando a ello hubiere lugar y determinarán los criterios y procedimientos para
su caracterización, delimitación y aprobación posterior.

 

Las unidades de actuación se delimitarán de forma que permitan el cumplimiento conjunto de las cargas de cesión y urbanización de la
totalidad de su superficie, mediante el reparto equitativo entre sus propietarios.

 

El proyecto de delimitación se realizará por las autoridades competentes, de oficio, o por los particulares interesados, de acuerdo con los
parámetros previstos en el plan de ordenamiento, siempre y cuando medie la formulación y aprobación del correspondiente plan parcial, el
cual deberá determinar las previsiones relacionadas con la dotación de las infraestructuras y los equipamientos, las cesiones
correspondientes, la subdivisión, si fuere del caso, en áreas de ejecución y las fases y prioridades de su desarrollo señalando los sistemas e
instrumentos de compensación para la distribución de las cargas y beneficios entre los partícipes. En los casos de renovación y redesarrollo,
el plan parcial incluirá además las previsiones relacionadas con la habitación y el mejoramiento de las infraestructuras, equipamientos y
espacio público necesario para atender las nuevas densidades y usos del suelo asignados a la zona. Ver el art. 27, Decreto Nacional 1507 de
1998

 

ARTÍCULO 42º.- Delimitación de las unidades de actuación urbanística. Una vez aprobado el plan parcial por la autoridad de planeación
municipal o distrital, el proyecto de delimitación se pondrá en conocimiento de los titulares de derechos reales sobre la superficie de la
unidad de actuación propuesta y sus vecinos, en la forma que determine el reglamento, quienes gozarán de un término de treinta (30) días
para formular objeciones u observaciones.

 

Tramitadas las objeciones y definidas las modificaciones a que hubiere lugar, el proyecto de delimitación será puesto a consideración del
alcalde municipal o distrital, para su aprobación.

 

El plazo para la aprobación definitiva de los proyectos de delimitación de las unidades de actuación será de tres (3) meses a partir de su
presentación en debida forma. En los casos de iniciativa de los interesados, si transcurrido este plazo no se hubiere notificado la decisión
correspondiente, la delimitación se entenderá aprobada, siempre y cuando se haya realizado el trámite de citación. En ningún caso se
aplicará el silencio administrativo positivo, si la propuesta de delimitación no se acoge a las determinaciones del plan de ordenamiento.

 

El acto de delimitación de la unidad de actuación se inscribirá en el registro de instrumentos públicos, en los folios de matrícula inmobiliaria
de los predios que conforman la unidad. Los predios afectados no podrán ser objeto de licencias de urbanización o construcción por fuera de
la unidad de actuación.
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ARTÍCULO  43º.- En los sectores de uso exclusivamente residencial y por solicitud del organismo que tenga la representación de la
comunidad la entidad de Desarrollo Urbano correspondiente podrá otorgar a dicho sector una reglamentación urbanística especial que
podrá incluir, entre otros aspectos:

 

Condiciones al tránsito vehicular

 

Organización de la seguridad del sector

 

Normas de paisajismo

 

Condicionamiento de los constructores entre otros aspectos.

 

La nueva reglamentación se inscribirá en el Registro de Instrumentos Públicos y en los folios de Matrícula inmobiliaria y a los predios que
conforman el sector.

 

ARTÍCULO 44º.- Ejecución de las unidades de actuación urbanística. El desarrollo de las unidades de actuación implica la gestión asociada
de los propietarios de los predios que conforman su superficie, mediante sistemas de reajuste de tierras o integración inmobiliaria o
cooperación, según lo determine el correspondiente plan parcial.

 

La ejecución de la unidad de actuación se iniciará una vez se definan las bases para la actuación, mediante el voto favorable de los
propietarios que representen el cincuenta y uno por ciento (51%) del área comprometida. Los inmuebles de los propietarios renuentes serán
objeto de los procesos de enajenación voluntaria y expropiación previstos en esta Ley por parte de las entidades municipales o distritales
competentes, quienes entrarán a formar parte de la asociación gestora de la actuación, sin perjuicio de que puedan transferir tales
derechos a la misma.

 

En los casos de unidades de actuación de desarrollo prioritario, si en un plazo de seis (6) meses contados a partir de la delimitación de la
unidad de actuación no se hubiese logrado el acuerdo de que trata el aparte anterior, la administración podrá optar por la expropiación
administrativa de los inmuebles correspondientes o por la enajenación forzosa de los mismos, de conformidad con lo previsto en el Capítulo
VIII de la presente Ley. En todo caso, los inmuebles expropiados podrán formar parte de la asociación gestora de la actuación y los recursos
para su adquisición podrán provenir de ésta.

 

ARTÍCULO 45º.- Ejecución mediante reajuste de tierras. Siempre que el desarrollo de la unidad de actuación requiera una nueva definición
predial para una mejor configuración del globo de terreno que la conforma, o cuando ésta se requiera para garantizar una justa distribución
de las cargas y los beneficios, la ejecución de la unidad de actuación urbanística se realizará mediante el mecanismo de reajuste de tierras
o integración inmobiliaria previstos en la Ley 9 de 1989, según se trate de urbanización en suelo de expansión o renovación o redesarrollo
en suelo urbano respectivamente, con los ajustes que se determinan en el presente artículo.

 

Para tales efectos, una vez se acuerden las bases de la actuación asociadas según lo previsto en el artículo precedente, se constituirá la
entidad gestora según lo convengan los interesados, la cual elaborará el proyecto urbanístico correspondiente que forma parte del plan
parcial.

 

Con el plan parcial se elaborará y presentará para aprobación de la autoridad de planeación correspondiente, el proyecto de reajuste de
tierras o integración de inmuebles correspondiente, el cual deberá ser aprobado por un número plural de partícipes que representen por lo
menos el cincuenta y uno por ciento (51%) de la superficie comprometida en la actuación.

 

El proyecto de reajuste o de integración señalará las reglas para la valoración de las tierras e inmuebles aportados, las cuales deberán tener
en cuenta la reglamentación urbanística vigente antes de la delimitación de la unidad, así como los criterios de valoración de los predios
resultantes, los cuales se basarán en los usos y densidades previstos en el plan parcial.
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Las restituciones se harán con los lotes de terreno resultantes, a prorrata de los aportes, salvo cuando ello no fuere posible, caso en el cual
se hará la correspondiente compensación económica.

 

ARTÍCULO 46º.- Trámite del reajuste o la integración. Una vez se apruebe el proyecto de reajuste o de integración inmobiliaria, se otorgará
la escritura pública de reajuste de tierras o integración inmobiliaria, en la cual se indicarán cada uno los partícipes de la actuación, los
terrenos e inmuebles aportados y su englobe. A continuación se señalarán las cesiones urbanísticas gratuitas y el nuevo loteo, de
conformidad con el proyecto de urbanización, y finalmente se describirán las restituciones de los aportes en nuevos lotes, señalando su
valor y la correspondencia con el predio aportado. Esta escritura pública será registrada en el folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de
los predios e inmuebles aportados, los cuales se subrogarán, con plena eficacia real, en los predios e inmuebles restituidos.

 

Los lotes adjudicados quedarán afectados al cumplimiento de las cargas y al pago de los gastos de urbanización correspondientes al
desarrollo de la unidad de actuación.

 

Una vez recibidas las obras de urbanización correspondientes, la edificación de los lotes adjudicados podrá ser adelantada en forma
independiente por sus propietarios, previa la obtención de la licencia de construcción respectiva.

 

ARTÍCULO  47º.- Cooperación entre partícipes. Cuando para el desarrollo de una unidad de actuación urbanística no se requiera una nueva
configuración predial de su superficie y las cargas y beneficios de su desarrollo puedan ser repartidos en forma equitativa entre sus
propietarios, la ejecución podrá adelantarse a través de sistemas de cooperación entre los partícipes, siempre y cuando se garantice la
cesión de los terrenos y el costeo de las obras de urbanización correspondientes, de conformidad con lo definido en el plan parcial, todo lo
cual requerirá la previa aprobación de las autoridades de planeación.

 

La distribución equitativa de las cargas y beneficios se podrá realizar mediante compensaciones en dinero, intensidades de uso en
proporción a las cesiones y participación en las demás cargas o transferencias de derechos de desarrollo y construcción, según lo determine
el plan parcial correspondiente.

 

Los propietarios de los predios que conforman la unidad de actuación urbanística deberán constituir una entidad gestora que garantice el
desarrollo conjunto de la unidad. En todo caso los predios que la conforman estarán afectados al cumplimiento de las cargas y al pago de
los gastos de urbanización en los términos establecidos en la presente Ley.

 

ARTÍCULO  48º.- Compensación en tratamientos de conservación. Los propietarios de terrenos e inmuebles determinados en los planes de
ordenamiento territorial o en los instrumentos que los desarrollen como de conservación histórica, arquitectónica o ambiental, deberán ser
compensados por esta carga derivada del ordenamiento, mediante la aplicación de compensaciones económicas, transferencias de
derechos de construcción y desarrollo, beneficios y estímulos tributarios u otros sistemas que se reglamenten.

 

ARTÍCULO 49º.- Fondos de compensación. Como mecanismo para asegurar el reparto equitativo de las cargas y beneficios generados en el
ordenamiento urbano, y para garantizar el pago de compensaciones en razón de cargas urbanísticas de conservación, las administraciones
municipales y distritales podrán constituir fondos, los cuales podrán ser administrados mediante encargos fiduciarios.

 

ARTÍCULO 50º- Índices de edificabilidad. Los planes de ordenamiento o los planes parciales que los desarrollen podrán determinar los
índices de edificabilidad relacionados con los inmuebles que formen parte de unidades de actuación o localizados en determinadas áreas o
zonas del suelo urbano, para su convertibilidad en derechos de construcción y desarrollo.

 

PARÁGRAFO.- Confiérense (sic) facultades extraordinarias al Presidente de la República, por el término de seis (6) meses contados a partir
de la vigencia de esta Ley, para que dicte reglas relativas a los mecanismos que hagan viable la compensación mediante la transferencia de
construcción y desarrollo. Ver el Decreto Nacional 151 de 1998

 

ARTÍCULO 51º.- Urbanización en suelo de expansión. La adecuación de terrenos en suelo de expansión que no formen parte de unidades de
actuación, con infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos colectivos, podrá ser realizada por
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las entidades públicas competentes o por los propietarios correspondientes, según las previsiones de los planes de ordenamiento, pero en
todo caso serán a cargo de sus propietarios las cesiones gratuitas y las obras de infraestructura previstas en el primer inciso del parágrafo
del artículo 39 de la presente Ley.

 

Los planes de ordenamiento y los instrumentos que los desarrollen podrán determinar que las inversiones públicas realizadas mediante la
ejecución de infraestructuras para la adecuación de las áreas de expansión, sean recuperadas a través de la aplicación de los instrumentos
tales como la valorización, participación en plusvalía o compensaciones.

 

CAPÍTULO VI

 

Desarrollo y construcción prioritaria

 

ARTÍCULO 52º.- Desarrollo y construcción prioritaria. A partir de la fecha de vigencia de esta Ley, habrá lugar a la iniciación del proceso de
enajenación forzosa en pública subasta, por incumplimiento de la función social de la propiedad sobre:

 

1. Los terrenos localizados en suelo de expansión, de propiedad pública o privada, declarados como de desarrollo prioritario, que no se
urbanicen dentro de los tres (3) años siguientes a su declaratoria.

 

2. Los terrenos urbanizables no urbanizados localizados en suelo urbano, de propiedad pública o privada, declarados como de desarrollo
prioritario, que no se urbanicen dentro de los dos (2) años siguientes a su declaratoria.

 

3. Los terrenos o inmuebles urbanizados sin construir, localizados en suelo urbano, de propiedad pública o privada, declarados como de
construcción prioritaria, que no se construyan dentro del año siguiente a su declaratoria.

 

NOTA: Numeral corregido mediante FE DE ERRATAS publicada en el Diario Oficial No. 43.127 del 12 de septiembre de 1997 en cuanto a
corregir el término establecido que ya no es de un año sino: "dentro de los dos (2) años siguientes a su declaratoria."

 

4. Adicionado por el art. 64, Ley 1537 de 2012

 

"Lo anterior sin perjuicio de que tales inmuebles pueden ser objeto de los procesos de enajenación voluntaria y expropiación de que trata la
presente Ley."

 

PARÁGRAFO.- La declaratoria de desarrollo o construcción prioritaria estará contenida en el programa de ejecución, de conformidad con las
estrategias, directrices y parámetros previstos en el plan de ordenamiento territorial, de acuerdo con los objetivos establecidos en el plan
para el logro de su cumplimiento. En todo caso esta declaratoria podrá preverse directamente en el contenido del plan de ordenamiento.

 

ARTÍCULO 53º.- Desarrollo y construcción prioritaria en unidades de actuación urbanística. En los casos en que la declaratoria de desarrollo
o construcción prioritaria se refiera a terrenos o inmuebles que conforman unidades de actuación urbanística, los plazos establecidos en el
artículo anterior se incrementarán en un cincuenta por ciento (50%). En los mismos eventos la enajenación forzosa se referirá a la totalidad
de los inmuebles que conforman la unidad de actuación que no se hubieren desarrollado.

 

ARTÍCULO 54º.- Prórrogas. La iniciación del proceso de enajenación forzosa procederá cuando las obras de urbanización o construcción,
según sea el caso, no se inicien dentro del término señalado, y se referirá únicamente a la parte no urbanizada o construida.

 

Los términos de que tratan los artículos anteriores empezarán a contarse a partir de la fecha de promulgación del Acuerdo que aprueba el
plan de ordenamiento territorial o el programa de ejecución, según sea el caso, que declara el terreno o inmueble como de desarrollo o
construcción prioritarios y podrá prorrogarse hasta por un cincuenta por ciento (50%), siempre y cuando las obras realizadas representen
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por lo menos el cincuenta por ciento (50%) de la urbanización o construcción. La prórroga deberá solicitarse al alcalde municipal o distrital,
antes del vencimiento del plazo, y no se procederá a la iniciación del proceso de enajenación forzosa mientras la autoridad no decida sobre
la solicitud.

 

Cuando existieren dificultades generales de financiación o de mercado, determinadas por el Gobierno Nacional, los propietarios podrán
solicitar al alcalde prórroga del plazo concedido para cumplir con lo establecido en el artículo 52 de la presente Ley. En ningún caso dichas
prórrogas sucesivas podrán exceder los dieciocho (18) meses.

 

ARTÍCULO 55º.- Iniciación del proceso de enajenación forzosa. Corresponderá al alcalde municipal o distrital, mediante resolución motivada,
ordenar la enajenación forzosa de los inmuebles que no cumplan su función social en los términos aquí previstos. En dicha resolución se
especificará el uso o destino que deba darse al inmueble en lo sucesivo, de conformidad con lo establecido en el plan de ordenamiento y
normas urbanísticas que lo desarrollen.

 

La resolución que ordene la enajenación forzosa se notificará de conformidad con lo establecido en el Código Contencioso Administrativo.

 

Contra la resolución que declare la enajenación forzosa sólo procederá, por la vía gubernativa, el recurso de reposición, que deberá
interponerse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de la notificación. Transcurrido el término de dos meses, contados a partir
de la fecha de la interposición del recurso de reposición contra esta resolución sin que se hubiere resuelto dicho recurso, éste se entenderá
negado y la autoridad competente no podrá resolverlo, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias y judiciales a que hubiere lugar.

 

Una vez en firme el acto administrativo que ordena la enajenación forzosa se inscribirá en el folio de matrícula inmobiliaria de los terrenos e
inmuebles correspondientes. Los inmuebles así afectados quedarán fuera del comercio a partir de la fecha de inscripción y mientras
subsista, ninguna autoridad podrá otorgar licencias urbanísticas.

 

La situación de enajenación forzosa se consignará en los certificados de libertad y tradición de los inmuebles objeto de dicho proceso.

 

Ver el Decreto Distrital 285 de 2010 

 

ARTÍCULO 56º.- Procedimiento para la enajenación forzosa. Una vez se produzca la inscripción prevista en el artículo anterior, corresponderá
a la administración municipal o distrital, dentro de los tres (3) meses siguientes, someter los terrenos e inmuebles respectivos a enajenación
forzosa mediante el procedimiento de pública subasta, cuya convocatoria incluirá por lo menos los siguientes aspectos:

 

1. La determinación del plazo para la urbanización o edificación, según el caso, el cual no podrá ser superior al previsto en la presente Ley
para el propietario inicial.

 

2. La especificación de que el terreno objeto de la transacción tiene la declaratoria de desarrollo o construcción prioritaria.

 

3. El precio de base de la enajenación, que no podrá ser inferior al setenta por ciento (70%) del avalúo comercial del inmueble definido por
peritos inscritos en la lonja de propiedad raíz u otras entidades especializadas. Ver el Decreto Nacional 1420 de 1998

 

Si en la segunda subasta convocada al efecto no se presentaren posturas admisibles, se citará para una segunda subasta, en la cual será
postura admisible la oferta que iguale al 70% del avalúo catastral. Si en la segunda subasta no se presentaren ofertas admisibles, el
municipio o distrito iniciará los trámites de la expropiación administrativa de los correspondientes inmuebles, cuyo precio indemnizatorio
será igual al 70% de dicho avalúo catastral, pagado en los términos previstos en el artículo 67 de la presente Ley.

 

PARÁGRAFO 1º.- Al precio de la subasta se le descontarán los gastos de administración correspondientes en que incurra el municipio o
distrito respectivo y la totalidad de la plusvalía generadas desde el momento de declaratoria de desarrollo y construcción prioritario.
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PARÁGRAFO 2º.- El procedimiento de la pública subasta se sujetará a las normas establecidas en los artículos 525 y siguientes del Código de
Procedimiento Civil.

 

ARTÍCULO 57º.- Incumplimiento de la función social por parte del comprador. El incumplimiento por parte del adquirente en el desarrollo o la
construcción de terrenos o inmuebles adquiridos mediante la pública subasta, dará lugar a la iniciación del proceso de expropiación por vía
administrativa por parte del municipio o distrito. En este caso el precio indemnizatorio no podrá ser superior al monto pagado por el
adquirente en la pública subasta, actualizado según el índice de precios al consumidor y la forma de pago será a plazo con una cuota inicial
del cuarenta por ciento (40%) y el saldo en ocho (8) contados anuales y sucesivos, el primero de los cuales vencerá un mes después de la
fecha de entrega del inmueble.

 

Sobre los saldos se reconocerá un interés ajustable equivalente al ochenta por ciento (80%) del incremento porcentual del índice nacional
de precios al consumidor para empleados certificado por el DANE para los seis meses inmediatamente anteriores a cada vencimiento,
pagadero por semestre vencido.

 

CAPÍTULO VII

 

Adquisición de inmuebles por enajenación voluntaria y expropiación judicial.

 

 Ver el Concepto del Consejo de Estado 1884 de 2008 

 

ARTÍCULO  58º.- Motivos de utilidad pública. El artículo 10 de la Ley 9 de 1989, quedará así:

 

"Para efectos de decretar su expropiación y además de los motivos determinados en otras leyes vigentes se declara de utilidad pública o
interés social la adquisición de inmuebles para destinarlos a los siguientes fines:

 

a) Ejecución de proyectos de construcción de infraestructura social en los sectores de la salud, educación, recreación, centrales de abasto y
seguridad ciudadana;

 

b) Desarrollo de proyectos de vivienda de interés social, incluyendo los de legalización de títulos en urbanizaciones de hecho o ilegales
diferentes a las contempladas en el artículo 53 de la Ley 9 de 1989, la rehabilitación de inquilinatos y la reubicación de asentamientos
humanos ubicados en sectores de alto riesgo;

 

c) Ejecución de programas y proyectos de renovación urbana y provisión de espacios públicos urbanos;

 

d) Ejecución de proyectos de producción, ampliación, abastecimiento y distribución de servicios públicos domiciliarios;

 

e) Ejecución de programas y proyectos de infraestructura vial y de sistemas de transporte masivo;

 

f) Ejecución de proyectos de ornato, turismo y deportes;

 

 g) Funcionamiento de las sedes administrativas de las entidades públicas, con excepción de las empresas industriales y comerciales del
Estado y las de las sociedades de economía mixta, siempre y cuando su localización y la consideración de utilidad pública estén claramente
determinados en los planes de ordenamiento o en los instrumentos que los desarrollen;

 

h) Preservación del patrimonio cultural y natural de interés nacional, regional local, incluidos el paisajístico, ambiental, histórico y
arquitectónico;
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i) Constitución de zonas de reserva para la expansión futura de las ciudades;

 

j) Constitución de zonas de reserva para la protección del medio ambiente y los recursos hídricos;

 

k) Ejecución de proyectos de urbanización y de construcción prioritarios en los términos previstos en los planes de ordenamiento, de
acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley;

 

l) Ejecución de proyectos de urbanización, redesarrollo y renovación urbana a través de la modalidad de unidades de actuación, mediante
los instrumentos de reajuste de tierras, integración inmobiliaria, cooperación o los demás sistemas previstos en esta Ley;

 

m) El traslado de poblaciones por riesgos físicos inminentes." 

 

ARTÍCULO 59º.- Entidades competentes. El artículo 11 de la Ley 9 de 1989, quedará así:

 

"Además de lo dispuesto en otras leyes vigentes, la Nación, las entidades territoriales, las áreas metropolitanas y asociaciones de
municipios podrán adquirir por enajenación voluntaria o decretar la expropiación de inmuebles para desarrollar las actividades previstas en
el artículo 10 de la Ley 9 de 1989. Los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de
economía mixta asimiladas a las anteriores, de los órdenes nacional, departamental y municipal, que estén expresamente facultadas por
sus propios estatutos para desarrollar alguna o algunas de las actividades previstas en el artículo 10 de dicha Ley, también podrán adquirir
o decretar la expropiación de inmuebles para el desarrollo de dichas actividades."

 

ARTÍCULO 60º.- Conformidad de la expropiación con los planes de ordenamiento territorial. El artículo 12 de la Ley 9 de 1989, quedará así:

 

"Toda adquisición o expropiación de inmuebles que se realice en desarrollo de la presente Ley se efectuará de conformidad con los
objetivos y usos del suelo establecidos en los planes de ordenamiento territorial.

 

Las adquisiciones promovidas por las entidades del nivel nacional, departamental o metropolitano deberán estar en consonancia con los
objetivos, programas y proyectos definidos en los planes de desarrollo correspondientes.

 

Las disposiciones de los incisos anteriores no serán aplicables, de manera excepcional, cuando la expropiación sea necesaria para conjurar
una emergencia imprevista, la cual deberá en todo caso calificarse de manera similar a la establecida para la declaración de urgencia en la
expropiación por vía administrativa."

 

ARTÍCULO 61º.- Modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria. Se introducen las siguientes modificaciones al procedimiento de
enajenación voluntaria regulado por la Ley 9 de 1989:

 

El precio de adquisición será igual al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que cumpla sus
funciones, o por peritos privados inscritos en las lonjas o asociaciones correspondientes, según lo determinado por el Decreto-Ley 2150 de
1995, de conformidad con las normas y procedimientos establecidos en el decreto reglamentario especial que sobre avalúos expida el
gobierno. El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento de la
oferta de compra en relación con el inmueble a adquirir, y en particular con su destinación económica. Ver el Decreto Nacional 1420 de
1998

 

La forma de pago del precio de adquisición podrá ser en dinero o en especie, en títulos valores, derechos de construcción y desarrollo,
derechos de participación en el proyecto a desarrollar o permuta.
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Cuando de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley se acepte la concurrencia de terceros en la ejecución de proyectos, los recursos
para el pago del precio podrán provenir de su participación.

 

La comunicación del acto por medio del cual se hace la oferta de compra se hará con sujeción a las reglas del Código Contencioso
Administrativo y no dará lugar a recursos en vía gubernativa.

 

Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación si transcurridos treinta (30) días hábiles después de la comunicación de la oferta de
compra, no se ha llegado a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria, contenido en un contrato de promesa de compraventa.

 

No obstante lo anterior, durante el proceso de expropiación y siempre y cuando no se haya dictado sentencia definitiva, será posible que el
propietario y la administración lleguen a un acuerdo para la enajenación voluntaria, caso en el cual se pondrá fin al proceso.

 

Los inmuebles adquiridos podrán ser desarrollados directamente por la entidad adquirente o por un tercero, siempre y cuando la primera
haya establecido un contrato o convenio respectivo que garantice la utilización de los inmuebles para el propósito que fueron adquiridos.

 

PARÁGRAFO 1º.- Reglamentado por el Decreto Nacional 2729 de 2012. Al valor comercial al que se refiere el presente artículo, se le
descontará el monto correspondiente a la plusvalía o mayor valor generado por el anuncio del proyecto u obra que constituye el motivo de
utilidad pública para la adquisición, salvo el caso en que el propietario hubiere pagado la participación en plusvalía o la contribución de
valorización; según sea del caso.

 

PARÁGRAFO 2º.- Para todos los efectos de que trata la presente Ley el Gobierno Nacional expedirá un reglamento donde se precisarán los
parámetros y criterios que deberán observarse para la determinación de los valores comerciales basándose en factores tales como la
destinación económica de los inmuebles en la zona geoeconómica homogénea, localización, características y usos del inmueble, factibilidad
de prestación de servicios públicos, vialidad y transporte.

 

PARÁGRAFO 3°. Adicionado por el art. 63, Ley 1537 de 2012 

 

ARTÍCULO 61-A. Adicionado por el art. 122, Ley 1450 de 2011.

 

ARTÍCULO 62º.- Procedimiento para la expropiación. Derogado por el literal c), art. 626, Ley 1564 de 2012. Se introducen las siguientes
modificaciones al procedimiento para la expropiación previsto en la Ley 9 de 1989 y en el Código de Procedimiento Civil:

 

1. La resolución de expropiación se notificará en los términos previstos en el Código Contencioso Administrativo.

 

2. Contra la resolución que ordene la expropiación sólo procede el recurso de reposición. Transcurridos quince (15) días sin que se hubiere
resuelto el recurso se entenderá negado.

 

3. La entidad demandante tendrá derecho a solicitar al juez que en el auto admisorio de la demanda se ordene la entrega anticipada del
inmueble cuya expropiación se demanda, siempre y cuando se acredite haber consignado a órdenes del respectivo juzgado una suma
equivalente al cincuenta por ciento (50%) del avalúo practicado para los efectos de la enajenación voluntaria. Numeral declarado
EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-1074 de 2002 

 

4. Cuando de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley se acepte la concurrencia de terceros en la ejecución de proyectos, los
recursos para el pago de la indemnización podrán provenir de su participación.

 

5. Contra el auto admisorio de la demanda y las demás providencias que dicte el juez dentro del proceso de expropiación, excepto la
sentencia y el auto de que trata el último inciso del artículo 458 del Código de Procedimiento Civil, sólo procederá el recurso de reposición.
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6. La indemnización que decretare el juez comprenderá el daño emergente y el lucro cesante. El daño emergente incluirá el valor del
inmueble expropiado, para el cual el juez tendrá en cuenta el avalúo comercial elaborado de conformidad con lo aquí previsto. Ver el
Decreto Nacional 1420 de 1998

 

7. El proceso de expropiación terminará si el demandado se aviniere a la venta del inmueble por el precio fijado mediante avalúo
actualizado según el índice de costos de la construcción de vivienda de ingresos medios que elabora el Departamento Nacional de
Estadística y otorgare escritura pública de compraventa del mismo a favor del demandante.

 

8. Las expropiaciones a las cuales se refiere la Ley 160 de 1994, la Ley 99 de 1993 y normas que las adicionen o reformen continuarán
rigiéndose por las disposiciones especiales sobre el particular.

 

9. Los terrenos expropiados podrán ser desarrollados directamente por la entidad expropiante o por terceros, siempre y cuando la primera
haya establecido un contrato o convenio respectivo que garantice la utilización de los inmuebles para el propósito que fueron
adquiridos. Ver el Decreto Nacional 1420 de 1998

 

CAPÍTULO VIII

 

Expropiación por vía administrativa

 

ARTÍCULO  63º.- Motivos de utilidad pública. Se considera que existen motivos de utilidad pública o de interés social para expropiar por vía
administrativa el derecho de propiedad y los demás derechos reales sobre terrenos e inmuebles, cuando, conforme a las reglas señaladas
por la presente Ley, la respectiva autoridad administrativa competente considere que existen especiales condiciones de urgencia, siempre y
cuando la finalidad corresponda a las señaladas en las letras a), b), c), d), e), h),j), k), 1) y m) del artículo 58 de la presente Ley. Ver el
Acuerdo 15 de 1999 

 

Igualmente se considera que existen motivos de utilidad pública para expropiar por vía administrativa cuando se presente el incumplimiento
de la función social de la propiedad por parte del adquirente en pública subasta, de los terrenos e inmuebles objeto del procedimiento
previsto en el Capítulo VI de la presente Ley.

 

ARTÍCULO 64º.- Condiciones de urgencia. Las condiciones de urgencia que autorizan la expropiación por vía administrativa serán declaradas
por la instancia o autoridad competente, según lo determine el concejo municipal o distrital, o la junta metropolitana, según sea el caso,
mediante acuerdo. Esta instancia tendrá la competencia general para todos los eventos. Ver el Acuerdo 15 de 1999 

 

ARTÍCULO 65º.- Criterios para la declaratoria de urgencia. De acuerdo con la naturaleza de los motivos de utilidad pública o interés social de
que se trate, las condiciones de urgencia se referirán exclusivamente a:

 

1. Precaver la elevación excesiva de los precios de los inmuebles, según las directrices y parámetros que para el efecto establezca el
reglamento que expida el Gobierno Nacional.

 

2. El carácter inaplazable de las soluciones que se deben ofrecer con ayuda del instrumento expropiatorio.

 

3. Las consecuencias lesivas para la comunidad que se producirían por la excesiva dilación en las actividades de ejecución del plan,
programa, proyecto u obra.

 

4. La prioridad otorgada a las actividades que requieren la utilización del sistema expropiatorio en los planes y programas de la respectiva
entidad territorial o metropolitana, según sea el caso. Ver el Acuerdo 15 de 1999
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ARTÍCULO  66º.- Determinación del carácter administrativo. La determinación que la expropiación se hará por la vía administrativa deberá
tomarse a partir de la iniciación del procedimiento que legalmente deba observarse por la autoridad competente para adelantarlo, mediante
acto administrativo formal que para el efecto deberá producirse, el cual se notificará al titular del derecho de propiedad sobre el inmueble
cuya adquisición se requiera y será inscrito por la entidad expropiante en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, dentro de los
cinco (5) días hábiles siguientes a su ejecutoria. Este mismo acto constituirá la oferta de compra tendiente a obtener un acuerdo de
enajenación voluntaria. Ver el Decreto Nacional 1420 de 1998

 

ARTÍCULO 67º.- Indemnización y forma de pago. En el mismo acto que determine el carácter administrativo de la expropiación, se deberá
indicar el valor del precio indemnizatorio que se reconocerá a los propietarios, el cual será igual al avalúo comercial que se utiliza para los
efectos previstos en el artículo 61 de la presente Ley. Igualmente se precisarán las condiciones para el pago del precio indemnizatorio, las
cuales podrán contemplar el pago de contado o el pago entre un cuarenta (40%) y un sesenta por ciento (60%) del valor al momento de la
adquisición voluntaria y el valor restante en cinco (5) contados anuales sucesivos o iguales, con un interés anual igual al interés bancario
vigente en el momento de la adquisición voluntaria. Ver el Decreto Nacional 1420 de 1998 Texto en negrilla declarado EXEQUIBLE por la
Corte Constitucional, mediante Sentencia C-476 de 2007, Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional,
mediante Sentencia C-1074 de 2002

 

PARÁGRAFO 1º.- El pago del precio indemnizatorio se podrá realizar en dinero efectivo o títulos valores, derechos de construcción y
desarrollo, de participación en el proyecto o permuta. En todo caso el pago se hará siempre en su totalidad de contado cuando el valor de la
indemnización sea inferior a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales al momento de la adquisición voluntaria o de la
expropiación.

 

PARÁGRAFO 2º.- El ingreso obtenido por la enajenación de inmuebles a los cuales se refiere el presente Capítulo no constituye, para fines
tributarios, renta gravable ni ganancia ocasional, siempre y cuando la negociación se realice por la vía de la enajenación voluntaria. Texto
subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-1074 de 2002

 

ARTÍCULO 68º.- Decisión de la expropiación. Cuando habiéndose determinado que el procedimiento tiene el carácter de expropiación por vía
administrativa, y transcurran treinta (30) días hábiles contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo de que trata el artículo 66 de
la presente Ley, sin que se haya llegado a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria contenido en un contrato de promesa de
compraventa, la autoridad competente dispondrá mediante acto motivado la expropiación administrativa del bien inmueble
correspondiente, el cual contendrá lo siguiente:

 

1. La identificación precisa del bien inmueble objeto de expropiación.

 

2. El valor del precio indemnizatorio y la forma de pago.

 

3. La destinación que se dará al inmueble expropiado, de acuerdo con los motivos de utilidad pública o de interés social que se hayan
invocado y las condiciones de urgencia que se hayan declarado.

 

4. La orden de inscripción del acto administrativo, una vez ejecutoriado en la correspondiente Oficina de Registro de Instrumentos Públicos,
para los efectos de que se inscriba la transferencia del derecho de dominio de su titular a la entidad que haya dispuesto la expropiación.

 

5. La orden de notificación a los titulares de derecho del dominio u otros derechos reales sobre el bien expropiado, con indicación de los
recursos que legalmente procedan en vía gubernativa.

 

ARTÍCULO 69º.- Notificación y recursos. El acto que decide la expropiación se notificará al propietario o titular de derechos reales sobre el
inmueble expropiado, de conformidad con lo previsto en el Código Contencioso Administrativo.

 

Contra la decisión por vía administrativa sólo procederá el recurso de reposición, el cual deberá interponerse en los términos previstos en el
Código Contencioso Administrativo a partir de la notificación. El recurso deberá ser decidido dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a
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la fecha de su interposición, y si transcurrido ese lapso no se ha tomado decisión alguna, se entenderá que el recurso ha sido decidido
favorablemente.

 

ARTÍCULO  70º.- Efectos de la decisión de expropiación por vía administrativa. Una vez ejecutoriada la decisión por vía administrativa, por
no haberse formulado el recurso de reposición dentro del término legal o por haber sido decidido el recurso interpuesto en forma negativa,
la decisión producirá los siguientes efectos:

 

1. El derecho de propiedad u otros derechos reales se trasladarán de las personas titulares de ellos a la entidad que ha dispuesto la
expropiación, para lo cual bastará con el registro de la decisión en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos. El registrador exigirá que
la entidad acredite que el propietario o los titulares de otros derechos reales sobre el inmueble, han retirado el valor de la indemnización y
los documentos de deber correspondientes, o que se ha efectuado la consignación correspondiente conforme a lo previsto en el numeral 2
de este artículo. Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-1074 de 2002

 

2. La entidad que ha dispuesto la expropiación pondrá a disposición inmediata del particular expropiado, según sea el caso, el valor total
correspondiente o el porcentaje del precio indemnizatorio que se paga de contado y los documentos de deber correspondientes a los cinco
contados sucesivos anuales del saldo. Si el particular no retira dichos valores y los documentos de deber dentro de los diez días siguientes a
la ejecutoria, la entidad deberá consignarlos en la entidad financiera autorizada para el efecto a disposición del particular, y entregar copia
de la consignación al Tribunal Administrativo en cuya área de jurisdicción se encuentre ubicado el inmueble dentro de los diez (10) días
siguientes, considerándose que ha quedado formalmente hecho el pago. Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional,
mediante Sentencia C-1074 de 2002; en el entendido de que en caso de expropiación de vivienda personal o familiar, única y actual,
procede el pago en efectivo y en un solo contado, salvo acuerdo en contrario.

 

3. Efectuado el registro de la decisión, la entidad pública podrá exigir la entrega material del bien inmueble expropiado, sin necesidad de
intervención judicial, para lo cual podrá acudir al auxilio de las autoridades de policía si es necesario. Numeral declarado EXEQUIBLE por la
Corte Constitucional, mediante Sentencia C-127 de 1998.

 

4. En caso de que los valores y documentos de deber no se pongan a disposición del propietario o no se consignen dentro de los términos
señalados en el numeral 2 de este artículo, la decisión de expropiación por vía administrativa no producirá efecto alguno y la entidad
deberá surtir nuevamente el procedimiento expropiatorio. Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional,
mediante Sentencia C-1074 de 2002

 

5. La entidad que haya adquirido el bien en virtud de la expropiación por vía administrativa, adquiere la obligación de utilizarlo para los
fines de utilidad pública o interés social que hayan sido invocados, en un término máximo de tres (3) años contados a partir de la fecha de
inscripción de la decisión correspondiente en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.

 

Para este efecto, la persona que tenía la calidad de propietario del bien expropiado podrá solicitar al Tribunal Administrativo en cuya
jurisdicción se encuentre ubicado el inmueble, la verificación del cumplimiento de dicha obligación, mediante proceso abreviado que se
limitará exclusivamente a la práctica de las pruebas que deberán solicitarse exclusivamente en la demanda, durante un término no superior
a un mes transcurrido el cual se pronunciará sentencia inapelable.

 

En caso de que se compruebe el incumplimiento de la obligación por parte de la entidad, la sentencia así lo declarará y ordenará su
inscripción en la respectiva Oficina de Registro, a fin de que el demandante recupere la titularidad del bien expropiado. En la misma
sentencia se determinará el valor y los documentos de deber que la persona cuyo bien fue expropiado deberá reintegrar a la entidad
pública respectiva, siendo necesario para los efectos del registro de la sentencia que se acredite mediante certificación auténtica que se ha
efectuado el reintegro ordenado. Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-1074 de 2002

 

ARTÍCULO  71º.- Proceso contencioso administrativo. Contra la decisión de expropiación por vía administrativa procede acción especial
contencioso-administrativa con el fin de obtener su nulidad y el restablecimiento del derecho lesionado, o para controvertir el precio
indemnizatorio reconocido, la cual deberá interponerse dentro de los cuatro meses calendario siguientes a la ejecutoria de la respectiva
decisión. El proceso a que da lugar dicha acción se someterá a las siguientes reglas particulares:

 

1. El órgano competente será el Tribunal Administrativo en cuya jurisdicción se encuentre el inmueble expropiado, en primera instancia,
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cualquiera que sea la cuantía.

 

2. Además de los requisitos ordinarios, a la demanda deberá acompañarse prueba de haber recibido los valores y documentos de deber
puestos a disposición por la administración o consignados por ella en el mismo Tribunal Administrativo, y en ella misma deberán solicitarse
las pruebas que se quieran hacer valer o que se solicita practicar.

 

3. No podrá solicitarse la suspensión provisional del acto que dispuso la expropiación por vía administrativa. Texto subrayado declarado
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante, Sentencia C-127 de 1998

4. Notificada la demanda a la entidad autora de la decisión de expropiación por vía administrativa, y concluido el término de cinco (5) días
para la contestación de la misma en la cual igualmente deberán indicarse las pruebas que se solicitan, se ordenará un período probatorio
que no podrá ser superior a dos (2) meses, concluido el cual y después de dar traslado común a las partes para alegar por tres días, se
pronunciará sentencia.

 

5. Contra la sentencia procederá recurso de apelación ante el Honorable Consejo de Estado, el cual decidirá de plano, salvo que
discrecionalmente estime necesaria practicar nuevas pruebas durante un lapso no superior a un mes. La parte que no ha apelado podrá
presentar sus alegaciones, por una sola vez, en cualquier momento antes de que el proceso entre al despacho para pronunciar sentencia.

 

6. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 58 de la Constitución Política, en el proceso no podrán controvertirse los motivos de utilidad
pública o de interés social, pero sí lo relativo al precio indemnizatorio. Numeral derogado tácitamente por el Acto Legislativo 01 de 1999,
según lo expresado por la Corte Constitucional mediante, Sentencia C-059 de 2001

 

7. Cuando la sentencia revoque la decisión del Tribunal Administrativo y declare nulidad y el consiguiente restablecimiento del derecho,
dispondrá lo siguiente:

 

a. La suspensión en forma inmediata, por parte de la respectiva entidad pública, de todas las acciones y operaciones en curso para utilizar
el bien expropiado;

 

b. La práctica, antes del cumplimiento de la sentencia, por el Tribunal Administrativo ante el cual se haya surtido la primera instancia, de
una diligencia de inspección con intervención de peritos, a fin de determinar mediante auto de liquidación y ejecución la sentencia que
pronunciará la respectiva Sala de Decisión contra el cual sólo procederá el recurso de reposición, si el bien ha sido o no utilizado o si lo ha
sido parcialmente y, según el caso, el valor de la indemnización debida. En el mismo acto se precisará si valores y documentos de deber
compensan la indemnización determinada y en qué proporción, si hay lugar a reintegro de parte de ellos a la administración, o si ésta de
pagar una suma adicional para cubrir el total de la indemnización;

 

c. La orden de registro de la sentencia de la respectiva Oficina de Registro Instrumentos Públicos, a fin de que la persona recupere en forma
total o parcial titularidad del bien expropiado, conforme a la determinación que se haya tomado en el auto de liquidación y ejecución de la
sentencia, para el caso en que la administración haya utilizado o sólo haya utilizado parcialmente el inmueble expropiado.

 

Cuando haya lugar al reintegro de valores o documentos de deber, para efectuar el registro se deberá acreditar certificación auténtica de
que se efectuó el reintegro respectivo en los términos indicados en el auto de liquidación y ejecución de la sentencia.

 

d. La orden de pago del valor que a título de restablecimiento del derecho lesionado debe pagar adicionalmente la administración, sin que
haya lugar a reintegro alguno de los valores y documentos de deber recibidos ni al registro de la sentencia de la oficina de Registro de
Instrumentos Públicos, cuando la administración haya utilizado completamente el bien expropiado.

 

8. Si la sentencia decide, conforme a la demanda, sobre el precio indemnizatorio reconocido por la administración, dispondrá si hay lugar a
una elevación del valor correspondiente o a una modificación de la forma de pago. En este caso, las determinaciones que se hagan en el
auto de liquidación de la sentencia, tendrán en cuenta el nuevo precio indemnizatorio y la diferente modalidad de pago.
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ARTÍCULO 72º.- Aplicación del procedimiento a otros casos de expropiación por vía administrativa. El trámite para la aplicación de la
expropiación por vía administrativa previsto en este Capítulo se aplicará a los demás casos en que las leyes la hayan autorizado, siempre y
cuando expresamente no se hubiere definido otro procedimiento.

 

CAPÍTULO IX

 

Participación en la plusvalía

 

ARTÍCULO 73º.- Noción. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 82 de la Constitución Política, las acciones urbanísticas que regulan
la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano incrementando su aprovechamiento, generan beneficios que dan derecho a las entidades
públicas a participar en las plusvalías resultantes de dichas acciones. Esta participación se destinará a la defensa y fomento del interés
común a través de acciones y operaciones encaminadas a distribuir y sufragar equitativamente los costos del desarrollo urbano, así como al
mejoramiento del espacio público y, en general, de la calidad urbanística del territorio municipal o distrital.

 

Los concejos municipales y distritales establecerán mediante acuerdos de carácter general, las normas para la aplicación de la participación
en la plusvalía en sus respectivos territorios. Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-517 de 2007

 

ARTÍCULO 74º.- Hechos generadores. Constituyen hechos generadores de la participación en la plusvalía de que trata el artículo anterior, las
decisiones administrativas que configuran acciones urbanísticas según lo establecido en el artículo 8 de esta Ley, y que autorizan
específicamente ya sea a destinar el inmueble a un uso más rentable, o bien incrementar el aprovechamiento del suelo permitiendo una
mayor área edificada, de acuerdo con lo que se estatuya formalmente en el respectivo Plan de Ordenamiento o en los instrumentos que lo
desarrollen. Son hechos generadores los siguientes:

 

1. La incorporación de suelo rural a suelo de expansión urbana o la consideración de parte del suelo rural como suburbano.

 

2. El establecimiento o modificación del régimen o la zonificación de usos del suelo.

 

3. La autorización de un mayor aprovechamiento del suelo en edificación, bien sea elevando el índice de ocupación o el índice de
construcción, o ambos a la vez.

 

En el mismo plan de ordenamiento territorial o en los instrumentos que lo desarrollen, se especificarán y delimitarán las zonas o subzonas
beneficiarias de una o varias de las acciones urbanísticas contempladas en este artículo, las cuales serán tenidas en cuenta, sea en
conjunto o cada una por separado, para determinar el efecto de la plusvalía o los derechos adicionales de construcción y desarrollo, cuando
fuere del caso.

 

PARÁGRAFO.- Para los efectos de esta Ley, los conceptos urbanísticos de cambio de uso, aprovechamiento del suelo, e índices de ocupación
y de construcción serán reglamentados por el Gobierno Nacional. Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional,
mediante Sentencia C-517 de 2007

 

ARTÍCULO  75º.- Efecto plusvalía resultado de la incorporación del suelo rural al de expansión urbana o de la clasificación de parte del suelo
rural como suburbano. Reglamentado por el Decreto 1420 de 1998. Cuando se incorpore suelo rural al de expansión urbana, el efecto
plusvalía se estimará de acuerdo con el siguiente procedimiento:

 

1. Se establecerá el precio comercial de los terrenos en cada una de las zonas o subzonas beneficiarias, con características geoeconómicas
homogéneas, antes de la acción urbanística generadora de la plusvalía. Esta determinación se hará una vez se expida el acto administrativo
que define la nueva clasificación del suelo correspondiente.

 

2. Una vez se apruebe el plan parcial o las normas específicas de las zonas o subzonas beneficiarias, mediante las cuales se asignen usos,
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intensidades y zonificación, se determinará el nuevo precio comercial de los terrenos comprendidos en las correspondientes zonas o
subzonas, como equivalente al precio por metro cuadrado de terrenos con características similares de zonificación, uso, intensidad de uso y
localización. Este precio se denominará nuevo precio de referencia.

 

3. El mayor valor generado por metro cuadrado se estimará como la diferencia entre el nuevo precio de referencia y el precio comercial
antes de la acción urbanística al tenor de lo establecido en los numerales 1 y 2 de este artículo. El efecto total de la plusvalía, para cada
predio individual, será igual al mayor valor por metro cuadrado multiplicado por el total de la superficie objeto de la participación en la
plusvalía.

 

Este mismo procedimiento se aplicará para el evento de calificación de parte del suelo rural como suburbano. Artículo declarado EXEQUIBLE
por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-517 de 2007

 

ARTÍCULO 76º.- Efecto plusvalía resultado del cambio de uso. Cuando se autorice el cambio de uso a uno más rentable, el efecto plusvalía
se estimará de acuerdo con el siguiente procedimiento:

 

1. Se establecerá el precio comercial de los terrenos en cada una de las zonas o subzonas beneficiarias, con características geoeconómicas
homogéneas, antes de la acción urbanística generadora de la plusvalía.

 

2. Se determinará el nuevo precio comercial que se utilizará en cuanto base del cálculo del efecto plusvalía en cada una de las zonas o
subzonas consideradas, como equivalente al precio por metro cuadrado de terrenos con características similares de uso y localización. Este
precio se denominará nuevo precio de referencia.

 

3. El mayor valor generado por metro cuadrado se estimará como la diferencia entre el nuevo precio de referencia y el precio comercial
antes de la acción urbanística, al tenor de lo establecido en los numerales 1 y 2 de este artículo. El efecto total de la plusvalía, para cada
predio individual, será igual al mayor valor por metro cuadrado multiplicado por el total de la superficie del predio objeto de la participación
en la plusvalía. Ver el Decreto Nacional 1420 de 1998, Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-517
de 2007

 

ARTÍCULO 77º.- Efecto plusvalía resultado del mayor aprovechamiento del suelo. Cuando se autorice un mayor aprovechamiento del suelo,
el efecto plusvalía se estimará de acuerdo con el siguiente procedimiento:

1. Se determinará el precio comercial por metro cuadrado de los inmuebles en cada una de las zonas o subzonas beneficiarias; con
características geoeconómicas homogéneas, antes de la acción urbanística generadora de la plusvalía. En lo sucesivo este precio servirá
como precio de referencia por metro cuadrado.

 

2. El número total de metros cuadrados que se estimará como objeto del efecto plusvalía será, para el caso de cada predio individual, igual
al área potencial adicional de edificación autorizada. Por potencial adicional de edificación se entenderá la cantidad de metros cuadrados de
edificación que la nueva norma permite en la respectiva localización, como la diferencia en el aprovechamiento del suelo antes y después
de la acción generadora.

 

3. El monto total del mayor valor será igual al potencial adicional de edificación de cada predio individual multiplicado por el precio de
referencia, y el efecto plusvalía por metro cuadrado será equivalente al producto de la división del monto total por el área del predio objeto
de la participación en la plusvalía. Ver el Decreto Nacional 1420 de 1998 , Ver el Decreto Nacional 1599 de 1998, Artículo declarado
EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-517 de 2007

 

ARTÍCULO 78º.- Área objeto de la participación en la plusvalía. El número total de metros cuadrados que se considerará como objeto de la
participación en la plusvalía será, para el caso de cada inmueble, igual al área total del mismo destinada al nuevo uso o mejor
aprovechamiento, descontada la superficie correspondiente a las cesiones urbanísticas obligatorias para espacio público de la ciudad, así
como el área de eventuales afectaciones sobre el inmueble en razón del plan vial u otras obras públicas, las cuales deben estar
contempladas en el plan de ordenamiento o en los instrumentos que lo desarrollen. Ver el Decreto Nacional 1599 de 1998, Ver art. 14,
parágrafo 2, Resolución Instituto Geográfico Agustín Codazzi 762 de 1998, Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional,
mediante Sentencia C-517 de 2007
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ARTÍCULO 79º.- Monto de la participación. Los concejos municipales o distritales, por iniciativa del alcalde, establecerán la tasa de
participación que se imputará a la plusvalía generada, la cual podrá oscilar entre el treinta (30%) y el cincuenta por ciento (50%) del mayor
valor por metro cuadrado. Entre distintas zonas o subzonas la tasa de participación podrá variar dentro del rango aquí establecido, tomando
en consideración sus calidades urbanísticas y las condiciones socioeconómicas de los hogares propietarios de los inmuebles.

 

PARÁGRAFO 1º.- Cuando sobre un mismo inmueble se produzcan simultáneamente dos o más hechos generadores en razón de las
decisiones administrativas detalladas en los artículos precedentes, en el cálculo del mayor valor por metro cuadrado se tendrá en cuenta los
valores acumulados, cuando a ello hubiere lugar.

 

PARÁGRAFO 2º.- En razón a que el pago de la participación en la plusvalía al municipio o distrito se hace exigible en oportunidad posterior,
de acuerdo con lo determinado por el artículo 83 de esta Ley, el monto de la participación correspondiente a cada predio se ajustará de
acuerdo con la variación de índices de precios al consumidor (IPC), a partir del momento en que quede en firme el acto de 1a liquidación de
la participación.

 

ARTÍCULO 80º.- Procedimiento de cálculo del efecto plusvalía. El Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que haga sus veces o los
peritos técnicos debidamente inscritos en las Lonjas o instituciones análogas, establecerán los precios comerciales por metro cuadrado de
los inmuebles teniendo en cuenta su situación anterior a la acción o acciones urbanísticas; y determinarán el correspondiente precio de
referencia tomando como base de cálculo los parámetros establecidos en los artículos 75, 76 y 77 de esta Ley.

 

Para el efecto, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la adopción del Plan de Ordenamiento Territorial, de su revisión, o de los
instrumentos que lo desarrollan o complementan, en el cual se concretan las acciones urbanísticas que constituyen los hechos generadores
de la participación en la plusvalía, el alcalde solicitará se proceda a estimar el mayor valor por metro cuadrado en cada una de las zonas o
subzonas consideradas.

 

Una vez recibida la solicitud proveniente del alcalde, el IGAC o la entidad correspondiente o el perito evaluador, contarán con un plazo
inmodificable de sesenta (60) días hábiles para ejecutar lo solicitado. Transcurrido este término, y sin perjuicio de las sanciones legales a
que haya lugar por la morosidad de funcionario o los funcionarios responsables, y de la responsabilidad contractual en el caso del perito
privado, la administración municipal o distrital podrá solicitar un nuevo peritazgo que determinen el mayor valor o monto de la plusvalía de
acuerdo con los procedimientos y parámetros instituidos en este mismo artículo. Ver el Decreto Nacional 1420 de 1998

 

ARTÍCULO 81º.- Liquidación del efecto de plusvalía. Con base en la determinación del efecto de plusvalía por metro cuadrado calculado para
cada una de las zonas o subzonas objeto de la participación como se indica en el artículo precedente, el alcalde municipal o distrital
liquidará, dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes, el efecto plusvalía causado en relación con cada uno de los inmuebles objeto
de la misma y aplicará las tasas correspondientes, de conformidad con lo autorizado por el concejo municipal o distrital.

 

Ver Fallo del Consejo de Estado 16532 de 2011

 

A partir de la fecha en que la administración municipal disponga de la liquidación del monto de la participación correspondiente a todos y
cada uno de los predios beneficiados con las acciones urbanísticas, contará con un plazo de treinta (30) días hábiles para expedir el acto
administrativo que la determina, y para notificarlo a los propietarios o poseedores, lo cual procederá mediante tres (3) avisos publicados en
ediciones dominicales de periódicos de amplia circulación en el municipio o distrito, así como a través de edicto fijado en la sede de la
alcaldía correspondiente. Contra estos actos de la administración procederá exclusivamente el recurso de reposición dentro de los términos
previstos para el efecto en el Código Contencioso Administrativo.

 

Para los fines de publicidad frente a terceros, una vez en firme el acto administrativo de liquidación del efecto plusvalía, se ordenará su
inscripción en el folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de los inmuebles. Para que puedan registrarse actos de transferencia del
dominio sobre los mismos, será requisito esencial el certificado de la administración en el cual se haga constar que se ha pagado la
participación en la plusvalía correspondiente. Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-517 de 2007

 

PARÁGRAFO.- A fin de posibilitar a los ciudadanos en general y a los propietarios y poseedores de inmuebles en particular disponer de un
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conocimiento más simple y transparente de las consecuencias de las acciones urbanísticas generados del efecto plusvalía, las
administraciones distritales y municipales divulgarán el efecto plusvalía por metro cuadrado para cada una de las zonas o subzonas
geoeconómicas homogéneas beneficiarias.

 

NOTA: Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-035 de 2014, bajo el entendido que antes de
efectuar la notificación por aviso y edicto, la alcaldía municipal o distrital competente deberá agotar el trámite de notificación personal o por
correo, previsto en el Estatuto Tributario.

 

ARTÍCULO 82º.- Revisión de la estimación del efecto de plusvalía. Cualquier propietario o poseedor de un inmueble objeto de la aplicación
de la participación en la plusvalía, podrá solicitar, en ejercicio del recurso de reposición, que la administración revise el efecto plusvalía
estimado por metro cuadrado definido para la correspondiente zona o subzona en la cual se encuentre su predio y podrá solicitar un nuevo
avalúo.

 

Para el estudio y decisión de los recursos de reposición que hayan solicitado la revisión de la estimación del mayor valor por metro
cuadrado, la administración contará con un plazo de un (1) mes calendario contado a partir de la fecha del último recurso de reposición
interpuesto en el cual se haya pedido dicha revisión. Los recursos de reposición que no planteen dicha revisión se decidirán en los términos
previstos en el Código Contencioso Administrativo. Ver el Decreto Nacional 1420 de 1998, Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional, mediante Sentencia C-517 de 2007

 

ARTÍCULO  83º.- Exigibilidad y cobro de la participación. Modificado por el art. 181, Decreto Nacional 019 de 2012. La participación en la
plusvalía sólo será exigible en el momento en que se presente para el propietario o poseedor del inmueble respecto del cual se haya
declarado un efecto de plusvalía, una cualquiera de las siguientes situaciones: Ver el Decreto Nacional 1052 de 1998 y el Decreto Nacional
1599 de 1998

 

1. Solicitud de licencia de urbanización o construcción, aplicable para el cobro de la participación en la plusvalía generada por cualquiera de
los hechos generadores de que trata el artículo 74 de esta Ley.

 

2. Cambio efectivo de uso del inmueble, aplicable para el cobro de la participación en la plusvalía generada por la modificación del régimen
o zonificación del suelo. Ver el Decreto Nacional 1052 de 1998

 

3. Actos que impliquen transferencia del dominio sobre el inmueble, aplicable al cobro de la participación en la plusvalía de que tratan los
numerales 1 y 3 del referido artículo 74.

 

4. Mediante la adquisición de títulos valores representativos de los derechos adicionales de construcción y desarrollo, en los términos que se
establece en el artículo 88 y siguientes de la presente Ley.

 

PARÁGRAFO 1º.- En el evento previsto en el numeral 1 el efecto plusvalía para el respectivo inmueble podrá recalcularse, aplicando el
efecto plusvalía por metro cuadrado al número total de metros cuadrados adicionales objeto de la licencia correspondiente. Ver el Decreto
Nacional 1052 de 1998

 

PARÁGRAFO 2º.- Para la expedición de las licencias o permisos, así como para el otorgamiento de los actos de transferencia del dominio, en
relación con inmuebles sujetos a la aplicación de la participación en la plusvalía, será necesario acreditar su pago. Ver el Decreto Nacional
1052 de 1998

 

PARÁGRAFO 3º.- Si por cualquier causa no se efectúa el pago de la participación en los eventos previstos en este artículo, el cobro de la
misma se hará exigible cuando ocurra cualquiera de las restantes situaciones aquí previstas. En todo caso responderán solidariamente el
poseedor y el propietario, cuando fuere el caso.

 

PARÁGRAFO 4º.- Los municipios podrán exonerar del cobro de la participación en plusvalía a los inmuebles destinados a vivienda de interés
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social, de conformidad con el procedimiento que para el efecto establezca el Gobierno Nacional. Ver el Decreto Nacional 1052 de
1998, Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-517 de 2007

 

ARTÍCULO 84º.- Formas de pago de la participación. La participación en la plusvalía podrá pagarse mediante una cualquiera de las
siguientes formas:

 

1. En dinero efectivo.

 

2. Transfiriendo a la entidad territorial o a una de sus entidades descentralizadas, una porción del predio objeto de la misma, del valor
equivalente a su monto. Esta forma sólo será procedente si el propietario o poseedor llega a un acuerdo con la administración sobre la parte
del predio que será objeto de la transferencia, para lo cual la administración tendrá en cuenta el avalúo que hará practicar por expertos
contratados para tal efecto.

 

Las áreas transferidas se destinarán a fines urbanísticos, directamente o mediante la realización de programas o proyectos en asociación
con el mismo propietario o con otros.

 

3. El pago mediante la transferencia de una porción del terreno podrá canjearse por terrenos localizados en otras zonas de área urbana,
haciendo los cálculos de equivalencia de valores correspondientes.

 

4. Reconociendo formalmente a la entidad territorial o a una de sus entidades descentralizadas un valor accionario o un interés social
equivalente a la participación, a fin de que la entidad pública adelante conjuntamente con el propietario o poseedor un programa o proyecto
de construcción o urbanización determinado sobre el predio respectivo.

 

5. Mediante la ejecución de obras de infraestructura vial, de servicios públicos, domiciliarios, áreas de recreación y equipamientos sociales,
para la adecuación de asentamientos urbanos en áreas de desarrollo incompleto o inadecuado, cuya inversión sea equivalente al monto de
la plusvalía, previo acuerdo con la administración municipal o distrital acerca de los términos de ejecución y equivalencia de las obras
proyectadas.

 

6. Mediante la adquisición anticipada de títulos valores representativos de la participación en la plusvalía liquidada, en los términos
previstos en el artículo 88 y siguientes.

 

En los eventos de que tratan los numerales 2 y 4 se reconocerá al propietario o poseedor un descuento del cinco por ciento (5%) del monto
liquidado. En los casos previstos en el numeral 6 se aplicará un descuento del diez por ciento (10%) del mismo.

 

PARÁGRAFO.- Las modalidades de pago de que trata este artículo podrán ser utilizadas alternativamente o en forma combinada. Ver el
Decreto Nacional 1420 de 1998

 

ARTÍCULO  85º.- Destinación de los recursos provenientes de la participación. El producto de la participación en la plusvalía a favor de los
municipios y distritos se destinará a los siguientes fines:

 

1. Compra de predios o inmuebles para desarrollar planes o proyectos de vivienda de interés social.

 

2. Construcción o mejoramiento de infraestructuras viales, de servicios públicos domiciliarios, áreas de recreación y equipamientos sociales
para la adecuación de asentamientos urbanos en condiciones de desarrollo incompleto o inadecuado.

 

3. Ejecución de proyectos y obras de recreación, parques y zonas verdes y expansión y recuperación de los centros y equipamientos que
conforman la red del espacio público urbano.
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4. Financiamiento de infraestructura vial y de sistemas de transporte masivo de interés general.

 

5. Actuaciones urbanísticas en macroproyectos, programas de renovación urbana u otros proyectos que se desarrollen a través de unidades
de actuación urbanística.

 

6. Pago de precio o indemnizaciones por acciones de adquisición voluntaria o expropiación de inmuebles, para programas de renovación
urbana.

 

7. Fomento de la creación cultural y al mantenimiento del patrimonio cultural del municipio o distrito, mediante la mejora, adecuación o
restauración de bienes inmuebles catalogados como patrimonio cultural, especialmente en las zonas de las ciudades declaradas como de
desarrollo incompleto o inadecuado.

 

PARÁGRAFO.- El plan de ordenamiento o los instrumentos que lo desarrollen, definirán las prioridades de inversión de los recursos
recaudados provenientes de la participación en las plusvalías. Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional,
mediante Sentencia C-495 de 1998

 

ARTÍCULO 86º.- Independencia respecto de otros gravámenes. La participación en plusvalía es independiente de otros gravámenes que se
impongan a la propiedad inmueble y específicamente de la contribución de valorización que llegue a causarse por la realización de obras
públicas, salvo cuando la administración opte por determinar el mayor valor adquirido por los predios conforme a lo dispuesto en el artículo
87 de esta Ley, caso en el cual no podrá cobrarse contribución de valorización por las mismas obras.

 

PARÁGRAFO.- En todo caso, en la liquidación del efecto plusvalía en razón de los hechos generadores previstos en el artículo 74 de la
presente Ley, no se podrán tener en cuenta los mayores valores producidos por los mismos hechos, si en su momento éstos fueron tenidos
en cuenta para la liquidación del monto de la contribución de valorización, cuando fuere del caso. Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional, mediante Sentencia C-517 de 2007

 

ARTÍCULO 87º.- Participación en plusvalía por ejecución de obras públicas. Cuando se ejecuten obras públicas previstas en el plan de
ordenamiento territorial o en los planes parciales o en los instrumentos que los desarrollen, y no se haya utilizado para su financiación la
contribución de valorización, las correspondientes autoridades distritales, municipales o metropolitanas ejecutoras, podrán determinar el
mayor valor adquirido por los predios en razón de tales obras, y liquidar la participación que corresponde al respectivo municipio, distrito o
área metropolitana, conforme a las siguientes reglas:

 

1. El efecto de plusvalía se calculará antes, durante o después de concluidas las obras, sin que constituya límite el costo estimado o real de
la ejecución de las obras. Para este efecto, la administración, mediante acto que no podrá producirse después de seis (6) meses de
concluidas las obras, determinará el valor promedio de la plusvalía estimada que se produjo por metro cuadrado y definirá las exclusiones a
que haya lugar, de conformidad con lo previsto en la presente Ley.

 

2. En todo cuanto sea pertinente, se aplicarán las disposiciones de liquidación, revisión y valor de la participación de qué trata la presente
Ley.

 

3. La participación en la plusvalía será exigible en los mismos eventos previstos en el artículo 83 de la presente Ley.

 

4. Se aplicarán las formas de pago reguladas en el artículo 84 de la presente Ley. Ver el Decreto Nacional 1420 de 1998 , Ver el Decreto
Nacional 1599 de 1998.

 

PARÁGRAFO.- Además de los municipios y distritos, las áreas metropolitanas podrán participar en la plusvalía que generen las obras
públicas que ejecuten, de acuerdo con lo que al respecto definan los planes integrales de desarrollo metropolitano, aplicándose, en lo
pertinente lo señalado en este capítulo sobre tasas de participación, liquidación y cobro de la participación. Ver el Decreto Nacional 1420 de
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1998

 

ARTÍCULO 88º.- Derechos adicionales de construcción y desarrollo. Las administraciones municipales y distritales, previa autorización del
concejo municipal o distrital, a iniciativa del alcalde, podrán emitir y colocar en el mercado títulos valores equivalentes a los derechos
adicionales de construcción y desarrollo permitidos para determinadas zonas o subzonas con características geoeconómicas homogéneas,
que hayan sido beneficiarias de las acciones urbanísticas previstas en el artículo 74 de esta Ley, como un instrumento alternativo para
hacer efectiva la correspondiente participación municipal o distrital en la plusvalía generada.

 

La unidad de medida de los derechos adicionales es un metro cuadrado de construcción o de destinación a un nuevo uso, de acuerdo con el
hecho generador correspondiente. Ver el Decreto Nacional 1599 de 1998

 

ARTÍCULO 89º.- Títulos de derechos adicionales de construcción y desarrollo. Los títulos de que trata el artículo anterior, representativos de
derechos adicionales de construcción y desarrollo, serán transables en el mercado de valores, para lo cual se sujetarán a las normas
previstas para los títulos valores, y su emisión y circulación estarán sometidas a la vigilancia de la Superintendencia de Valores.

 

A efectos de darles conveniente utilización para la cancelación de derechos adicionales de construcción y desarrollo en cualquier zona o
subzona sujeta a la obligación, los títulos serán representativos en el momento de la emisión de una cantidad de derechos adicionales,
expresada en metros cuadrados, y se establecerá una tabla de equivalencias entre cada metro cuadrado representativo del título y la
cantidad a la cual equivale en las distintas zonas o subzonas. Dicha tabla de equivalencias deberá estar claramente incorporada en el
contenido del título junto con las demás condiciones y obligaciones que le son propias. A la unidad de equivalencia se le denominará
Derecho Adicional Básico. Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-517 de 2007

 

ARTÍCULO 90º.- Exigibilidad y pago de los derechos adicionales. Los derechos adicionales de construcción y desarrollo, en la cantidad
requerida por cada predio o inmueble, se harán exigibles en el momento del cambio efectivo o uso de la solicitud de licencia de
urbanización o construcción. En el curso del primer año, los derechos adicionales se pagarán a su precio nominal inicial; a partir del inicio
del segundo año, su precio nominal se reajustará de acuerdo con la variación acumulada del índice de precios al consumidor. Si por
cualquier razón no se cancela el valor de los derechos adicionales en el momento de hacerse exigibles, se causarán a cargo del propietario
o poseedor intereses de mora sobre dicho valor a la tasa bancaria vigente, sin perjuicio de su cobro por la jurisdicción coactiva. Artículo
declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-517 de 2007

 

CAPÍTULO X

 

Vivienda de interés social

 

ARTÍCULO  91.- Concepto de vivienda de interés social. El artículo 44 de la Ley 9 de 1989, quedará así:

 

"Se entiende por viviendas de interés social aquellas que se desarrollen para garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de menores
ingresos. En cada Plan Nacional de Desarrollo el Gobierno Nacional establecerá el tipo y precio máximo de las soluciones destinadas a estos
hogares teniendo en cuenta, entre otros aspectos, las características del déficit habitacional, las posibilidades de acceso al crédito de los
hogares, las condiciones de la oferta, el monto de recursos de crédito disponibles por parte del sector financiero y la suma de fondos del
Estado destinados a los programas de vivienda.

 

En todo caso, los recursos en dinero o en especie que destinen el Gobierno Nacional, en desarrollo de obligaciones legales, para promover la
vivienda de interés social se dirigirá prioritariamente a atender la población más pobre del país, de acuerdo con los indicadores de
necesidades básicas, insatisfechas y los resultados de los estudios de ingresos y gastos."

 

PARÁGRAFO 1º.- Las disposiciones expedidas por el Gobierno Nacional en ejercicio de la potestad reglamentaria del presente artículo que
hagan referencia a ciudades con más de quinientos mil (500.000) habitantes, serán aplicables a los municipios aledaños dentro de su área
de influencia y hasta una distancia no mayor de cincuenta (50) kilómetros de los límites del perímetro urbano de la respectiva ciudad, que
evidencie impactos directos en la demanda de suelo e inmuebles urbanos, derivados de un elevado grado de accesibilidad e interrelaciones
económicas y sociales, lo mismo que a los demás municipios que integren el área metropolitana, cuando fuere del caso. Ver el Decreto
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Nacional 2420 de 2001.

 

PARÁGRAFO 2º.- El precio de este tipo de viviendas corresponderá al valor de las mismas en la fecha de su adquisición o adjudicación.

 

Ver el art. 83, Ley 1151 de 2007, Ver el art. 117, Ley 1450 de 2011

 

ARTÍCULO  92º.- Planes de ordenamiento y programas de vivienda de interés social. Los municipios y distritos determinarán sus necesidades
en materia de vivienda de interés social, tanto nueva como objeto de mejoramiento integral, y de acuerdo con las mismas definirán los
objetivos de mediano plazo, las estrategias e instrumentos para la ejecución de programas tendientes a la solución del déficit
correspondiente.

 

En todo caso al incorporar suelo de expansión urbana, los planes de ordenamiento y los instrumentos que los desarrollen determinarán
porcentajes del nuevo suelo que deberán destinarse al desarrollo de programas de vivienda de interés social. Igual previsión habrán de
contener los planes parciales para programas de renovación urbana, lo anterior, sin perjuicio de que este tipo de programas se localicen en
otras zonas de la ciudad, de acuerdo con las normas generales sobre usos del suelo. Reglamentado por el Decreto Nacional 879 de 1998

 

Los planes parciales correspondientes determinarán la forma de definir las localizaciones de los terrenos tendientes al cumplimiento de los
porcentajes expresados, así como los mecanismos para la compensación de las cargas urbanísticas correspondientes, cuando a ello hubiere
lugar.

 

En todo caso las zonas o áreas destinadas para este tipo de viviendas deberán desarrollarse de conformidad con este uso, por sus
propietarios o por las entidades públicas competentes en los casos en los que se hubiere determinado la utilidad pública
correspondiente. Ver la Resolución del Ministerio de Desarrollo 70 de 2002

 

ARTÍCULO 93º.- Prestación de servicios públicos domiciliarios. Para los efectos de esta Ley y de la Ley 142 de 1994, consideránse (sic)
"municipios menores" los clasificados en las categorías 5 y 6 de la Ley 136 de 1994. Como áreas o zonas urbanas específicas se entenderán
los núcleos poblacionales localizados en suelo urbano que se encuentren clasificados en los estratos 1 y 2 de la metodología de
estratificación socioeconómica vigente.

 

ARTÍCULO 94º.- Modificación de los procedimientos de prescripción ordinaria y extraordinaria del dominio. Derogado por el literal c), art.
626, Ley 1564 de 2012.Se introducen las siguientes modificaciones a los procedimientos de prescripción ordinaria y extraordinaria de
dominio, regulados por la Ley 9 de 1989 y el Código de Procedimiento Civil:

 

1. Los procesos de pertenencia de soluciones de vivienda de interés social, que se ajusten a lo previsto en el artículo 51 de la Ley 9 de
1989, se tramitarán y decidirán en proceso abreviado, de conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Civil, en la Ley 9 de
1989 y en las disposiciones adicionales contenidas en la presente Ley.

 

2. Corresponde a los municipios y distritos, directamente o a través de los fondos municipales de vivienda de interés social y reforma
urbana, prestar la asistencia técnica y la asesoría jurídica para adelantar los procesos de pertenencia en las urbanizaciones que hayan sido
objeto de la toma de posesión o liquidación previstos en la Ley 66 de 1968, y respecto de las viviendas calificadas como de interés social
que cumplan lo establecido en el artículo 51 de la Ley 9 de 1989.

 

3. El juez que tenga a su cargo los procesos de prescripción ordinaria o extraordinaria de dominio, solicitará el avalúo de los inmuebles
objeto del proceso para la definición del carácter de interés social, el cual debe ser rendido en un término no superior a 15 días hábiles.

 

4. El juez de conocimiento podrá abstenerse de la práctica de la inspección judicial a que se refiere el numeral 10 del artículo 407 del
Código de Procedimiento Civil, y en su lugar dar aplicación a lo dispuesto por el inciso final del artículo 244 del mismo Código.
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ARTÍCULO 95º.- Transferencia de inmuebles. Todas las asignaciones de subsidio familiar de vivienda en terrenos y las cesiones de que trata
el artículo 58 de la Ley 9 de 1989, que realicen las entidades públicas se efectuarán mediante resolución administrativa, la cual constituirá
título de dominio y una vez inscrita en la Oficina de Instrumentos Públicos será plena prueba de la propiedad. En todo caso, los inmuebles
cuya propiedad se adquiera conforme a lo dispuesto por el artículo 58 de la Ley 9 de 1989, tendrán las mismas limitaciones establecidas en
la Ley 3 de 1991 para las viviendas adquiridas o mejoradas con el subsidio familiar de vivienda. Reglamentado por el Decreto Nacional 540
de 1998; Ver el Decreto Nacional 1420 de 1998 , Ver la Ley 708 de 2001

 

ARTÍCULO 96º.- Otorgantes del subsidio. Son otorgantes del Subsidio Familiar de Vivienda, además de las entidades definidas en la Ley 3 de
1991 y sus decretos reglamentarios, las instituciones públicas constituidas en las entidades territoriales y sus institutos descentralizados
establecidos conforme a la ley, cuyo objetivo sea el apoyo a la vivienda de interés social en todas sus formas, tanto para las zonas rurales
como urbanas. Ver la Resolución del Ministerio de Desarrollo 70 de 2002

 

ARTÍCULO 97º.- Limitación al subsidio familiar de vivienda en especie. En ningún caso el Inurbe podrá asignar subsidio familiar de vivienda
en especie mediante la entrega de terrenos que hayan sido ocupados con posterioridad a la expedición de la Ley 3 de 1991.

 

ARTÍCULO 98º.- Expropiación por motivos de equidad. Se adiciona el artículo 53 de la Ley 9 de 1989 con el siguiente parágrafo:

 

PARÁGRAFO.- Para los efectos de que trata este artículo se presumirá el aprovechamiento de la necesidad de vivienda de los ocupantes, en
los casos de inmuebles clasificados en los estratos 1 y 2 de la metodología de estratificación socioeconómica vigente. El alcalde municipal o
distrital iniciará directamente el proceso de expropiación por vía administrativa, aplicándose el procedimiento previsto en los artículos 69 y
siguientes de la presente Ley, siendo entendido que no habrá lugar a indemnización alguna. Texto subrayado declarado INEXEQUIBLE por la
Corte Constitucional, mediante Sentencia C-158 de 2002 

 

Declarado Exequible Sentencia Corte Constitucional 158 de 2002

 

CAPÍTULO XI

 

Licencias y sanciones urbanísticas

 

ARTÍCULO  99º.- Licencias. Reglamentado parcialmente por el Decreto Nacional 2181 de 2006. Se introducen las siguientes modificaciones y
adiciones a las normas contenidas en la Ley 9 de 1989 y en el Decreto-Ley 2150 de 1995 en materia de licencias urbanísticas: Ver el
Decreto Nacional 1052 de 1998

 

 1. Modificado por el art. 182, Decreto Nacional 019 de 2012. Para adelantar obras de construcción, ampliación, modificación y demolición
de edificaciones, de urbanización y parcelación en terrenos urbanos, de expansión urbana y rurales, se requiere licencia expedida por los
municipios, los distritos especiales, el Distrito Capital, el departamento especial de San Andrés y Providencia o los curadores urbanos, según
sea del caso.

 

Igualmente se requerirá licencia para el loteo o subdivisión de predios para urbanizaciones o parcelaciones en toda clase de suelo, así como
para la ocupación del espacio público con cualquier clase de amoblamiento (sic). Ver el Decreto Nacional 1052 de 1998

 

2. Dichas licencias se otorgarán con sujeción al Plan de Ordenamiento Territorial, planes parciales y a las normas urbanísticas que los
desarrollan y complementan y de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 99 de 1993 y en su reglamento, no se requerirá licencia o plan de
manejo ambiental, cuando el plan haya sido expedido de conformidad con lo dispuesto en esta Ley. Ver el Decreto Nacional 1052 de 1998

 

3. Las entidades competentes y los curadores urbanos, según sea del caso, tendrán un término de cuarenta y cinco (45) días hábiles para
pronunciarse sobre las solicitudes de licencia, contados desde la fecha de la solicitud. Vencidos los plazos sin que las autoridades se
hubieren pronunciado, las solicitudes de licencia se entenderán aprobadas en los términos solicitados, quedando obligados el curador y los
funcionarios responsables a expedir oportunamente las constancias y certificaciones que se requieran para evidenciar la aprobación del
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proyecto presentado mediante la aplicación del silencio administrativo positivo. El plazo podrá prorrogarse hasta en la mitad del mismo,
mediante resolución motivada, por una sola vez, cuando el tamaño o la complejidad del proyecto lo ameriten

 

4. La invocación del silencio administrativo positivo se someterá al procedimiento previsto en el Código Contencioso Administrativo.

 

5. El urbanizador, el constructor, los arquitectos que firman los planos urbanísticos y arquitectónicos y los ingenieros que suscriban los
planos técnicos y memorias son responsables de cualquier contravención y violación a las normas urbanísticas, sin perjuicio de la
responsabilidad administrativa que se deriven para los funcionarios y curadores urbanos que expidan las licencias sin concordancia o en
contravención o violación de las normas correspondientes.

 

6. Al acto administrativo que otorga la respectiva licencia le son aplicables en su totalidad las disposiciones sobre revocatoria directa
establecidas en el Código Contencioso Administrativo.

 

 7. Modificado por el art. 182, Decreto Nacional 019 de 2012. El reglamento establecerá los documentos que deben acompañar las
solicitudes de licencia y la vigencia de las licencias teniendo en cuenta el tipo de actuación y la clasificación del suelo donde se ubique el
inmueble.

 

PARÁGRAFO.-Adicionado por el art. 108, Ley 812 de 2003.

 

Ver el Decreto Nacional 1052 de 1998, Ver el art. 11, Decreto Nacional 4821 de 2010, Ver el Decreto Nacional 4580 de 2010

 

ARTÍCULO  100º.- Principios del régimen normativo. La adopción de las normas urbanísticas generales y complementarias que sustentarán
la expedición de las licencias de que trata el artículo anterior, se deberá fundamentar en los principios de concordancia, neutralidad,
simplicidad y transparencia que se señalan a continuación:

 

1. Por concordancia se entiende que las normas urbanísticas que se expidan para una determinada área o zona del municipio, deben estar
en armonía con las determinaciones del plan de ordenamiento territorial, de acuerdo con los niveles de prevalencia señalados en la
presente Ley.

 

2. Por neutralidad se entiende que cada propietario tendrá el derecho a tener el mismo tratamiento normativo que cualquier otro, si las
características urbanísticas de una misma zona o área de la ciudad o municipio son iguales.

 

3. Por simplicidad se entiende que las normas urbanísticas se elaborarán de tal forma que se facilite su comprensión, aplicación y control.

 

4. Por transparencia se entiende que el régimen normativo debe ser explícito y completamente público para todas las partes involucradas
en la actuación urbanística y para los usuarios. Ver el Acuerdo Distrital 20 de 1997

 

ARTÍCULO  101º.- Modificado por el art. 9 de la Ley 810 de 2003. Curadores urbanos. El curador urbano es un particular encargado de
estudiar, tramitar y expedir licencias de urbanismo o de construcción, a petición del interesado en adelantar proyectos de urbanización o de
edificación, en las zonas o áreas de la ciudad que la administración municipal le haya determinado como de su jurisdicción. La curaduría
urbana implica el ejercicio de una función pública para verificación del cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación vigentes en
el distrito o municipio, a través del otorgamiento de licencias de urbanización y construcción.

 

El ejercicio de la curaduría urbana deberá sujetarse entre otras a las siguientes disposiciones:

 

1. El alcalde municipal o distrital designará a los curadores urbanos, previo concurso de méritos, teniendo en cuenta a quienes figuren en
los tres primeros lugares de la lista de elegibles. Para ser designado curador deben cumplirse los siguientes requisitos:
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a) Poseer título profesional de arquitecto, ingeniero o postgraduado de urbanismo o planificación regional o urbana;

 

b) Acreditar una experiencia laboral mínima de diez (10) años en el ejercicio de actividades relacionadas con el desarrollo o la planificación
urbana;

 

c) Acreditar la colaboración del grupo interdisciplinario especializado que apoyará la labor del curador urbano.

 

Ver Decreto Nacional 1347 de 2001

 

2. Los distritos y los municipios con población superior a cien mil (100.000) habitantes, establecerán el número de curadores en su
jurisdicción, teniendo en cuenta la actividad edificadora, el volumen de las solicitudes de licencias urbanísticas y las necesidades del
servicio. En el evento de designar un curador único, la entidad encargada de expedir licencias de urbanismo y construcción, también
continuará prestando el servicio, cobrando las mismas expensas que se establezcan para el curador.

 

En todo caso, cuando el municipio o distrito opte exclusivamente por los curadores urbanos, garantizará que éste servicio sea prestado, al
menos por dos de ellos.

 

3. Los municipios con población inferior a cien mil (100.000) habitantes, podrán designar curadores urbanos acogiéndose a la presente Ley

 

4. El Gobierno Nacional reglamentará todo lo relacionado con las expensas a cargo de los particulares que realicen trámites ante las
curadurías urbanas, al igual que lo relacionado con la remuneración de quienes ejercen esta función, teniéndose en cuenta, entre otros, la
cuantía y naturaleza de las obras que requieren licencia y las actuaciones que sean necesarias para expedirlas.

 

5. Los curadores urbanos serán designados para períodos individuales de cinco (5) años y podrán ser designados nuevamente para el
mismo cargo. El gobierno reglamentará dentro de un término no mayor a treinta (30) días después de la entrada en vigencia de esta Ley, el
régimen de inhabilidades e incompatibilidades aplicables a los curadores urbanos. En todo caso, mientras se expide dicha reglamentación,
continuarán vigentes las normas del Decreto-Ley 2150 y su reglamento.

 

6. A partir de la entrada en vigencia de esta Ley, el Ministerio de Desarrollo Económico continuará cumpliendo con las funciones de
coordinación y seguimiento de los curadores urbanos, con el objetivo de orientar y apoyar su adecuada implantación al interior de las
administraciones locales.

 

7. El alcalde municipal o distrital, indelegablemente, será la instancia encargada de vigilar y controlar el cumplimiento de las normas
urbanísticas, por parte de los curadores urbanos.

 

8. A los curadores urbanos se les aplicarán, en lo pertinente, las normas establecidas en el estatuto de notariado y registro para los casos
de vacancia en el cargo, vacaciones y suspensiones temporales y licencias.

 

9. El reglamento señalará los impedimentos para el ejercicio del cargo, que sean aplicables a los curadores y a los integrantes del grupo
interdisciplinario de apoyo.

 

10. Los curadores urbanos harán parte de los consejos consultivos de ordenamiento en los municipios y distritos donde existen.

 

Ver el Decreto Nacional 1052 de 1998
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ARTÍCULO 102º.- Interpretación de las normas. En el ejercicio de sus funciones, los curadores urbanos verificarán la concordancia de los
proyectos de parcelación, urbanización, construcción y demás sometidos al trámite de licencias con las normas urbanísticas vigentes. En los
casos de ausencias de normas exactamente aplicables a una situación o de contradicciones en la normativa urbanística, la facultad de
interpretación corresponderá a las autoridades de planeación, las cuales emitirán sus conceptos mediante circulares que tendrán el carácter
de doctrina para la interpretación de casos similares.

 

ARTÍCULO 103º.- Infracciones urbanísticas. Modificado por el art. 1 de la Ley 810 de 2003 Toda actuación de parcelación, urbanización,
construcción, reforma o demolición que contravenga los planes de ordenamiento territorial o sus normas urbanísticas, dará lugar a la
imposición de sanciones urbanísticas a los responsables, incluyendo la demolición de las obras, según sea el caso, sin perjuicio de las
eventuales responsabilidades civiles y penales de los infractores. Para efectos de la aplicación de las sanciones estas infracciones se
considerarán graves o leves, según se afecte el interés tutelado por dichas normas.

 

Se considera igualmente infracción urbanística, la localización de establecimientos comerciales, industriales y de servicios en contravención
a las normas de usos del suelo, lo mismo que la ocupación temporal o permanente del espacio público con cualquier tipo de amoblamiento
(sic) o instalaciones, sin la respectiva licencia.

 

En todos los casos de actuaciones que se efectúen sin licencia o sin ajustarse a la misma, el alcalde, de oficio o a petición de parte,
dispondrá la medida policiva de suspensión inmediata de dichas actuaciones, de conformidad con el procedimiento a que se refiere el
artículo 108 de la presente Ley. En el caso del Distrito Capital esta función corresponde a los alcaldes menores, de conformidad con lo
dispuesto en el Estatuto Orgánico del Distrito Capital. Ver el art. 84, Decreto Nacional 1052 de 1998

 

ARTÍCULO  104º.- Sanciones urbanísticas. Modificado por el art. 2 de la Ley 810 de 2003. . Adicionado parcialmente (Numeral 6) por el
Artículo 11 Ley 1796 de 2016. El artículo 66 de la Ley 9 de 1989, quedará así:

 

Ver Fallo Consejo de Estado 5586 de 1999

 

"Las infracciones urbanísticas darán lugar a la aplicación de las sanciones que a continuación se determinan, por parte de los alcaldes
municipales y distritales y el gobernador del departamento especial de San Andrés y Providencia, quienes las graduarán de acuerdo con la
gravedad de la infracción y la reiteración o reincidencia en la falta, si tales conductas se presentaren:

 

1. Multas sucesivas que oscilarán entre cien (100) y quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales, para quienes parcelen, urbanicen
o construyan en terrenos no urbanizables o parcelables, además de la orden policiva de demolición de la obra y la suspensión de servicios
públicos domiciliarios, de conformidad con lo señalado por la Ley 142 de 1994. Ver el Decreto Nacional 1052 de 1998, Ver el Concepto del
Consejo de Estado 1089 de 1998.

 

En la misma sanción incurrirán quienes parcelen, urbanicen o construyan en terrenos afectados al plan vial, de infraestructura de servicios
públicos domiciliarios o destinados a equipamientos públicos. Si la construcción, urbanización o parcelación se desarrollan en terrenos de
protección ambiental, o localizados en zonas calificadas como de riesgo, tales como humedales, rondas de cuerpos de agua o de riesgo
geológico, la cuantía de las multas se incrementará hasta en un ciento por ciento (100%) sobre las sumas aquí señaladas, sin perjuicio de
las responsabilidades y sanciones legales a que haya lugar. Ver el Decreto Nacional 1052 de 1998

 

2. Multas sucesivas que oscilarán entre setenta (70) y cuatrocientos (400) salarios mínimos legales mensuales, para quienes parcelen,
urbanicen o construyan en terrenos aptos para estas actuaciones, sin licencia, además de la orden policiva de suspensión y sellamiento de
la obra y la suspensión de servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo señalado por la Ley 142 de 1994.

 

En la misma sanción incurrirán quienes demuelan inmuebles declarados de conservación arquitectónica o realicen intervenciones sobre los
mismos sin la licencia respectiva, o incumplan las obligaciones de adecuada conservación, sin perjuicio de la obligación de reconstrucción
que más adelante se señala, así como quienes usen o destinen inmuebles en contravención a las normas sobre usos del suelo.

 

3. Multas sucesivas que oscilarán entre cincuenta (50) y trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales, para quienes parcelen,
urbanicen o construyan en terrenos aptos para estas actuaciones, en contravención a lo preceptuado en la licencia, o cuando ésta haya
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caducado, además de la orden policiva de suspensión y sellamiento de la obra y la suspensión de servicios públicos domiciliarios, de
conformidad con lo señalado por la Ley 142 de 1994.

 

En la misma sanción incurrirán quienes destinen un inmueble a un uso diferente al señalado en la licencia, o contraviniendo las normas
urbanísticas sobre usos específicos.

 

4. Multas sucesivas entre treinta (30) y doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales, para quienes ocupen en forma permanente los
parques públicos, zonas verdes y demás bienes de uso público, o los encierren sin la debida autorización de las autoridades municipales o
distritales, además de la demolición del crecimiento y la suspensión de servicios públicos, de conformidad con lo señalado por la Ley 142 de
1994. Está autorización podrá darse únicamente para los parques y zonas verdes por razones de seguridad, siempre y cuando la
transparencia del cerramiento sea de un 90% como mínimo, de suerte que se garantice a la ciudadanía el disfrute visual del parque o zona
verde.

 

En la misma sanción incurrirán quienes realicen intervenciones en áreas que formen parte del espacio público, sin la debida licencia o
contraviniéndola, sin perjuicio de la obligación de restitución de elementos que más adelante se señala.

 

5. La demolición total o parcial de las obras desarrolladas sin licencia o de la parte de las mismas no autorizada o ejecutada en
contravención a la licencia.

 

PARÁGRAFO 1º.- Si dentro de los plazos señalados al efecto los infractores no se adecuan a las normas, ya sea demoliendo las obras
realizadas en terrenos no urbanizables o parcelables, solicitando la licencia correspondiente cuando a ello hubiere lugar o ajustando las
obras a la licencia se procederá por la autoridad competente a la imposición de nuevas multas sucesivas, en la cuantía que corresponda
teniendo en cuenta la reincidencia o reiteración de la conducta infractora, sin perjuicio de la orden de demolición, cuando a ello hubiere
lugar y la ratificación de la suspensión de los servicios públicos domiciliarios.

 

PARÁGRAFO 2º.- El producto de estas multas ingresará al tesoro municipal, distrital o del departamento especial de San Andrés y
Providencia, y se destinará a la financiación de programas de reubicación de los habitantes en zonas de alto riesgo, si los hubiere. Texto
subrayado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-495 de 1998.

 

ARTÍCULO 105º.- Adecuación a las normas. Modificado por el art. 3 de la Ley 810 de 2003. En los casos previstos en el numeral 2 del artículo
precedente, en el mismo acto que impone la sanción se ordenará la medida policiva de suspensión y el sellamiento de las obras. El infractor
dispondrá de sesenta (60) días para adecuarse a las normas tramitando la licencia correspondiente. Si vencido este plazo no se hubiere
tramitado la licencia, se procederá a ordenar la demolición de las obras ejecutadas a costa del interesado y a la imposición de las multas
sucesivas, aplicándose en lo pertinente lo previsto en el parágrafo l del artículo anterior. Ver el Decreto Nacional 1052 de 1998

 

En los casos previstos en el numeral 3 del artículo 104 de la presente Ley, en el mismo acto que impone la sanción se ordenará la
suspensión de los servicios públicos domiciliarios y la medida policiva de suspensión y el sellamiento de las obras. El infractor dispondrá de
sesenta (60) días para adecuar las obras a la licencia correspondiente o para tramitar su renovación, según sea del caso. Si vencido este
plazo no se hubiere tramitado la licencia o adecuado las obras a la misma, se procederá a ordenar la demolición de las obras ejecutadas
según la licencia caducada o en contravención a la misma, y a la imposición de las multas sucesivas, aplicándose en lo pertinente lo
previsto en el parágrafo l del artículo anterior.

 

ARTÍCULO  106º.- Obligación de reconstrucción de inmuebles de conservación. Sin perjuicio de las demás sanciones establecidas en las
normas, cuando la actividad ejecutada sin licencia consistiera en la demolición de una construcción o edificio de valor cultural, histórico o
arquitectónico, se procederá de manera inmediata a la paralización de dicha actividad, y se ordenará la reconstrucción de lo indebidamente
demolido, según su diseño original, la cual deberá someterse a las normas de conservación y restauración que le sean aplicables. Ver el
Decreto Nacional 1052 de 1998

 

Si transcurrido el término determinado para la iniciación de las obras de reconstrucción, éstas no se hubieren iniciado, las obras se
acometerán por el municipio, a costa del interesado, para lo cual se aplicará lo dispuesto en el artículo 69 de la Ley 9 de 1989. Ver el
Decreto Nacional 1052 de 1998

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4172#0
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Las anteriores disposiciones se aplicarán igualmente a los propietarios y poseedores de inmuebles de conservación cultural, histórica y
arquitectónica, que incumplan con las obligaciones de adecuado mantenimiento de los inmuebles, en razón de lo cual el inmueble amenace
ruina.

 

En los eventos de que trata este artículo no podrá otorgarse licencia para la edificación de obras diferentes a las de reconstrucción del
inmueble. Ver el Decreto Nacional 1052 de 1998

 

ARTÍCULO 107º.- Restitución de elementos del espacio público. Modificado por el art. 4 de la Ley 810 de 2003. Los elementos constitutivos
del espacio público en inmuebles y áreas de conservación, que fuesen destruidos o alterados, deberán restituirse en un término de dos
meses contados a partir de la providencia que imponga la sanción.

 

El incumplimiento de esta obligación dará lugar a la imposición de multas sucesivas por cada mes de retardo, en las cuantías señaladas en
el numeral 4 del artículo 104 de la presente Ley y la suspensión de los servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo señalado en la
Ley 142 de 1994. Ver el art. 88, Decreto Nacional 1052 de 1998

 

ARTÍCULO 108º.- Procedimiento de imposición de sanciones. Para la imposición de las sanciones previstas en este Capítulo las autoridades
competentes observarán los procedimientos previstos en el Código Contencioso Administrativo, en cuanto sean compatibles a lo establecido
en la presente Ley.

 

PARÁGRAFO.- La restitución de los servicios públicos domiciliarios procederá cuando se paguen las multas de que trata esta Ley y cese la
conducta infractora.

 

ARTÍCULO 109º.- Vigilancia y control de las actividades de construcción y enajenación de viviendas. Dentro de los seis (6) meses siguientes
a la expedición de la presente Ley y en desarrollo de lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 313 de la Constitución Política, el concejo
municipal o distrital definirá la instancia de la administración municipal encargada de ejercer la vigilancia y control de las actividades de
construcción y enajenación de inmuebles destinados a vivienda.

 

CAPÍTULO XII

 

Participación de la Nación en el desarrollo urbano

 

ARTÍCULO 110º.- Política Urbana y Plan de Desarrollo de la Nación. Como parte del Plan de Desarrollo, el Gobierno Nacional formulará la
Política Nacional Urbana, tendiente a garantizar el desarrollo equilibrado y eficiente de los centros urbanos, la cual incluirá directrices,
orientaciones, objetivos y estrategias, así como los parámetros para la determinación de los planes tendientes a su cumplimiento, lo mismo
que las fuentes de financiación del componente nacional.

 

Para tales efectos, el Ministerio de Desarrollo Económico formulará la Política Nacional Urbana y los planes tendientes a su ejecución, en
armonía con los intereses regionales y locales.

 

PARÁGRAFO.- En todo caso los planes correspondientes, en especial su componente financiero, deberá estar acorde con los contenidos del
Plan de Inversiones del Plan Nacional de Desarrollo.

 

ARTÍCULO 111º.- Programas y proyectos. Dentro de los planes para la ejecución de la Política Nacional Urbana, el Gobierno Nacional incluirá
los parámetros y directrices para determinación de los programas y proyectos objeto de su apoyo, para lo cual tendrá en cuenta entre otros
aspectos, la localización geográfica de las ciudades, la categorización municipal, la dinámica demográfica, la situación socioeconómica, las
ventajas relativas de competitividad y el esfuerzo fiscal.

 

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1464#1
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=8610#4
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1464#1


Departamento Administrativo de la Función Pública

Ley 388 de 1997 46 EVA - Gestor Normativo

En todo caso, los programas y proyectos que se desarrollen con participación de la Nación deberán promover el fortalecimiento de los
corredores urbanos, su apoyo se dirigirá de manera prioritaria a la cooperación técnica para la aplicación de la política urbana y de los
instrumentos contenidos en esta Ley y en la Ley 9 de 1989, así como caracterizarse de conformidad con lo dispuesto en los artículos 113 y
siguientes de la presente Ley.

 

PARÁGRAFO.- El Ministerio de Educación Nacional en coordinación con el Ministerio de Desarrollo Económico, incorporará dentro del
proyecto "Ciudad Educadora" y demás proyectos de curriculum escolar, los contenidos de la formación para el uso y disfrute de los espacios
públicos urbanos, y demás contenidos en la presente Ley, en armonía con los principios de respeto y tolerancia acorde con su naturaleza
colectiva.

 

ARTÍCULO 112º.- Expediente urbano. Con el objeto de contar con un sistema de información urbano que sustente los diagnósticos y la
definición de políticas, así como la formulación de planes, programas y proyectos de ordenamiento espacial del territorio por parte de los
diferentes niveles territoriales, los municipios y distritos deberán organizar un expediente urbano, conformado por documentos, planos e
información georreferenciada, acerca de su organización territorial y urbana.

 

Igualmente, el Ministerio de Desarrollo Económico organizará y mantendrá en debida operación, un sistema de información urbano de datos
sobre suelo, vivienda, servicios públicos domiciliarios, espacio público, transporte urbano y equipamientos colectivos, en el cual se incluirá
un banco de experiencias sobre el desarrollo de operaciones urbanas de impacto y sobre la aplicación de los instrumentos contenidos en la
presente Ley y en la Ley 9 de 1989.

 

PARÁGRAFO.- Para la organización del expediente urbano y la elaboración y aprobación de los planes de ordenamiento territorial de los
municipios con población inferior a 30.000 habitantes, las entidades nacionales prestarán su apoyo técnico y financiero. Ver el Decreto
Nacional 1420 de 1998

 

ARTÍCULO 113º.- Actuaciones urbanas integrales. Se entiende por actuaciones urbanas integrales el desarrollo de programas y proyectos
derivados de las políticas y estrategias contenidas en el plan de ordenamiento territorial de la respectiva entidad municipal o distrital, o de
planes parciales formulados de acuerdo con las directrices de tales políticas y estrategias.

 

Cuando se solicite el concurso de la Nación, el Ministerio de Desarrollo Económico, a través de su Viceministerio de Vivienda, Desarrollo
Urbano y Agua Potable será la entidad encargada de determinar en forma específica y precisa las condiciones de participación de las
entidades nacionales.

 

Las actuaciones urbanas integrales son aquellas que reúnen las siguientes características:

 

1. Estar contempladas en el plan de ordenamiento territorial, o en los planes parciales debidamente aprobados.

 

2. Garantizar un impacto estructural sobre políticas y estrategias de ordenamiento urbano, la calidad de vida y la organización espacial de
la ciudad, debidamente evaluados a través de los estudios técnicos correspondientes.

 

3. Integrar siempre un componente de gestión urbana del suelo y por lo menos otros dos componentes de la acción sectorial del municipio o
distrito sobre la estructura espacial de la ciudad.

 

4. Contemplar mecanismos para la actuación conjunta y concertada del sector público con el sector privado.

 

PARÁGRAFO 1º.- Para los efectos de la presente Ley, se entiende como componentes de la acción sectorial del municipio o distrito, las
decisiones administrativas, los programas o proyectos atinentes a la regulación de los usos del suelo y a su incorporación al desarrollo
urbano; a la vivienda de interés social; al espacio público; al mejoramiento integral de asentamientos y a la renovación urbana; al
saneamiento básico y el manejo ambiental; a la construcción de infraestructuras para redes de servicios públicos, redes viales primarias,
sistemas de transporte y construcción de otras infraestructuras o equipamientos de impacto urbano o metropolitano.
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PARÁGRAFO 2º.- El Viceministerio de Vivienda, Desarrollo Urbano y Agua Potable determinará la forma de participación de la nación,
después de realizar una evaluación que establezca el impacto espacial y urbano de los proyectos que solicitan el apoyo.

 

ARTÍCULO 114º.- Macroproyectos urbanos. La ejecución de actuaciones urbanas integrales se desarrollarán mediante macroproyectos
urbanos.

 

Los macroproyectos urbanos son el conjunto de acciones técnicamente definidas y evaluadas, orientadas a la ejecución de una operación
urbana de gran escala, con capacidad de generar impactos en el conjunto de la estructura espacial urbana de orientar el crecimiento
general de la ciudad. Todos los macroproyectos urbanos deberán involucrar como mínimo las siguientes características comunes:

 

1. Contemplar el desarrollo de acciones que permitan la solución integral y coordinada del problema considerado.

 

2. Vincular al proyecto las diversas instancias públicas y privadas directamente concernidas, mediante la utilización de mecanismos de
concertación idóneos, convenidos en el acuerdo urbano que lo sustenta.

 

3. Establecer los procedimientos mediante los cuales el municipio o distrito participará en la captación de las plusvalías urbanas resultantes
de las acciones urbanísticas contempladas para el desarrollo del respectivo macroproyecto, y una equitativa distribución de cargas y
beneficios entre todos los agentes involucrados en la operación, al tenor de los instrumentos que esta Ley crea o modifica con dicho
propósito.

 

ARTÍCULO 115º.- Fortalecimiento del Viceministerio de Vivienda, Desarrollo Urbano y Agua Potable. Para asegurar el cumplimiento de las
funciones de apoyo y cooperación técnica a las entidades territoriales en la implementación de los instrumentos y mecanismos de
ordenamiento del territorio municipal, así como para fortalecer su papel planificador, coordinador y promotor de la Política Nacional Urbana
del Plan Nacional de Desarrollo, concédense (sic) facultades extraordinarias al Gobierno Nacional para que en un término de seis (6) meses
reestructure al Viceministerio de Vivienda, Desarrollo Urbano y Agua Potable del Ministerio de Desarrollo Económico, que en adelante se
llamará Viceministerio de Desarrollo Urbano, el cual contará con una planta global y tendrá cuatro Direcciones:

 

i) Vivienda, suelo y construcción;

 

ii) Servicios públicos domiciliarios;

 

iii) Transporte urbano; y

 

iv) Espacio Público, Ordenamiento Territorial y Urbano.

 

Dentro de esta reestructuración se deberán redefinir las funciones del Consejo Superior de Desarrollo Urbano, Vivienda y Agua Potable de
que trata el Decreto 2152 de 1992, que en adelante se llamará Consejo Superior de Desarrollo Urbano, ampliando el papel que desempeña
como instancia de coordinación y de seguimiento de la política urbana del Plan Nacional de Desarrollo.

 

CAPÍTULO XIII

 

Disposiciones generales

 

ARTÍCULO 116º.- Procedimiento de la acción de cumplimiento. Corregido mediante FE DE ERRATAS contenida en el Diario Oficial No. 43.127
del 12 de septiembre de 1997, el texto corregido es el siguiente: Toda persona, directamente o a través de un apoderado, podrá acudir ante
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la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una ley o acto administrativo relacionado con la aplicación de los instrumentos
previstos en la Ley 9ª de 1989 y la presente ley.

 

La acción de cumplimiento se dirigirá contra la autoridad administrativa que presuntamente no esté aplicando la ley o el acto
administrativo. Si su no aplicación se debe a órdenes o instrucciones impartidas por un superior, la acción se entenderá dirigida contra
ambos aunque podrá incoarse directamente contra el jefe o Director de la entidad pública a la que pertenezca el funcionario renuente. Esta
acción se podrá ejercitar sin perjuicio de las demás acciones que la ley permita y se deberá surtir el siguiente trámite:

 

1. El interesado o su apoderado presentará la demanda ante el juez civil del circuito la cual contendrá, además de los requisitos generales
previstos en el Código de Procedimiento Civil, la especificación de la ley o acto administrativo que considera no se ha cumplido o se ha
cumplido parcialmente, la identificación de la autoridad que, según el demandante, debe hacer efectivo el cumplimiento de la ley o acto
administrativo y la prueba de que el demandante requirió a la autoridad para que diera cumplimiento a la ley o acto administrativo.

 

2. El juez a quien le corresponda el conocimiento, verificará que la demanda se ajuste a los requisitos legales y en caso de no ser así, no la
admitirá y le indicará al interesado los defectos de que adolece para que los subsane en un término de cinco (5) días hábiles. Si el
demandante no los corrigiere, la rechazará.

 

3. Admitida la demanda, el juez dispondrá de un término de diez (10) días hábiles para practicar las pruebas que considera necesarias.

 

4. Vencido el plazo previsto en el numeral anterior, el juzgado dará traslado de lo actuado a las partes para que en un término de cinco (5)
días presenten sus alegaciones.

 

5. Vencido el término para alegar, el juez dispondrá de diez (10) días hábiles para dictar sentencia. Cuando se compruebe durante el
proceso que la autoridad demandada no dio cumplimiento a una ley o acto administrativo, la sentencia ordenará a la autoridad renuente
iniciar su cumplimiento en un plazo no mayor de treinta (30) días hábiles, término dentro del cual deberá remitir al juzgado copia del acto
mediante el cual ejecuta el mandato previsto en la ley o acto administrativo.

 

6. En caso de que la autoridad requerida para el cumplimiento de su deber, mediante sentencia no cumpla con la orden judicial en el
término establecido en el numeral anterior, se incurrirá en la sanción prevista en los artículos 150 y 184 del Código Penal, para lo cual se
remitirá copia de lo actuado a la autoridad judicial competente.

 

7. La sentencia que se dicte como resultado de la acción de cumplimiento será susceptible del recurso de apelación, en los términos
previstos en el Código de Procedimiento Civil.

 

8. Sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar, cuando se compruebe que el demandante ha actuado con temeridad o mala
fe, responderá por los perjuicios que con sus actuaciones cause al demandado, a terceros y a la administración de justicia. Si en el proceso
o actuación aparece prueba de tal conducta, el juez impondrá la correspondiente condena en la sentencia.

 

PARÁGRAFO. La solicitud de acción de cumplimiento substanciará con prelación posponiendo cualquier otro asunto con excepción de las
acciones de tutela.

 

Texto original

 

Toda persona, directamente o a través de un apoderado, podrá acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una
ley o acto administrativo relacionado con la aplicación de los instrumentos previstos en la Ley 9 de 1989 y la presente Ley.

 

La acción de cumplimiento se dirigirá contra la autoridad administrativa que presuntamente no esté aplicando la ley o el acto
administrativo. Si su no aplicación se debe a órdenes o instrucciones impartidas por un superior, la acción se entenderá dirigida contra
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ambos aunque podrá incoarse directamente contra el jefe o Director de la entidad pública a la que pertenezca el funcionario renuente. Esta
acción se podrá ejercitar sin perjuicio de las demás acciones que la ley permita y se deberá surtir el siguiente trámite:

 

1. El interesado o su apoderado presentará la demanda ante el juez civil del circuito la cual contendrá, además de los requisitos generales
previstos en el Código de Procedimiento Civil, la especificación de la ley o acto administrativo que considera no se ha cumplido o se ha
cumplido parcialmente, la identificación de la autoridad que, según el demandante debe hacer efectivo el cumplimiento de la ley o acto
administrativo y la prueba de que el demandante requirió a la autoridad para que diera cumplimiento a la ley o acto administrativo.

 

2. El juez a quien le corresponda el conocimiento, verificará que la demanda se ajuste a los requisitos legales y en caso de no ser así, no la
admitirá y le indicará al interesado los defectos de que adolece para que los subsane en un término de cinco (5) días hábiles. Si el
demandante no los corrigiere, la rechazará.

 

3. Admitida la demanda, el juez dispondrá de un término de diez (10) días hábiles para practicar las pruebas que considera necesarias.

 

4. Vencido el plazo previsto en el numeral anterior, el juzgado dará traslado de lo actuado a las partes para que en un término de cinco (5)
días presenten sus alegaciones.

 

5. Vencido el término para alegar, el juez dispondrá de diez (10) días hábiles para dictar sentencia. Cuando se compruebe durante el
proceso que la autoridad demandada no dio cumplimiento a una ley o acto administrativo, la sentencia ordenará a la autoridad renuente
iniciar su cumplimiento en un plazo no mayor de treinta (30) días hábiles, término dentro del cual deberá remitir al juzgado copia del acto
mediante el cual ejecuta el mandato previsto en la ley o acto administrativo.

 

6. En caso de que la autoridad requerida para el cumplimiento de su deber, mediante sentencia no cumpla con la orden judicial en el
término establecido en el numeral anterior, se incurrirá en la sanción prevista en los artículos 150 y 184 del Código Penal, para lo cual se
remitirá copia de lo actuado a la autoridad judicial competente.

 

7. La sentencia que se dicte como resultado de la acción de cumplimiento será susceptible de los recursos de reposición y apelación, en los
términos previstos en el Código de Procedimiento Civil.

 

8. Sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar, cuando se compruebe que el demandante ha actuado con temeridad o mala
fe, responderá por los perjuicios que con sus actuaciones cause al demandado, a terceros y a la administración de justicia. Si en el proceso
o actuación aparece prueba de tal conducta, el juez impondrá la correspondiente condena en la sentencia.

 

PARÁGRAFO.- La solicitud de acción de cumplimiento substanciará con prelación posponiendo cualquier otro asunto con excepción de las
acciones de tutela.

 

ARTÍCULO 117º.- Incorporación de áreas públicas. Adicionase el artículo 50 de la Ley 9 de 1989, con el siguiente parágrafo:

 

"PARÁGRAFO.- El espacio público resultante de los procesos de urbanización y construcción se incorporará con el solo procedimiento de
registro de la escritura de constitución de la urbanización en la Oficina de Instrumentos Públicos, en la cual se determinen las áreas públicas
objeto de cesión y las áreas privadas, por su localización y linderos. La escritura correspondiente deberá otorgarse y registrarse antes de la
iniciación de las ventas del proyecto respectivo."

 

ARTÍCULO 118º.- Bancos inmobiliarios. Los Bancos de Tierras a los que se refieren los artículos 70 y siguientes de la Ley 9 de 1989 podrán
optar por la denominación de Bancos Inmobiliarios y constituirse como establecimientos públicos, empresas comerciales e industriales del
Estado o sociedades de economía mixta. Estas entidades, además de las funciones previstas en las referidas normas, podrán
adicionalmente, administrar los inmuebles fiscales del correspondiente municipio o distrito.
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Cuando ingresen al patrimonio de estos Bancos terrenos ejidales, éstos deberán destinarse en forma prioritaria a programas de vivienda de
interés social, ya sea utilizándolos de manera directa, o mediante la inversión en dichos programas, de los recursos financieros obtenidos
con otro tipo de operaciones sobre los mismos.

 

ARTÍCULO  119º.- Renovación urbana. En los casos de enajenación voluntaria o expropiación de inmuebles para el desarrollo de programas
de renovación urbana, el precio de adquisición o indemnizatorio a que se refieren los Capítulos VII y VIII de la presente Ley deberá pagarse
preferencialmente así:

 

1. Mediante permuta con uno o varios de los inmuebles resultantes del proyecto.

 

2. En derechos de edificabilidad, participando como socio del mismo.

 

En todo caso, el propietario o poseedor que opte por recibir el dinero del precio de adquisición o indemnizatorio, podrá ejercer un derecho
de preferencia para la adquisición de inmuebles de la misma naturaleza, resultantes del proyecto, en proporción al valor de aquéllos. Para
tales efectos, la entidad gestora deberá hacer la oferta correspondiente, la cual deberá ser respondida por el propietario o poseedor, dentro
de los términos y condiciones que se establezcan al efecto mediante decreto reglamentario.

 

En el caso de propietarios o poseedores de viviendas de interés social que no acepten la forma de pago o el derecho de preferencia
previstos en este artículo, la administración municipal o distrital que participe en los proyectos de renovación correspondientes, les
garantizará el acceso a una solución de vivienda del mismo tipo, para lo cual otorgarán los subsidios municipales de vivienda, siempre y
cuando se cumplan con las condiciones previstas al efecto.

 

Los recursos correspondientes provendrán de los fondos de vivienda de interés social y reforma urbana, de la participación en plusvalías o
de los demás recursos municipales.

 

ARTÍCULO 120º.- Derogado por el art. 71, Ley 962 de 2005. El artículo 57 de la Ley 9 de 1989 quedará así: "El permiso de que trata el
numeral 2 del Decreto 78de 1987 para quienes adelanten planes de vivienda se sustituye por la simple radicación de los documentos
mencionados en los literales a), d), e), f) y g) de la misma norma, acompañados de los planos y presupuestos financieros respectivos. Estos
documentos estarán a disposición de los compradores de dichos planes en todo momento con el objeto de que sobre ellos efectúen los
estudios necesarios para determinar la conveniencia de la adquisición".

 

ARTÍCULO  121º.- Las áreas catalogadas como de riesgo no recuperable que hayan sido desalojadas a través de planes o proyectos de
reubicación de asentamientos humanos serán entregadas a las Corporaciones Autónomas Regionales o a la autoridad ambiental para su
manejo y cuidado de forma tal que se evite una nueva ocupación. En todo caso el alcalde municipal o distrital respectivo será responsable
de evitar que tales áreas se vuelvan a ocupar con viviendas y responderá por este hecho.

 

ARTÍCULO  122º.- Para efectos de garantizar el cumplimiento de las normas legales sobre compensación de las cargas del desarrollo urbano,
será requisito para la afectación de inmuebles por causa de obra pública, en los términos previstos por el artículo 37 de la Ley 9 de 1989,
que la entidad pública que imponga la afectación disponga de la apropiación presupuestal correspondiente al pago de la compensación
debida a su propietario por los perjuicios sufridos durante el tiempo de la afectación, cuya tasación será realizada por peritos privados
inscritos en lonjas o asociaciones correspondientes.

 

En los casos de inmuebles declarados como de conservación histórica, arquitectónica o ambiental, deberá garantizarse igualmente la
disponibilidad presupuestal para el pago de la compensación, de conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la presente Ley.

 

ARTÍCULO 123º.- De conformidad con lo dispuesto en la Ley 137 de 1959, todos los terrenos baldíos que se encuentren en suelo urbano, en
los términos de la presente Ley, de los municipios y distritos y que no constituyan reserva ambiental pertenecerán a dichas entidades
territoriales. Ver el Concepto del Consejo de Estado 1592 de 2004
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ARTÍCULO  124º.- Reglamentado por el Decreto Nacional 1198 de 1999. La Unidad Administrativa Especial Liquidadora de los Asuntos del
Instituto de Crédito Territorial, podrá transferir mediante resolución administrativa que hará las veces de título traslaticio de dominio, los
derechos a los adjudicatarios o beneficiarios de unidades habitacionales y comerciales. Igualmente la unidad trasladará mediante
resolución, las áreas correspondientes a cesiones y espacio público a los municipios y distritos. El Gobierno Nacional reglamentará esta
facultad.

 

Los inmuebles y demás bienes de las entidades públicas municipales o distritales liquidadoras o en liquidación pasarán a las instituciones
públicas que determinen los concejos municipales, por iniciativa de las respectivas administraciones de los municipios o Distritos Especiales.

 

ARTÍCULO 125º.- Las personas naturales o jurídicas que se dediquen a la construcción y enajenación de inmuebles destinados a vivienda y
que se encuentren en las situaciones previstas en los numerales 1 y 6 del artículo 12 de la Ley 66 de 1968, podrán acceder al trámite de un
concordato o de una liquidación obligatoria, en los términos previstos en la Ley 222 de 1995 o en las normas que la complementen o
modifiquen, siempre y cuando estén desarrollando la actividad urbanística con sujeción a las disposiciones legales del orden nacional,
departamental, municipal o distrital.

 

PARÁGRAFO 1º.- Las personas naturales o jurídicas de que trata este artículo, incursas en cualquiera de las situaciones descritas en los
numerales 2, 3, 4,5 y 7 del artículo 12 de la Ley 66 de 1968, estarán sujetas a la toma de posesión de sus negocios, bienes y haberes, en los
términos de la citada disposición.

 

PARÁGRAFO 2º.- Cuando las causales previstas en los numerales 1 y 6 del artículo 12 de la Ley 66 de 1968 concurran con cualquiera otra de
las previstas en la misma disposición, procederá la toma de posesión.

 

de una obra pública, se lesione el patrimonio de un particular habrá lugar a compensaciones siempre y cuando los particulares afectados
sean vecinos colindantes de la obra, soliciten al municipio su compensación y demuestren que con ella se lesiona su patrimonio de forma
permanente, en los términos que establece esta Ley y su reglamento. Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1074 de 2002.

 

La lesión en el patrimonio está expresada en el menor valor de los inmuebles afectados por la construcción de la obra pública, siempre y
cuando la diferencia entre el valor del inmueble al momento de solicitar la compensación y el valor de la última transacción inmobiliaria
previa a la realización de la obra, actualizado con el índice de precios al consumidor para empleados, sea superior al treinta por ciento
(30%). Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1074 de 2002.

 

El monto de la compensación podrá ser pagado en dinero, en títulos valores de derechos de construcción y desarrollo, en pagarés de
reforma urbana, o a través de descuentos del impuesto predial. Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1074 de 2002.

 

El plazo máximo para presentar la solicitud de compensación por obra pública será de dos (2) años contados a partir de la finalización de la
obra. Transcurrido este plazo no habrá lugar a la compensación de que trata esta Ley.

 

El Gobierno Nacional reglamentará el procedimiento para definir las compensaciones de que trata el presente artículo, siguiendo los
criterios establecidos para el cálculo de la participación en plusvalía.

 

PARÁGRAFO 1º.- Para garantizar la disponibilidad de recursos destinados a las compensaciones del presente artículo, los presupuestos de
obra incluirán tal rubro y se colocarán en el Fondo de Compensaciones de que trata el artículo 49 de esta Ley; si los hubiere creado el
municipio.

 

PARÁGRAFO 2º.- Los procedimientos y recursos para solicitar la compensación se regirán por lo dispuesto en el Código Contencioso
Administrativo.
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PARÁGRAFO 3º.- En caso de peticiones de compensación infundadas, temerarias o de mala fe, el peticionario será sancionado con una
multa equivalente al cuarenta por ciento (40%) de la compensación solicitada.

 

CAPÍTULO XIV

 

Disposiciones transitorias

 

ARTÍCULO 129º.- Dentro de los treinta (30) días siguientes a la vigencia de la presente Ley, los alcaldes municipales y distritales deberán
remitir a la respectiva Autoridad Ambiental, los planes y reglamentos de usos del suelo expedidos de conformidad con la Ley 9 de 1989, con
el fin de que éstas, en un término igual, los estudien y aprueben en lo que se refiere a los aspectos exclusivamente ambientales, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 del Decreto 1753 de 1994 y aquéllos que lo modifiquen, adicionen o complementen.

 

ARTÍCULO 130º.- Reglamentado por el Decreto Nacional 1686 de 2000 Mientras los municipios y distritos adoptan o adecuan los planes de
ordenamiento territorial en el término previsto en el artículo 23 de esta Ley, regirán en las materias correspondientes los planes de
desarrollo, los planes maestros de infraestructuras, los códigos de urbanismo y normas urbanísticas vigentes. Ver el Concepto del Consejo
de Estado 1068 de 1998.

 

ARTÍCULO 131º.- Los inmuebles que fueron declarados en el respectivo plan de desarrollo municipal o distrital, como de desarrollo o
construcción prioritarios, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 9 de 1989, que a la entrada en vigencia de la presente
Ley no se les hubiere iniciado proceso de extinción del derecho de dominio y que no llegaren a cumplir con su función social, se les aplicará
el proceso de enajenación forzosa en pública subasta y en general toda la normatividad y procedimientos previstos en esta Ley para
inmuebles objeto de declaratoria de desarrollo o construcción prioritaria.

 

ARTÍCULO 132º.- Cuando se hubiere iniciado el proceso de enajenación voluntaria que establece la Ley 9 de 1989 y existiere inscripción en
el folio de matrícula inmobiliaria de la oferta de compra correspondiente, el proceso se regirá por el avalúo administrativo especial
establecido en dicha ley. Lo mismo se aplicará a las adquisiciones de predios con destino a las obras financiadas mediante contribuciones
de valorización que se encuentren decretadas.

 

ARTÍCULO 133º.- Dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley, las autoridades municipales y
distritales deberán ajustar las normas urbanísticas a los principios enunciados en el artículo 100 y siguiendo los criterios de prevalencia
expresados en el Capítulo III de esta Ley. Ver el Decreto Distrital 1192 de 1997.

 

ARTÍCULO 134º.- La definición de vivienda de interés social contenida en la Ley 9 de 1989 continuará vigente hasta que se expida el
próximo Plan Nacional de Desarrollo. En particular esta transición se aplicará a la calificación de programas para efectos de financiación o
subsidios de vivienda y los procesos de pertenencia y demás mecanismos para su legalización o regularización urbanística.

 

ARTÍCULO 135º.- Ampliase, hasta el 31 de diciembre de 1998, el plazo para que los municipios y Distritos puedan terminar la formación y/o
actualización catastral de los predios urbanos y rurales de su área territorial.

 

ARTÍCULO 136º.- Las normas contenidas en la presente Ley, son aplicables a los municipios, distritos especiales, Distrito Capital y al
departamento especial de San Andrés y Providencia. Ver el Concepto del Consejo de Estado Radicación 1068 de 1998.

 

ARTÍCULO 137º.- Modificado por el art. 10 de la Ley 810 de 2003. El Gobierno Nacional reglamentará la organización y funcionamiento de
una comisión de seguimiento a lo dispuesto en la presente Ley y su reglamentación, integrada por cinco Senadores y cinco Representantes
a la Cámara, designados por la mesa directiva de la respectiva Corporación legislativa y tres representantes del Gobierno Nacional. El
Gobierno Nacional reglamentará el contenido de la presente Ley que sean necesarios para la aplicación de los instrumentos por parte de los
municipios, distritos y áreas metropolitanas.

 

ARTÍCULO  138º.- Las disposiciones de la presente Ley rigen a partir de su publicación y:
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1. Derogan expresamente las disposiciones contenidas en los siguientes artículos de la Ley 9 de 1989: incisos 2, 3 y 4 del artículo 13;
incisos 2 y 3 del artículo 21; incisos 5 y 6 del artículo 25; inciso 2 del artículo 26; el 2 inciso del artículo 39, y los artículos 1, 2, 3, 18, 19, 27,
31, 35, 40, 41, 42, 44, 47, 63, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89, 90, 91, 92, 93, 94, 106, 107, 108, 109, 110 y 111.

 

2. Sustituyen expresamente las disposiciones contenidas en los siguientes artículos de la Ley 9 de 1989: inciso 1 del artículo 15, incisos 2 y
4 del artículo 32, inciso 3 del artículo 78, y los artículos 40, 10, 11, 12, 52, 57 y 66.

 

3. Modifica expresamente el contenido de los siguientes artículos de la Ley 9 de 1989: incisos 1 y 4 del artículo 21; inciso 1 del artículo 22,
los incisos 1 y 3 del artículo 26; los artículos 70 y 71.

 

4. Adiciona el contenido de los siguientes artículos de la Ley 9 de 1989: 5, 53 y 77.

 

5. Deroga expresamente los artículos 1 y 3 de la Ley 2 de 1991.

 

6. Deroga expresamente el artículo 28 de la Ley 3 de 1991.

 

7. Deroga expresamente las disposiciones de los artículos 31, 33, 34, 35, 36, 38, 39, 41, 44, 45, 46, 47, 52, 53, 55, 58 y 281 del Decreto
1333 de 1986.

 

 8. Derogan expresamente las disposiciones contenidas en el numeral 5 del artículo 32 de la Ley 136 de 1994.

 

9. Derogan expresamente las disposiciones contenidas en los artículos 50, 51, 52, 53, 54, 56 y 57 del Decreto-Ley 2150 de 1995.

 

Apartes subrayados declarados EXEQUIBLES por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-1648 de 2000.

 

ARTÍCULO 139º.- Otórganse (sic) facultades extraordinarias al Presidente de la República por el término de seis meses contados a partir de
la vigencia de esta Ley, para que a través de decreto con fuerza de ley compile las normas contenidas en las Leyes 9 de 1989, 2 de 1991 y
en la presente Ley en un solo cuerpo normativo, de conformidad con las modificaciones, supresiones y adiciones contenidas en esta Ley.

 

En ejercicio de las facultades aquí otorgadas el Gobierno Nacional no podrá crear nuevas normas, ni modificar la redacción de lo aprobado
por el Congreso, pero sí podrá agrupar el contenido por títulos y capítulos con el fin de facilitar la interpretación y aplicación de las normas.

 

PUBLÍQUESE Y EJECÚTESE.

 

Dada en Ibagué, a los 18 días del mes de julio de 1997.

 

ERNESTO SAMPER PIZANO.

 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA,

 

JOSÉ ANTONIO OCAMPO GAVIARIA.
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EL MINISTRO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO,

 

ORLANDO JOSÉ CABRALES MARTÍNEZ.

 

EL MINISTRO DE DESARROLLO ECONÓMICO,

 

EDUARDO IGNACIO VERANO DE LA ROSA.

 

EL MINISTRO DEL MEDIO AMBIENTE,

 

NOTA: La presente Ley aparece publicada en el Diario Oficial No. 43.091.

Fecha y hora de creación: 2021-01-25 08:29:10
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Ley 2 de 1991 y posteriormente derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

5. La asignación en las áreas urbanas de actividades, tratamientos y prioridades para desarrollar los terrenos no urbanizados, construir los
inmuebles no construidos, conservar edificaciones y zonas de interés histórico, arquitectónico y ambiental, reservar zonas para la
protección del medio ambiente y de la ecología, delimitar las zonas de desarrollo diferido, progresivo, restringido y concertado, renovar y
redesarrollar zonas afectadas con procesos de deterioro económico, social y físico y rehabilitar las zonas de desarrollo incompleto o
inadecuado; Modificado Ley 2 de 1991 y posteriormente derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

 

6. Un plan para la conformación, incorporación, regulación y conservación de los inmuebles constitutivos del espacio público, para cada
ciudad. En dicho plan se incluirá un inventario actualizado y gráfico del espacio público referido en lo posible a las coordenadas geográficas
del Instituto Geográfico Agustín Codazzi;

7. Los establecidos en los artículos 188 del Decreto-Ley 2811 de 1974 (Código de Recursos Naturales), 47 a 51, 52, 53 y 58 cuando sean
aplicables, del Decreto-Ley 1333 de 1986 (Código de Régimen Municipal), y en el artículo 16 de la Ley 9a. de 1979 (Código Sanitario
Nacional); (Derogado).

8. Los demás que determinen los concejos, juntas metropolitanas y el consejo intendencial de San Andrés y Providencia, con sujeción a las
leyes.

Parágrafo.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Los elementos constitutivos del Plan de Desarrollo o Plan de Desarrollo
Simplificado definidos en el presente artículo podrán establecerse en uno o en varios acuerdos. Los planes de desarrollo de los municipios
con población superior a cien mil (100.000) habitantes contendrán como mínimo los elementos constitutivos contemplados en los
numerales 1, 2, 3 y 4 del presente artículo.

Artículo  3º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: El artículo 35 del Decreto-Ley 1333 de 1986 (Código de Régimen Municipal),
quedará así:

"Los alcaldes municipales o metropolitanos, el del Distrito Especial de Bogotá y el Intendente de San Andrés deberán presentar proyectos
de acuerdos sobre el Plan de Desarrollo o Plan de Desarrollo Simplificado a consideración de los concejos municipales, juntas metropolitanas
o el Consejo Intendencial de San Andrés, dentro de los primeros diez (10) días del mes de noviembre del primer año de sesiones del
respectivo concejo.

Los concejos y el consejo intendencial crearán una comisión del plan, elegida por el sistema del cuociente electoral encargada de presentar
el informe para el primer debate de rigor a dichos proyectos y de vigilar su ejecución. Esta comisión estará integrada por no más de la
mitad de los miembros de la corporación y se podrá reunir, conforme al reglamento del respectivo concejo o consejo intendencial, con
anterioridad a los distintos períodos de sesiones ordinarias.

Si el proyecto no recibiere consideración, aprobándolo o modificándolo en los tres debates reglamentarios durante el período anual de
sesiones ordinarias, los alcaldes y el intendente de San Andrés y Providencia podrán poner en vigencia el proyecto presentado por ellos,
mediante decreto con fuerza de acuerdo, siempre y cuando dichos proyectos se hubieren presentado dentro del término previsto en el
primer inciso.

Los alcaldes y el intendente de San Andrés y Providencia deberán presentar a los respectivos consejos, Consejo Intendencial y juntas un
informe anual pormenorizado sobre la evolución del Plan de Desarrollo o un Plan de Desarrollo Simplificado.

Parágrafo Transitorio.- Los actuales alcaldes municipales o metropolitanos, el del Distrito Especial de Bogotá y el Intendente de San Andrés
deberán presentar proyectos de acuerdo sobre el Plan de Desarrollo o Plan de Desarrollo Simplificado a consideración de los concejos
municipales, juntas metropolitanas o el Consejo Intendencial de San Andrés, dentro de los primeros diez (10) días del mes de noviembre de
1989".

"Artículo  4º.- Sustituido Ley 388 de 1997 decía así: Las oficinas departamentales, intendenciales y comisariales de planeación prestarán
asesoría para la elaboración de planes de desarrollo o planes de desarrollo simplificados en los términos de las normas vigentes y de la
presente Ley. En caso de que las entidades territoriales obligadas a tenerlos no presenten sus planes en los términos de la presente Ley,
ellos serán elaborados por dichas oficinas y sometidos a consideración del respectivo concejo, junta metropolitana o Consejo Intendencia de
San Andrés y Providencia por conducto del alcalde, o el intendente quienes estarán obligados a hacer la respectiva presentación.

Parágrafo.- También deberán elaborarlos las oficinas departamentales de planeación a solicitud del respectivo alcalde municipal".

CAPÍTULO II

Del espacio Público

 Artículo 5º.- Adicionado por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997. Entiendese por espacio público el conjunto de inmuebles públicos y los
elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, destinados por su naturaleza, por su uso o afectación, a la satisfacción de
necesidades urbanas colectivas que transcienden, por tanto, los límites de los intereses, individuales de los habitantes.

Así, constituyen el espació público de la ciudad las áreas requeridas para la circulación, tanto peatonal como vehicular, las áreas para la
recreación pública, activa o pasiva, para la seguridad y tranquilidad ciudadana, las franjas de retiro de las edificaciones sobre las vías,
fuentes de agua, parques, plazas, zonas verdes y similares, las necesarias para la instalación y mantenimiento de los servicios públicos
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básicos, para la instalación y uso de los elementos constitutivos del amoblamiento urbano en todas sus expresiones, para la preservación
de las obras de interés público y de los elementos históricos, culturales, religiosos, recreativos y artísticos, para la conservación y
preservación del paisaje y los elementos naturales del entorno de la ciudad, los necesarios para la preservación y conservación de las
playas marinas y fluviales, los terrenos de bajamar, así como de sus elementos vegetativos, arenas y corales y, en general , por todas las
zonas existentes o debidamente proyectadas en las que el interés colectivo sea manifiesto y conveniente y que constituyan, por
consiguiente, zonas para el uso o el disfrute colectivo. Adicionado un parágrafo Artículo 17 Ley 388 de 1997 Sobre incorporación de áreas
públicas.

Ver Fallo Consejo de Estado 5504 de 2000

Artículo  6º.- El destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público de las áreas urbanas y suburbanas no podrá ser variado
sino por los concejos, juntas metropolitanas o por el consejo intendencial, por iniciativa del alcalde o intendente de San Andrés y
Providencia, siempre y cuando sean canjeados por otros de características equivalentes.

El retiro del servicio de las vías públicas continuará rigiéndose por las disposiciones vigentes. Los parques y zonas verdes que tengan el
carácter de bienes de uso público, así como las vías públicas, no podrán ser encerrados en forma tal que priven a la ciudadanía de su uso,
goce, disfrute visual y libre tránsito.

Ver Fallo Consejo de Estado 5504 de 2000

Artículo  7º.- Los municipios y la Intendencia Especial de San Andrés y Providencia podrán crear de acuerdo con su organización legal,
entidades que serán responsables de administrar, desarrollar, mantener y apoyar financieramente el espacio público, el patrimonio
inmobiliario y las áreas de cesión obligatoria para vías, zonas verdes y servicios comunales. Así mismo, podrán contratar con entidades
privadas la administración, mantenimiento y aprovechamiento económico de los bienes anteriores.  Ver el Concepto del Consejo de Justicia
220 de 1997 

 Cuando las áreas de cesión para zonas verdes y servicios comunales sean inferiores a las mínimas exigidas por las normas urbanísticas, o
cuando su ubicación sea inconveniente para la ciudad, se podrá compensar la obligación de cesión, en dinero o en otros inmuebles, en los
términos que reglamenten los concejos, el consejo intendencial y las juntas metropolitanas. Si la compensación es en dinero, se deberá
asignar su valor a los mismos fines en lugares apropiados según lo determine el Plan de Desarrollo o Plan de Desarrollo Simplificado. Si la
compensación se satisface mediante otro inmueble, también deberá estar ubicado en un lugar apropiado según lo determine el mismo plan.
Texto subrayado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-295 de 1993

Los aislamientos laterales, parámetros y retrocesos de las edificaciones no podrán ser compensados en dinero ni canjeados por otros
inmuebles.

Artículo  8º.- Los elementos constitutivos del espacio público y el medio ambiente tendrán para su defensa la acción popular consagrada en
el artículo 1005 del Código Civil. Esta acción también podrá dirigirse contra cualquier persona pública o privada, para la defensa de la
integridad y condiciones de uso, goce y disfrute visual de dichos bienes mediante la remoción, suspensión o prevención de las conductas
que comprometieren el interés público o la seguridad de los usuarios.

El incumplimiento de las órdenes que expida el juez en desarrollo de la acción de que trata el inciso anterior configura la conducta prevista
en el artículo 184 del Código Penal de "fraude a resolución judicial".

La acción popular de que trata el artículo 1005 del Código Civil podrá interponerse en cualquier tiempo, y se tramitará por el procedimiento
previsto en el numeral 8 del artículo 414 del Código de Procedimiento Civil. Ver Decreto Nacional 24 de 1989

Ver Fallo Consejo de Estado 5504 de 2000

Ver Fallo Consejo de Estado 64 de 2001

CAPÍTULO III

De la adquisición de bienes por enajenación voluntaria

y por expropiación

Artículo  9º.- Totalmente modificado Artículo 59 Ley 388 de 1997 decía así: El presente capítulo tiene como objetivo establecer instrumentos
para la adquisición y expropiación de inmuebles en desarrollo de los propósitos enunciados en el siguiente artículo de la presente Ley. Ver
Ley 3 de 1991 Vivienda de Interés Social.

Será susceptible de adquisición o expropiación tanto el pleno derecho de dominio y sus elementos constitutivos como los demás derechos
reales.

Artículo  10º.- Sustituido por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997. Modificado Artículo 58 Ley 388 de 1997 decía así: Para efectos de
decretar su expropiación y además de los motivos determinados en otras leyes vigentes se declara de utilidad pública o interés social la
adquisición de inmuebles urbanos y suburbanos para destinarlos a los siguientes fines: 

a) Ejecución de planes de desarrollo y planes de desarrollo simplificado;

b)  Ejecución de planes de vivienda de interés social;
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c) Preservación del patrimonio cultural, incluidos el histórico y el arquitectónico en zonas urbanas y rurales;

d)  Constitución de zonas de reserva para el desarrollo y crecimiento futuro de las ciudades;

e)  Constitución de zonas de reserva para la protección del medio ambiente y de los recursos hídricos;

f) Ejecución de proyectos de construcción de infraestructura social en los campos de la salud, educación, turismo, recreación, deporte,
ornato y seguridad;

g) Ejecución de proyectos de ampliación, abastecimiento, distribución, almacenamiento y regulación de servicios públicos;

h) Sistemas de transporte masivo de pasajeros, incluidas las estaciones terminales e intermedias del sistema;

i) Funcionamiento de las sedes administrativas de las entidades a las cuales se refiere el artículo 11 de la presente Ley, con excepción de
las empresas industriales y comerciales del Estado y las de las sociedades de economía mixta;

j) Ejecución de obras públicas;

k) Provisión de espacios públicos urbanos;

l) Programas de almacenamiento, procesamiento y distribución de bienes de consumo básico;

ll) Legalización de títulos en urbanizaciones de hecho o ilegales;

m)  Reubicación de asentamientos humanos ubicados en sectores de alto riesgo y rehabilitación de inquilinatos;

n)  Ejecución de proyectos de urbanización o de construcción prioritarios en los términos previstos en los planes de desarrollo y planes de
desarrollo simplificados, y

o)  Ejecución de proyectos de integración o readaptación de tierras.

Parágrafo.- Para los efectos de la presente Ley, entiéndase por área suburbana la franja de transición determinada por el concejo, el consejo
intendencial o la junta metropolitana, que rodea las ciudades y que se extiende por las vías de acceso, donde coexistan los modos de vida
rural y urbano como una prolongación de la vida urbana en el campo, definida por criterios de densidad y actividad económica de la
población. Ver Artículo 72 de la presente Ley; Decreto Nacional 633 de 1995

Artículo  11º.- Sustituido Artículo 59 Ley 388 de 1997 decía así: La Nación, las entidades territoriales, las áreas metropolitanas y
asociaciones de municipios podrán adquirir por enajenación voluntaria o decretar la expropiación de inmuebles urbanos o suburbanos para
desarrollar las actividades previstas en el artículo 10 de la presente Ley. Los establecimientos públicos, las empresas industriales y
comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta asimiladas a las anteriores, de los órdenes nacional, departamental y municipal,
que estén expresamente facultadas por sus propios estatutos para desarrollar alguna o algunas de las actividades previstas en el artículo
10 de la presente Ley, también podrán adquirir o decretar la expropiación de inmuebles urbanos o suburbanos, para el cumplimiento de
dichas actividades.

Para los efectos de la presente Ley, son entidades públicas las enumeradas en el inciso anterior. Ver Artículo 29 Ley 3 de 1991 Sistema
Nacional de Vivienda de Interés Social.

Artículo  12º- Sustituido Artículo 60 Ley 388 de 1997 decía así: En aquellos lugares donde exista un Plan de Desarrollo o Plan de Desarrollo
Simplificado, toda adquisición o expropiación de inmuebles que se realice en desarrollo de la presente Ley se efectuará de conformidad con
los objetivos y usos del suelo establecidos en dichos planes. La oficina de planeación o la que cumpla sus funciones, certificará como
requisito previo que el uso para el cual se destinará el inmueble objeto de la adquisición o la expropiación se encuentra de conformidad con
el uso del suelo fijado en el respectivo plan.

En aquellos lugares donde no exista un Plan de Desarrollo o Plan de Desarrollo Simplificado, corresponderá al alcalde o al Intendente de San
Andrés y Providencia certificar que la adquisición o expropiación se encuentra de conformidad con las políticas de uso del suelo del
municipio, previo concepto de la oficina de planeación departamental o intendencial.

Las disposiciones de los dos incisos anteriores no serán aplicables, en forma excepcional, cuando la expropiación sea necesaria para
conjurar una emergencia imprevista y cuando tenga por objeto dar solución a los problemas urgentes de los asentamientos humanos de
interés social".

Artículo  13º.- Corresponderá al representante legal de la entidad adquirente, previas las autorizaciones estatutarias o legales respectivas
expedir el oficio por medio del cual se disponga la adquisición de un bien mediante enajenación voluntaria directa. El oficio contendrá la
oferta de compra, la trascripción de las normas que reglamentan la enajenación voluntaria y la expropiación, la identificación precisa del
inmueble, y el precio base de la negociación. Al oficio se anexará la certificación de que trata el artículo anterior. Este oficio no será
susceptible de recurso o acción contencioso administrativa. Ver Concepto Consejo de Estado 976 de 1997

El precio base de la negociación se fundamentará en el avalúo efectuado por el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" o la entidad que
cumpla sus funciones, el cual se anexará a la oferta de compra. El término para formular observaciones, al mismo, empezará a correr a
partir de la notificación de oferta de compra. El avalúo tendrá una antelación máxima de seis (6) meses respecto a la fecha de la
notificación de la oferta de compra. Inciso 2 derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

El oficio que disponga la adquisición se notificará al propietario a más tardar dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al de su
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expedición. Si no pudiere efectuarse la notificación personal, la orden de adquisición se notificará por edicto, el cual será fijado dentro de los
tres (3) días hábiles siguientes al del vencimiento del término para la notificación personal en un lugar visible al público de la sede de la
entidad adquirente, en el lugar de la ubicación del inmueble, y en la alcaldía del mismo sitio. El edicto será desfijado después de cinco (5)
días hábiles, término durante el cual la entidad adquirente lo publicará en un periódico de amplia circulación nacional o local. Inciso 3
derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

Adicionalmente, cuando el nombre del propietario figure en el directorio telefónico, se enviará a todas las direcciones que allí aparezcan
copia del edicto por correo certificado o con un funcionario que la entregue a cualquier persona que allí se encuentre, o la fije en la puerta
de acceso, según la circunstancias. También se enviará a la dirección que el propietario hubiere denunciado en la oficina de Catastro
respectiva. Inciso 4 derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

El oficio que disponga una adquisición será inscrito por la entidad adquirente en el folio de matrícula inmobiliaria del inmueble dentro de los
cinco (5) días hábiles siguientes a su notificación.

Los inmuebles así afectados quedarán fuera del comercio a partir de la fecha de la inscripción, y mientras subsista, ninguna autoridad podrá
conceder licencia de construcción, de urbanización, o permiso de funcionamiento por primera vez para cualquier establecimiento industrial
o comercial sobre el inmueble objeto de la oferta de compra. Los que se expidan no obstante esta prohibición serán nulos de pleno derecho.

Artículo  14º.- Si hubiere acuerdo respecto del precio y de las demás condiciones de la oferta con el propietario, se celebrará un contrato de
promesa de compraventa, o de compraventa, según el caso. A la promesa de compraventa y a la escritura de compraventa se
acompañarán un folio de matrícula inmobiliaria actualizado.

Inciso 2° modificado por el art. 34, Ley 3° de 1991. Otorgada la escritura pública de compraventa, ésta se inscribirá en la Oficina de Registro
de Instrumentos Públicos, previa cancelación de la inscripción a la cual se refiere el artículo 13, de la presente Ley.

Inciso 3° modificado por el art. 34, Ley 3° de 1991. Realizada la entrega real y material del inmueble a la entidad adquirente, el pago del
precio se efectuará en los términos previstos en el contrato.

El cumplimiento de la obligación de transferir el dominio se acreditará mediante copia de la escritura pública de compraventa debidamente
inscrita en el folio de matrícula inmobiliaria en el cual conste que se ha perfeccionado la enajenación del inmueble, libre de todo gravamen
o condición". Modificado Ley 3 de 1991

Artículo  15º.- Sustituido inciso 2 por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997. El precio máximo de adquisición será el fijado por el Instituto
"Agustín Codazzi" o por la entidad que cumpla sus funciones, de conformidad con el artículo 18 de la presente Ley. La forma de pago, en
dinero efectivo, títulos-valores o bienes muebles e inmuebles, será convenida entre el propietario y el representante legal de la entidad
adquirente. Las condiciones mínimas del pago del precio serán las previstas en el artículo 29.

Si quedare un saldo del precio pendiente de pago al momento de otorgar la escritura pública de compraventa, la entidad adquirente deberá
entregar simultáneamente una garantía bancaria incondicional de pago del mismo. La existencia del saldo pendiente no dará acción de
resolución de contrato, sin perjuicio del cobro del saldo por la vía ejecutiva.

Facúltase a los establecimientos bancarios para emitir las garantías de que trata el inciso anterior.

Modificado por el art. 35, Ley 3 ° de 1991. El ingreso obtenido por la enajenación de los inmuebles a los cuales se refiere la presente Ley no
constituye, para fines tributarios, renta gravable ni ganancia ocasional, siempre y cuando la negociación se produzca por la vía de la
enajenación voluntaria.

Artículo  16º.- Para los efectos de la presente Ley, los representantes legales de las personas incapaces de celebrar negocios podrán
enajenar directamente a la entidad adquirente los inmuebles de propiedad de sus representados, sin necesidad de autorización judicial ni
remate en pública subasta, siempre y cuando medie el visto bueno de un defensor de menores del Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar, en el caso de los menores y del personero municipal en el caso de los incapaces.

En el caso de las sucesiones que se liquiden ante el juez, éste autorizará la venta siempre que medie el consentimiento del albacea
testamentario y en su defecto, del cónyuge supérstite que hubiere optado por gananciales, y a falta de los anteriores, de la mayoría simple
de los asignatarios reconocidos dentro del proceso. Si entre los herederos y legatarios reconocidos dentro del proceso hubiere menores e
incapaces, se requerirá el visto bueno de un defensor de menores del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para los primeros y del
personero municipal para los segundos. La entidad adquirente consignará el precio de venta en Certificados de Depósito a Término en el
Banco Popular. El precio reemplazará el bien enajenado para todos los efectos sucesorales.

Artículo 17º.- Si la venta no se pudiere perfeccionar por falta de algún comprobante fiscal, el notario podrá autorizar la escritura
correspondiente siempre y cuando la entidad adquirente descuente del precio de venta las sumas necesarias para atender las obligaciones
fiscales pendientes, en cuantías certificadas por el fisco, y se las entregue. El notario las remitirá inmediatamente al fisco correspondiente,
el cual las recibirá a título de pago o de simple depósito si hubiere una reclamación pendiente.

El notario podrá autorizar la escritura aun si la totalidad del precio no fuere suficiente para atender las obligaciones fiscales.

Artículo  18º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Con el objeto de evitar un enriquecimiento sin causa, el Instituto Geográfico
"Agustín Codazzi" o la entidad que cumpla sus funciones no tendrán en cuenta, al hacer los avalúos administrativos especiales de que trata
la presente Ley, aquellas acciones o intenciones manifiestas y recientes del Estado que sean susceptibles de producir una valorización
evidente de los bienes avaluados, tales como:
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1. La adquisición previa por parte de la entidad adquirente, dentro de los cinco (5) años anteriores, de otro inmueble en la misma área de
influencia.

2. Los proyectos anunciados, las obras en ejecución o ejecutadas en los cinco (5) años anteriores por la entidad adquirente o por cualquier
otra entidad pública en el mismo sector, salvo el caso en que el propietario haya pagado o esté pagando la contribución de valorización
respectiva.

3. El simple anuncio del proyecto de la entidad adquirente de comprar inmuebles en determinado sector, efectuado dentro de los cinco (5)
años anteriores.

4. Los cambios de uso, densidad y altura efectuados por el Plan Integral de Desarrollo, si existiere, dentro de los tres (3) años anteriores a la
orden de compra, siempre y cuando el propietario haya sido la misma persona durante dicho período o, habiéndolo enajenado, haya
readquirido el inmueble para la fecha del avalúo administrativo especial.

Las mejoras efectuadas con posterioridad a la fecha de la notificación del oficio de que trata el artículo 13 no podrán tenerse en cuenta en
el respectivo avalúo administrativo especial. En los municipios de Bogotá, Cali y Medellín, y en el departamento de Antioquia, las oficinas de
catastro efectuarán los avalúos administrativos especiales de que trata el presente artículo, ateniéndose a los mismos criterios establecidos
para los avalúos administrativos especiales que realiza el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi". En lo sucesivo, el Instituto podrá delegar la
realización de tales avalúos en otras oficinas de catastro departamentales, intendenciales o municipales.

Artículo  19º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: El término para celebrar contrato de promesa de compraventa o de
compraventa será de cuarenta (40) días hábiles contados a partir de la notificación personal de la orden de adquisición o de la desfijación
del edicto de que trata el artículo 13 de la presente Ley. Dicho término no se interrumpirá ni se prolongará por la notificación personal
posterior a la fijación del edicto. Cuando se hubiere suscrito promesa de compraventa, el término para otorgar la escritura pública que la
perfeccione no podrá ser superior a dos (2) meses contados desde la fecha de la suscripción de la promesa.

Vencidos los términos anteriores sin que se hubiere celebrado contrato de promesa de compraventa o vencido el término previsto en la
promesa para otorgar la escritura pública sin que fuere otorgada, se entenderá agotada la etapa de la adquisición por enajenación
voluntaria directa. Por motivos debidamente comprobados, a juicio de la entidad adquirente, los términos anteriores podrán ampliarse hasta
en otros veinte (20) días hábiles".

Artículo 20º.- La expropiación, por los motivos enunciados en el artículo 10 de la presente Ley, procederá:

1. Cuando venciere el término para celebrar contrato de promesa de compraventa o de compraventa y no fuere ampliado oportunamente,
sin que se hubieren celebrado dichos contratos. Si es por causa imputable a la entidad adquirente el propietario no perderá los beneficios
de que trata el artículo 15 de la presente Ley.

2. Cuando el propietario hubiere incumplido la obligación de transferirle a la entidad adquirente el derecho de dominio en los términos
pactados.

3. Cuando el propietario notificado personalmente o por edicto rechazare cualquier intento de negociación o guardare silencio sobre la
oferta por un término mayor de quince (15) días hábiles contados desde la notificación personal o de la desfijación del edicto.

Artículo  21º.- Modificado expresamente Ley 388 de 1997 decía así: Corresponderá al representante legal de la entidad adquirente expedir
resolución motivada en la cual se ordene la expropiación, dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha del agotamiento de la etapa de
adquisición directa por enajenación voluntaria directa, so pena de incurrir en causal de mala conducta. Si no fuere expedida dicha
resolución, las inscripciones que se hubieren efectuado en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos quedarán sin efecto alguno, y
su cancelación se realizará en la forma prevista por el inciso 3 del artículo 25 de la presente Ley".

El representante legal obtendrá las autorizaciones previas previstas en los estatutos o normas que regulan la entidad que represente.
Cuando la expropiación sea ordenada por una entidad territorial o un área metropolitana, no se requerirá la expedición de una ordenanza o
acuerdo. Inciso 2 derogado Artículo 138Ley 388 de 1997

La resolución será notificada personalmente dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al de su expedición. Si no pudiere efectuarse la
notificación personal, la resolución se notificará por edicto, el cual será fijado dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al del
vencimiento del término para la notificación personal en un lugar visible al público de la sede de la entidad expropiante, en el lugar de la
ubicación del inmueble, y en la alcaldía del mismo sitio. El edicto será desfijado después de cinco (5) días hábiles, término durante el cual la
entidad expropiante lo publicará en un periódico de amplia circulación nacional o local. Inciso 3 derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

Adicionalmente, cuando el nombre del propietario figure en el directorio telefónico, se enviará a todas las direcciones que allí aparezcan
copia del edicto por correo certificado o con un empleado que la entregue a cualquier persona que allí se encuentre, o la fije en la puerta de
acceso, según las circunstancias. También se enviará a la dirección que el propietario hubiere denunciado en la oficina de Catastro
respectiva. Inciso 4 modificado expresamente por la Ley 388 de 1997

Contra la resolución que ordene la expropiación procederá únicamente el recurso de reposición, el cual deberá interponerse dentro de los
diez (10) días hábiles siguientes al de su notificación.

Artículo  22º.- Transcurrido un mes sin que la entidad expropiante hubiere expedido la resolución por la cual se resuelve el recurso de
reposición, éste se entenderá negado, y quedará en firme el acto recurrido. Incurrirá en causal de mala conducta el funcionario que no
resuelva el recurso oportunamente. Pasado dicho término no se podrá resolver el recurso interpuesto. El término de caducidad de cuatro (4)
meses de la acción de restablecimiento del derecho empezará a correr a partir del día en el cual quede en firme el acto recurrido. Inciso 1
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modificado por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997.

Contra la resolución que ordene una expropiación en desarrollo de la presente Ley procederán las acciones contencioso-administrativas de
nulidad y de restablecimiento del derecho ante el Tribunal Administrativo competente, en única instancia. En estas acciones no procederá la
suspensión provisional del acto demandado. El Tribunal Administrativo deberá dictar sentencia definitiva dentro del término máximo de
ocho (8) meses, contados desde la fecha de la presentación de la demanda. El proceso contencioso-administrativo terminará si transcurrido
el término anterior no se hubiere dictado sentencia. Subrayado declarado INEXEQUIBLE. Sentencia C 127 de 1998 Ponente doctor Jorge
Arango Mejía.

Si la acción intentada fuere la de simple nulidad, ésta deberá interponerse dentro del mismo término de caducidad de la acción de
restablecimiento del derecho para que proceda la abstención de que trata el artículo siguiente.

Artículo  23º.- El proceso civil de expropiación terminará si hubiere sentencia del Tribunal Administrativo favorable al demandante en fecha
previa a aquella en la cual quedare en firme la sentencia del Juez Civil, quien se abstendrá de dictar sentencia con anterioridad al
vencimiento del término establecido en el inciso anterior. En este evento, se procederá a la restitución del bien demandado y a la
indemnización de perjuicios en los términos del artículo 459 del Código de Procedimiento Civil.

Será definitiva la transferencia del derecho de propiedad a favor de la entidad expropiante aun si la sentencia del Tribunal Administrativo
fuere posterior a aquella en la cual quedare en firme la sentencia del juez civil. En este evento el tribunal tendrá en cuenta la indemnización
decretada por el juez civil para el efecto de la reparación del daño sufrido por el propietario.

Artículo 24º.- Si respecto de un mismo inmueble recayere más de un acto administrativo que ordenare su expropiación, expedido por
autoridades distintas, se suspenderá toda actuación administrativa, de oficio o a petición de parte, hasta que el jefe de la administración de
mayor jerarquía entre las entidades expropiantes decidiere sobre el particular. Cuando los actos administrativos fueren expedidos por
entidades del orden nacional pertenecientes al mismo sector administrativo, decidirá el Ministro del ramo respectivo. Si se tratare de
entidades del orden nacional pertenecientes a diferentes sectores administrativos, la decisión la tomará el Consejo de Ministros. La solicitud
de suspensión podrá interponerse ante las entidades que adelantan dicha actuación administrativa sólo con anterioridad a la admisión de la
demanda de expropiación presentada ante el juez competente.

Si la solicitud de suspensión no fuere resuelta en el término máximo de un mes contado desde la fecha de su presentación, la actuación
administrativa continuará con la oferta de compra de la entidad que primero la hubiere notificado. La solicitud de suspensión no podrá
resolverse con posterioridad al término anterior.

Se preferirán las expropiaciones municipales cuando versaren sobre asuntos que fueren de interés exclusivamente municipal.

Artículo  25º.-  Derogado por el literal c), art. 626, Ley 1564 de 2012. La demanda de expropiación será presentada por el representante
legal de la entidad expropiante mediante abogado titulado e inscrito ante el juez competente dentro de los dos (2) meses siguientes a la
fecha en la cual quedare en firme la resolución que ordenare la expropiación.

Podrán acumularse en una demanda pretensiones contra todos los propietarios de los distintos inmuebles que se requieran para la
integración inmobiliaria del proyecto o la obra de la entidad estatal.

En el auto admisorio de la demanda, el juez librará oficio al registrador para que se efectúe la inscripción correspondiente en el folio de
matrícula inmobiliaria. Transcurrido el término al cual se refiere el inciso anterior sin que se hubiere presentado la demanda, la resolución
que ordenó la expropiación y las inscripciones que se hubieren efectuado en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos quedarán sin
efecto alguno de pleno derecho, sin necesidad de pronunciamiento judicial o administrativo alguno. El registrador deberá cancelar las
inscripciones correspondientes, a solicitud de cualquier persona, previa constatación del hecho.

El propietario podrá demandar a la entidad expropiante, al funcionario moroso o a ambos por los perjuicios que hubiere sufrido, en los
términos del Código Contencioso Administrativo.

Si no se hubiere expedido oportunamente la resolución de que trata el artículo 21, o presentada, también oportunamente, la demanda de
expropiación, se deberá reiniciar el trámite a partir de la resolución que contenga la orden de compra que proceda la expropiación
nuevamente sobre el mismo inmueble. Inciso 5 derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 Los actos administrativos que, a la fecha de
promulgación de la presente Ley, hayan ordenado una expropiación quedarán sin efectos, de pleno derecho, sin necesidad de
pronunciamiento judicial o administrativo algunos, si dentro del año siguiente a la fecha de promulgación la entidad que los expidió no
presentara la demanda de expropiación correspondiente. Inciso 6 derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

Artículo  26º.- La indemnización que decretare el juez comprenderá el daño emergente y el lucro cesante. El daño emergente incluirá el
valor del inmueble expropiado, para el cual el juez tendrá en cuenta el avalúo administrativo especial que para el efecto elabore el Instituto
Geográfico "Agustín Codazzi" o la entidad que cumpla sus funciones. Inciso 1 modificado expresamente Artículo 138 Ley 388 de 1997

El avalúo administrativo especial del inmueble se efectuará teniendo en cuenta los criterios establecidos en el artículo 18 de la presente
Ley, y se efectuará de conformidad con lo previsto en el Código de Procedimiento Civil. Inciso 2 derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

El juez competente no quedará obligado por el avalúo administrativo especial que efectúe el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" o la
entidad que cumpla sus funciones, pudiendo separarse del mismo por los motivos que indique, fundado en otros avalúos practicados por
personas idóneas y especializadas en la materia. Inciso 3 modificado expresamente Artículo 138 Ley 388 de 1997

El incumplimiento de obligaciones contractuales por parte del propietario como consecuencia de la resolución de expropiación constituye
fuerza mayor para dicho propietario y por consiguiente no podrán tasarse perjuicios derivados de dicho incumplimiento dentro de la
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indemnización que le fije el juez al propietario.

Artículo  27º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: El Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" o la entidad que cumpla sus
funciones practicará y rendirá los avalúos administrativos especiales que se le soliciten en desarrollo de la presente Ley, a más tardar
dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la fecha de recibo de la solicitud de parte de la correspondiente autoridad administrativa
o judicial. Practicado el avalúo administrativo especial el instituto o la entidad respectiva dará traslado inmediato a los interesados por diez
(10) días hábiles, y si transcurrido ese término no fueren objetados, se entenderán aprobados.

En el caso de la oferta de compra de que trata el artículo 13, el término del traslado empezará a correr desde la fecha de notificación de la
oferta.

Si hubiere observaciones al avalúo administrativo especial, que se formularán dentro del término de traslado del mismo, el instituto o la
entidad respectiva las resolverá mediante providencia que no admite recurso y que deberá dictarse dentro de los cinco (5) días hábiles
siguientes a la presentación de las observaciones, salvo que se solicite o requiera la práctica de pruebas. La práctica de pruebas no podrá
extenderse por un término superior a quince (15) días ni inferior a cinco (5) días contados a partir de la fecha en que se presenten las
objeciones".

Artículo 28º.- Cuando por parte del propietario exista ánimo claro de negociación por el precio ofrecido, y por circunstancias ajenas a la
voluntad del mismo, debidamente comprobadas, no fuere posible llevar a término la enajenación voluntaria directa o se tratare de
inmuebles que se encuentren fuera del comercio, se ordenará la expropiación del inmueble y el juez competente podrá ordenar el pago de
la indemnización en la misma cuantía y términos en que se hubiere llevado a cabo el pago de la compraventa si hubiere sido posible la
negociación voluntaria. Igualmente procederá el beneficio tributario de que trata el inciso 4 del artículo 15.

Artículo 29º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la indemnización que decretare el juez competente será pagada así:

a) Para inmuebles cuyo avalúo judicial sea menor o igual a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales se pagará de contado un
cuarenta por ciento (40%). El saldo se pagará en seis (6) contados anuales iguales y sucesivos, el primero de los cuales vencerá un año
después de la fecha de entrega del inmueble;

b) Para inmuebles cuyo avalúo judicial sea mayor a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales pero menor o igual a quinientos
(500) se pagará de contado un treinta por ciento (30%). El saldo se pagará en siete (7) contados anuales iguales y sucesivos, el primero de
los cuales vencerá un año después de la fecha de entrega del inmueble;

c) Para inmuebles cuyo avalúo judicial sea mayor a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales se pagará de contado un veinte por
ciento (20%). El saldo se pagará en ocho (8) contados anuales iguales y sucesivos, el primero de los cuales vencerá un año después de la
fecha de entrega del inmueble.

Sobre los saldos se reconocerá un interés ajustable equivalente al ochenta por ciento (80%) del incremento porcentual del índice nacional
de precios al consumidor para empleados certificado por el DANE para los seis (6) meses inmediatamente anteriores a cada vencimiento,
pagadero por semestres vencidos.

Cuando se trate de la expropiación de un inmueble de un valor no superior a doscientos (200) salarios mínimos mensuales, siempre y
cuando el propietario haya sido el mismo durante los tres (3) años anteriores a la notificación del oficio que disponga la adquisición y
demuestre dentro del proceso que obtiene del inmueble en cuestión más del setenta por ciento (70%) de su renta líquida o que el valor de
dicho bien represente no menos del cincuenta por ciento (50%) de su patrimonio líquido, su pago será de contado en la oportunidad
indicada en el artículo 458 del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 30º.- Las obligaciones por capital e intereses que resulten del pago del precio de adquisición o de la indemnización podrán dividirse
a solicitud del acreedor en varios títulos-valores que serán libremente negociables. Los títulos así emitidos, en los que se indicarán el plazo,
los intereses corrientes y moratorios y demás requisitos establecidos por la Ley comercial para los pagarés, serán recibidos para el pago de
la contribución de valorización del inmueble expropiado, si la hubiere, y por los intermediarios financieros como garantía de créditos, por su
valor nominal.

Los intereses que reciban los propietarios de las entidades que adquieran los inmuebles, por negociación voluntaria o por expropiación,
gozarán de exención de impuestos de renta y complementarios para sus beneficiarios.

Artículo  31º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Cuando en el proceso de expropiación no hubiere sido posible la
notificación personal de la demanda a alguno o algunos de los demandados, la parte resolutiva de la sentencia será publicada en un
periódico de amplia circulación en la localidad. El término de ejecutoria de la sentencia empezará a correr al día siguiente de dicha
publicación.

Si el valor de la indemnización decretada por el juez no fuere reclamada por el propietario o por la persona que hubiere demostrado tener
derecho a ella o a parte de ella en el término de seis (6) meses contados desde la fecha de la ejecutoria de la sentencia de expropiación, el
juez ordenará el traslado de dicho valor a un Fondo Especial de Rehabilitación de Inquilinatos que funcionará en el Banco Popular. El banco
abonará intereses a dicha cuenta en cuantía igual a la tasa promedio de captación de los Certificados de Depósito a Término (DTF)".

Artículo  32º.- El auto admisorio de la demanda, y las demás providencias que dicte el juez dentro del proceso de expropiación, salvo la
sentencia y el auto de que trata el último inciso del artículo 458 del Código de Procedimiento Civil, serán susceptibles únicamente de
recurso de reposición.

El proceso de expropiación terminará si el demandado se aviniere a la venta del inmueble por el precio base de la negociación, actualizado
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según el índice de costos de la construcción de vivienda, de ingresos medio que elabora el Departamento Nacional de Estadística, y
otorgare escritura pública de compraventa del mismo a favor del demandante. Sustituido por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997.

En lo no previsto por la presente Ley, el proceso de expropiación se adelantará de conformidad con las normas del Código de Procedimiento
Civil, en especial por los artículos 451 y siguientes.

Las expropiaciones a las cuales se refiere la Ley 135 de 1961 y normas que la adicionen o reformen continuarán rigiéndose por las
disposiciones especiales sobre el particular. Sustituido por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997.

Artículo  33º.- Todas las entidades públicas que hayan adquirido inmuebles a cualquier título o que los adquieran en lo sucesivo, también a
cualquier título, deberán aplicarlos a los fines para los cuales fueron adquiridos. En el acto de adquisición se incluirá en forma expresa el fin
para el cual fueron adquiridos los inmuebles.

Las entidades públicas dispondrán de un término máximo de cinco (5) años contados desde la fecha de publicación de esta Ley o a partir de
la fecha de la adquisición del bien, según el caso, para cumplir con esta obligación. Si así no lo hicieren, deberán enajenarlos a más tardar a
la fecha de vencimiento del término anterior.

 Las obligaciones anteriores no se aplicarán a los bienes adquiridos en desarrollo de los literales c), d), e) y k) del artículo 10 y los del
artículo 56 de la presente Ley.  Modificado por el art. 2, Ley 2 de 1991.

Los municipios, las áreas metropolitanas y la Intendencia de San Andrés y Providencia enajenarán sus inmuebles mediante el procedimiento
previsto en sus propios Códigos Fiscales o normas equivalentes. A falta de tales normas se aplicarán las disposiciones de la presente Ley.
Todas las demás entidades públicas enajenarán dichos bienes mediante el procedimiento de la licitación pública, salvo cuando se trate de la
venta a los propietarios anteriores o cuando el precio base de la negociación sea inferior a trescientos (300) salarios mínimos legales
mensuales. Ver Decreto Nacional 2400 de 1989

Artículo  34º.- En el evento de la venta, los propietarios anteriores tendrán un derecho preferencial irrenunciable a adquirir los inmuebles,
por el avalúo administrativo especial que fije el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" o la entidad que cumpla sus funciones, de
conformidad con el procedimiento señalado en la presente Ley y en los mismos plazos en que pagó la entidad adquirente. El avalúo
administrativo especial no incluirá las valorizaciones que en su momento no fueron tenidas en cuenta, en los términos del artículo 18. La
entidad pública notificará al propietario anterior o a sus causahabientes de su intención de vender y éstos dispondrán de un plazo de dos (2)
meses para aceptar o rechazar la oferta. Si éstos no tuvieran interés en adquirirlos o guardaren silencio sobre la oferta durante el término
previsto, o la rechazaren, dichos bienes serán vendidos. Será absolutamente nula la venta que se efectúe con pretermisión de lo dispuesto
en el presente inciso. La obligación de las entidades públicas de vender preferencialmente a los propietarios anteriores o sus
causahabientes será exigible judicialmente por la vía ejecutiva. Esta acción caducará dos (2) meses después del vencimiento del término de
cinco (5) años previstos en el artículo anterior. Caducada la acción, cualquier persona interesada podrá exigir que dichos inmuebles se
enajenen mediante licitación pública. Cuando un municipio o área metropolitana no hayan previsto la licitación pública para la venta de
inmuebles, cualquier persona podrá demandar su venta en pública subasta, por la vía ejecutiva.

Para el efecto previsto en el presente artículo, entiéndese por propietarios anteriores a quienes hubieren transferido el dominio de sus
inmuebles a la entidad pública.

Artículo  35º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Cuando las entidades públicas enajenen a particulares los inmuebles que
hayan adquirido por expropiación o negociación voluntaria directa, el precio de venta no será inferior al avalúo administrativo especial
practicado por el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" o la entidad que cumpla sus funciones".

Artículo 36º.- Las entidades públicas podrán enajenar sus inmuebles sin sujeción al límite establecido en el artículo 35 de la presente Ley y
sin que medie licitación pública en los siguientes casos:

1. Cuando se trate de una enajenación a otra entidad pública. Esta excepción procederá una sola vez respecto del mismo inmueble.

2. Cuando se trate de una enajenación a una entidad sin ánimo de lucro, siempre y cuando medie la autorización del Gobernador,
Intendente o Alcalde Mayor de Bogotá, en cuya jurisdicción se encuentre el inmueble. Estas enajenaciones estarán sometidas a condición
resolutoria del derecho de dominio en el evento de que se le dé a los inmuebles un uso o destinación distinto al autorizado.

3. Cuando se trate de inmuebles de las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta que hubieren
sido adquiridos por la vía del remate, adjudicación o dación en pago.

4. En la venta a los anteriores propietarios, siempre y cuando paguen el valor de los impuestos prediales, complementarios y de valorización
del respectivo predio causados desde el momento de la anterior enajenación.

5. En las ventas individuales tales como aquellas que se efectúen dentro de un programa comercial de construcción de viviendas, oficinas o
locales que formen parte del conjunto habitacional, y en el de los proyectos de renovación urbana.

Artículo  37º.- Toda afectación por causa de una obra pública tendrá una duración de tres (3) años renovables, hasta una máximo de seis (6)
y deberá notificarse personalmente al propietario e inscribirse en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria, so pena de inexistencia. La
afectación quedará sin efecto, de pleno derecho, si el inmueble no fuere adquirido por la entidad pública que haya impuesto la afectación o
en cuyo favor fue impuesta, durante su vigencia.

Derogado por el art. 73, Ley 1682 de 2013. Elregistrador deberá cancelar las inscripciones correspondientes, a solicitud de cualquier
persona, previa constatación del hecho. Ver: Artículo 19 Decreto Nacional 2400 de 1989
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En el caso de las vías públicas, las afectaciones podrán tener una duración máxima de nueve (9) años.

La entidad que imponga la afectación o en cuyo favor fue impuesta celebrará un contrato con el propietario afectado en el cual se pactará
el valor y la forma de pago de la compensación debida al mismo por los perjuicios sufridos durante el tiempo de la afectación. La estimación
de los perjuicios será efectuada por el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" o la entidad que cumpla sus funciones, en los términos
previstos en la presente Ley. Para los efectos de la presente Ley, entiéndese por afectación toda restricción impuesta por una entidad
pública que limite o impida la obtención de licencias de urbanización, de parcelación, de construcción, o de funcionamiento, por causa de
una obra pública, o por protección ambiental. Ver: Artículo 122 Ley 388 de 1997 Decreto Nacional 1420 de 1998 Avalúo para determinar el
valor comercial de bienes inmuebles.

Artículo 38º.- Las entidades públicas no podrán dar en comodato sus inmuebles sino únicamente a otras entidades públicas, sindicatos,
cooperativas, asociaciones y fundaciones que no repartan utilidades entre sus asociados o fundadores ni adjudiquen sus activos en el
momento de su liquidación a los mismos, juntas de acción comunal, fondos de empleados y las demás que puedan asimilarse a las
anteriores, y por un término máximo de cinco (5) años, renovables.

Los contratos de comodato existentes, y que hayan sido celebrados por las entidades públicas con personas distintas de las señaladas en el
inciso anterior, serán renegociados por las primeras para limitar su término a tres (3) años renovables, contados a partir de la promulgación
de la presente Ley. 

CAPÍTULO IV

De la protección a los moradores en

los proyectos de renovación urbana

Artículo  39º.- Son planes de renovación urbana aquéllos dirigidos a introducir modificaciones sustanciales al uso de la tierra y de las
construcciones, para detener los procesos de deterioro físico y ambiental de los centros urbanos, a fin de lograr, entre otros, el
mejoramiento del nivel de vida de los moradores de las áreas de renovación, el aprovechamiento intensivo de la infraestructura establecida
de servicios, la densificación racional de áreas para vivienda y servicios, la descongestión del tráfico urbano o la conveniente rehabilitación
de los bienes históricos y culturales, todo con miras a una utilización más eficiente de los inmuebles urbanos y con mayor beneficio para la
comunidad. En la ejecución de los planes de renovación urbana adelantados por entidades públicas o por particulares en los cuales se haga
necesario adquirir o expropiar inmuebles usados como vivienda propia, se observarán las reglas contenidas en las normas del presente
Capítulo para la defensa y protección de sus moradores. Inciso 2 derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997

Artículo  40º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Cuando el ocupante sea el propietario del inmueble, según conste en el
respectivo folio de matrícula inmobiliaria, y el proyecto de renovación sea de vivienda, éste tendrá derecho a que le escrituren y entreguen
una o más viviendas en el mismo sitio, cuya área total será igual al resultado de dividir el avalúo administrativo especial total del inmueble
adquirido o expropiado, descontando el valor de los gravámenes, por el costo por metro cuadrado del área desarrollada a la misma fecha
del avalúo. Si el área que resultare fuere inferior a la de una solución mínima del Instituto de Crédito Territorial, podrá completar el área
faltante, al mismo costo y con las mismas condiciones de financiación que ese Instituto otorga a la vivienda popular o de interés social.
Podrá también adquirir un área adicional a dicho faltante, pero en este evento el precio de lo adicional a dicho faltante, pero en este evento
el precio de lo adicional y las condiciones de financiación serán las del mercado. Cuando el proyecto de renovación no incluya viviendas,
tendrá derecho a reubicación en una zona urbanizada, en un lote o vivienda cuya área se determinará según la fórmula anterior, pudiendo
completar faltantes o efectuar adiciones con arreglo a las mismas normas anteriores.

Lo anterior sin perjuicio de que el propietario opte por recibir el pago en los términos previsto en el Capítulo III de la presente ley o aporte su
inmueble en calidad de socio a la sociedad que adelante el plan o a un contrato de cuentas en participación.

Los propietarios de inmuebles destinados a fines distintos a vivienda tendrán derecho al mismo tratamiento de que trata el presente
artículo.

Artículo  41º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Cuando los ocupantes no pudieren demostrar su calidad de propietarios del
inmueble pero sí la de poseedores, se estimará el valor de dicha posesión y de las mejoras que acreditaren con el objeto de aplicar a dichos
ocupantes las mismas reglas previstas en el artículo anterior.

Cuando los ocupantes no pudieren demostrar su calidad de propietarios ni de poseedores, la entidad adquirente o expropiante estará
obligada a encontrarles una solución satisfactoria, preferiblemente en el mismo sector, con cargo a los recursos del Fondo de Rehabilitación
de Inquilinatos. Los ocupantes de que tratan los dos incisos anteriores tendrán derecho preferencial a la adjudicación de una vivienda por
parte de cualquier entidad estatal que adelante un plan de vivienda, sin sujeción a sorteos, siempre y cuando cumplan los requisitos
exigidos por esa entidad.

Artículo  42º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: No gozarán de los derechos contenidos en el presente Capítulo:

a. Los propietarios y poseedores de los inmuebles usados para vivienda que se encuentren sujetos a un proyecto de renovación y no ocupen
dichos inmuebles para su propia vivienda o la de su familia. Para los efectos previstos en este literal, entiéndese por familia el cónyuge, el
hijo adoptivo y aquellas personas comprendidas dentro del segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad, y

b. Aquellas personas que ocupen inmuebles cuyo avalúo administrativo especial exceda el señalado para la vivienda de interés social.

Los avalúos administrativos especiales de que tratan las disposiciones del presente capítulo los efectuará el Instituto Geográfico "Agustín
Codazzi" o la entidad que cumpla sus funciones, conforme a las normas del Capítulo III de la presente Ley".
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Artículo 43º.- En los proyectos de renovación urbana, el arrendatario se tendrá como poseedor cuando el propietario del inmueble lo haya
abandonado. Se entenderá abandonado el inmueble cuando el propietario haya dejado de cobrar el canon de arrendamiento por la vía
judicial durante dos (2) o más años contados desde la fecha de pago del último canon.

La acción de lanzamiento de los ocupantes de inmuebles dentro de proyectos de renovación urbana, así como cualquier otra acción
tendiente al cobro de los cánones adeudados, prescribirá en dos (2) años contados desde la fecha de pago del último canon. La prescripción
se interrumpirá por los motivos señalados en las leyes. A partir de la fecha de prescripción, el mero tenedor se tendrá como poseedor. Lo
dispuesto en el presente artículo no se aplicará a los inmuebles de las entidades públicas.

CAPÍTULO V

De la legalización de títulos para la vivienda

de interés social

Artículo  44º.- 

 Derogado por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997. Totalmente

 modificado por el Artículo 3 Ley 2 de 1991 y posteriormente derogado por el Artículo 91 Ley 388 de 1997

Artículo  45º.- Modificado por el art. 36, Ley 3° de 1991. Con el objeto de sanear la titulación de la vivienda de interés social existente a la
fecha de vigencia de la presente ley, el otorgamiento, la autorización y el registro, de cualquier escritura pública de compraventa o de
hipoteca de una vivienda de interés social no requerirá de:

a) Ningún comprobante de paz y salvo o declaración fiscal, excepto el paz y salvo municipal si la propiedad figura en el Catastro;

b) El pago del impuesto de timbre y el pago de retenciones en la fuente;

c) La presentación de la tarjeta o libreta militar;

d) Los requisitos a), b) y d) de que trata el artículo siguiente.

Artículo 46º.- No podrá imponerse como requisito para la concesión de préstamos, anticipos y pagos parciales del auxilio de cesantía con
destino a la adquisición, mejoramiento o subdivisión de vivienda de interés social ninguno de los siguientes:

a) Licencia de construcción o urbanización del inmueble;

b) Reglamento de propiedad horizontal;

c) Escritura de propiedad del predio;

d) Los registros y permisos establecidos por la Ley 66 de 1968, el Decreto-Ley 2610 de 1979, el Decreto-Ley 78 de 1987 y normas que las
reformen o adicionen.

Artículo  47º.- Modificado Artículo 4 Ley 2 de 1991 posteriormente Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Toda persona o grupo
de personas tienen derecho a solicitar y obtener los servicios públicos de acueducto, alcantarillado, energía eléctrica, gas, recolección de
basuras y teléfono para su vivienda. Bastará la prueba de la habitación de personas para ser titular del derecho.

Las empresas o autoridades que presten los servicios públicos a los cuales se refiere el inciso anterior no podrán exigir requisitos
adicionales al del previsto en el inciso anterior. El derecho a la prestación del servicio quedará condicionado al pago de los costos de
conexión a que hubiere lugar y a la posibilidad técnica de la prestación del mismo. Sin embargo, para las viviendas de interés social el pago
de los costos de instalación se hará una vez efectuada la conexión, mediante plazos y condiciones que consulten la capacidad económica
del usuario, sin exceder los términos previstos en el artículo 44 de la presente Ley para la financiación de la vivienda de interés social".

Las entidades sólo podrán negar las peticiones por razones de carácter técnico, mediante resolución motivada de la cual se dará traslado al
personero, quien podrá coadyuvar la solicitud de reconsideración de la petición de la comunidad si considera que no existen motivos
justificados para negar el servicio. En todo caso, las autoridades que suministren los servicios públicos definidos en el primer inciso
preferirán las solicitudes de los ocupantes de viviendas de interés social.

 Artículo 48º.- Los concejos, el consejo intendencial y las juntas metropolitanas podrán delegar en los alcaldes e Intendente de San Andrés y
Providencia la legalización de las urbanizaciones constituidas por viviendas de interés social. La legalización implicará la incorporación al
perímetro urbano o de servicios y la regularización urbanística del asentamiento humano. Ver Decreto Nacional 1052 de 1998

Parágrafo.- Los asentamientos urbanos de viviendas de interés social, por fuera del perímetro urbano actual de los municipios, que
existieran el 28 de julio de 1988, desarrollados por las organizaciones contempladas en el artículo 62, recibirán el mismo tratamiento que
los incorporados al perímetro urbano y de servicios, serán regularizados urbanísticamente y podrán por consiguiente solicitar la prestación
de servicios en los términos contemplados en el artículo 47 de la presente Ley. Ver Decreto Nacional 1052 de 1998 Licencias de
Construcción y Urbanismo.

Artículo 49º.- Para favorecer la vivienda de interés social, las asambleas departamentales, los consejos intendenciales y el del Distrito
Especial de Bogotá podrán graduar las tarifas del impuesto de registro y anotación.
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Artículo 50º.- El Banco Central Hipotecario, el Instituto de Crédito Territorial, el Fondo Nacional de Ahorro y las demás entidades públicas de
todos los órdenes cuyos estatutos contemplen la función de adelantar planes y programas de vivienda, deberán en todo caso, cumplir con
las normas arquitectónicas y urbanísticas previstas en el Plan de Desarrollo o Plan de Desarrollo Simplificado de la localidad donde
adelanten dichos planes. Estos deberán localizarse en sitios aptos para la urbanización, en lugares contiguos a zonas ya urbanizadas, en las
cuales se minimice el costo de provisión de obras de infraestructura básica y de servicios públicos.

Artículo 51º.- A partir del primero (1) de enero de 1990, redúzcase a cinco (5) años el tiempo necesario a la prescripción adquisitiva
extraordinaria de las viviendas de interés social.

A partir del primero (1) de enero de 1990, redúzcase a tres (3) años el tiempo necesario a la prescripción adquisitiva ordinaria de las
viviendas de interés social. Valdrá la posesión acumulada a la fecha establecida en los incisos anteriores.

Parágrafo.- Se exceptúan los bienes de propiedad de los municipios y de las juntas de acción comunal, que no podrán adquirirse por
prescripción. Ver Decreto Nacional 1420 de 1998 Avalúo Pericial.

Artículo  52º.- Sustituido por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997. En los procesos de pertenencia de viviendas de interés social, si no
pudiera acompañarse un certificado del Registrador de Instrumentos Públicos, no será necesario señalar como demandado a persona
determinada, y en la misma demanda se solicitará oficiar el registrador para que en el término de quince (15) días, allegue al juzgado la
certificación solicitada. Si no lo hiciere dentro del término anterior, el juez admitirá la demanda y el registrador responderá por los perjuicios
que pudiera ocasionarle al dueño del inmueble.

El registrador no será responsable ante el propietario del inmueble o ante terceros si los interesados o el juez que solicitare el certificado de
tradición referido, no aportaren los elementos de juicio indispensables para la expedición, tales como el número de matrícula inmobiliaria o
título antecedente con sus respectivos datos de registro, nombre, dirección, ubicación y linderos que faciliten a la oficina la localización
inequívoca del inmueble. Las sentencias que acojan las pretensiones de las demandas de pertenencia de viviendas de interés social no
serán consultadas.

Corresponderá a las entidades territoriales y al Instituto de Crédito Territorial la prestación de la asesoría jurídica necesaria para adelantar
los procesos de pertenencia en las urbanizaciones que hayan sido objeto de la toma de posesión o liquidación previstos en la Ley 66 de
1968, y respecto de las viviendas calificadas de interés social.

Los poseedores de un mismo globo de terreno podrán acumular sus pretensiones en una sola demanda contra el propietario del mismo".

Artículo  53º.- Adicionado por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997. Para los efectos previstos en el último inciso del artículo 30 de la
Constitución Política, declarase que existen motivos de equidad para decretar la expropiación sin indemnización cuando el propietario de un
inmueble ubicado en sitio apto o no apto para urbanizar, en contravención a las normas sobre usos del suelo, o fuera del perímetro sanitario
y urbano de un municipio, del Distrito Especial de Bogotá, de un área metropolitana, de la Intendencia de San Andrés y Providencia, o sin
contar con los permisos y licencias requeridos por las leyes, y acuerdos, aprovechándose de la necesidad de vivienda de los ocupantes,
venda, prometa en venta, promueva o tolere la ocupación de dicho inmueble para viviendas de interés social.

En los eventos previstos en el inciso anterior, competerá únicamente a las entidades territoriales enumeradas en el inciso anterior donde se
encuentre el inmueble ordenar la expropiación correspondiente. Los ocupantes tendrán derecho a que dicha entidad les otorgue escritura
de propiedad sobre los lotes así ocupados, sin que haya lugar a pagos adicionales, y podrán en todo caso exigir del vendedor la restitución
de las sumas que hubieren pagado, junto con intereses moratorios. Competerá a la entidad territorial adelantar las acciones necesarias a
nombre de los ocupantes e invertir las sumas recuperadas en la provisión de obras y servicios en el inmueble expropiado.

La expropiación de que trata el presente artículo no se extenderá a las construcciones y mejoras de los ocupantes de viviendas de interés
social. Adicionado su contenido Artículo 58 Ley 388 de 1997 , Ver Sentencia Corte Constitucional 158 de 2002

Artículo 54º.- Se presume que hay tolerancia del propietario en cualquiera de los siguientes eventos:

a) Cuando el promotor del asentamiento ilegal no sea el propietario del inmueble, pero haya convenido con éste la ocupación del inmueble
por terceros;

b) Cuando el propietario no haya iniciado oportunamente las acciones policivas y posesorias necesarias para recuperar la posesión de su
inmueble, o no haya presentado las denuncias penales correspondientes, o no haya cumplido oportunamente con todos sus deberes
procesales;

c) Cuando el propietario, sin ser el vendedor o prometiente vendedor, reciba directa o indirectamente el producto total o parcial del precio
que paguen los ocupantes;

d) Cuando el promotor sea apoderado, corredor o administrador del propietario del inmueble, o socio o accionista de la persona jurídica
propietaria del mismo.

Artículo 55º.- Los compradores de vivienda de interés social que estén ocupando las mismas no estarán obligados a pagar el saldo del
precio pendiente de pago a su vendedor ni suma alguna por cualquier otro concepto mientras éste no efectúe las obras de infraestructura
de acueducto, alcantarillado, redes eléctricas, vías y suministre los servicios públicos que exijan las autoridades locales. Además, tendrán
derecho a retener sus viviendas para asegurar la ejecución de las obras y el suministro de los servicios.

Artículo  56º.-  Inciso modificado por el art. 5, Ley 2 de 1991. Los alcaldes y el Intendente de San Andrés y Providencia procederán a
levantar, en el término máximo de seis (6) meses contados a partir de la vigencia de la presente Ley, un inventario de los asentamientos
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humanos que presenten altos riesgos para sus habitantes, en razón a su ubicación en sitios anegadizos, o sujetos a derrumbes y
deslizamientos, o que de otra forma presenten condiciones insalubres para la vivienda y reubicarán a estos habitantes en zonas apropiadas,
con la participación del Instituto de Crédito Territorial. Además, tomarán todas las medidas y precauciones necesarias para que el inmueble
desocupado no vuelva a ser usado para vivienda humana.  Ver el literal a) del art. 80, Ley 9 de 1989

Se podrán adquirir los inmuebles y mejoras de las personas a ser reubicadas, mediante enajenación voluntaria directa o mediante
expropiación, en los términos de la presente Ley.

Cuando se trate de la enajenación voluntaria directa, se podrá prescindir de las inscripciones en el folio de matrícula inmobiliaria de que
trata el artículo 13 de esta Ley. Los inmuebles y mejoras así adquiridos podrán ser recibidos en pago de los inmuebles donde fueren
reubicados los habitantes. Adquirido el inmueble, pasará a ser un bien de uso público bajo la administración de la entidad que lo adquirió.

Si los habitantes de inmuebles ubicados en sitios de alto riesgo rehúsan abandonar el sitio, corresponderá al alcalde o al Intendente de San
Andrés y Providencia ordenar la desocupación con el concurso de las autoridades de policía, y la demolición de las edificaciones afectadas.
Esta orden se considerará, para todos los efectos, como una orden policiva en los términos del Código Nacional de Policía.

Las multas de que trata el numeral 9 del artículo 2 del Decreto-Ley 78 de 1987 ingresarán al tesoro de la entidad que las hubiere impuesto
y se destinarán para financiar los programas de reubicación de los habitantes en zonas de alto riesgo.

Las autoridades que incumplieren las obligaciones que se les impone en el presente artículo, incurrirán en el delito de prevaricato por
omisión previsto en el artículo 150 del Código Penal, sin que respecto de ellos proceda el beneficio de excarcelación.

Artículo  57º.- Sustituido expresamente Artículo 120Ley 388 de 1997 decía así: Con el propósito de concentrar los recursos presupuestales y
humanos en la protección de los compradores en planes de vivienda de interés social, el permiso de que trata el numeral 2 del artículo 2 del
Decreto-Ley 78 de 1987 para quienes adelanten planes de vivienda distintos de los de interés social se sustituye por la simple radicación de
los documentos mencionados en los literales a), d) e), f) y g) de la misma norma, y de los planos y presupuestos financieros respectivos.
Estos documentos estarán a disposición de los compradores de dichos planes en todo momento con el objeto de que sobre ellos efectúen
los estudios necesarios para determinar la conveniencia de su adquisición.

En las áreas metropolitanas corresponderá al Alcalde Metropolitano en forma exclusiva la expedición del permiso de que trata el inciso
anterior".

Artículo 58º.- Las entidades públicas del orden nacional cederán a título gratuito los inmuebles de su propiedad que sean bienes fiscales y
que hayan sido ocupados ilegalmente para vivienda de interés social, siempre y cuando la ocupación ilegal haya ocurrido con anterioridad
al veintiocho (28) de julio de mil novecientos ochenta y ocho (1988). La cesión gratuita, mediante escritura pública, se efectuará a favor de
los ocupantes. Las demás entidades públicas podrán efectuar la cesión en los términos aquí señalados. Ver Decreto Nacional 1420 de 1998
Avalúo Pericial.

En ningún caso procederá la cesión anterior en el caso de los bienes de uso público ni en el de los bienes fiscales destinados a la salud y a
la educación. Tampoco procederá cuando se trate de inmuebles ubicados en zonas insalubres o que presenten peligro para la población.

Artículo  59º.- Modificado por el art. 37, Ley 3° de 1991. Los créditos que se otorguen para la compra, mejora, construcción o subdivisión de
viviendas de interés social no podrán pactarse en signos monetarios distintos a la moneda legal de curso forzoso. Así mismo, deberán reunir
las condiciones previstas en el artículo 44 de la presente ley sobre sistema de financiación de vivienda de interés social.

Artículo  60º.- En las ventas de viviendas de interés social que hagan entidades públicas de cualquier nivel administrativo y entidades de
carácter privado, los compradores deberán constituir, sin sujeción a las formalidades de procedimiento y cuantías que se prescriben en el
capítulo I de la Ley 70 de 1931, sobre lo que compran, patrimonios de familia no embargables, en el acto de compra, por medio de la
escritura que la perfeccione en la forma y condiciones establecidas en los artículos 2, 4 y 5 de la Ley 91 de 1936.

Modificado por el art. 38, Ley 3° de 1991. El patrimonio de familia es embargable únicamente por la entidad que financie la construcción,
mejora o subdivisión de la vivienda.

Artículo  61º.- Modificado por el art. 39, Ley 3° de 1991. Las entidades que otorguen financiación para la construcción, mejora o subdivisión
de vivienda de interés social, podrán aceptar como garantía de los créditos individuales que concedan, la prenda de las mejoras que el
beneficiario haya realizado o realice en el futuro sobre inmuebles respecto de los cuales no pueda acreditar su condición de dueño siempre
y cuando los haya poseído regularmente por un lapso no inferior a cinco (5) años.

El Gobierno dispondrá en el reglamento la forma de realizar el registro de los actos a que se refiere este artículo.

Artículo  62º- Son organizaciones populares de vivienda aquellas que han sido constituidas y reconocidas como entidades sin ánimo de
lucro, cuyo sistema financiero es de economía solidaria y desarrollan programas de vivienda para sus afiliados por sistemas de autogestión
o participación comunitaria.

Estas organizaciones pueden ser constituidas por sindicatos, cooperativas, asociaciones, fundaciones, corporaciones, juntas de acción
comunal, fondos de empleados, empresas comunitarias y las demás que puedan asimilarse a las anteriores, en los términos previstos por la
ley. Las organizaciones deberán ejecutar sus planes de vivienda en terrenos aptos para el desarrollo urbano y de conformidad con todas las
normas técnicas, urbanísticas y arquitectónicas vigentes en la localidad.

Las entidades que vigilen las actividades de dichas organizaciones, en los términos del Decreto-Ley 78 de 1987 y demás disposiciones sobre
el régimen comunitario, adoptarán un reglamento especial que permita la recepción anticipada de dineros de sus compradores para
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adelantar sus planes y que a la vez resguarde suficientemente los derechos de quienes confíen sus dineros a ellas. Ver: Artículo 20 Ley 3 de
1991 Vivienda de Interés Social. Decreto Nacional 2391 de 1989 Reglamenta el artículo 62 en materia de organizaciones populares de
vivienda.

CAPÍTULO VI

De las licencias y de las sanciones urbanísticas

Artículo  63º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Para adelantar obras de construcción, ampliación, modificación, adecuación
y reparación, demolición de edificaciones o de urbanización y parcelación para construcción de inmuebles, de terrenos en las áreas
urbanas, suburbanas, y rurales de los municipios, se requiere permiso o licencia expedido por los municipios, áreas metropolitanas, del
Distrito Especial de Bogotá o de la Intendencia de San Andrés y Providencia. El funcionamiento de establecimientos comerciales,
industriales, institucionales, administrativos y de servicios requerirá de licencia de uso y funcionamiento expedido por las mismas. Las
entidades enumeradas en el inciso anterior tendrán un término máximo de noventa (90) días hábiles para pronunciarse sobre las solicitudes
de otorgamiento de las licencias de urbanización y construcción y de cuarenta y cinco (45) días para las licencias de uso y funcionamiento
contados desde la fecha de la solicitud. Vencidos los plazos anteriores sin que la autoridad se hubiere pronunciado, las solicitudes de
licencias se entenderán aprobadas en los términos solicitados pero en ningún caso en contravención a las normas que regulen la actividad.
El plazo en el caso de las licencias de construcción podrá prorrogarse hasta en la mitad del mismo, mediante resolución motivada, por una
sola vez, cuando el tamaño o la complejidad del proyecto lo ameriten. La invocación del silencio administrativo positivo se someterá al
procedimiento previsto en los artículos 41 y 42 del Decreto-Ley 1 de 1984.

La falta de pronunciamiento oportuno de los plazos previstos en el inciso anterior será causal de mala conducta para el funcionario
competente". Ver Decreto Nacional 1052 de 1998

Artículo  64º.-Reglamentado por el Decreto Nacional 3042 de 1989, Modificado por el art. 40, Ley 03 de 1991. Todo vendedor de vivienda
nueva estará obligado a constituir una póliza para garantizar la estabilidad y la buena calidad de la vivienda. El notario público ante quien
se efectúe la venta exigirá la protocolización de una copia de la póliza en la escritura correspondiente.   Ver el Concepto del Min. Ambiente
15064 de 2008

 NOTA: La Corte Constitucional declaró EXEQUIBLE el art. 40 de la Ley 3 de 1991, mediante Sentencia C-444 de 2009, en el entendido de
que dentro de las condiciones mínimas de la vivienda de interés social, los vendedores están obligados a constituir una póliza de calidad y
estabilidad de los inmuebles que enajenan. Artículo 65º.- Las solicitudes de licencias y de patentes serán comunicadas a los vecinos, a
quienes se citará para que puedan hacerse parte y hacer valer sus derechos, en los términos previstos por los artículos 14 y 35 del Decreto-
Ley 1 de 1984 (Código Contencioso Administrativo). Los actos administrativos por medio de los cuales se resuelvan las solicitudes de
licencias y de patentes serán notificados personalmente a los vecinos en la forma prevista por los artículos 44 y 45 del Decreto-Ley 1 de
1984 (Código Contencioso Administrativo). La parte resolutiva de dichos actos también será publicada en un periódico de amplia circulación
en el municipio donde se encuentren ubicados los inmuebles, o en cualquier otro medio de comunicación social, hablado o escrito, por
cuenta del interesado. El Término de ejecutoria para el interesado y para los terceros empezará a correr al día siguiente al de la publicación,
y en el caso de los vecinos, a partir de su notificación.

Contra los actos que otorguen una licencia o patente cabrán los recursos de la vía gubernativa que señala el Decreto-Ley 1 de 1984 (Código
Contencioso Administrativo). Transcurrido un plazo de dos (2) meses, contado a partir de la interposición del recurso sin que se haya
notificado decisión expresa sobre ellos, se entenderá que la decisión es negativa y quedará en firme el acto recurrido. Pasado dicho término
no se podrá resolver el recurso interpuesto e incurrirá en causal de mala conducta el funcionario moroso.

Artículo  66º.- Sustituido expresamente por el Artículo 104 Ley 388 de 1997 decía así: Los alcaldes y el Intendente de San Andrés y
Providencia podrán imponer las siguientes sanciones urbanísticas, graduándolas según la gravedad de la infracción: Ver Ley 3 de 1991
Vivienda de Interés Social.

Ver Fallo Consejo de Estado 5586 de 1999

a) Multas sucesivas que oscilarán entre medio salario mínimo legal mensual y doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales cada
una, para quienes parcelen, urbanicen o construyan sin licencia requiriéndola, o cuando ésta haya caducado, o en contravención a lo
preceptuado en ella, además de la orden policiva de suspensión y sellamiento de la obra, y la suspensión de servicios públicos excepto
cuando exista prueba de la habitación permanente de personas en el predio;

b) Multas sucesivas que oscilarán entre medio salario mínimo legal mensual y doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales cada
una, para quienes usen o destinen un inmueble a un fin distinto al previsto en la respectiva licencia o patente de funcionamiento, o para
quienes usen un inmueble careciendo de ésta, estando obligados a obtenerla, además de la orden policiva de sellamiento del inmueble, y la
suspensión de servicios públicos excepto cuando exista prueba de la habitación permanente de personas en el predio;

c) La demolición total o parcial del inmueble construido sin licencia y en contravención a las normas urbanísticas, y la demolición de la parte
del inmueble no autorizada o construida en contravención a lo previsto en la licencia;

Multas sucesivas que oscilarán entre medio salario mínimo legal mensual y doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales cada una,
para quienes ocupen en forma permanente los parques públicos, zonas verdes y bienes de uso público, o los encierren sin autorización de
las autoridades de planeación o las administrativas en su defecto, además de la demolición del cerramiento. La autorización de cerramiento
podrá darse únicamente para los parques y zonas verdes por razones de seguridad, siempre y cuando la transparencia del cerramiento sea
de un 90% como mínimo, de suerte que se garantice a la ciudadanía el disfrute visual del parque o zona verde. Ver: Artículo 21 Ley 3 de
1991
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Parágrafo.- Las multas se impondrán sucesivamente hasta que el infractor subsane la violación de la norma, adecuándose a ella. El
producto de estas multas ingresará al Tesoro Municipal, del Distrito Especial de Bogotá o de la Intendencia de San Andrés y Providencia, y
se destinará para la financiación de programas de reubicación de los habitantes en zonas de alto riesgo, si los hubiere.

La violación de las reglamentaciones sobre usos del suelo en zonas de reserva agrícola continuará rigiéndose por el artículo 60 del Decreto-
Ley 1333 de 1986 (Código de Régimen Municipal)". 

Artículo 67º.- Los actos de los alcaldes y del intendente a los cuales se refiere el artículo anterior, así como aquellos mediante los cuales se
ordene la suspensión de obra, y la restitución de vías públicas de que trata el Código Nacional de Policía, serán susceptibles de las acciones
contencioso administrativas previstas en el respectivo código, en primera instancia ante los Tribunales Administrativos, y en segunda
instancia ante el Consejo de Estado. Estas acciones no suspenderán los efectos de los actos administrativos demandados, salvo el caso de
la suspensión provisional. Ver Decreto Nacional 1052 de 1998 

Artículo 68º.- Los concejos de los municipios, del Distrito Especial de Bogotá y el Consejo de la Intendencia de San Andrés y Providencia
determinarán la forma de transferir los derechos de desarrollo y de construcción entre aquellos inmuebles sometidos a regímenes
urbanísticos especiales restrictivos del uso, densidad o altura y aquellos otros cuyos propietarios deseen bonificación en altura o densidad.

Artículo 69º.- Los alcaldes municipales, el del Distrito Especial de Bogotá y el Intendente de San Andrés y Providencia, de oficio, o a solicitud
de cualquier ciudadano directamente o por conducto de la Personería Municipal, podrán iniciar las acciones policivas tendientes a ordenar la
desocupación de predios y el lanzamiento de ocupantes de hecho cuando el propietario o su tenedor no haya incoado la acción a que se
refiere la Ley 57 de 1905 y su Decreto Reglamentario 992 de 1930, siempre que la ocupación o los asentamientos ilegales que se hayan
efectuado, se estén llevando a cabo o que sea previsible determinar que se efectuarán, a juicio del Alcalde o Intendente, atenten o puedan
presentar riesgo para la comunidad o cualquier ciudadano o vayan contra las normas de urbanismo y planeación de la localidad.

Los Alcaldes y el Intendente o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 9 de la Ley 11 de 1986, podrán
iniciar de oficio la acción a que se refiere el artículo anterior cuando se presenten ocupaciones de hecho o asentamientos ilegales en las
cuales, de conformidad con los reglamentos de usos del suelo o las condiciones físicas del terreno, no esté permitido adelantar
construcciones, no sean aptas para ello o de alguna forma presenten riesgos para la seguridad, la tranquilidad o la salubridad de la
comunidad.

Las autoridades a que se refieren los artículos anteriores, al expedir las órdenes de desocupación o lanzamiento. podrán ordenar la
demolición de los bienes que se hayan construido sin permiso de autoridad competente, así como también la ejecución de las obras de
conservación o restauración del bien inmueble que se estimen necesarias. Las obras que se disponga realizar de conformidad con lo
dispuesto en el presente artículo serán por cuenta del propietario del predio, en el evento que éste no las ejecute en el plazo otorgado por
el Alcalde, Intendente o quien haga sus veces. La administración podrá disponer su ejecución y el costo de las mismas, adicionado en un
10% por concepto de administración, se incluirá en las respectivas facturas del impuesto predial, pudiendo cobrarse por jurisdicción
coactiva si es del caso.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará sin perjuicio de imposición de las demás sanciones a que se refiere el presente capítulo, así como
también de las civiles y penales a que haya lugar. Ver: Artículo 106 Ley 388 de 1997

CAPÍTULO VII

De los Bancos de Tierras y de la integración

y reajuste de tierras

Artículo  70º.- modificado por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997. decía así: Los municipios, el Distrito Especial de Bogotá, la Intendencia
de San Andrés y Providencia y las áreas metropolitanas podrán crear establecimientos públicos locales denominados "Bancos de Tierras"
encargados de adquirir, por enajenación voluntaria, expropiación o extinción del dominio, los inmuebles necesarios para cumplir con los
fines previstos en los literales b), c), d), e), k), ll), m) y o) del artículo 10 de la presente Ley. Ver: Artículo 22 Ley 3 de 1991

Artículo  71º.- modificado por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997. decía así: El patrimonio de los Bancos de Tierras estará constituido por:

1. Los inmuebles urbanos y suburbanos que adquiera a cualquier título.

2. Los bienes vacantes que se encuentren dentro de su jurisdicción.

3. Las donaciones que reciba.

4. El rendimiento de sus propias inversiones.

5. Los terrenos ejidales, los cuales perderán su carácter de tales al ingresar a patrimonio de los bancos.

6. Los aportes, apropiaciones y traslados que les efectúen otras entidades públicas.

Artículo 72º.- Los Bancos de Tierras no estarán obligados a enajenar los inmuebles que adquieran, dentro del término previsto en el artículo
33 de la presente Ley, cuando se trate de aquellos adquiridos para los fines establecidos en los literales c), d), e) y k) del artículo 10.

Artículo  73º.- Establécese a favor de los Bancos de Tierras el derecho de preferencia en la enajenación de los inmuebles que según el plan
de desarrollo aparezcan ubicados en las zonas destinadas por los Concejos, el Consejo Intendencial o las Juntas Metropolitanas a los fines
establecidos en los literales b), d), e), m), n) y o) del artículo 10. En virtud de dicho derecho, los propietarios que tengan la intención de
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enajenar sus inmuebles deberán, por una sola vez, ofrecerlos en primer lugar a los Bancos de Tierras.

Artículo 74º.- Corresponderá a los representantes legales de los Bancos de Tierras determinar, con el visto bueno de sus juntas directivas,
presididas personalmente por el Alcalde o el Intendente, y mediante resolución motivada, los inmuebles precisos respecto de los cuales se
ejercerá el derecho de preferencia.

La resolución anterior será inscrita en cada uno de los folios de matrícula inmobiliaria de los inmuebles señalados, y no podrá inscribirse
ningún título traslaticio de dominio posterior sin la constancia de haber cumplido la obligación prevista en el artículo anterior.

Artículo 75º.- El precio de compra del inmueble y las condiciones de pago se sujetarán a las disposiciones del Capítulo III de la presente Ley.

Artículo 76º.- Los Bancos de Tierras dispondrán de un plazo de tres (3) meses contados desde la fecha de recepción de la oferta para ejercer
su derecho de preferencia, y un plazo adicional de seis (6) meses para perfeccionar la transacción.

Mientras no exista un Banco de Tierras, el derecho de preferencia lo ejercerá la entidad territorial, por conducto del Alcalde o Intendente de
San Andrés y Providencia.

Artículo  77º.- Adicionado por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997. Los municipios, el Distrito Especial de Bogotá y la Intendencia de San
Andrés y Providencia o sus entidades descentralizadas podrán asociarse con otras entidades públicas y con los particulares, por iniciativa de
cualesquiera de éstos, para desarrollar áreas no desarrolladas previstas en el plan de desarrollo, mediante el sistema de reajuste de tierras,
que consiste en englobar diversos lotes de terreno para luego subdividirlos en forma más adecuada y dotarlos de obras de infraestructura
urbana básica, tales como vías, parques, redes de acueducto, energía eléctrica y teléfonos.

También podrán adelantar proyectos de integración inmobiliaria en zonas, áreas e inmuebles clasificadas como de desarrollo, redesarrollo y
renovación urbana, con el objeto de reunir o englobar distintos inmuebles para subdividirlos y desarrollarlos, construirlos, o renovarlos y
enajenarlos.

Las entidades antes enumeradas serán las encargadas de adelantar los proyectos relacionados con estos inmuebles mediante acuerdos de
asociación, contratos de sociedad u otros que celebre con los propietarios de las tierras, así como también mediante la compraventa y
expropiación de los inmuebles requeridos. Adicionado su contenido Ley 388 de 1997

Artículo  78º.- En los proyectos de reajuste de tierras y de integración inmobiliaria el pago del precio de venta, de la indemnización en el
evento de la expropiación y de las utilidades o participaciones que reciba el propietario del inmueble, se efectuará preferiblemente con los
lotes restantes de la subdivisión, provistos de la infraestructura urbana básica, o en inmuebles construidos dentro del proyecto respectivo.

El pago del precio de compraventa o indemnización por expropiación así como los costos totales necesarios para la ejecución de los
proyectos podrán ser pagados por bonos o títulos valores emitidos para el efecto, redimibles con el producto de la venta de los lotes o
inmuebles resultantes.

El valor inicial de los inmuebles lo determinará el Instituto Geográfico Agustín Codazzi o la entidad que cumpla sus funciones, de acuerdo
con las disposiciones contenidas en el Capítulo III de la presente Ley. El instituto o la entidad correspondiente efectuarán un nuevo avalúo
para determinar el número de lotes o de inmuebles construidos necesarios para el pago del precio, de la indemnización o de las utilidades o
participaciones. Sustituido por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997.

CAPÍTULO VIII

De la extinción del dominio sobre inmuebles urbanos

"Artículo  79º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: En desarrollo del principio constitucional según el cual la propiedad tiene
una función social que implica obligaciones, todo propietario de inmuebles dentro del perímetro urbano de las ciudades está obligado a
usarlos y explotarlos económica y socialmente de conformidad con las normas sobre usos y atendiendo a las prioridades de desarrollo físico,
económico y social contenidas en los planes de desarrollo, o en los planes simplificados, y en su defecto, atendiendo a los usos del suelo
que para estos fines establezca la Oficina de Planeación Departamental.

Artículo  80º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: A partir de la fecha de vigencia de esta Ley, habrá lugar a la iniciación del
proceso de extinción del derecho de dominio sobre los siguientes inmuebles que no cumplen con su función social:

a) Los inmuebles urbanizables pero no urbanizados, declarados por el Concejo, la Junta Metropolitana o el Consejo Intendencial de San
Andrés y Providencia, mediante acuerdo, como de desarrollo prioritario en cumplimiento del plan de desarrollo, y que no se urbanicen
dentro de los dos (2) años siguientes a dicha declaratoria.

b) Los inmuebles urbanizados sin construir declarados por el Concejo, la Junta Metropolitana, o el Consejo Intendencial de San Andrés y
Providencia, mediante acuerdo como de construcción prioritaria en cumplimiento del plan de desarrollo, y que no se construyan dentro de
los dos (2) años siguientes a dicha declaratoria.

Artículo  81º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: La iniciación del proceso de extinción del derecho de dominio prevista en el
artículo anterior procederá cuando las obras físicas de urbanización y construcción no se inicien dentro del término señalado y se referirá
únicamente a la parte no desarrollada o construida. El término de dos (2) años de que trata el artículo anterior empezará a contarse desde
la fecha de la vigencia del acuerdo mediante el cual se declaran el inmueble o inmuebles como de desarrollo o construcción prioritarios y se
prorrogará hasta por un período adicional de dos (2) años si las obras de urbanización o construcción no se han concluido.

El término para concluir las obras podrá prorrogarse por dos (2) años o más, si el tamaño del proyecto lo justificare y se demostrare que la
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obra ha avanzado razonablemente. Las prórrogas deberán solicitarse antes del vencimiento del respectivo plazo y no se procederá la
iniciación del proceso de extinción del derecho de dominio mientras la autoridad no decida sobre la solicitud.

Artículo  82º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Corresponderá al Alcalde o Intendente, mediante resolución motivada,
declarar iniciado el proceso de extinción del derecho de dominio de los inmuebles que no cumplan con su función social en favor del
respectivo municipio o del Distrito Especial de Bogotá, o Intendencia de San Andrés y Providencia. Esta resolución será notificada
personalmente a quien apareciere inscrito como propietario del inmueble y a los demás titulares de derecho reales inscritos siguiendo el
procedimiento descrito en el artículo 88 de la presente Ley.

Artículo  83º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: La resolución mediante la cual se inicia el proceso de extinción del derecho
de dominio será inscrita por el Alcalde o Intendente en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente dentro de los cinco
(5) días hábiles siguientes a su ejecutoria.

Artículo  84º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Los propietarios tendrán un término de quince (15) días, contados a partir
de la notificación de la resolución mediante la cual se inicia el proceso de extinción del derecho de dominio, para solicitar la práctica de
pruebas. Para decretarlas el término será de cinco (5) días hábiles y para la práctica de las mismas el término será de quince (15) días
hábiles.

La resolución mediante la cual se declara la extinción del derecho de dominio deberá dictarse dentro de los veinte 20 días siguientes. Si
vencido este término no se ha dictado, cesará todo procedimiento y la inscripción que se hubiere efectuado en la Oficina de Registro de
Instrumentos Públicos quedará sin efecto alguno de pleno derecho, sin necesidad de pronunciamiento administrativo alguno. El registrador
deberá cancelar la inscripción correspondiente, a solicitud de cualquier persona, previa constatación del hecho.

Artículo  85º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Cuando existan dificultades generales de financiación o mercado,
demostradas por los propietarios, éstos podrán solicitar al Alcalde prórroga del plazo concedido para cumplir con lo establecido en el
artículo 81 de la presente Ley. Los Alcaldes podrán conceder una o varias prórrogas sucesivas sin que ellas, sumadas, excedan los dieciocho
(18) meses.

Artículo  86º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Corresponderá al Alcalde o al Intendente, mediante resolución motivada,
declarar la extinción del derecho de dominio de los inmuebles que no cumplan una función social, a favor del respectivo municipio, el
Distrito Especial de Bogotá, o la Intendencia de San Andrés y Providencia. En dicha resolución se especificará el uso o destino que deba
darse al inmueble en lo sucesivo, de conformidad con el plan de desarrollo o con el plan de desarrollo simplificado, y en defecto de éstos, de
conformidad con el uso que le asigne la Oficina de Planeación Departamental.

Artículo  87º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: La declaratoria de extinción del derecho de dominio no procederá respecto
de aquellos inmuebles ubicados en zonas donde hayan ocurrido desastres naturales calificados como tales por INGEOMINAS o por el HIMAT.
En estas zonas la declaratoria procederá en los términos y plazos que señale el Gobierno.

Artículo  88º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: La resolución que ordena la extinción del derecho de dominio será
notificada personalmente a quien apareciere inscrito como propietario del respectivo bien, y a los demás titulares de derechos reales
inscritos, dentro de los cinco días siguientes al de su expedición. Adicionalmente, se fijará una copia de dicha resolución en el inmueble
objeto de la declaratoria de extinción de dominio.

Si no fuere posible hacer la notificación personal dentro del término de cinco (5) días hábiles contados a partir de la fecha de expedición de
la resolución, ésta se notificará por edicto que permanecerá fijado en la Alcaldía por el término de quince (15) días, y se ordenará la
comunicación de la parte resolutiva de la misma en un diario de amplia circulación en el municipio y en una radiodifusora que opere en el
mismo sitio.

Adicionalmente, cuando el nombre del propietario figure en el directorio telefónico, se enviará a todas las direcciones que allí aparezcan,
copia del edicto por correo certificado o con un funcionario que la entregue a cualquier persona que allí se encuentre, o la fije en la puerta
de acceso, según las circunstancias. También se enviará a la dirección que el propietario hubiere denunciado en la Oficina de Catastro
respectiva. Ver Artículo 81 de la presente Ley.

Artículo  89º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: El acto que declare la extinción del derecho de dominio será inscrito por el
Alcalde o el Intendente en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a
su ejecutoria. Los inmuebles así afectados quedarán fuera del comercio a partir de la fecha de la inscripción, y mientras esta subsista,
ninguna autoridad podrá conceder licencia de urbanización o de construcción, o de uso o funcionamiento por primera vez para cualquier
establecimiento industrial o comercial sobre el inmueble objeto de la oferta de compra. Los que se expidan no obstante esta prohibición
serán nulos de pleno derecho.

Artículo  90º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Contra la resolución que declara la extinción del derecho del dominio sólo
cabrá, por la vía gubernativa, el recurso de reposición, que deberá interponerse dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al de su
notificación personal o a la desfijación del edicto, según el caso. La presentación oportuna del recurso de reposición suspenderá su
ejecución.

Transcurrido el término de dos (2) meses contados a partir de la interposición del recurso de reposición contra la resolución de que trata el
inciso anterior sin que se hubiere resuelto dicho recurso, éste se entenderá negado y la autoridad competente no podrá resolverlo, sin
perjuicio de las sanciones disciplinarias a que hubiere lugar.

Parágrafo 1º.- Incurrirá en causal de mala conducta el funcionario que no resuelva el recurso oportunamente.
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Parágrafo 2º.- En los municipios de menos de cien mil (100.000) habitantes operará el silencio administrativo positivo.

Artículo  91º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: El procedimiento de expedición de la resolución que declare la extinción del
derecho de dominio podrá ser revisado por el Tribunal Administrativo competente en única instancia. La acción de revisión caducará, según
el caso, al cabo de cuatro (4) meses contados a partir del día de la notificación de la resolución que resuelva el recurso de reposición, o
contados a partir de los dos (2) meses siguientes a la interposición del recursos de reposición, siempre que éste no haya sido resuelto. La
resolución que declara la extinción del derecho de dominio podrá ser objeto de las acciones previstas en el Código Contencioso
Administrativo. Si se decretara la nulidad de dicha resolución se indemnizará al propietario y se le restituirá el inmueble en el estado
original, anterior al acto anulado. Si no fuere procedente la restitución anterior se indemnizará plenamente al propietario por los perjuicios
sufridos.

Artículo  92º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Declárase de utilidad pública e interés la adquisición de los demás
derechos reales principales sobre el inmueble objeto de una declaratoria de extinción del dominio. La demanda se dirigirá contra los
titulares de dichos derechos y contra las personas indicadas en el último inciso del numeral 2 del artículo 451 del Código de Procedimiento
Civil. Al proceso también podrán concurrir los terceros que aleguen posesión material o derecho de retención, en los términos previstos en
el artículo 456 del mismo Código. El proceso de expropiación se tramitará conforme a lo dispuesto en el Capítulo III de la presente Ley.

Artículo  93º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Los inmuebles objeto de la declaratoria de extinción del derecho de
dominio deberán ser efectivamente usados o destinados a los fines previstos en la resolución respectiva dentro de los tres (3) años
siguientes a la fecha en que haya quedado en firme tal declaratoria. Vencido este término sin que se le hubiese dado al bien el fin previsto,
se deberán enajenar dichos inmuebles conforme a lo previsto en el Capítulo III de la presente Ley. En este caso, los propietarios anteriores y
sus causahabientes no tendrán derecho de preferencia para readquirir los inmuebles.

Artículo  94º.- Derogado Artículo 138Ley 388 de 1997 decía así: La excepción a la limitación de que trata el inciso 2 del artículo 186 del
Código de Régimen Municipal se extenderá a los inmuebles a los cuales se refiere el artículo 81 de la presente Ley".

CAPÍTULO IX

Instrumentos financieros para la reforma urbana

Artículo 95º.- En adelante, el Instituto de Crédito Territorial, deberá financiar con un monto no inferior al 80% de sus recursos, directa o
indirectamente a través del mercado secundario de hipotecas, viviendas cuyo precio de venta no supere el valor equivalente a ciento diez
(110) salarios mínimos mensuales. También en adelante el Banco Central Hipotecario financiará con un monto no inferior al 50% de sus
recursos, directa o indirectamente a través del mercado secundario de hipotecas, viviendas o lotes con servicios cuyo precio de venta no
supere un valor equivalente a ciento treinta y cinco (135) salarios mínimos mensuales. En la contabilización de los recursos del BCH de que
trata el presente artículo no se tendrán en cuenta los fondos manejados a través del Fondo Financiero de Desarrollo Urbano para programas
de financiamiento municipal.

Parágrafo.- En adelante, el Instituto de Crédito Territorial y el Banco Central Hipotecario, destinarán la totalidad de las utilidades que
obtengan en el desarrollo de programas de vivienda cuyo precio de venta sea superior a los ciento treinta y cinco (135) salarios mínimos,
dentro de los márgenes permitidos y limites establecidos en este artículo a programas de capitalización o de vivienda de interés social.

Artículo 96º.- Totalmente modificado Artículo 6 Ley 2 de 1991

Artículo 97º.- Estará sometido al impuesto sobre las ventas a la tarifa general del diez por ciento (10%) el cemento cualquiera sea su
destinación.

Artículo 98º.- Derógase el literal b) del artículo 60 del Decreto 3541 de 1983 en lo referente al cemento.

A partir de la vigencia de la presente Ley y durante los cinco (5) años siguientes, prorrogables cinco (5) años más a juicio del Gobierno
Nacional, deberá incorporarse en el presupuesto nacional una suma igual al ciento por ciento (100%) de lo que se estime se recaudará en el
año fiscal por concepto de este impuesto. Esta suma será trasladada al Instituto de Crédito Territorial, para programas de inversión o
financiación de vivienda de interés social en los términos y condiciones establecidos en la presente Ley. Si al cabo de los cinco (5) años no
se decidiere prorrogar la transferencia al Instituto de Crédito Territorial, se deberá trasladar la totalidad del recaudo a los municipios de
acuerdo con el procedimiento establecido en la Ley 12 de 1986.

Parágrafo.- De los nuevos recursos se girarán las participaciones de acuerdo con la Ley 12 de 1986. Las transferencias a las entidades
beneficiarias en los términos de la ley referida, originadas por la ampliación de la base del impuesto, serán invertidas por los municipios
exclusivamente en la ampliación y mejoramiento de redes de servicios de acueducto y alcantarillados. Ver Artículo 27 Ley 3 de 1991 y
Artículos ss. Vivienda de Interés Social.

Artículo 99º.- Las entidades públicas nacionales, departamentales, intendenciales, metropolitanas y municipales, el Distrito Especial de
Bogotá y sus entidades descentralizadas que adquieran inmuebles por negociación voluntaria directa o expropiación en desarrollo de las
disposiciones de la presente Ley, podrán pagar su valor o la indemnización en los términos del Capítulo III de la presente Ley, mediante la
emisión de títulos de deuda pública, sin garantía de la Nación, denominados "Pagarés de reforma urbana". Ver (Artículo 105 de la presente
Ley).

Artículo 100º.- Para la emisión de los "Pagarés de reforma urbana" por parte de las entidades públicas nacionales, corresponderá al
Gobierno Nacional -Ministerio de Hacienda y Crédito Público- expedir la autorización previa respectiva, con sujeción a las disposiciones del
parágrafo 2 del artículo 231 del Decreto extraordinario 222 de 1983. Ver Decreto Nacional 1710 de 1989
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Las demás entidades previstas en el artículo 5 de la presente Ley, deberán obtener aprobación del monto de cada emisión por parte de la
Asamblea, Concejo, Junta Metropolitana o el Consejo respectivo, con fundamento en un estudio que demuestre la capacidad de pago de la
entidad emisora.

Cumplido lo anterior corresponderá al supremo órgano directivo de la entidad emisora, expedir el acto administrativo que ordene la emisión
señalando su cuantía y las características financieras y de colocación de los títulos.

Artículo 101º.- Previa la expedición de los "Pagarés de la Reforma Urbana", las entidades autorizadas para emitirlos, deberán remitir al
Ministerio de Hacienda y Crédito Público-Dirección General de Crédito Público-, el acto administrativo que ordene la emisión, para el registro
de que trata el artículo 18 de la Ley 43 de 1987. Los plazos y condiciones señalados en dicha disposición se hacen extensivos para el
registro de los Pagarés.

Artículo 102º.- Los "Pagarés de Reforma Urbana" serán títulos a la orden, libremente negociables, denominados en moneda nacional,
tendrán un plazo total de ocho (8) años, contados a partir de la fecha de su expedición, que corresponderá a la de perfeccionamiento de la
tradición y entrega del inmueble, redimibles en ocho (8) vencimientos anuales, iguales y sucesivos, el primero de los cuales vencerá un año
después de la fecha de expedición, devengarán intereses sobre saldos deudores, pagaderos por semestre vencido, equivalentes al 80% de
la variación porcentual del índice nacional de precios al consumidor, elaborado por el DANE, correspondiente al semestre inmediatamente
anterior a la fecha de exigibilidad. Los intereses devengados gozarán de exención de impuestos de renta y complementarios.

Artículo 103º.- Las mismas entidades de que trata el artículo 99, previa aprobación del cupo de endeudamiento por las entidades
mencionadas en el artículo 100, podrán emitir títulos de deuda pública, sin garantía de la Nación, denominados "Bonos de Reforma Urbana".
Ver Artículo 105 de la presente Ley.

Parágrafo.- La solicitud de que trata el numeral 1 del artículo 231 del Decreto extraordinario 222 de 1983, deberá ser presentada a través
del Alcalde respectivo. Ver: Decreto Nacional 1710 de 1989

Artículo 104º.- El producido de los Bonos de que trata el artículo anterior de la presente Ley, se destinará a la financiación de proyectos de
remodelación urbana, reintegro y reajuste de tierras, construcción, mejoramiento y rehabilitación de viviendas de interés social,
construcción, ampliación, reposición y mejoramiento de redes de acueducto y alcantarillado, infraestructura urbana, planteles educativos y
puestos de salud, centros de acopio, plazas de mercado y ferias, mataderos, instalaciones recreativas y deportivas, tratamiento de basuras
y saneamiento ambiental.

Artículo 105º.- Las entidades emisoras de los títulos de deuda de que tratan los artículos 99 y 103 de la presente Ley, se obligan a incluir en
sus proyectos anuales de presupuesto, las apropiaciones requeridas para la atención cumplida y exacta que demanda el servicio de la
deuda.

Artículo  106º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Establécese la contribución de Desarrollo Municipal a cargo de los
propietarios o poseedores de aquellos predios o inmuebles urbanos o sub-urbanos, cuyo terreno adquiera una plusvalía como consecuencia
del esfuerzo social o estatal. Dicha contribución tiene carácter nacional, pero se cede en favor del municipio en el cual esté ubicada la
totalidad o la mayor parte del inmueble. Ver Artículo 26 Ley 3 de 1991

La contribución de desarrollo municipal será obligatoria para todos los municipios con más de 100.000 habitantes, pero en los municipios
con menor número de habitantes, los Concejos Municipales podrán autorizarla en concordancia con lo dispuesto en este estatuto. Ver
Artículo 28 Ley 3 de 1991

Parágrafo.- Están exentos del pago de la contribución los propietarios o poseedores de vivienda de interés social, los de predios urbanos con
área de lote mínimo, que para el efecto se entiende de trescientos metros cuadrados, y los que rehabiliten inmuebles existentes para
aumentar la densidad habitacional en proyectos de renovación o remodelación urbanas y reajuste o reintegro de tierras de los que trata la
presente Ley. Los municipios podrán variar, según las condiciones locales, el límite del área de lote mínimo.

Artículo  107º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: El beneficio generador de la Contribución de Desarrollo Municipal podrá
ocasionarse por uno o varios de los siguientes hechos o autorizaciones que afecten al predio:

a) El cambio de destinación del inmueble;

b) El cambio de uso del suelo;

c) El aumento de densidad habitacional, área construida o proporción ocupada del predio;

d) Inclusión dentro del perímetro urbano o el de los servicios públicos;

e) Obras públicas de beneficio general cuando así lo determinen los respectivos concejos municipales.

Artículo  108º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: La Contribución de Desarrollo Municipal se liquidará y cobrará en la
oportunidad en que el propietario o poseedor capte el beneficio de un mayor valor real del inmueble, bien sea por transferencia del dominio,
gravamen hipotecario, mutación física o los demás susceptibles de inscripción en el registro de instrumentos públicos y por la celebración
de nuevos contratos de arrendamiento.

Artículo  109º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: Para liquidar la Contribución de Desarrollo Municipal, el mayor valor real
del terreno se establecerá por la diferencia entre un avalúo final y otro inicial. Como deducción se le aplicará una proporción del avalúo
inicial igual a aquella en que se haya incrementado el índice nacional promedio de los precios al consumidor, ocurrido durante el período
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comprendido entre los dos avalúos.

Cuando exista la capacidad técnica podrá encomendarse la estimación de la plusvalía de que trata el presente artículo al Instituto
Geográfico Agustín Codazzi y a las oficinas de Catastro de Bogotá de Bogotá, Cali, Medellín y Antioquia. Estas determinarán el mayor valor
por metro cuadrado de terreno producido por los hechos generadores de plusvalía. Al hacerlo, tendrán en cuenta los costos históricos de la
tierra y las condiciones generales de mercado. Este valor se ajustará anualmente según los índices de precios y las condiciones del mercado
inmobiliario para las zonas valorizadas.

El mayor valor liquidado se dividirá por tres (3) y la tercera parte resultante, será el monto de la contribución. Para establecer la suma por
cobrar, del monto se descontarán los pagos efectuados durante el período comprendido entre la ocurrencia del hecho generador y el
momento de la captación del beneficio, por concepto del impuesto predial y sus sobretasas, de la contribución ordinaria de valorización y
del impuesto de estratificación socioeconómica.

Parágrafo 1º.- Como avalúo inicial se tendrá el que figure para los terrenos en el avalúo catastral vigente en el momento de producirse el
hecho valorizador. Sin embargo, el propietario o poseedor podrá solicitar, dentro de los noventa días siguientes la actualización del avalúo
catastral. Como avalúo final se tendrá el administrativo especial que practique el Instituto Geográfico Agustín Codazzi o la autoridad
catastral, respecto a los mismos terrenos, en la fecha de la captación del beneficio.

Parágrafo 2º.- En la actualización del avalúo inicial que figure en el catastro, la entidad competente no tendrá en cuenta el efecto de mayor
valor producido por el hecho generador de la plusvalía.

Parágrafo 3º.- La liquidación podrá ser impugnada por el contribuyente o por el personero, en los mismos términos y procedimientos
establecidos por el artículo 9 de la Ley 14 de 1983.

Artículo  110º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: La Contribución del Desarrollo Municipal se podrá cancelar mediante la
dación en pago de parte del predio respectivo, o con moneda corriente. En este último caso el municipio podrá aceptar la cancelación
mediante cuotas periódicas y el reconocimiento de intereses corrientes.

La obligación de pagar la contribución constituye un gravamen real que debe inscribirse en el Registro de Instrumentos Públicos sobre la
propiedad y su cobro podrá hacerse por jurisdicción coactiva. Prestará mérito ejecutivo el certificado del liquidador de la plusvalía.

Artículo  111º.- Derogado Artículo 138 Ley 388 de 1997 decía así: El producto de la Contribución de Desarrollo Municipal sólo podrá ser
utilizado para los siguientes propósitos:

a) Compra de predios o inmuebles o financiación necesaria para la ejecución de planes y programas municipales de vivienda de interés
social;

b) Ejecución de obras de desarrollo municipal, adecuación de asentamientos urbanos subnormales, parques y áreas recreativas y expansión
de los servicios públicos y sociales municipales, y

c) Suscripción de bonos o títulos emitidos para la financiación municipal o de vivienda, de los que trata el artículo 121".

Artículo 112º.- Créase el Impuesto de Estratificación Socioeconómica a cargo de los propietarios y poseedores de las viviendas clasificadas
en los estratos alto y medio alto en todos los municipios de más de cien mil (100.000) habitantes. Dicho impuesto es de carácter nacional,
pero se cede en favor del municipio en el cual se efectúe el respectivo recaudo.  Ver literal c) del art. 1 de la Ley 44 de 1990

Parágrafo.- Para determinar las escalas de estratificación socio-económica, se tendrá en cuenta la clasificación elaborada por cada
municipio con base en las características físicas de las viviendas, su localización y las pautas metodológicas de estratificación empleadas
por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE.

Artículo 113º.- La tarifa del impuesto será del uno y medio (1.5) al cinco (5) por mil anual del respectivo avalúo catastral. Dentro de este
rango, los Concejos Municipales y el Distrito Especial de Bogotá, determinarán las escalas para cada estrato, estableciendo de todas formas,
un diferencial entre el estrato medio alto y alto, sin exceder en este último caso el máximo del cinco (5) por mil aquí establecido.

Artículo 114º.- El producto del Impuesto de Estratificación se aplicará por los municipios, así:

a) El cincuenta por ciento (50%) para financiación de un fondo de habilitación de viviendas de estrato bajo que carezcan de servicios de
acueducto y alcantarillado;

b) El cincuenta por ciento (50%) restante para la adquisición de tierras con destino a la construcción de viviendas de interés social.

Artículo 115º.- Los Concejos Municipales y el del Distrito Especial de Bogotá, procederán a reglamentar y disponer la forma de recaudar el
impuesto de estratificación socioeconómica, así como a determinar las exenciones que consideren pertinentes.

Artículo 116º.- En la enajenación de inmuebles, la obligación de pago de los impuestos que graven, la finca raíz corresponderá al
enajenante. Esta obligación no podrá transferirse o descargarse en el comprador.

Cuando el predio por enajenar haga parte de otro en mayor extensión, el paz y salvo de los impuestos de que trata el inciso anterior podrá
obtenerse mediante el pago de impuestos correspondiente a la proporción del inmueble que se pretende enajenar. Ver Artículo 17 Decreto
Nacional 2400 de 1989

Artículo 117º.- En aquellos municipios en los cuales no se hubiere formado el Catastro con arreglo a las disposiciones de los artículos 4, 5 y
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6 de la Ley 14 de 1983, los avalúos vigentes se ajustarán anualmente en un porcentaje determinado por el Gobierno Nacional antes del 31
de octubre de cada año y hasta el año de 1994, previo concepto del Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES). El
porcentaje de incremento no será inferior al cincuenta por ciento (50%) ni superior al noventa por ciento (90%) del incremento del índice
nacional promedio de precios al consumidor, registrado por el DANE para el período comprendido entre el 1 de septiembre del respectivo
año y la misma fecha del año anterior.

Artículo 118º.- Derogado por el art. 285, Ley 223 de 1995 Se aclara la Ley 128 de 1941 en el sentido de que los municipios podrán continuar
cobrando un gravamen equivalente al diez por ciento (10%) de lo que los contribuyentes deban pagar por concepto de impuesto predial y
de impuesto de registro y anotación.

Artículo 119º.- Totalmente modificado por el Artículo 7 Ley 2 de 1991 Artículo 15 Ley 3 de 1991 Sistema Nacional de Vivienda de Interés
Social.

Artículo 120º.- Totalmente modificado por el Artículo 8 Ley 2 de 1991 decía así: Autorízase al Banco Central Hipotecario a emitir con el
respaldo de su cartera y su capital, "cédulas de ahorro y vivienda" amortizadas por el sistema de fondo acumulativo de amortización
gradual por medio de sorteos. Las emisiones serán de varias clases según el plazo, interés, vencimiento o con otras formas de amortización
que determine la Junta Monetaria.

Las cédulas de Ahorro y Vivienda se podrán expedir al portador y serán de libre transacción.

Parágrafo.- Cuando las cédulas se emitan para cumplir las funciones previstas para los "Pagarés de Reforma Urbana" gozarán del mismo
tratamiento tributario de éstos.

Artículo 121º.- Las Cédulas de Ahorro y Vivienda del Banco Central Hipotecario podrán destinarse a los siguientes fines: Ver Artículo 9 Ley 2
de 1991 Artículo 28 Ley 3 de 1991 Vivienda de Interés Social.

a) Captación de recursos en el mercado de capitales e inversión financiera de las entidades beneficiarias de la contribución de Desarrollo
Municipal;

b) Inversiones forzosas y de encaje por parte de las Instituciones Financieras atendiendo a las determinaciones de la Junta Monetaria y con
rendimientos financieros inferiores a las señaladas para el caso del literal anterior;

c) Garantía de los pagos a plazos que en desarrollo de la presente Ley deban efectuar las entidades que compren o expropien terrenos,
integren o reajusten tierras, o los que hagan los propietarios y poseedores en cumplimiento de la contribución de desarrollo municipal,
siguiendo las condiciones de plazo e interés definidas para el efecto por la presente Ley;

d) Como documentos representativos de cartera descontable o redescontable en el Banco Central Hipotecario. Adicionado por el Artículo 9
Ley 2 de 1991

Parágrafo.- El Banco Central Hipotecario, BCH, podrá emitir "cédulas de ahorro y vivienda" para que cumplan las funciones previstas para
los "Pagarés de Reforma Urbana" con respaldo en títulos hipotecarios sobre los inmuebles que adquieran las instituciones señaladas en el
artículo 99 de la presente Ley y para los fines en el dispuestos.

Artículo 122º.- Modificado por el Artículo 10 Ley 2 de 1991

Artículo 123º.- Facúltase a los municipios, al Distrito Especial de Bogotá y a la Intendencia de San Andrés y Providencia para pignorar las
apropiaciones previstas en los artículos primero (1) de la Ley 61 de 1936, 14 del Decreto 1465 de 1953, y mencionadas en el artículo 1 de la
Ley 130 de 1985 y demás disposiciones que las adicionen o reformen, con el objeto de garantizar el pago de obligaciones que contraigan o
les sean descontadas por el Banco Central Hipotecario, Fondo Financiero de Desarrollo Urbano o el Instituto de Crédito Territorial.

Lo anterior, siempre que tales obligaciones se originen en préstamos destinados a construcción de unidades básicas de vivienda, dotación
de servicios públicos, construcción de vías, zonas recreativas y servicios complementarios mínimos, que aseguren una adecuada calidad de
la vida a sus habitantes.

Para los efectos del artículo 1 de la Ley 61 de 1936, entiéndese por construcción de vivienda adecuadas para los trabajadores, no sólo la
construcción física de las mismas, sino también la dotación de servicios públicos, vías, zonas recreativas y demás servicios
complementarios mínimos para asegurar la calidad de la vida a sus habitantes.

Cuando con recursos del Fondo Obrero se adelanten programas conjuntos de inversión con el Banco Central Hipotecario o el Instituto de
Crédito Territorial, regirán respecto a plazos de amortización, interés, garantía y demás condiciones financieras para la adjudicación, las
establecidas en las presente Ley para la vivienda de interés social.

Se podrán pignorar los recaudos provenientes del impuesto predial, correspondiente a predios urbanos, con el objeto de garantizar el pago
de obligaciones originadas en créditos destinados a los fines previstos en el inciso 2 del presente artículo. Para tales efectos, podrán acordar
también que la entidad prestamista o financiera respectiva recaude el impuesto, adelante su administración y liquidación, en cuyo caso
seguirá las normas técnicas establecidas por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi. Modificado Artículo 11 Ley 2 de 1991

CAPÍTULO X

Disposiciones varias

Artículo 124º.- Derógase el inciso 2 del artículo 143 del Decreto-Ley 222 de 1983. El inciso 3 quedará así: "Podrán darse bienes inmuebles
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en pago de los que adquieran, la permuta de bienes inmuebles se sujetará a las reglas de la venta. El valor de los bienes objeto de la
permuta se determina por el mismo mecanismo previsto para la compraventa".

Lo anterior no obstante, los inmuebles y derechos que a la fecha de vigencia de la presente Ley estén en proceso de adquisición o venta
bajo el procedimiento previsto en el Capítulo VIII de dicho decreto continuarán rigiéndose por sus disposiciones. Deróganse los artículos
112, 144 y 148 del Decreto-Ley 222 de 1983.

Las disposiciones del Capítulo II del Título VII del Decreto-Ley 222 de 1983 sobre ocupación y adquisición de inmuebles e imposición de
servidumbres serán aplicables a las entidades públicas de que trata la presente Ley en todo aquello que no sea contrario a la misma.
Modificado Artículo 12 Ley 2 de 1991

Artículo 125º.- Toda referencia en la presente Ley en el Decreto-Ley 1333 de 1986 a los municipios incluirá al Distrito Especial de Bogotá y a
la Intendencia de San Andrés y Providencia, salvo en aquello para lo cual éstos tengan un régimen especial.

Artículo 126º.- Los municipios, las áreas metropolitanas y la Intendencia Especial de San Andrés y Providencia ejercerán las funciones de
que trata el Título IV sobre el saneamiento de edificaciones de la Ley 9 de 1979 (Código Sanitario Nacional), como entidades delegadas del
Ministerio de Salud, sin perjuicio de que éste reasuma dichas funciones cuando el saneamiento de edificaciones lo requiera, para la
protección de la salud humana.

Artículo  127º.- Para los efectos previstos en los artículos 1, 4 y demás relacionados con su actividad planificadora el Distrito Especial de
Bogotá no quedará sujeto a las disposiciones del Departamento de Cundinamarca. Derógase el artículo 39 del Decreto-Ley 1333 de 1986
(Código de Régimen Municipal), sobre la obligación de los municipios de levantar planos reguladores.

Artículo 128º.- La presente Ley regirá a partir de la fecha de su publicación en el "Diario Oficial" y deroga todas las normas que le sean
contrarias.

República de Colombia - Gobierno Nacional.

Publíquese y ejecútese.

Bogotá, D.E., enero 11 de 1989.

El Presidente de la República, VIRGILIO BARCO. El Ministro de Hacienda y Crédito Público, LUIS FERNANDO ALARCÓN MANTILLA. El Ministro
de Desarrollo Económico, CARLOS ARTURO MARULANDA RAMÍREZ.

NOTA: La presente Ley aparece publicada en el Diario Oficial No. 38.650

Fecha y hora de creación: 2021-01-22 17:04:05
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